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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo sobre el Arancel para el pago de los 

derechos procesales 



En Buenos Aires á veinte y dos de Setiembre de mil ocho- 
cientos ochenta y siete reunidos en acuerdo extraordinario el 
Señor Presidente de la SupremaC orte^ Doctor Don Benjamin Yic- 
torica y los Señores Ministros Doctores : D. Uladislao Frías, Don 
Federico Ibargúren, D. Calisto S. de la Torre.y Don Salustiano 
J. ZavalíadijeronrQueápesarde haberse declarado admisibles , 
enjuiciólos poderes apud acta, por resolución de esta Corte 
defecha 14 de Marzo de 1878, fundada en la práctica constante- 
mente observada y en lo dispuesto por el artículo primero, 
inciso primero de la ley de Agosto 26 de 1863, sancionan- 
doel arancel para el pago de derechos procesales; consideran- 
do mas regular para el buen orden de los juicios, que en 
adelante se observe esclusivamente en los poderes la forma 
de escritura pública prescrita por el artículo 1184, inciso séti- 
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mo, del Código Civil, así lo acordaron y mandaron; disponien- 
do además, que se hiciera saber este acuerdo á todos los jue- 
ces de Se<x^ion v que se publicara. 

benjamín VICTORICA. — ULADISLAO FRÍAS. 
— FEDERICO IBARGiSREN. — C. S. DE LA 
TORRE. — SALU8TIAN0 J. ZAYAUAé — José 

E. Domínguez^ Secretario. 



Acuerdo para el nombramiento de Jueces Suplentes y 

Agentes Fiscales ac hoc 

En Buenos Aires á tres de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y siete reunidos en su Sala de Acuerdos los Señores 
Pesidente y Ministros de la Suprema Corte de Justicia Ra- 
cional Doctores D. Benjamín Yictorica, D. Uladislao Fríasi 
D. Federico Ibargúren, D. C alisto S. de la Torre y D. Salus- 
tiano Jk Zavalía con el objeto de formar la lista de Abogados, 
que con arreglo á la ley de 24 de Setiembre de 1878, deben 
suplir en el año de 1 888 á los Jueces Federales de Sección 
legalmente impedidos ó recusados y ^ercer las funciones de 
Fiscales ad hoc, acordaron la formación de las siguientes 
listas : 

Para la Capital : Doctores D. Carlos Saavedra Zavaleta» Don 
José M, Rosa, D. Ángel E. Casares, D. José A. Terry, D. Julián 
Balbin, D. Joaqvn Cullen, D. Leandro Alem^ D. Ennque 
Quintana, D. Antonio Bermeyo, D. Lucio Y. López. 

Para la Sección de Buenos Aires: Doctores Don José M. 
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Zapiola, D. Francisco Ájerza, D. Federico Espeche, D.Santiago 
G. OTarrell, D. Benjamin Castellanos, D. Antonio L. Gil, Don 
Remigio Lescano, D. Ricardo Áldao, D. Julio Botet. 

Para la Sección de Santa-Fé : Dorlores Don Eugenio Pé- 
rez, D Manuel Escalante, D. P. Nolasco Arias, D. Jacinto 
Fernandez. D. Joaquin Lejarza, D. Gabriel Carrasco, D. Pedro 
A. Sánchez, Don Caliste Lasaga, D. Milquiades Salva, D. Fer- 
nando Garcia Montano. 

Para la Sección de Enlre-Rios : Doctores D. Miguel I. Malarín, 
D. Manuel Beretervide, D. Leónidas Echague, D. José M. Sola, 
D. Gregoriode la Puente, D. JoséM.Comaleras, D. JoséL.Chu- 
ruarin, D. Manuel R. Morón, D. ^alentin Mernes, D. Román 
Arigos. 

Para la Sección de Corrientes: Doctores D. JoséM. Guastavi- 
no, D. JuanE. Torrent, D. JoseB. Romero, D.Juan Yalenzuela. 
D. Pedro R. Fernandez, D. Pedro T. Sánchez, D. Fermin E. 
Alsina, D. Ricardo Osuna, D. Augusto Billínghurst, D. Adolfo 
Conté. 

Para la Sección de Córdoba : Doctores D. Agustin Patino, Don 
Salustiano Torres, D. Juan M. Garro, D. Teodomiro Paez, 
Nicolás M. Derrotarán, D. José M. Ruiz, D. Nicolás Peñaloza, 
D. Tomás Garzón, D. José J. del Prado, D.Rafael Garcia Mon- 
tano. 

Para la Sección de Santiago del Estero : Doctores D. Martin 
A. Herrera, D. Napoleón Tabeada, D. Manuel Argañarás, D. 
Dámaso Giménez Beltran. 

Para la Secdon de Tucuman : Doctores D. Próspero Garcia, 
D. Ángel C. Padilla, D. Ruperto San Martin, D. Patricio Za- 
valia, D. Servando Viaña, D. Emilio Terán, D. Napoleón M. 
Yera, D. Francisco Marina Alfaro, D. Ángel Pereira, D. José 
Frías Silva. 
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Para la Sección de Salta : Doctores D. José M. Sola, D. David 
Zambrano, D. Ángel M. Ovejero, D. Juan de la C. Tamayo, 
D. Tomás Frias, D. Medardo Zapana, D. José Miguel Salva. 

Para la Sección de Jujuy : Doctores D. Pablo Carrillo, D, Ma- 
riauode T. Pinto, D. Segundo Linares, D. Delfín S. de Busta- 
mante, D. Benjamin Yillafañe, D. Cosme Arias. 

Para la Sección de Catamarca:l>ocioves D. Guillermo Correa, 
D. Fidel Castro, D. Segundo J. Acuña. 

Para la Sección de la Rioja: Doctores. D. Guillermo San Ro- 
mán^ D. Félix Luna, D. Nicolás Gonzales, D. Florentino de la 
Colina. 

Para la Sección de San Juan : Doctores D. Crisóstomo Albar- 
racin, D. Carlos Doncel, D. Pedro N. Garro, D. Luis M. Sar- 
miento, D. Ramón Castañeda. 

Para la Sección de Mendoza: Doctores D. Isaac Godoy, D. Pe- 
dro J. Anzorena, D. Germán Puebla, D. Ignacio Bombal, Don 
Adolfo Calle, D. Julio E. Acuña, D. MatiasP. Godoy, D. Fran- 
cisco Ruiz Suarez, D. Gregorio Vargas, D. Ricardo T. Ruiz. 

Para la Secdon de San Luis: Doctores D. Marcelino Ojeda, 
D . Ulises R. Lucero, D. Jacinto S. Pérez, D. Juan A. Barbeito, 
D. Eleodoro Lobos, D. Cristóbal Pereira, D. Mamerto Gutiérrez, 
D. Víctor C. Guiñazú, D. Juan C. Ojeda. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se rejis- 
trase en el libro de acuerdos, se publicase y se comunicase al 
Poder Ejecutivo y á los señores Jueces de Sección respectiva- 
mente. 

benjamín VICTORICA. — ULADISLAO 
PRIAS. — FEDERICO IBARGÚREN. — C. 
S. DE LA TORRE. — SALUSTIANO J. ZA- 

VALÍA. — Ante mi : Antonio Tar- 
nassi, Secretario. 
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Acuerdo nombrando Juez de Feria 



En Buenos Aires á seis de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y siete reunidos en su Sala de Acuerdos el Señor Pre- 
sidente y Ministros de la Suprema Corte de Justicia Nacional 
Doctores D.Benjamin Yictorica, D. Uladislao Frías, D. Federico 
Ibargúren, D. Caliste S. de la Torre y D. Salustiano J. Zavalía 
con el objeto de nombrar elJuezde Fériacon arreglo al articulo 
cuarenta del reglamento para el orden interno de la Supre- 
ma Corte, acordaron nombrar al DoctorD. Salustiano J. Zavalía 
yqueactuase como Secretario el Doctor D.José E. Dominguez; 
ordenando se rejistrase en el libro correspondiente y que se pu- 
blicase. 

BENJAKIN YIGTORICA. — ULADISLAO 
FRÍAS. — FEDERICO IBARGÚRÉN. — €• 
S. DE LA TORRE. — SALUSTIANO J. 

ZAVAUA. — José E. Domínguez, 
Secretario. 



Acuerdo nombrando conjueces para el año 4888 

En Buenos Aires á siete de Enero de mil ochocientos ochenta 
y ocho reunidos en su Sala de Acuerdos el Señor Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia Nacional Doctor Don Benja- 
min Yictorica y los Señores Ministros Doctores Don Uladislao 
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Frías, Don Federíeo Ibarguren, Don Calisto S. de la Torre y 
Don Salustíano J. Zavalia, con el objeto de nombrar conjueces 
para el año de mil ochocientos ochenta y ocho en cumpli- 
miento del artículo veinte y tres de la Ley de Procedimientos 
acordaron nombrar á los Señores Doctores Don Vicente F. Ló- 
pez, Don Luis Saenz Peña, Don Manuel M. Escalada, Don Víc- 
tor Martínez, Don Carlos Tejedor, Don Ezequíel Pereyra, Don 
Bernardo de. Irigoyen, Don Manuel Quintana, Don Ceferíno 
Araujo, Don Manuel Obarrío, Don Antonio E. Malaver, Donjuán 
José Montes de Oca, Don Honorio Martel, Don Francisco Aleo- 
bendas, Don Isaac P. Areco, Don Juan J. Romero, Don Salva- 
dor M. del Carril, Don Enrique Martínez^ Don Juan S. Fer- 
nandez, D. Leopoldo Basavilbaso, Don Bonifacio Lastra, Don 
José M. Zuviria, Don José M. Gutiérrez, Don Juan Manuel 
Terrero y Don Lisandro Segovía. Todo lo cual dispusieron y 
mandaron ordenando se publicase y se registrase en el libro 
correspondiente firmando ante mi. 

benjamín victorica.— uladisijlo faias.— 
federico ibargúren. — g. s. de la torre. 

— SALüSTIANO J. ZAVALIA.— José E. D(h 

minguez, Secretario. 



Acuerdo ordenando la colocación de los retratos 
de los Doctores Gorostiaga y Domínguez en la Sala de Acuerdos 

En Buenos Aires á tres de Julio de mil ochocientos ochenta 
y ocho, reunidos en su Sala de Acuerdos el Señor Presidente 
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de la Suprema Corte de Justicia Nacional Doctor Don Benjamín 
Yictoricay los Señores Ministros Doctores Don Cladislao Frías, 
Don Federico Ibarguren, Don Calísto S. de la Torre y Don 
Salustíano J. Zavalia dijeron: Que atentos los prolongados é 
importantes servicios prestados al Tribunal por los Señores 
Presidente y Ministro jubilados Doctores Don José Benjamin 
Gorostiaga y Don José Dominguez debian acordar y acordaron 
colocar el retrato de ellos en la Sala de Acuerdos. Ck)n lo que 
concluyó el acto, mandando que se comunicara á los mencio- 
nados Doctores Gorostiaga y Dominguez y que se publicara. 



benjamín victorica.— uladisijlo frías.— 
fsdeaico ibarguren. — c. s. de la torre. 
— salustíano j. zavaua. — José E. 
Dominguez, Secretario. 
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DE JüSTiaA NACIONAL 
CON LA RKLAGION DB SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



AÑO 1887 



CAUSA I 



D. Carlos Castagno contra D. José M. Crespo; sobre ejecución de 

sentencia. 



Sumario. — No habiéndose justificado que el condenado & 
desalojar haya dejado de poseer, la sentencia de desalojo debe 
cumplirse contra 61. 



Caso.-^Eu 8 de Noviembre de 1884, por fallo de la Supre- 
ma Corte (1) se confirmó la sentencia del Juzgado de Sección 
^e Entre-Bios, de 29 de Abril del mismo año, por la cual se 

(1) Serie 2", tomo 18, p&g 260. 
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declaró que D. José M. Crespo estaba obligado á dejar comple- 
tamente desocupado el campo ubicado en La Faz, entre los arro- 
yos Feliciano, Estacas, Lagañas y campo de Haycrofft, y abste- 
nerse en adelante de producir perturbaciones en la posesión de 
Castagno. 

Ordenado el cumplimiento de la sentencia, Crespo opuso que 
había dejado de poseer el campo, hecho que negó Castagno. 

Abierta la escepcion á prueba, y producida esta, se dictó el 
siguiente : 



WmUm del Jíuea Federal 



Paran&, Noviembre 34 de 1885. 

T vistos^ resulta : Que D. Carlos Castagno en 14 de Setiem- 
bre pidió se señalase á D. José M. Crespo un término para que 
desocupase el campo de las Estacas, en cumplimiento de la 
sentencia ejecutoriada de 29 de Abril de 1884, por la que se 
resuelve amparársele en la posesión del espresado campo y se 
impone á Crespo la obligación de desalojarlo y abstenerse en lo 
sucesivo djB producir nuevas perturbaciones en la posesión de 
aquel. 

Fijado el plazo de 30 dias para el desalojo, Crespo se presen- 
tó esponiendo: que él no poseía el campo ; que en los mismos 
autos existía una nota del F. E. de la Frovincia por la que 
consta que el 9 de Agosto de 1884, Doña Fetrona Candioti fué 
puesta en posesión de él. 

El ejecutante insiste en que se siga la ejecución contra Cres- 
po y se ordene el lanzamiento por la fuerza pública. 

Debiendo observarse en este caso los trámites del juicio eje» 
cutivo, en conformidad con lo dispuesto por el artículo 309 de 
la Ley Nacional de 14 de Setiembre de 1863, á fin de regular i- 
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zar el procedimiento, el Juzgado mandó citar al demandado 
para qne dedujese sus escepciones, oponiendo entonces la de 
inhabilidad del título, fundada en que no se trataba de una 
obligación de dar una suma de dinero líquida. 

Y considerando : Que si bien es cierto que no debe seguirse 
el juicio ejecutivo en todos sus trámites, tratándose de un do- 
cumento que no contiene la obligación de pagar una suma de 
dinero líquida* no lo es menos, que una sentencia ejecutoriada 
como la de foja, es un instrumento ejecutivo, en el sentido de 
que debe ser llevada á debido efecto por un procedimiento su- 
mario qne sea adaptable á sus resoluciones, como lo dispone 
la ley 3, título 17, libro 4®, Recopilación Castellana, y el ar- 
tículo 309 de la ley citada de Procedimientos; pues de le 
contrario se llegaría á la absurda conclusión, de que para 
cumplir una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, 
sería necesario seguir un nuevo juicio ordinario. 

Que si en el presente caso se ha observado el procedimiento 
del juicio ejecutivo, es al solo efecto de clasificar la admisibili- 
dad de las escepciones j de tramitarlas, porque importando 
una verdadera escepcion del ejecutante la declaración de que él 
no posee sino un tercero, y siendo necesario una previa resolu- 
ción sobre el punto, dada la insistencia del ejecutante, pues 
sería imposible continuar la ejecución contra Crespo si resulta- 
se que en verdad él ha dejado de poseer, no podía sustanciarse 
el incidente por la vía de apremio, según el artículo 309 de la 
Ley de Procedimientos, por haberse iniciado la ejecución de la 
sentencia después de tres meses de ejecutoriada. 

Que respecto de la escepcion de no ser el ejecutado el actual 
poseedor del campo; para que una persona tome la posesión de 
un inmueble por medio de un tercero, es necesario que este obre 
con poder de aquella al efecto, ó que el acto oficioso del tercero 
sea ratificado por aquel para quien la posesión se toma, (ar- 
tículo 2398, Código Civil); de otra manera este no la ad- 
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quiere por faltar la intención de tomarla, (artículos 2351 y 2373) . 

Que por consiguiente, la posesión conferida por el P. E. de la 
Provincia á Doña Petrona Gandioti á pedido y por intermedio 
de Don José M. Crespo, á que se refiere el acta de foja... no ha 
sido adquirida por dicha señora, pues no se ha prob^o qud 
Crespo estuviese apoderado para tomarla en su nombre» y como 
acto oficioso ella no lo ratificó, pues á foja... declara no tener 
ninguna noticia de la toma de posesión. 

Que del espediente iniciado por Don José M. Crespo contra 
Don Carlos Castagno, en 2 de Julio de 1884, reivindicando para 
sí el mismo campo, consta que la Señora Candioti le transfirió 
la propiedad de él ; (copia de las escrituras acompañadas á la de- 
manda de foja... del doble espediente). 

Que por lo tanto, la gestión hecha por Crespo ante el Gobierno 
de la Provincia, en Agosto del mismo año, mientras se discutía 
el interdicto posesorio ante los Tribunales para que se diese á 
BU causante la posesión en que él mismo estaba, demuestra que 
esta no tuvo la intención de tomarla desde que había hecho 
transferencia de su propiedad^ esplicándose aquella gestión tan 
solo por el propósito de frustrar los efectos del juicio posesorio, 
pues no podía responder á un fin jurídico dados estos antece- 
dentes. 

Que por fin, no habiendo tomado la Señora Candioti la posesión 
del campo como queda demostrado y resultando que Crespo es 
el poseedor actual como lo confiesa él mismo, pues deben tenerse 
por absueltas asertivamente las posiciones de foja..., de confor- 
midad al artículo 115 de la Ley Nacional de Procedimientos, la 
sentencia de foja... debe ejecutarse sin más trámite, entendién- 
dose con él las deligencias del juicio. 

Por estas y otras consideraciones, se resuelve : no hacer lugar 
á las escepciones deducidas, debiendo llevarse adelante la ejecu- 
ción, con costas. 

M. de T. Pinto. 
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WmUm ém 1» ñuprmtmm Cmwim 



Buenos Aires, Enero 11 de 1887. 

Yistos: Tratándose del cumplimiento de una senteocia eje- 
cutoriada, 7 no habiéndose jnstificado que Don José Maria 
Crespo haya dejado de poseer el campo, á cuyo desalojo fué con- 
denado, se'^confirma con costas la sentencia apelada de foja cua- 
trocientos diez y nueye ; y repuestos los sellos, deyuélyanse. 



1. B. G0R0STIA6A. — 1. DOMINGinBZ. — 
ÜLADI8LA0 frías. —FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — G. S. DE LA TORRE. 



T. I 
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CAUSA II 



D. Zacarías Taboada, contra Ü. Manuel Marco, por rescisión 
de un contrato ; sobre prueba de tachas 



' Sumario. — i"" Las tachas á los testigos, deben oponerse 7 
probarse dentro del término probatorio. 

^ Ko es admisible, después de vencido el término proba- 
torio, el reconocimiento de una carta firmada por terceros, rela- 
tiva á hechos alegados en juicio. 



Caso. — Lo refiere el siguiente : 



Fallo del Jívmi Federal 

Mendoza, Marzo S9 de 1886. 

. Vistos : En la solicitud de foja 201 á 202, en que la parte 
de Taboada pide reposición de las providencias de fs. 179 
vta. á 180 7 182 vta. á 183, que ordenan la recepción de las 
pruebas ofrecidas en los escritos sobre tachas presentadas por 
la contraria á fs. 179 7 182 ; 7 en el incidente sobre presentación 
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de la carta de f . 234, y solicitud de reconocimiento de las fir- 
mas que la suscriben: con lo espnesto por ambas partes, j 
considerando : 

Respecto á la primera de las providencias indicadas. 

Que por el artículo i^¿4 de la ley de Procedimientos se esta- 
blece que las tachas opuestas á los testigos deben proponerse 
j probarse dentro del término de prueba señalado. 

Que el escrito en que se oponen tachas por la parte de 
Marco á algunos testigos de la de Tabeada, ha sido presen- 
tado en fecha 20 de Agosto de 1884, según la nota del actua- 
rio puesta al pié del mismo, y por el certificado de f. 200 vta. 
resulta que el término de prueba venció el dia 14 del mes y año 
indicados ; quedando así evidentemente constatado que dicho 
escrito fué pesentado fuera de término ; y que es por lo tanto 
inadmisible la prueba ofrecida en tal estado de la causa. 

Que respecto á la segunda, en cuanto ordena la absolución 
de posiciones á la misma parte de Tabeada, es de observarse 
que aunque el escrito en que se solicitaban ha sido también 
presentado después de vencido el término de prueba ; estas, 
según la ley, artículo 108, pueden proponerse en cualquier 
estado de la causa, hasta antes de verse en definitiva ; siendo 
por lo tanto, procedente lo solicitado al respecto. 

Considerando, en cuanto al incidente indicado : 

Que si bien por el artículo 10 de la citada ley, se permite la 
presentación de documentos que no se han acompañado á la 
demanda, siempre que sean de fecha posterior á esta, 6 que la 
parte jure que antes no había tenido noticia de ellos ; tal 
disposición se refiere, sin duda alguna, & los documentos en 
que se funda la acción deducida, ó que sirven para instruirla, 
pero de ninguna manera á aquellos que, como la carta en cues- 
tión, solo se refiere á hechos alegados en el juicio. 

Que por otra parte, esa carta ha sido presentada después de 
vencido con excf)so el término de prueba, y la admisión del 
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testimonio de las personas qne la suscriben, importaría pro- 
piamente la de testigos después de vencido dicho término, 
siempre que estos se presentasen con la protesta de haber 
recien tenido conocimiento de que ellos eran sabedores de he- 
chos pertinentes al juicio ; contra lo espresamente dispuesto 
por la ley. 

Por tanto, se resuelve dejar sin efecto la citada providencia 
de fojas 179 vta. á 180* en que se ordena la recepción de las 
declaraciones de los individuos que suscriben la carta de foja 
234, debiendo la parte de Tabeada absolver las posiciones orde- 
nadas, para cuyo efecto se señalara la audiencia correspon- 
diente, ejecutoriada que sea la presente resolución. 

Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Juan del Campillo. 



Fallb de la Svpreina Oorto 

Buenos Aires, Enero 13 de 1887. 

Vistos : Por su f undamento, se confirma con costas el auto de 
foja doscientas cuarenta y cuatro vuelta; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

J. B. GOROSTUGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO frías. -^ FEDERICO IBAR- 
GÚREN. 
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CAUSA III 



D. Norberto Eduardo Martínez, contra el General D. Juan 
Pablo López, ^ sobre entrega de un campo. 



Sumario. — 1^ Caando la sentencia de 1* instancia, prescinde 
de las Tañas esoepciones opuestas á la acción de la demanda, 

7 resuelve una sola de ellas, la Suprema Corte debe ocuparse 
solamente de esta escepcion, una yez que no ha sido tachado 
por las partes el procedimiento del juez a quo. 

2* £1 Tendedor de una cosa, de la que todavía no ha adquirido 
el dominio por la tradición, se entiende que Tende las accio- 
nes 7 derechos que le corresponden para obtener del causante 
la entrega de la cosa Tendida ; y por consiguiente, la acción que 
el comprador intenta con este fin contra el primitiTO Tendedor, 

08 procedente. 



Caso. — Se halla referido en el siguiente 

Vallo del Jíuea Federal (ai hoc) 

Rosario, Enero 8 de 1885. 
Vistos : estos autos promoTidos y seguidos por Don Norberto 
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Eduardo Martínez contra el General Don Jaan Pablo López, 
sobre entrega de nn campo; siendo el caso siguiente : 

i"" En i2 de Mayo de 1858, Don Severo de los Santos trans- 
firió á favor del General Don Juan Pablo López la propiedad 
de un terreno del primero, ubicado en las « Saladas > ; en 12 de 
Majo de 1877, el General Don Juan Pablo López vendió á Don 
Zacarías Barboza, con pacto de retroventa, el referido terreno, 
compuesto de una legua de frente con cuatro de fondo ; en 8 de 
Marzo de 1879, Don Zacarias Barboza vendió este mismo terre- 
no á Don Pedro de Elia ; en 27 de Diciembre de 1880, Don Pe- 
dro de Elia vendió á su vez el mismcfterreno á Don Augusto 
Milberg ; en 8 de Febrero de 1882, Don Augusto Milberg declaró 
que, al hacer la compra anterior no asumió otro carácter que el 
de interpósita persona, y que el verdadero adquirente de dicho 
terreno fué Don Zacarias Barboza, á quien por tanto pertene- 
cía; en 10 de Febrero del mismo año Don Zacarias Barboza 
vendió este mismo terreno á Don Juan Coquet, con pacto de 
retroventa; habiendo vuelto ¿1 poder de Don Zacarias Barboza 
este terreno, según escritura pública que se dice otorgó Don 
Juan Coquet, en la ciudad de Buenos Aires, ante el Escribano 
Don Vicente Artola, el 28 de Abril de 1882; Don Zacarias Bar- 
boza con fecha 29 del mismo mes y año, vendió otra vez ese ter- 
reno á Don Augusto Agote y Don Eduardo Sheikery; en 2 de 
Noviembre de 1882, estos últimos, según escritura pública, que 
se dice otorgada en esa fecha y de la que no se sacó copia, ven- 
dieron ese mismo terreno á Don Patricio Méndez; en 3 del 
mismo mes y año, Don Patricio Méndez vendió el mismo terre- 
no á Don Andrés Baraldo; y finalmente, éste último, con fecha 
23 de Agosto de 1883, vendió este mismo terreno á Don Norberto 
Eduardo Martínez. 

2® En virtud de esta última venta y encontrándose el General 
Don Juan Pablo López en actual posesión de ese terreno, de la 
cual nunca se habia desprendido, Don Norberto Eduardo Mar- 
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tinez, representado por el Procarador Don José María Echagüe, 
demanda á dicho General, para que le haga entrega del referido 
terreno, que vendió á Don Zacarías Barboza. 

S"* La demanda la funda el actor en la propiedad que le ha 
sido conferida por la escritura de venta otorgada por Don An- 
drés Baraldo ; en las disposiciones legales contenidas en los 
artículos 1323, i409, 1412, 1415 y 1423 del Código Civil, sos- 
teniendo principalmente la obligación por parte del vendedor 
de hacer entrega de la cosa vendida; por todo lo cual, haciendo 
uso de la acción empti^ pide como queda dicho que el General 
López le haga entrega de «se terreno. 

4^ El demandado, contestando la demanda, pide á su vez, que 
se declare: 1** que la acción deducida es improcedente; 2^ que 
son nulas j sin ningún valor ni efecto las enagenaciones que, 
del campo en cuestión, se han verificado desde el 12 de Mayo 
de 1877, fecha de la escritura de venta otorgada por él á favor 
de Don Zacarías Barboza ; y 3^ que el Procurador Echagüe 
carece de personería legal en. esta causa. 

5^ Bespecto de lo primero, se funda la parte de López en el 
oontra-docamento privado, que hov corre á foja 169, eu el 
cual Don Zacarías Barboza declara que^ la compra que con pac- 
to de retroventa hizo al General López del terreno en cuestión, 
por la escritura d^e 12 de Mayo de 1877, es nula y de ningún 
valor, pues fué hecha únicamente para salvaguardar los intere- 
ses de este último^ y que por consiguiente, es simulada ; res- 
pecto de lo segundo, que la actio empti solo se dá al comprador 
6 á su heredero contra el vendedor ó su heredero, pero en nin- 
gún caso al sucesor por otro título del comprador ó su heredero, 
ni contra un tercer poseedor, porque dicha acción es esencial- 
mente personal y no pasa del comprador ni del vendedor por 
contratos, sino únicamente por causa ó título hereditario ; y 
respecto del tercer punto, que el poder otorgado al Procurador 
Echagüe es para reivindicar el campo en cuestión, para tomar 
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posesión de él, para arrendarlo j para hacerlo medir y dividir 
en lotes, y qne por lo tanto, solo está autorizado ese Procarador 
para dedacir la acción reivindicatoría. 

6° Después de contestada la demanda^ la parte de Don Nor- 
berto Eduardo Martínez presentó un nuevo poder, que es el que 
corre á foja 74, en el cual aprueba Martínez y ratifica la 
acción empti deducida por su Procurador Echagfie. 

7^ Abierta esta causa á prueba, la parte del demandante lia 
presentado en ese carácter y como única prueba, los documentos 
siguientes: 1^ la carta original del Dr. D. Simón de Iriondo, 
que corre á foja 80 ; 2^ la escritura de chancelación de la obli- 
gación hipotecaria contraída por los Sres. D. Augusto Agote 
y D. Eduardo Shakery que corre á foja 179; y 3® la carta de 
Don Zacarías Barboza diríjída al General López y la contesta- 
ción de éste que se encuentra á foja 190 y 191. 

S^ El demandado ha presentado por su parte como prueba: 
1^ las publicaciones hechas por 61 en el año 1882 en los diarios 
€ El Santafecino » y c La Capital » que corren á fojas 55, 56, 
57 y 72 ; 2^ las declaraciones de testigos que corren fojas á 63| 
69 y 121 á 135; 39 los certificados emanados de la Beceptoría 
de Hacienda y del Departamento Topográfico, que se registran 
á fojas 65, 66 y 67; 4^ el documento privado otorgado por Don 
Zacarías Barboza, y reconocido por este, que se encuentra á 
foja 169; 5"^ y último, las posisiones absueltas por el deman- 
dante que corren á fojas 160 y 161 y en las que este confiesa 
que no ha sido para él que ha comprado el campo cLas Saladas» , 
que motiva este juicio, sino para un amigo suyo; que en este 
juicio no representa derechos propios sino que juega el simple 
rol de interpósita persona ; que Don Zacarías Barboza fué el que 
corrió con todas las diligencias para la compra-venta, y final- 
mente, que quien le vendió el campo c Las Saladas » fué verda- 
deramente Barboza. 

9° De la prueba producida por ambas partes, la una es tenden- 
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te á demostrar la yalidez de la venta heclia por el General Don 
Juan Pablo López á favor de Don Zacarías Barboza, del campo 
cLas Saladas»^ por hechos posteriores á la época en que tuvo 
lagar esa venta; y por la otra, se trata de probar la nulidad y 
simulación de esa venta y de las demás que de dicho campo se 
han celebrado hasta la que se ha hecho á favor del demandante, 
la propiedad y posesión que hasta ahora tiene el demandado en 
el terreno en cuestión. 

10^ En los alegatos de bien probado^ el demandante sostiene 
que la simulación que se establece por un contra-documento, ya 
sea privado, ya sea público, no produce nunca efecto contra 
tercero, teniendo el demandante este último carácter; mientras 
que el demandado sostiene á su vez que los sucesores á título 
singular, no son terceras personas 6 sea piznitus estraneis^ 
sino causa-habientes de los contratantes primitivos, quienes han 
debido contar con la existencia del acto modificado por el con- 
tra-documento. 

Y considerando : 1® Que en vista de la narración que ante- 
cede, y antes de entrar á examinar el valor legal de las pruebas 
producidas, y de los efectos que en los adquirentes posteriores 
pueda producir un contra-documento otorgado entre los primiti- 
vos contratantes, para resolver si la escritura pública de foja 7 
es 6 nó válida; si en virtud de ella Don Zacarías Barboza pudo 
enagenar á otras personas el terreno c Las Saladas » ; si el do- 
cumento privado de foja 169 quedó 6 no anulado después de su 
otorgamiento ; y si la declaración hecha por Barboza en dicho 
documento, puede 6 no perjudicar á los compradores posteriores, 
debe primeramente estudiarse y resolverse si es ó no procedente 
la acción intentada por el demandante en la presente causa. 

2° Qae en la demanda se confiesa que el General Don Juan 
Pablo López jamás se ha desprendido de la posesión que actual- 
mente conserva en el terreno cuya entrega se pide en este 
juicio. 
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3® Que la acción dedaoida en la demanda es la denominada 
por los Bomanos aelio ex empti^ qne corresponde al comprador, 
y qne segnn derecho Bomano, es directa, siendo sn objeto el 
camplimiento délas obligaciones qne el contrato de Tenta pro- 
duce, sea de pleno derecho 6 segnn convenciones particulares. 
In personara actio est qtiotiens cum aliquo agimus qui nobis 
vel ex contractum vel ex delicio obligatus est id est intendimtis 
daré, faceré, prcestare oportere, (Ortolan, Várela, Stolle, Ma- 
ckeldey y otros). 

Por derecho moderno la acción por compra 6 eooemptOt es per- 
sonal y compete al comprador, después de satisfecho el precio 
estipulado, para compeler al vendedor á la entrega de la cosa 
comprada 6 á que le introduzca en su posesión permitiéndole su 
uso, con los frutos producidos y con el resarcimiento de los 
daños y perjuicios sobrevenidos por culpa del vendedor si ha 
sido moroso en la entrega. (Manuel Ortiz de Zuñiga, Práctica 
General Forense). 

La acción contra el comprador, dice Dnranton, contra el ven- 
dedor, para obligarle á la entrega de la cosa vendida, únicamen- 
te mirada bajo este punto de vista, es evidentemente del número 
de las que se llaman personales^ pues que tiene por objeto la 
ejecución de un contrato, ó el cumplimiento de una obligación. 

El derecho que una obligación de dar confiere al acreedor 
para demandar en juicio el pago de la cosa que el deudor se ha 
obligado á darle, no es sobre esta misma cosa, jus m re ; es sola- 
mente un derecho contra la persona del deudor, para que se le 
condene á dar la cosa, jtis ad rem, continuando en pertenecer 
como antes esa cosa al deudor, sin que el acreedor pueda, llegar 
á ser su dueño, sino por medio de la tradición real ó ficticia 
que le haga el deudor en cumplimiento de su obligación; de 
suerte que, mientras no se verificare la entrega, el acreedor no 
tiene más derecho que el de pedir la cosa; y este derecho no 
se concede contra otra persona que contra el deudor que ha con 
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« 

traído la obligación y contra las personas de sus herederos 6 
sucesores universales. (Fothiert Tratado de las obligaciones, 
§151 y 152). 

£1 mismo Fothier, en su tratado De la compra-venta, en los § 
61 y 62, dice: cDe la obligación de entregar la cosa vendida 
nace la acción ex empti que compete al comprador contra el 
vendedor para obligarle á que se la entregue .... La acción eoo 
empti es meramente personal y tiene únicamente lugar contra 
el vendedor y sus herederos, mas no contra un tercero deten- 
tador, etc. » 

Finalmente, según Ortolan y otros, la venta por si misma 
no transfiere al comprador la propiedad de la cosa vendida. 
La venta es un contrato, y su único efecto consiste en producir 
obligaciones. 

40 Que estos principios y doctrinas están perfectamente de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1400, 1412 y 1413 
del Código Civil ; pues que por el primero, se impone al vende- 
dor la obligación de entregar la cosa vendida ; por el segundo, 
se confiere al comprador el derecho de pedir la resolución de la 
venta; y por el tercero, si el vendedor se hallare imposibilitado 
para entregar la cosa vendida, el comprador puede exigir que 
inmediatamente se le devuelva el precio ; acciones 6 derechos 
estos dos últimos, que por su misma naturaleza no pueden ser 
deducidos ó gestionados sino personal y directamente entre las 
personas que celebraron el contrato ó sea entre el comprador y 
vendedor directos ó entre sus sucesores ó herederos universales, 
por continuar el heredero la persona del difunto. 

5^ Que á pesar do la escritura pública de venta otorgada por 
el General Don Juan Fablo López á favor de Don Zacarías Bar- 
boza, que corre á foja 7, ni este, ni sus sucesores á título singu- 
lar, han adquirido dominio en el terreno en cuestión, desde 
que el referido General López no se ha desprendido por un solo 
instante de la posesión que actualmente y á título de dominio 
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ejerce en dicho terreno, y. desde que no se lia prodacido ningu- 
no de los heclios especificados en el artícalo 2524 del Código 
CivU. 

6^ Qae no siendo el General Don Juan Pablo López vendedor 
directo del demandante Don Norberto Eduardo Martínez, j 
siendo por su nataraleza personal y directa entre vendedor y 
comprador la acción ex empti que para la entrega del terreno en 
cuestión ha deducido este último en el presente juicio. * 

Por estas consideraciones, fallo declarando improcedente la 
acción deducida, y por consiguiente no haciendo lugar á la pre- 
sente demanda, sin especial condenación en costas, dejando al 
actor 6 á quien este legalmente represente, su derecho á salvo 
para deducir las acciones que le correspondan contra su inme- 
diato causante. Repónganse los sellos. 



Eugenio Pérez. 



Falto de to Suprema Cerie 



Buenos Aires, Enero 15 de 1887. 

Vistos y considerando : 

Primero : Que habiendo el Juez a qm limitádose en la sen- 
tencia apelada á resolver una sola de las escepciones deducidas 
por el demandado, á saber, la relativa á la improcedencia de la 
acción interpuesta del punto de vista de la falta de toda relación 
directa de obligación entre el demandante y el demandado por 
no ser este el inmediato causante de aquel, absteniéndose de 
todo pronunciamiento sobre los demás puntos de la contesta- 
ción, y no tachado las partes este procedimiento, la cuestión & 
considerar por esta Suprema Corte es solo únicamente la de la 
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procedencia ó improcedencia de aqaella escepcíon. Considerando 
á este respecto : 

Segundo : Qae el contrato de foja veinte y seis, otorgado por 
Don Andrés Baraldo á favor del demandante Don Norberto E. 
Martínez, annqne caracterizado por las partes solo con el nom- 
bre de compra-venta de la finca de la referencia, debe enten- 
derse inmediata y necesariamente comprensivo de las acciones 
personales correspondientes á dicho Baraldo^ ó á Don Zacarías 
Barboza, que de la coman afirmación de las partes (fojas ciento 
sesenta vuelta y ciento sesenta y uno) resalta ser el verdadero 
vendedor de dicha finca, contra su inmediato causante, el de- 
mandado Don Juan Pablo López, para obtener de este la entrega 
y efectiva adquisición de aquella, pues, á no ser así, dicho 
contrato resultaría carecer de objeto y de propósito^ quedando 
reducido á una mera é insustancial nulidad, que no es dado 
racionalmente suponer en la intención de las partes, y cuya ad- 
misión sería además contraria al precepto legal que obliga i 
construir 6 interpretar las cláusulas de los contratos en el sen- 
tido de la validez y no en el de la nulidad de ellos. 

Tercero : Que en efecto, careciendo el vendedor Barboza de la 
propiedad de la finca indicada por no habérsele hecho nunca 
tradición de ella, ni haber salido esta en momento alguno de 
poder de su primitivo enagenante el General López, es eviden- 
te que ni pudo ser materia del contrato la propiedad inmediata 
de dicha finca ó el jtís in re de que Barboza carecía, ni pudo 
en realidad recaer aquel sobre otra cosa que sobre los derechos 
7 acciones personales que á dicho Barboza correspondían contra 
su inmediato causante, derechos y acciones que era lo único de 
que tenia libre disposición 6 de que podia hacer trasmisión en 
reladon á la cosa vendida, y qué si tal efecto por consiguiente 
86 negase al contratarlo, resultarla este del todo ineficaz é 
inútil. 

Cuarto: Que corrobora esta conclusión la circunstancia de 
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aparecer obrando Martínez en este juicio con conocimiento y 
consentimiento de parte del citado Barboza, pues de autos 
resulta haber sido este llamado á la causa como testigo j com- 
parecido á declarar en ella en tal carácter, y de la declaración 
de foja ciento doce, fluye además que ha suministrado al pri- 
mero todas las escrituras y medios de defensa en el juicio, hecho 
este último, bastante por sí solo á demostrar y añrmar la cesión 
de las acciones á favor del actor. 

Quinto : Que aparte de esto, siendo de derecho (artículo mil 
ciento noventa y seis del Código Civil), que el acreedor puede 
ejercitar por ministerio de la ley y sin necesidad de cesión al- 
guna espresa todos loa derechos y acciones de su deudor con 
escepcion de los esclusivamente inherentes á la persona de este, 
entre los cuales no puede rectamente contarse el que tiene todo 
comprador para exijir de su vendedor la entrega de la cosa ven- 
dida, aún cuando él no dé lugar por su naturaleza sino á una 
acción personal, no se vé por qué el demandante ejercitando los 
derechos de su causante esté impedido de reclamar del vende- 
dor de este la entrega de la cosa objeto de la venta y el cum- 
plimiento de sus obligaciones de vendedor, máxime obrando, 
como se ha visto sucede en el caso sub judice, con el conocimien- 
to y consentimiento del primero. 

Sexto: Que pudiendo además dirijirse Martínez contra Bar- 
boza y este contra López, su inmediato causante, á fin de 
obtener la entrega real de la finca en cuestión, pudiendo por tal 
medio el primero llegar indirectamente hasta el último, no se 
vé tampoco por qué no podría hacerlo directamente, prescindiendo 
de este círculo vicioso y de este recurso gradual contrario 
cuando menos al espíritu de los textos legales que autorizan al 
sucesor particular á prevalerse de los contratos hechos con su 
autor y que deciden que cada enagenante trasmite la cosa á su 
adquirente cum omni sua causa^ es decir, con todos los derechos 
que le competen á su respecto (Código Civil, artículos tres mil 
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dosoientos sesenta y siete, dos mil noventa y seis, dos mil cien- 
to 2iiieTe, tres mil ciento cincuenta y cuatro, mil cuatro cientos 
cincuenta y ocho, y otros). 

Séptimo : Finalmente, que no se oponen á nada de esto las 
obaexTaciones del Juez a quo respecto al carácter personal de 
Is «ccion ea> empto^ porque no hay texto, doctrina ni principio 
hgaJ 4^6 la declare intrasmisible á los sucesores á título par- 
titJMl^^i y porque dirigiéndose ella, como se dirige en el caso 
aotnskl^» 1^0 contra un tercer poseedor de la cosa á quien hubiese 
pasado por cualquier título esta, sino contra el obligado inme- 
diata^ joiente por dicha acción, sus caracteres y condiciones nece- 
saria.^ para su ejercicio se hallan perfectamente cumplidas. 

Fc»:k estos fundamentos: Se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja doscientas cincuenta y siete, y se declara que la acción inter- 
pue&'fcs es procedente legalmente contra el demandado, del punto 
de ^v^S^ta enancia4o en el considerando primero; debiendo en 
cons tenencia Tolverse estos autos al Juez de Sección á fin de 
que ^procediendo á considerar las demás escepciones alegadas 
po^ ^1 demandado, resuelva á su respecto lo que sea de justicia. 
No^iS^quese con el original y repóngase el papel. 

j. B. GOROSTIAGA (en disidencia). — 

J. DOimiGIJEZ.— ULADISLAO FRIA8. 

—FEDERICO iBARGtREN (en disiden- 
cia). — G. S. DE LA TORRE. 

DISIDENGU 

"fistos y considerando: Primero'. Que según los términos de 

l& esmtura pública de foja veinte y seis, el contrato celebrado 

^^^^xe Don Andrés Baraldo y Don Norberto E. Martínez, es un 

^¡^ontrato de compra-venta perfectamente car ecter izado; pues 

^1 primero so obliga i transferir al segundo la propiedad y el 



J 
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dominio de nn inmueble determinado, y este último á recibirlo 
pagando por él un precio cierto en dinero, y es esto precisamente 
lo que el artículo mil doscientos veinte y tres del Código GiyU 
clasifica de compra-venta, que no debe confundirse con la 
cesión de créditos 6 acciones, lejislada especialmente en el 
título cuarto, sección tercera, libro segundo del mismo Código. 

Segundo : Que la acción que nace del contrato de compra- 
venta para pedir la entrega de la cosa vendida, es enteramente 
personal, y se dá al comprador contra el vendedor y sus here- 
deros ó sucesores universales (artículo mil ciento noventa y 
cinco del Código Civil). 

Tercero: Que por lo mismo, Don Juan Pablo López no puede 
ser reconvenido con dicha acción* puesto que ni ha intervenida 
en la venta hecha á Martínez, ni es heredero ni sucesor de Don 
Andrés Baraldo, único vendedor. 

Cuarto : Que las acciones personales, que por razón de la cosa 
pudiera este tener contra López, no pueden suponerse cedidas i 
Martínez por la escritura de foja veinte y seis : 

Primero : Porque esta escritura, es de venta de un inmueble y 
no de cesión de acciones, y en ella no solo no consta que el ven- 
dedor haya cedido al comprador ninguna acción personal, pero 
ni siquiera se menciona que exista alguna contra el oitadoLopez. 

Segundo : Porque la cesión no se presume, sino que debe 
constar por escrito, cualquiera que sea el valor del derecho 
cedido, so pena de nulidad, según lo dispone el artículo mil 
cuatrocientos cincuenta y cuatro del Código citado ; y 

Tercero: Porque tal presunción es tanto menos admisible 
en el presente caso, cuanto que ella nos llevarla á exonerar al 
vendedor de la obligación que le impone el artículo mil cuatro- 
cientos nueve del Código Civil, de entregar la cosa vendida 
libre de toda otra posesión, y á privar al comprador del de- 
recho de exigir dicha entrega directamente de aquel; pues en 
su calidad de cesionario de la acción personal para pedir la 
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cosa del qne la tuviera en sa poder, no podria recurrir contra el 
cedente, segnn el artículo mil cuatrocientos ochenta j uno de 
dicho Código, sino después de haber hecho escusion en los bienes 
del deudor cedido. 

Quinto: Que Don Norberto E. Martínez tampoco puede 
iuTOcar su calidad de sucesor de Don Andrés Baraldo, para 
hacer xaler, ya sean los derechos reales en la cosa que este le 
ha Tendido como propia, ja sean las acciones personales que por 
razón de la misma cosa pudiera tener contra un tercero : porque 
solo es sucesor aquel á quien pasan los derechos de otra perso- 
na, de tal manera que en adelante pueda ejercerlos en su propio 
nombre; y los derechos que una persona trasmite por contrato 
á otra persona, solo pascan al adquirente de esos derechos por la 
tradición, con escepcion de lo que se dispone respecto á las su- 
cesiones (artículos tres mil doscientos sesenta y dos y tres mil 
doscientos sesenta y cinco, Código Civil); de donde resalta que no 
habiendo aún Baraldo hecho tradición á Martínez de la cosa 
vendida, no puede decirse que este sea sucesor en las acciones 
y derecho de aquel. 

Sexto: Que por consiguiente, Don Norberto E. Martínez 
solo tiene acción personal contra Don Andrés Baraldo para 
exigirle el cumplimiento de la obligación que contrajo por el 
contrato de foja veintiséis, de entregarle la cosa vendida libre 
de toda otra posesión ; pero en manera alguna puede dirigir esta 
acdon contra Don Juan Pablo López que no es el vendedor, y 
que á nada está obligado por el contrato referido. 

Por estos fundamentos y los concordantes espuestos por el 
juez a qiu>j se confirma con costas la sentencia apelada de foja 
doscientos cincuenta y siete. Notifíquese con el original y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. GOROSTUGA. — FEDEBIGO IBAR- 
GÜRBIf. 
T. I 8 
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CAUSA IT 



ElDr. D. Diego deÁlvear contra D. Cuno Mateo Randel, por 
interdicto de retener; sobre citacton deeviccion; recurso 
de hecho . 



Sumario. — 1^ El auto que no hace lugar á la citación de evic- 
cion en nn jnicio de interdicto, reservando proveer sobre ella 
después de verificado el comparendo de las partes, es apelable. 

^ El juez aquo está en el deber de proveer ala petición 
que el demandado haga en el comparendo sobre la citación de 
su causante, con suspensión de todo otro procedimiento. 



Co^o.— El Dr. D. Diego de Alvear, comprador de unos cam- 
pos á la provincia de Santa Fé, entabló interdicto de retener 
contra D. Cuno Mateo Bandel. 

Ordenado el comparendo verbal, el demandado pidió se citase 
de eviccion á la provincia de Córdoba, á la cual habia comprado 
el campo materia del interdicto, y se suspendiera el compa- 
rendo. 

El Juez de Sección no hizo lugar á la suspensión del juicio, 
reservando proveer más adelante sobre la citación de eviccion. 
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Bandel apeló de la providencia, y se le negó la apelaciop. 
Ocurrió de hecho á la Suprema Corte, que pidió informe. 
Espedido este, se dictó el siguiente: 



Falto de to C^orie Suprema 

Buenos Aires, Enero 15 de 1887. 

Vistos en el acuerdo y considerando que el auto apelado (foja 
Teiñte y ocho), trae manifiestamente gravamen irreparable, en 
cuanto por él se dilata proveer hasta la sentencia sobre la cita- 
ción de eviccion solicitada por el demandado y se compele á este 
alegar y probar sobre el fondo de la causa : se declara apelable 
dicho auto. 

T teniendo en consideración, en cnanto á la justicia del 
mismo: 

Que es facultativo para el demandado, con arreglo á la Ley 
treinta y dos, título quinto. Partida quinta, citar de eviccion á 
sn causante desde el momento en que se le promueve el pleito, y 
obligatorio hacerlo, si ha de conservar sus derechos contra aquel, 
antes de la publicación de probanzas. 

Que debiendo verificarse en los juicios de interdicto, según 
el artículo 333 de la Ley Nacional de Procedimientos, simultá- 
neamente con la contestación ó defensa del demandado, la re- 
cepción de las pruebas de una y otra parte y quedar en el mismo 
acto por concluso el juicio para definitiva, es evidente por tanto 
que la citación de eviccion puede y aún debe necesariamente 
tener lugar antes de la conclusión de ese acto. 

Que teniendo por objeto además aquella citación que el ena* 
genante tome la representación y defensa del ádquirente en el 
juicio, tal diligencia, ya se atienda álos intereses del citante ya 
álos del citado, debe lójicamente verificarse antes de que la 
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causa haya sido comprometida por la acción del primero y en 
tiempo hábil para que la defensa del segundo pueda utilizarse 
debidamente en favor de ambos. 

Que en presencia de estas consideraciones y especialmente de 
haberse verificado ya, no obstante las protestas de la parte, el 
juicio verbal preceptuado por el artículo antes aludido de la 
Ley de Procedimientos y rendídose la prueba del demandante, 
el Juez a quo no ha podido rehusar proveer á la petición indi- 
cada del demandado. 

Por estos fundamentos, se revoca el precitado auto, y se de- 
clara que el Juez de Sección está en el deber de proveer desde 
luego y con suspensión de todo otro procedimiento lo que sea 
de jnsticia en relación á aquella petición. 

Bepónganse los sellos y devuélvanse. 



J. B. G0R0STIA6A. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO FRUS. — FEDERICO IBARGÚ- 
REN.— C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA T 



Don Knut Olsen, capitán de la Barca noruega « Zampa », contra 
D. Roberto Me. Laren, capitán de la Barca inglesa a Joña y^, 
por indemnización de averias ; sobre oscuridad de la de- 
manda. 



Sumario. — No ofreciendo oscuridad la petición contenida 
en la demanda, debe ordenarse se conteste esta derechamente. 



Caso. — Se comprende leyendo el 



Fallo del Jues Vederal (ad hoc) 

Rosario, Jallo 23 de 1886. 

Y yistoa: el incidente promovido por la parte del deman- 
dado, pidiendo por su escrito de f . 29, se ordene al deman- 
dante manifieste con precisión caál es el recurso ó acción que 
interpone^ por considerar que existe vaguedad al respecto en 
el escrito de demanda, espresando que hace esta petición sin 
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evacaar el traslado corrido, y sin qae por ello le corra término 
ni pare perjuicio ; y considerando : 

V Que corrido el traslado de la demanda, solo puede el de- 
mandado dejar de evacuarla en el caso de tener alguna de las 
escepciones que por derecho pueden proponerse, y que se decla- 
ran tan solo admisibles, formando al efecto artículo de previo 
y especial pronunciamiento, según lo prescribe la Ley Nacional 
de Procedimientos en sus artículos 72 y 73. 

2° Que por consiguiente, la vaguedad que se dice notar en 
el escrito de demanda por los términos de los párrafos 10 y 
11, y la falta de claridad en cuanto al recurso é acción que 
por ella se interpone, si bien puede considerarse como una es- 
cepcion de libelo oscuro, no estando ella autorizada por la ley, 
no ha podido oponerse ni como tal escepcion, ni como un inci- 
dente, en la forma que se ha hecho, es decir, bajo la declara- 
ción de que mientras tanto no se sustancie lo solicitado, no 
corra término ni pare perjuicio al solicitante para evactaat e^ 
traslado de la demanda, del mismo modo que se practica en el 
caso de una articulación de las que con arreglo á derecho 
pueden proponerse únicamente. 

3° Que, aparte de lo espuesto, de los propios términos del 
escrito de demanda aparece indicado con claridad, en su parte 
respectiva, que por ella se pide el nombramiento de arbitra- 
dores para que entendiendo en esta causa, la fallen como cor- 
responde en derecho y justicia (párrafo 15), piJiéndose tam- 
bién que á los fines indicados (párrafo 16) se convoque á las 
partes en la oportunidad debida para el nombramiento de los 
arbitros, de lo que se deduce que aún en el supuesto de ser 
procedente la articulación espresada, no tendría razón de ser la 
duda manifestada. 

Por estas consideraciones, se declara improcedente la arti- 
culación promovida por el demandado, por su espresado escrito 
de f . 29, siendo á su cargo las costas causadas, y debiendo 
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evacaar el traslado que se le ha corrido por la providencia de 
f . 19 vta. á f . 30. Hágase saber y repóngase. 

Nicanor G. del Solar. 



FaUo de la Supreaui C^orie 



Buenos Airea, Enero 18 de 1887. 

Yistos : No ofreciendo oscuridad alguna la petición conte- 
nida en el escrito de demanda, según lo espresa el Juez] a 
quo en el tercer considerando del auto apelado de foja treinta 
7 oinoo, se confirma este con costas, y deyuélvanse previa 
reposición de sellos. 



J. B. GOROSTUGA. -- J. DOMÍNGUEZ. — ULA- 
DISLAO frías. — FEDERICO IBARGÚREN. — 
G. S. DE LA TORRE. 



\ 
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CAUSA TI 



n, Julián Socas, contra el Dr. D. Domingo Fernandez; sobre 

interdicto de retener 



Sumario. — 1^ Las yias de hecho contra el uso y goce de 
la cosa inmueble, dan lugar á una acción sumaria, para que el 
tenedor de ella sea amparado en la ocupación y goce de la 
misma. 

2® La clasificación de interdicto posesorio que el deman- 
dante haya dado á su acción, no se opone á la conclusión an- 
terior. 



Caso.— Resulta délos fallos siguientes 



Fallo del Jues Federal 

La Plata, Diciembre 4 de 1885. 

Y yistos estos autos seguidos por Julián A. Socas contra el 
Dr. Domingo Fernandez, sobre interdicto de retener ; y conside- 
rando : 
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1* Qae para que tenga lugar el interdicto de retener se hace 
necesario que se esté en posesión, 6 haya sido molestado en 
en ella, 6 tratado de quitársele por actos de un estraño con 
quien no tenga yinculacion alguna, ni ninguna relación de 
derecho, y no puede estimarse tal al locador que conserva la 
posesión y que en virtud del contrato es responsable de todo 
impedimento que se ponga al locatario para el uso 6 goce de la 
cosa (art. i596, C. Civil). 

2^ Que según lo enunciado en la demanda, la presente causa 
versa sobre que se ha impedido, aminorado^ 6 creado embara-^ 
Z08 al goce del locatario, caso que está previsto y resuelto en el 
artículo 1415 del Código Civil, en el sentido de ser una obliga- 
ción del contrato de locación, que, como todas las obligaciones 
de los contratos que no tienen forma especial para hacerlas 
efectivas, deben llevarse á efecto en la forma ordinaria. 

Por estas consideraciones, fallo : declarando improcedente la 
acción de interdicto deducida, sin perjuicio de las acciones 
ordinarias que puedan corresponderle ; con costas. Notifiques 
original y repóngase el sello. 

Isidoro Albarracin. 



Fallo de la Saprmna Oarte 



Buenos Aires, Enero 18 de 1887. 

Vistos y considerando: 

Primero : Que el demandado, Doctor Don Domingo Fernan- 
dez, no ha desconocido la verdad de los hechos que sirven de fun- 
damento á la demanda, limitándose á alegar en su descargo que 
habiéndose reservado por su contrato de arriendo con el de- 
mandante el derecho á ocupar una determinada fracción del 
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campo arrendado un año después de comenzado á rejir aqnel, 
dando aviso anticipado de seis meses al locatario y cumplido 
de su parte en oportunidad con la trasmisión de ese aviso, pro- 
cedió con perfecto derecho en la ejecución de los actos de que 
se querella el demandante, que según instruyen los escritos de 
foja ochenta y cuatro del espediente agregado y diez del presente, 
consisten en haber penetrado violentamente con quince hombres 
al campo on cuestión y ocupado una parte de él á título de dueñOt 
destruyendo los cercos y espantando las haciendas del deman- 
dante, é iniciado en la misma trabajos de cerramiento, con el 
propósito de privar á aquel de todo uso y goce en dicha fracción. 

Segundo : Que en presencia de estos antecedentes y consti • 
tuyendo los actos relacionados vias de hecho bien caracteriza- 
das contra la ocupación y uso y goce del demandante^ aún 
cuando este en [su carácter de mero locatario carezca, como lo 
afirma la sentencia apelada, de las acciones posesorias propia- 
mente dichas, que la ley solo acuerda al poseedor con ánimo de 
dueño, es evidente su derecho á ser defendido y amparado por 
lavia sumaria que ha deducido, en aquella ocupación y goce, 
pues es elemental que á nadie le es dado de propia autoridad 
hurtar violentamente ó por vias de hecho la posesión de otro 
cualquiera que sea la naturaleza de esta, prescribiéndolo así el 
artículo dos mil cuatrocientos sesenta y nueve]del Código Civil, 
y más esplícitamente aún el dos mil cuatrocientos noventa, 
según el cual todo el que por los medios enunciados es 
privado ya de la posesión ya de la mera tenencia de un inmue- 
ble, es autorizado á instaurar las acciones necesarias para que 
las cosas sumariamente se restablezcan al estado en que antes 
se hallaban, sin que para ello necesite probar otra cosa que la 
detentación material y la vía de hecho que dá lugar á la acción. 

Tercero: Que no se opone absolutamente á estas conclusiones 
la clasificación que el demandante ha creido deber dar á su ac- 
ción, pues debiendo los jueces resolver según la intención real 
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de las partes j la verdad probada en aatos, y resaltando aque- 
lla acción perfectamente fundada en su objeto esencial, á sa- 
ber: la restitución y amparo en la ocupación y goce de que el 
demandante ha sido privado, no puede denegarse á este su de* 
reoho puramente por la incorrecta clasificación de su acción. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja treintay se declara que el demandante D. Julián Socas debe 
ser restituido en la libre ocupación de la fracción de campo de 
que ha sido privado por el demandado, sin perjuicio de las ac- 
ciones que á este correspondan, ya en virtud de su contrato 
con aquel, ya en virtud de su derecho de propietario, para ha- 
cerlas valer en la forma correspondiente. 

Notifíquese con el original, repónganse los sellos y devuél- 
vanse los autos. 



j. b. gorostiaga. — i. domínguez. 
— uladislao frus. —federico 
ibargAren. — c. s. de la torre. 
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CAUSA TU 



Moore y Tudor^ contra Samson y C, por cobro de pesos; 

sobre compulsa de una carta 



Sumario. — La correspondencia dirigida á un tercero, no 
puede ser objeto de compulsa para prueba. 



Caso. — Los señores Moore j Tudor^ por haber tomado sobre 
sí los señores Samson 7 G* el Talor de un casco de yíno, del 
cual aquellos hacían cargo al capitán del vapor Saint George, 
demandaron á estos, y en el término de prueba pidieron la com- 
pulsa de una carta que Samson y G^ habían escrito & sus comi- 
tentes en Europa, sobre la reclamación materia de la demanda. 



Fallo del Jaes Federal 



Buenos Aires, Marzo 29 de 1886. 



No siendo lícito eiijír la presentación de la correspondencia 
de un tercero, no ha lugar. 

Tedin. 
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Fallo de la Saprenuí Oorte 

Baenos Aires, Enero 18 de 1887. 

Vistos 7 considerando : 

Que cualquiera que sea el carácter qne se atribuya en rela- 
ción á los demandados, al capitán del yapor Saint George^ 
á qnien se dice dirijida la carta caja compulsa se solicita, es 
decir, ya se tome á aqael como representado por estos y dueño 
yerdadero del pleito, ya como un tercero estraño á él, aquella 
petición es siempre improcedente, pues en el primer caso el 
secreto de dicha carta se hallaría defendido por los principios 
legales que impiden interrogar judicialmente al mandatario 
sobre lo que ha sido materia de comunicación confidencial* yer- 
bal 6 escrita, entre él y su mandante, y en el segundo* por la 
disposición del artículo mil treinta y seis del Código Ciyil. 

Que el hecho sodo de la tradscripcion de dicha carta en el 
libro copiador de los demandados, no altera estos principios, 
ni quita á aquella carta sus caracteres propios. 

Por estos fundamentos : se confirma con costas el auto ape- 
lado de foja dos, cuaderno de prueba, y préyia reposición de 
sellos, deyuélyanse los autos. 

J. DOMÍNGUEZ. — ULABISLAO FRIA8 (en 

disidencia). — Federico iBABGtiiiEN. 

— G. S. DÉLA TORRE. 



D18IDERGIA 



Vistos y considerando : 

Que los demandados tienen ínteres en esta cansa, tanto 
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como consignatarios del buque, cnanto por haber asumido la 
responsabilidad que espresan en la contestación á la demanda» 
esto es, de pagar elyino en cuestiout en la forma que allf 
indican; 

Que los contratos comerciales pueden justificarse por los 
libros que los comerciantes deben llevar indispensablemente, 
entre ellos el copiador de cartas, cuya exhibición general 6 
parcial puedo decretarse en los casos y en la forma que la ley 
comercial prescribe (arts. 55, 71, 72 y 192 del Código de Co- 
mercio) ; 

Que la copia de la'carta, cuya presentación se pide se haga 
en dicho libro copiador, es sobre la cuestión de que se trata, y 
se encuentra en el mismo caso que los asientos 6 artículos de 
los libros de contabilidad, desde que á este respecto la ley no 
hace distinción alguna ; 

Que siendo este asunto comercial, no está sujeto & la ley 
cítíI ; y por lo tanto aún suponiendo que el capitán del buque 
& quien se dirigió la carta, fuese un tercero respecto á los liti- 
gantes, no es esplicable en este caso la disposición del artí- 
culo 1036, del Código Civil, sino las prescripciones referidas 
del de Comercio ; 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de L 2, y se 
declara que los demandados deben exhibir el libro copiador de 
cartas para su reconocimiento en la parte relativa á la cues- 
tión, y en la forma que dispone el articulo 72 citado del Có- 
digo de Comeioio. Bepueatoa loa sellos, devuélvanse. 

ULADISLAO frías. 



/ 
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CAUSA TIII 



£{ Dr. D: Ángel Ovejero, contra los miembros de la Junta 
Escrutadora de la Provincia de Salta^ por infracción de la 
ley de elecciones ; sobre recusación. 



Sumario. — Interpuesta la demanda juntamente con la 
/ recusación del juez, no puede desecharse aquella sin resolver 

i préTíamente sobre la recusación. 



^<^^€>. — El Dr. Ovejero demandó ante el Juez de Sección de 
Jmlt^ tf los miembros de la Junta Escrutadora! por infracción 
^ -la X«y de elecciones nacionales, y recusó á dicho Juez, por 
^^ " ""^.o de los demandados. 



Fallo del Jaes Federal 



61 



Salu, Mano 39 de 1886. 

ra á donde corresponda, previa copia en forma que sacará 
otario para el Archivo. 

Figueroa. 
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Fallo de la Suprema Oarte 

Buenos Aires, Enero 90 de 1887. 

Vistos 7 considerando : 

Qae deducida conjuntamente con la demanda la recusa^ 
«ion del Juez de Sección, este no ha podido desechar la pri- 
mera sin proTeer antes lo correspondiente sobre la última, por 
ser esta de previa resolución, según la ley ; se reyoca el auto 
apelado de foja diez y siete, y devuélvanse los autos al Juez 
de Sección para que proceda á proveer lo correspondiente sobre 
la recusación. 

J. DOMÍNGUEZ. — ÜLADISLAO PRUS. — 
FEDERICO IBARGUREN. — G. S. DE LA 
TORRE. 
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CAVSA IX 



El Dr. D. Abel Miranda^ contra D. LuisUuguel^ 

por cobro de honorarios 



Sumario. — 1® La demanda por cobro de honorarios deven- 
gados en pleito seguido ante los Tribunales Ordinarios, debe 
Tentilarse ante estos. 

2° La contestación de la demanda hecha por el extranjero 
ante los Tribunales ordinarios, importa la prorogacion de su 
jurisdicción, aunque se haya declarado nulo todo lo obrado. 



Caso. —Se comprende leyendo el 



Fallo del Jues Fedeml 

Baenos Aires, Octubre 11 de 1884. 

TTÍstos : estos autos seguidos por el Dr. Miranda, D. Abel, 
contra D. Luis Huguet, por cobro de honorarios profesionales. 
Sesulta : 

T. I 4 
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I"" Que la acción deducida por el Dr. Miranda se funda en el 
hecho de haher patrocinado á Doña María Filip en un juicio 
que esta inició reclamando alimentos para dos hijos suyos me- 
nores de edad, cuya paternidad atribuía al demandado Huguet, 
y que por la contestacion.de este se convirtió en juicio de filia- 
ción natural, terminado por la sentencia de la Cámara de Ape- 
laciones de lo Civil, corriente á f... del espediente agregado para 
mejor proveer, que declaró probada y establecida la referida 
paternidad . 

2® Que Huguety conformándose con la autoridad de la cosa 
juzgada, desconoce sin embargo que de ella proceda relación 
alguna de derecho entre él y el Dr. Miranda, que le imponga la 
obligación de pagar sus honorarios, así como que este tenga 
acción derivada de ley ó derecho que lo autorice á proseguir 
contra él el cobro de trabajos ó servicios profesionales que 
no le ha encomendado. 

Y considerando : 

1° Que esta misma cuestión fué promovida por el Dr. Miran- 
da ante el señor Juez Dr. Molina Arrotea, con el escrito de f..., 
pues fundándose en que había defendido con éxito favorable á 
los hijos de Luis Huguet en el juicio sobre ñliacion natural, 
pedía que su apoderado manifieste en el acto de su notificación 
si estaba conforme con la suma de mil doscientos pesos nacio- 
nales en que estimaba sus honorarios, manifestación que aquel 
rehusó hacer, fundándose en que su representado no había sido 
condenado en costas, y por lo tanto no estaba obligado á abo- 
nar dichos honorarios. 

2^ Que después de oír nuevos fundamentos legales aducidos 
por el Dr. Miranda en el escrito de f . 3, sosteniendo que él no 
había defendido á Doña Marí^ Filip sino á los hijos de Don 
Luis Huguet; que aquella nada había ganado, pues nada de- 
mandaba, habiendo intervenido pura y esclusivamente en 
representación de sus hijos menores ; que siendo en esas con- 
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(liciones acreedor de los hijos lo es á la vez del padre y pnede 
por tanto cobrar á él el importe délos trabajos con que aque- 
llos fueron beneficiados ; que Huguet está obligado á su respeto 
como lo estarla de cualquiera otra persona que hubiese sumi- 
nistrado alimentosa sus hijos menores, ó hecho gastos necesa- 
rios en favor de ellos, etc., dicho señor Juez dictó el auto de 
f. 16, declarando á cargo de Huguet los honorarios reclama- 
dos por elDr. Miranda, y mandando que se haga la manifesta- 
ción antes ordenada respecto á la cuenta presentada, 

3® Que de este auto la parte de Huguet interpuso recurso de 
apelación solamente por considerarlo agraviante á sus dere- 
chos é intereseSi y la Cámara, fundándose en que en la senten- 
cia qne ella había pronunciado aqnel no había sido condenado 
al pago de las costas del juicio , y que de autos resultaba qne 
Miranda había patrocinado á Doña María Filip, y nó á Huguet, 
no apareciendo á la simple vista una obligación de pagar hono- 
rarios, declarados por sentencia en relaciones de derecho entre 
abogado y cliente, revocó dicho auto, quedando de consiguiente 
establecido, no tan solo que el apoderado de Huguet no estaba 
obligado á hacer la manifestación intimada, sino que no eran á 
cargo de aquel los honorarios que se intentaba cobrarle, pues 
ambas proposiciones asertivas y en su parte dispositiva conte- 
nía dicho auto. 

4® Que si bien esta sentencia puede ser considerada nula por 
haberse violado las reglas de procedimientos en el juicio provo- 
cado por el Dr. Miranda, y las que prescribe el artículo 217 
de la ley de enjuiciamiento para su redacción, la parte agra- 
viada no hizo mérito de este recurso, sin duda porque consi- 
deró más resaltante su injusticia, ó porque limitándose á la 
j^ejlacion, se evita las molestias, perjuicios y contingencias de 
unnuevo juicio, y la Cámara de Apelaciones que pudo declarar 
la nulidad, se limitó también á revocar el auto, quedando sub- 
sanada la nulidad por el consentimiento de las partes é im- 
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puesto el sello de la cosa juzgada, siii''más recurso, con arreglo 
á lo dispuesto eu la segunda parte del artículo 238 del Código 
de Procedimientos, sobre las dos proposiciones del auto ape- 
lado. 

5° Que la declaración de aquel Tribunal contenida al final 
del auto de foja 14, dejando á salvo los derechos del Dr. Mi- 
randa para demandar en el juicio correspondiente el pago de 
sus honorarios, no puede ser jurídicamente interpretada, dados 
los antecedentes que quedan espuestos, sino con respecto al 
juicio que dicho letrado podría promover contra Doña María 
Filip, ó cuando más, con respecto á las acciones de esta á nom-^ 
bre de sus hijos menores contra Huguet, si hubiera de enten- 
derse que los gastos causídicos están comprendidos en la pres- 
tación de alimentos, pues de otro modo el Tribunal habría 
incurrido en una verdadera incongruencia, abriendo el camino 
á un nuevo pleito que acababa de terminarse entre las mismas 
partes 7 con el mismo objeto, y precisamente por la misma 
causa petendi ; cuando, por otra parte, nadie se había quejado 
de la rápida y especial sustanciacion que el juez impuso á la 
causa. 

6^ Que si bien lo espuesto bastaría para justificar el rechazo 
de la demanda interpuesta por el Dr. Miranda, pues aunque 
la parte de Huguet no ha hecho mérito de esta defensa, el 
juzgado puede hacerla valer, porque consta en el espediente, 
y está comprendida entre aquellas que es permitido á los jue- 
ces suplir de oficio, por cuanto interesa al orden público la 
estabilidad de los fallos judiciales, y que tengan fin los proce- 
sos, llégase al mismo resultado entrando en el siguiente orden 
de consideraciones sobre el fondo de la nueva demanda. 

7^1 Que tratándose de honorarios profesionales devengados 
en juicio contencioso, es la sentencia definitiva que termina el 
pleito, la que fija á cargo de quién deben ser, con sujeción al 
precepto de la ley 8*, título 22, partida 3", y artículo 321 del 
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Código de Procedimientos para los Tribunales de la Capital, 
cnalqniera que sea, por otra parte, la naturaleza de la cuestión 
Yentilada, siendo de consiguiente la cosa juzgada la única 
fuente jurídica de obligaciones sobre cualquier capítulo perte- 
neciente 6 comprendido en la condenación en costas, y como 
la sentencia final que impuso á Hngaet la paternidad que le 
atribuía (Dona Maria Filip patrocinada por el Dr. Miranda 
no contiene al respecto condenación alguna, es claro que de allí 
no puede derivar ni encontrar su fundamento la acción ejerci- 
tada por este. 

8^ Que además, la cosa juzgada solo crea relaciones direc* 
tas de derecho entre las partes interesadas en el pleito 6 que 
se hacen dueñas de él ; de modo que solo á estas compete ao» 
cion para repetir contra la parte que fuere vencida, en el su* 
puesto de haber condenación en costas, las sumas pagadas por 
defensas profesionales ú otros gastos causídicos, y de ningún 
modo á los letrados sobre quienes ningún efecto produce el 
cuasi contacto de litis contestación, cuya acción está regida 
por las reglas del contrato de locación de servicios, el cual solo 
las produce para las partes contratantes. 

9^ Que si bien la sentencia definitiva declara un hecho que 
por su naturaleza remonta al instante mismo de la generación 
del hijo, sus consecuencias y efectos legales no se retrotraen á 
ese momento, produciéndolos solo desde que adquiere la fuerza 
déla cosa juzgada, de suerte que ninguna responsabilidad cabe 

4 

al padre obligado á aceptar una paternidad por sentencia, en 
los actos y obligaciones de los hijos, anteriores á la sentencia. 
10^ Que este principio no reconoce otra escepcion, si tal 
puede llamarse, que la consagrada en el artículo 395 del 
Código Civil, que faculta al Juez desde el principio de la cansa 
para decretar la prestación de las espensas del pleito, y esto en 
el mismo caso de justificarse absoluta falta de medios para 
seguirlo, de donde se deduce que, por regla general, el pleito 
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debe seguirse & costa del que lo inició, y en este sentido es 
igualmente improcedente la demanda, puesto que el hecho de 
la conclusión del pleito, sin que se haya requerido esa presta- 
ción, demostrarla que no faltan los medios para seguirlo. 

11° Que tratándose de una paternidad desconocida 6 contes- 
tada, solo adquiere el carácter de verdad legal desde que quedó 
consentida la sentencia final, tanto para el declarado padre, 
como con relación á terceros, así es que desde ese momento, y 
no antes, surgen los derechos y obligaciones de la patria potes- 
tad, en los cuales parece buscar sus fundamentos el Dr. Mi- 
randa para demandar al padre la retribución de servicios pres- 
tados en beneficio de los hijos; pero como estos lo han sido con 
anterioridad á la existencia legal de las obligaciones inheren- 
tes ala paternidad, es también improcedente, bajo este punto 
de vista, la acción instaurada contra Huguet, como lo seria la 
de cualquiera que hubiera prestado á los hijos alimentos ó su- 
mas de dinero, pues debe presumirse que el que tal hizo á quien 
1)0 tenía padre legalmente reconocido, ni medios para satisfa- 
cer sus obligacionas, entendió efectuar una liberalidad, y no 
obligar eventualmente á un tercero desconocido todavía ante 
la ley. 

> Por estos fundamentos, fallo, absolviendo á D. Luis Huguet 
de la demanda deducida, debiendo cada parte pagar sus costad. 

Virgilio M. Tedin. 
Fallo de la Corte Suprema 

t 

Buenos Aires, Enero 25 Je 1887. 

/ Vistos en apelación estos autos seguidos por el Doctor D. Abel 
Miranda contra Don Luis Huguet, para obtener el pago de los 
honorarios que como abogado de Doña Maria Filip devengó 
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^^ el juicio promovido por esta contra el citado Hagnet, para 
^b%arlo á reconocer la paternidad de dos hijos naturales habi- 
dos en ella. 

T. considerando : Primero : Que los aatos sobre filiación de 

9Q6 proceden los honorarios del demandante, se iniciaron y 

^gnieircn hasta su conclusión definitiva ante los Tribnnales de 

^a Capital. 

S^gr^Mndo : Que no siendo el cobro de ellos síaó un incidente 

^e?/ jcal-cio en qne se devengaron, sn conocimiento y decisión 

X^onde á los jaeces que entendieron en dicho juicio, como 

noce el mismo Doctor Miranda en su escrito de fojatrein- 

c^ho, y lo tiene decidido esta Suprema Corte en las resolu- 

que se registran en la serie segunda, tomo primero, 

cuatrocientos ocho, tomo cuarto, página doscientos 

7 tomo diez, página trescientos catorce de sus Fallos. 

^cero : Que de conformidad á lo establecido en estas doci- 

I, el Doctor Miranda inició su demanda ante los jueces 

c^no <^^3nocieron en la causa principal, ante quienes la contestó 

taiK^^t:> len el demandado en su escrito de foja dos, sin declinar 

de j'CB.^isdiccion. 

C-m^m^rto : Qué ú bien en segunda instancia se declaró sin 

etecfc « el procedimiento sumario seguido en primera, y deja- 

toxi^^ á salvo los derechos del Doctor Miranda para hacerlos 

^^^^^r en el juicio correspondiente, esto no quita la jurisdicción 

^^ bichos jueces, ni hace que la demanda por cobro de hono- 

TBx\os no haya sido radicada ante ellos, por la contestación del 

lexnandado. 

Quinto: Que con arreglo á lo dispuesto por el artículo ca- 
torce de la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres, una vez radicado un juicio ante los Tribnnales 
de Provincia, ya sea por haber el extranjero interpuesto ante 
ellos su demanda, ó por haberla contestado, siendo demandado, 
sin oponer la escepcion de declinatoria, debe sentenciarse y 
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fenecerse en la jüiisdicoion proyincial, y solo puede apelarse 
para ante la Excelentísima Corte en los casos previstos, por el 
artículo citado. 

Secoto : Que, por consiguiente, Don Luis Huguet, no ba po- 
dido declinar la jurisdicción de los jueces de la Capital, no solo 
por tratarse de un incidente del juicio principal seguido ante 
ellos, sino por haberse sometido á su jurisdicción contestando 
la demanda por cobro de honorarios, ni el Doctor Miranda ha 
podido aceptar esta declinatoria para reproducir ante el Juez 
Federal esa misma demanda radicada ya ante la justicia ordi- 
naria de la Capital. 

Por estos fundamentos, y de conformidad á los artículos pri« 
mero y tercero de la ley de Procedimientos se declara que la 
Justicia Federal es incompetente para conocer de dicha des- 
manda. Notifíquese con el original, y repuestos los sellos, 
devuélvase. 



J. B. GOROSTUGA. — J. DOMIRGUEZ. — 
ULADISLAO frías. — FEDERICO ffiAB- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA X 



Don Anacleto y Don Mateo Urioste, contra Don EmiliolBunge, 

por cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario. — 1^ La omisión del embargo no es un defecto qne 
anula el procedimiento en el juicio ejecutivo. 

2^ La acción por cobro de pesos procedente del contrato de 
Tenta de nn inmueble, es una acción personal. 

3"* La obligación de pagar en oro sellado, debe satisfacerse 
en oro, ó en billetes do curso legal por su equivalente. 



Caso. — Se refiere en el 



Vallo del <f ties Federal 

Buenos Aires, Abril 7 de 1886. 

T Tistes autos iniciados por ejecución entablada por Don 
Creseencio Echevarría, en representación de D. Mateo y Don 
Anacleto Urioste, contri^ D. Emilio Bunge, ps^ta el cobra de 
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an crédito hipotecario, por valor de veinte y siete mil ochenta 
7 seis pesos y dos décimos fuertes oro sellado, resaltantes de 
saldo líquido en el precio de venta que los ejecutantes hicie- 
ron á favor de Bunge de una estancia en el partido de Juárez, 
bajo de las bases j condiciones que se detallan en la escritora 
de foja i*, con la que se ha instaurado la ejecución, pasada 
en esta Capital ante el Escribano Tulio Méndez, con fecha 2 
de Abril de 1883; j considerando : i^ Que instaurada la eje- 
cución y notificado el deudor del decreto de solvendo y antes 
de la citación de remate, presentó escrito á foja 17 oponiendo 
la escepcion de incompetencia á este Juzgado, fundado en 
que en la demanda se deduce una acción real, pues que se per- 
sigue el cobro de un crédito hipotecario, y resultando este 
de una escritura pasada en la provincia de Buenos Aires, y 
ubicado el inmueble hipotecado en el partido de Juárez de la 
misma provincia, la jurisdicción corresponde al Juez de la 
situación del inmueble según lo establece el artículo 4^ del 
Código de Procedimientos de la Provincia vigente en la Capital 
de la República. 2^ Que corrido traslado de este escrito se 
contestó á foja 24 fundando la jurisdicción de este Juzgado 
en la jurisprudencia uniformemente seguida por las resolución 
nes que se cita, de la Corte Suprema, las que establecen que 
las acciones reales pueden ejercitarse ante el Juez del lugar 
de los bienes ó el del domicilio del deudor. 3^ Que concedido 
al deudor por equidad un nuevo término de tres dias para 
que dentro de él, pueda oponer todas las escepciones que viere 
convenirle, las que serian resueltas, juntamente con la de 
incompetencia, en mérito de las consideraciones espuestas en 
el auto de foja 29, se presentó á foja 33 reproduciendo su 
escrito de foja 17 en lo relativo á la escepcion de incompe- 
tencia y deduciendo, además, la de inhabilidad del título para 
cobrarle en oro la cantidad demandada, la que ha estado y 
dstá resuelto siempre á abonarla en billetes de curso forzoso, 
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como corresponde por tratarse de ana obligación anterior al O 
de Enero de i884 j comprendida oomo tal en el decreto de 
cnrso forzoso aprobado por la ley de 5 de Octubre de 1884, 
aduciendo además como comprobante de haber sido esta la in- 
teligencia dada por los contrayentes al contrato, el hecho de 
haber ofrecido en pago de los intereses y recibídose por el 
acreedor, con posterioridad al decreto de Enero 9 de i 884^ so 
importe en billetes de curso forzoso por su valor escrito, ne- 
gándose recien ahora, y en pago del capital, cuando el agio 
habia eleyado el desmérito de los billetes á una cuota consi- 
derable. 4' Que en contestación á este escrito, los acreedores 
reproduciendo los precedentes invocados en sosten de la juris- 
dicción de este juzgado, se oponen á la nueva escepcion dedu- 
cida de inhaíbilidad del título, demostrando que la obligación 
que prosiguen debe ser pagada en oro como comprendida en la 
escepcion contenida en el artículo 3^ de la Ley de Octubre 15 
de 1884, no solamente por haberse insinuado su importe en 
pesos fuertes, que según la resolución de la Suprema Corte, 
de Febrero 6 de 1886, recaída en los autos de los Sres. Gow- 
land é hijo contra Mallmann y C^ importa la designación de 
moneda especial, sino también á mérito de las espresiones 
«splícitas de la escritura de foja 1*. 5"* Que reducida la cues- 
tión, según se desprende de los precedentes enunciados, á 
averiguar si la ubicación del inmueble hipotecado determina 
la jurisdicción esclusiva del Juez de su situación, y sí la obli- 
gación hipotecaria contenida en la escritura de foja 1", por si 
6 en atención al hecho alegado por el deudor y no contradicho 
^er lo» acreedores de habérseles ofrecido y aceptado, con poste- 
rioridad al decreto de 9 de Enero de 1884, el pago de los 
intereses en billetes de curso forzoso, no es necesario abrir el 
término de prueba que previene el artículo 271 de la Ley de 
Procedimientos, no habiendo hechos controvertidos y siendo 
aplicables al juicio ejecutivo las recomendaciones esplíoitas 



I 
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del artícalo i9 de la Ley de Procedimientos y de las Leyes 1, 
título 14, Partidas*, y 5% título 10, libro 2% Recopilación Cas- 
tellana. 6^ Que la jarisdiccion de este juzgado está suficien- 
temente justificada, no solamente por la vecindad en esta 
Capital de la parte demandada, lo que surte fuero general para 
todas las acciones de cualquier naturaleza en que figure como 
demandado, según espresamente lo determinan las Leyes 32, 
título 2«, Partida 3% y 8', título 3^ libro 4**, Recopilación Caste- 
llana, y artículo 100^ Código Civil, lo enseñan los prácticos y 
forma la jurisprudencia uniforme establecida por la Corte en 
los casos recordados por los demandantes, sino muy especial- 
mente por lo que se desprende de la escritura de foja 1«, contra 
lo alegado por el deudor, de haberse constituido la obligación 
en esta Capital sin designación especial de otro lugar para 
verificarse el pago, lo que supone debe ser hecho en el de la 
obligación (artículos 1 02 y 747, Código Civil). 7* Que las designa- 
eiones contenidas en la escritura hipotecaria de foja 1*, con 
relación á la clase de moneda en que debe efectuarse el pago, 
no dejan duda alguna sobre la intención de las partes de esti^ 
pular en moneda de oro, llegando hasta renunciar los derechos 
que pudieran crear disposiciones posteriores, habiéndose rea- 
lizado posteriormente con la promulgación del decreto de 9 de 
Enero y Ley del 15 de Octubre de 1884 el hecho previsto por 
las partes, y para cuyo advenimiento hablan dejado espresa- 
mente los contrayentes definitivamente fijada su posición 
respectiva. 8^ Que estas renuncias y previsiones de los contra- 
tantes, lejos de ser prohibidas como opuestas á una ley de 
orden público, están espresamente autorizadas por la ley de 15 
de Octubre de 1884, que no comprende una aprobación, sin 
reserva, del decreto gubernativo de 9 de Enero, sino calificada 
por las limitaciones y escepciones comprendidas en su artículo 
3^ desprendiéndose claramente de sus términos y^ luminosa 
esposicion que de sus propósitos y alcance hizo el Senador 
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Dr. Gil, al tiempo de su sanción, que se trataba de una lej 
dirijida á salvar perturbaéiones económicas que obstaban la 
marcha regular de los Bancos y nó de una ley de orden público 
dirijida á contrariar la libre voluntad de los contrayentes. Y 
9° Que la aceptación en pago de los intereses en billetes de 
curso forzoso no altera en nada la posición respectiva de los 
contrayentes con relación al capital, tanto porque la novación 
no se presume (artículo 812 del Código Civil), cuanto porque 
las modificaciones respecto de las obligaciones accesorias no 
obran subre la obligación principal (artículo 525 del Código 
Civil). 

Por estos fundamentos, fallo declarando no haber lugar á las 
escepciones de incompetencia é inhabilidad del título opuestas 
por la parte de Don Emilio Bunge. En su consecuencia, llévese 
adelante la ejecución entablada contra él por Don Crescencio 
Echevarría en representación de los Señores Mateo y Anacleto 
TJrioste, por la cantidad de veinte y siete mil ochenta y seis 
pesos con dos décimos fuertes, cantidad que deberá ser pagada 
en oro, ó en su equivalente en billetes de curso forzoso, al 
precio en plaza el dia del pago, de acuerdo al artículo 3® de la 
ley de 15 de Octubre de 1884, siendo á cargo del ejecutante 
las costas del juicio. Hágase saber, notifíquese con el original 
y repónganse los sellos. 

Andrés ügarriza. 

Falla úe I» Suprenm Carie 

Buenos Aires, Enero 27 de 1887. 

Vistos: Considerando que la omisión del embargo en que se 
funda el recurso de nulidad no ha sido opuesta en primera ins- 
tancia, ni constituye un defecto de los que por espresa dia- 
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posición de derecho anula el procedimiento; que la acción 
deducida es la personal por cobro de pesos^ nacida del contrato 
de compra-venta de que procede el crédito que se reclama ; 
por estos fundamentos y los del auto de foja cuarenta y nueve, 
se confirma este con costas. Devuélvanse los autos y repónganse 
los sellos. 

J. B. GOROSTUGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO FRÍAS. — FEDERICO IBAR* 
GÚREN. — G. S. DE LA TORRE. 



CAUSA XI 



Don Antonio E. Suarez y Don Estevan F. Áchinelli, en recurso 
contra la Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Capital^ 
por denegación á inscribir el titulo de Escribano Público. 



Sumario.-^— LvL denegación á inscribir en los Registros de la 
Cámara de Apelación en lo Civil de La Capital on título de 
Escribano Público otorgado en la Provincia de Buenos Aires, 
mientras no se Itonen las condiciones de examen y demás for- 
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malidades prescritas por la Ley Orgánica de los Tribunales de 
la Capital, no es contraria á la Constitución ni & ninguna ley 
nacional. 



Caso. — Está referido en el fallo de la Suprema Corte. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aired, Setiembre 7 de 1886. 

Suprema Corte: 

Al negar el registro que solicitaban los recurrentes, la Cá- 
mara de Apelaciones de lo Civil ba entendido ajustarse á lo 
que sobre la materia dispone el titulo 12 de la ley que orga- 
nizó los Tribunales de la Capital. 

Su resolución no es una sentencia, no habiendo existido 
pleito, ni demanda ni respuesta, y no ba podido, por consi- 
guiente. Teñir á esta Corte por yia de apelación. 

Pero se dice que es contraria á la Constitución, y que como 
tal corresponde á Y. E. reformarla. 

Observaré, en primer lugar, que no es la misión de V. E. 
intervenir en todos los casos en que un precepto constitucional 
se considere vulnerado, sino en aquellos que especifica el 
artículo 100, y en la forma que el siguiente determina. 

La Cámara de lo Civil ha usado de un derecho propio al 
rehusar la toma de razón de títulos que no encontraba en las 
condiciones de la ley. Ha podido equivocarse ; ha podido herir 
derechos amparados por la Constitución^ sin que Y. E. sea por 
ello Ibunado á reparar el error, como no lo es en los casos en 
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que alguna otra autoridad, obrando en la esfera de sus atri- 
buciones, se separa de lo que la Constitución ordena. 

No veo, por otra parte, en la resolución de la Cámara la vio- 
lación que se pretende. 

El artículo 7% que es el que se supone comprometido, pre- 
viene que los actos públicos y los procedimientos judiciales de 
una Provincia gozan de entera fé en las demás. 

La resolución de].la Cámara no desconoce que el título pre- 
sentado por los señores Suarez y Achinelli sea un título 
válidamente espedido por la Provincia de Buenos Aires. Lo 
que sí niega, es que ese título sea bastante á atribuir á los que 
lo presentan el carácter de Escribanos de la Capilal, mientras 
no justifiquen que han llenado los requisitos que, para ser tales 
Escribanos de la Capital, exige la ley orgánica de la misma. 
De otra manera, sería de todo punto escusado exigir cierta 
competencia para el ejercicio de las profesiones liberales, pues 
bastaría traer un título cualquiera, aunque el que lo presente 
no hubiese hecho estudios de ningún género. 

Preténdese, por último, traer este asunto á Y. E. al amparo 
de la superintendencia que el artículo 96 de la ley orgánica le 
confiere sobre toda la Administración de Justicia. 

Pero, esta superintendencia se refiere simplemente á la dis<* 
ciplina, al buen desempeño de la Administración de Justicia, 
nó á materia de jurisdicción. 

La Cámara de lo Civil ha podido interpretar mal la ley; 
ha podido negar el registro sin razón; podría injustamente no 
considerar bastante la prueba del examen ; pero todo esto nada 
tiene que ver con la superintendencia disciplinaria de esta 
Corte; ni podria Y. E. traer por ello á cuentas á aquel Tri- 
banal, independiente, como Y. E., en sus funciones propias. 

Pienso que debe Y. E. desestimar este recurso. 

Eduardo Costa. 
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Falla úe I» Suprem» Carie 

Buenos Aires, Enero 27 de 1887. 

Visto en el acuerdo el presente reoorso de apelación traido 
por Doa Antonio E. Saarez y Don Esteran F. Achinelly, de Ia¡ 
resolacion de la Excelentísima Cámara de Apelaciones en lo 
Civil de esta Capital, corriente i foja tres yuelta, en la qae se 
les deniega la inscripción en los Registros de dichi Cámara de 
sns títulos de Escríbanos Públicos de la Proyincia de Buenos 
Aires, Ínter no llenen las condiciones de examen j demás 
formalidades proscriptas en el Título doce de la Ley Orgánica 
de los Tribunales locales para poder optar al cargo de Escribano 
Público en la Capital, recurso que los gestionantes fundan 
alegando que la decisión recurrida, en cuanto desconoce actos 
j títnlos legítimos antorizados por los poderes competentes de 
ana ProTinoia, creando limitaciones al ejercicio de una pro- 
fesión dentro del territorio nacional, es contraria á la disposición 
contenida en el artículo séptimo de la Constitución Nacional, se- 
gún la cual cíes actos públicos y procedimientos judiciales de 
una Provincia gozan de entera fé en las demás > ; que es además 
contraria á la ley misma que se invoca para apoyarla, por 
cnanto esta no coarta ni puede coartar el derecho que todo 
Escribano recibido tiene para ejercer su profesión en la Capital 
6 en cualquier lugar de Provincia, siempre que justifique debi- 
damente el carácter que invoca; y finalmente^ que es también 
invasora de la superintendencia de esta Suprema Corte sobre 
todos los Tribunales de la Capital. 

T considerando : ' 

Primero: Que ni el artículo invocado por los gestionantes, ni 
ningún otro de la Constitución Nacional, pueden ser interpre- 
tados de manera á acordar á las leyes 6 actos públicos de cada 

T. I 6 
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» 

Provincia efecto alguno extraterritorial capaz de alterar las 
condiciones 6 formalidades que las demás tengan prescritas 
para el ejercicio de determinadas profesiones ú oñcios dentro 
del territorio, sin distinción entre sus propios yecinos j los ve- 
cinos de otra, ó entre residentes y no residentes, pues es nn prin- 
cipio consignado en la misma Gonstitncion qne cada Provincia 
se d& sus propias instituciones locales j se rije por ellas con 
entera independencia de las demás. 

Segundo: Que mucho menos puede acordarse tal efecto á esos ac- 
tos en relación á las ratificaciones necesarias para el ejercicio de 
los cargos públicos en los distintos ramos que abrazan la admi- 
nistración interna y el gobierno propio de cada localidad. 

Tercero: Que lo que se dice de las Provincias entre síesaplicable 
con mayor razón i^l territorio de la Capital, gobernado por 
una lejislacion esclusiva y suprema, según la misma Cons- 
titución. 

Cuarto: Que por consiguiente, conveniente 6 inconveniente en 
el terreno de las relaciones mutuas entre Provincia y Provincia 
6 entre una de estas y el territorio de la Capital^ la decisión 
recurrida no afecta sin embargo derecho alguno especialmente 
consagrado por la Constitución, ni se halla bajo esta faz en 
ninguno de los casos previstos por el artículo catorce de la ley 
sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales. 

Quinto: Que del punto de vista de la Ley Orgánica antes citada 
tampoco es dicha resolución recurrible, porque no se invoca 
cláusula alguna de aquella ley 6 de otra que funde el derecho 
reclamado y dé lugar al ejercicio de la jurisdicción de esta 
Corte. 

Sesto: Finalmente, que tampoco puede serlo del punto de vista 
de las atribuciones de superintendencia invocadas por los re- 
clamantes, porque] aún admitiendo como materia de esta lo 
relativo al punto en cuestión, aquellas atribuciones, en relación 
á los Tribunales que funcionan sin el carácter de federales en 



DE JCSTIGU NACIONAL 67 

esta Capital, han sido deferidas á las respectiyas Cámaras de 
Apelación por la ley de doce de Noviembre de mil ochocientos 
ochenta y seis. . 

Por estos fundamentos y los concordantes de la precedente 
yista del Señor Procurador General, se declara no haber 
lugar al recurso de apelación interpuesto, y en su consecuencia, 
repuestos que sean los sellos, archívense estos autos. 



J. B. GOROSTUGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GtiREN. -^ C. 5. DE LA TORRE. 



CArSA XII 



D. Vicente A. Barrios, contra D. Carlos Avalos; sobre 
consignación de una suma de dinero. 



5umano.— En las obligaciones contraidas en pesos naciona- 
les oro, 6 su equivalente en moneda de curso legal, el pago debe 



\ 
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hacerse en moneda de oro, 6 en billetes al cambio corriente en 
el dia de yerificarse. 



Caso. — Se refiere en el siguiente : 



Falla del Jvcs Fcdenü 

Corrientes, Jnnio 90 de 1885. 

T vistos: D. Garlos Avales, se presentó al Juzgado de Comer- 
cio de esta ciudad^ acompañando nn certificado de depósito en el 
Banco Nacional, por la cantidad de dos mil trescienlos veinte y 
cinco pesos moneda nacional, en billetes del Banco Nacional, j 
espaso: que había sido interpelado para el pago por el Escribano 
Buidiaz, como fiador que era del deudor principal D. Ángel 
Acuña, pero que habiendo querido abonar la cantidad adeu- 
dada, el acreedor se nególa recibir, pretendiendo que se le abo- 
nase en oro ó se le pagase también la diferencia entre el valor de 
los billetes y el oro efectivo, por cuyo motivo fué protestado el 
pagaré otorgado por Acuña á favor de Doña Honoria Geballos, en- 
dosado por esta á Barrios, que venia por lo tanto á verificar la 
consignación del importe de la deuda y pedía que se declarase 
extinguida la deuda, en virtud de estar bien hecha aquella. 

Que por el decreto de 9 de Enero del presente año« se habia 
declarado que los billetes del Banco Nacional eran moneda de 
curso legal para el efecto de amortizar obligaciones contraidas 
con anterioridad á la fecha del decreto á moneda nacional oro ; 
y que siendo esta disposición de orden público, no puede ser des- 
virtuada por hechos particulares, cualquiera que sea el perjuicio 
que alegue el acreedor, pues nadie puede tener derechos irre- 



DE JUSTIGU NACIONAL 69 

ynoftUemente adquiridos contra una ley de orden público. Bar- 
rios ocurrió directamente á este Juzgado, pidiendo se declarase 
eQjxtp^to^t^ para conocer de esta causa, y resuelto de conf ormi- 
dsLd, ^^ J^Gz d^ Comercio remitió los antecedentes declarándose 
itLOOxnpctente por los motivos que constan en autos, relatiyos 
& es ^^ incidente. Corrido traslado de la demanda al acreedor Bar- 
rios» este la contestó pidiendo que no se haga lugar á ella por 
los zziotivos que espone en su contestación, y teniendo presente 
adem^^ lo espuesto por los abogados de las partes, en sus res- 
pectivos informes invoce. 

T «considerando: 1® Que el pagaré que ha motivado esta cues- 
tión ^ apresa claramente que el deudor se obliga á abonar la can- 
tidad adeudada, en pesos nacionales oro ó su equivalente en 
trwn^é^^^a de curso legal, y por consiguiente, no puede ponerse en 
dada c^ne á no haber mediado el decreto del Gobierno, de nueve 
de JBkb. ero, sobre inconversion y curso forzoso, el deudor estaba 
oblis^skdo á abonar en la forma estipulada y de lo contrario no se 
]ibrflL:K*da, pues son espresas y terminantes las disposiciones de 
naes'fc^ros Códigos Civil y Comercial, ordenándose por el artículo 
8eis<^5.«ntos diez y nueve del primero, que si la obligación del deu- 
dor ^ ^ de entregar una sama de determinada especie ó calidad de 
mon.^ ^acorriente nacional, cumple la obligación dando la espe- 
cie designada, ú otra especie de moneda nacinal al cambio que 
corx'c^ en el lugar el dia del vencimiento de la obligación, y por el 
aitf csr^ülo 861 del Código de Comercio, que las letras de cambio de- 
ben, abonarse en la moneda que designen, siendo aplicables á los 
P&Sc^'vés ala orden, como es el pagaré en cuestión, lo dispuesto 
P^^c^ las letras de cambio (art. 916 del Código de Comercio). 
1^^^ ^ disposiciones están de perfecto acuerdo con los principios 
E^i^^^ rales de derecho sobre el pago, que prescriben que el dea- 
^^^ ^ebe entregar al acreedor la misma cosa á cuya entrega se 
oblS.^5^ y en las obligaciones de dar cantidades de cosas^ el deu- 
doic «stá obligado á dar una cantidad correspondiente al objeto 
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de la obligación, de la misma especie y calidad. (Arts 740 y 607 
del Código Giyil). 

2"* Qne el decreto del Gobierno Nacional, de nueve de Enero del 
presente año, qne ha establecido el curso forzoso de los billetes 
del Banco Nacional, no ha prescrito que esos billetes sean reci- 
bidos por su valor escrito, sino que se ha limitado á ordenar qne 
sean recibidos como moneda legal^ por las oficinas nacionales j 
por los particulares, y en tal caso, la interpretación más conve- 
niente con el texto del decreto y con los principios de la ciencia , 
es que el Gobierno no ha tenido el propósito de alterar los con- 
tratos celebrados, ni prohibir que se pudiesen celebrar en ade- 
lante obligaciones á pagar en determinada especie de moneda ó 
en moneda de curso forzoso, por su valor corriente, pues lo or- 
denado por el decreto tiene su plena aplicación y los billetes in- 
convertibles del Banco Nacional circulan como moneda legal, 
aunque no sean recibidos por su valor escrito; de lo contrario, 
se habría prohibido celebrar contratos á oro 6 se habría im- 
puesto penas á los que no quisieran recibirlos sino por su valor 
corriente. 

S^ Que si bien es cierto que nadie tiene derechos irrevocable- 
mente adquiridos contra una ley de orden público, también lo 
es que este principio no se encuentra comprometido ni desco- 
nocido en el presente caso, puesto que no se obliga al Banco 
Nacional.á convertir sus billetes, ni se trata de que estos no 
sean recibidos como moneda, contra lo dispuesto por el decreto, 
sino de que aquellos no deban tener un valor igual al oro, 
cuando la ley de orden público que les ha dado curso legal no ha 
considerado conveniente declararlo espresamente, ya porque 
las necesidades que se procuraba remediar no fuesen de tanta 
magnitud que exijiesen esta declaración, ya porque los princi- 
pios de la ciencia y la esperiencia demostrasen que el valor de la 
moneda no se puede decretar, y que son ineficaces las medidas 
que se tomen para obligar á los particulares á recibir por su valor 
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esetito una moneda de papel inconyertible ; pues esta no adquiere 
por esto nn valor que no tiene, en realidad, y soloprodacen per- 
jmoios en casos particalares, trastornando y desconociendo los 
más claros principios de las ciencias económicas y jurídicas. 

No se destrnye, pues, la fuerza y eñcacia del decreto de 9 de 
Enero, porque los particulares hagan contratos que deban cum- 
plirse & oro 6 su equivalente en billetes de curso legal, ni me- 
nos por que se cumplan los ya celebrados en la forma estipulada, 
unos y otros están bajo el mismo pié, y no puede decirse que el 
mencionado decreto haya destruido los derechos adquiridos por 
el convenio de las partes, y que permitiese al mismo tiempo 
destruir su eficacia celebrando contratos para cumplirlos á oro 
eon esclusion del papel inconvertible. Si no se desconoce, pues, 
que el Gobierno no ha tenido el propósito de prohibir á los par- 
ticulares celebrar contratos para cumplirlos á oro aún bajo el 
imperio del curso forzoso, como se practica diariamente, menos 
puede desconocerse que el decreto no se ha propuesto dejar sin 
efecto los convenios ya celebrados. 

4° Que si bien el Gobierno recibe los billetes del Banco Na- 
cional por su valor escrito, en pago de contribuciones, no obs- 
tante de que el presupuesto nacional está decretado para pagarse 
en oro, esto se ha dispuesto así por conveniencias públicas de 
que el Gobierno es el único juez, y no puede desconocerse que 
habría podido establecerlo de otro modo, si lo hubiese creído 
conveniente ; pero de esto no puede deducirse que se haya que- 
rido alterar los contratos particulares, que son la ley para las 
partes; pues no hay identidad entre uno y otro caso, desde que 
el acreedor particular se opone á recibir otra clase de moneda 
que la convenida, á menos que sea por su justo equivalente. 

5^ Que el decreto de 9 de Enero que establece el curso forzoso 
de los billetes del Banco Nacional, es igual en el fondo á la ley 
de 25*de Setiembre del año setenta y seis, por la cual se autorizó 
al Gobierno Nadonal para celebrar un contrato con el Gobierno 
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de la FroTÍncia de Baenos Aires, para que el Banco FroYíncial 
emitiese por caenta de la Nación hasta diez millones de pesos 
fuertes, pues por una y otra se da curso legal 6 forzoso á los 
respectivos billetes inconvertibles, con la diferencia que en esta 
se espresa que los billetes deben ser recibidos por su valor es- 
crito en todas las oficinas nacionales, con escepcion de un cin-' 
cuenta por ciento de los impuestos de Aduana que serán pagados 
en moneda metálica de curso legal, ó en moneda corriente con 
arreglo al artículo 67 de la Constitución, mientras que en este se 
dice que los billetes serán recibidos como moneda legal por las 
oficinas públicas y por los particulares, sin espresar el valor por 
el cual deben ser recibidos. Ninguna de ellas ha prohibido á los 
particulares celebrar convenios para abonar en oro, ni ha im- 
puesto penas á los que rehusen recibirlos por su valor escrito 
como lo han hecho algunas leyes sobre curso forzoso en tiempos 
pasados ó en otras Naciones. 

Se ha dejado^ pues, el cuidado de determinar las cuestiones 
que surjan á este respecto á los Tribunales, que procederían con- 
sultando los principios de la ciencia económica y jurídica. Así 
la Corte Suprema ha resuelto varios casos bajo la ley del curso 
forzoso del año setenta y seis, estableciendo que los contratos 
celebrados á pagarse en oro deben ser cumplidos abonando oro 
sellado 6 su equivalente en moneda de curso legal, sea que tales 
contratos se hayan celebrado después de la ley que establecía el 
curso forzoso, sea que se hayan celebrado antes; de la primera 
clase son las resoluciones que cita el demandado (serie 2*, tomo 
lOy págs. 360 á 377, y tomo 11 , págs. 35 á 38); de la segunda, es 
el caso entre D. Juan B. Sivori contraD. Juan A. Molina, poruña 
letrado ocho mil pesos fuertes, girada y aceptada antes de sus- 
penderse la conversión de los billetes en pesos fuertes emitidos 
por el Banco de la Provincia, y vencida después. (Serie 2% tomo 
13, págs. 327 á 330). 

Esta serie de causas resueltas siempre en el mismo sentido 
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polla Suprema Corte, forma una jarispradencia indiscatible 
l)ajo el imperio de la ley de curso forzoso 4el año setenta j seis, 
y debe aplicarse también á los casos que surjan bajo el decreto 6 
ley actual, desde que no hay en sus términos diferencia alguna 
sustancial que pueda dar lugar á otra imterpretacion. 

&" Que el pagaré á la orden de Doña Honoria Geballos, fir- 
mado por Don Ángel Acuña, bajo la fianza de D. Garlos Avalos, 
lleva espresa la obligación de pagar en pesos nacionales oro 6 su 
equivalente en moneda de curso legal, lo que le dá mayor fuerza 
en el sentido de que tal obligación implica una renuncia á apro- 
vecharse de cualquier ventaja que en lo sucesivo pudiera conce- 
der la ley á los deudores para abonar sus deudas en otra especie 
de moneda nacional, aunque esta fuese de un valor inferior á la 
moneda de oro estipulada; y por este motivo debe pagar las cos- 
tas el deudor que promueve un pleito qae está destituido de 
todo fundamento, dado su compromiso espreso que no ha sido 
anulado por el decreto citado. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo y de- 
claro: que la consignación hecha portel fiador del deudor no está 
hecha con arreglo á derecho, y que, por lo tanto, debe abonarla 
cantidad adeudada de dos mil trescientos veinte y cinco pesos 
moneda nacional oro 6 su equivalente en billetes del Banco Na- 
cional de curso legal, al cambio corriente en el dia de verifi- 
carse el pago, con más los intereses y costas del protesto desde 
el dia en que este se verificó, y las costas del juicio. Póngase á la 
disposición del Sr. Avales el dinero depositado por él en el 
Banco á la orden de este Juzgado. 

Hágase saber con el original y repóngase . 



Carlos Luna. 
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lUto de 1» f^urte fluprenuí 

Buenos Aires, Enero S7 de 1887. 

Vistos 7 Considerando : Que la obligación de foja dos, que 
sirve de base al presente juicio, se baila estipuladla específica- 
mente á oro, babida particular consideración á la diferencia 
de valor con la moneda de curso legal, y en oposición á esta, 
pues en ella se establece que el deudor verificará el pago en oro 6 
en moneda de curso legal con la equivalencia, 6 sea el premio 
correspondiente al oro. 

Que por consiguiente, dicba obligación debe entenderse con- 
traída á moneda especial y comprendida en la segunda parte del 
artículo tercero de la Ley de quince de Octubre de mil ocho- 
cientos ochenta y cinco, que prescribe que las obligaciones 
contraidas con designación de moneda especial podrán ser sa- 
tisfechas con billetes de curso legal, solamente por su valor cor- 
riente en plaza : se confirma con costas la sentencia apelada de 
foja cincuenta y cuatro vuelta; y repuestos los sellos devuél- 
vanse los autos. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOBONGUEZ. — 
FEDERICO IBARGÜREN. — C. S. DE LA 
TORRE. 
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CAUSA XIII 



D. Ovidio Lagos contra la Compañía Pastoril Agrícola é In* 
dustrial de Rio Janeiro; sobre cumplimiento de un con^^ 
trato de venta. 



Sumario. — 1^ El vendedor de buena fé qne se halla imposibili- 
tado para entregar la cosa al comprador que no quiere esperar 
que cese la imposibilidad, está obligado solamente á deyolver el 
precio recibido j sus intereses. 

2^ El precio debe devolverse, en tal caso, en la misma espe- 
cie de moneda que se recibió. 

3^ Habiendo sido pagado en pesos moneda nacional oro, la 
restitución debe hacerse en pesos oro, 6 en billetes de curso le- 
gal por su valor equivalente á pesos oro. 



Caso. — Se refiere en el 



VmMo éml Summ Wmámrwá 



Rosario, Julio SO de 1885. 

Vistos : resulta de estos autos : Primero : Que por el instru- 
mento público corriente á f. i, estendido en 1^ de Diciembre de 
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1883, D. Saturnino da Costa Gaimaraes, en representación de 
la «Compañía Pastoril Agrícola é Industrial», establecida en 
Bio de Janeiro, vendió al Dr. D. Ovidio Lagos, de esta ciudad^ 
por la suma de cinco mil seiscientos ochenta y tres pesos mone- 
da nacional oro, de los cuales se declaró el vendedor recibido, 
dos terrenos ubicados á inmediaciones del pueblo de San Lo- 
renzo, el primero, j en esta ciudad el segundo, con la ostensión 
7 límites demarcados á foja 3. 

Segundo: Que diciendo no habérsele hecho entrega del pri- 
mero, y afirmando además hallarse él en poder de terceros á ti- 
tulo de dueños, el Dr. Lagos ocurrió en demanda contra el 
vendedor, solicitando la misión en posesión de dicho terreno 6 
en su defecto la devolución de su precio, con los daños y perjui- 
cios inherentes y las costas del juicio. 

Tercero : Que la Compañía demandada, aceptando como cierto 
el hecho, fundamento de la acción del demandante, y manifes- 
tando haber obrado en el caso con completa buena fé é ignorancia 
de que el terreno perteneciera ó que se hallara en poder de ter- 
ceros, espuso estar dispuesta á la devolución de su precio, 
negando toda responsabilidad de su parte por los daños y per- 
juicios demandados^ en atención á su falta de culpa en el hecho. 

Cuarto: Que aceptada de común acuerdo la rescisión parcial 
del contrato en lo relativo al terreno mencionado, el Juzgado 
por el auto de foja 72 llamó á las partes ajuicio verbal, á objeto 
de que fijaran el quantum del precio que debía ser devuelto, ó 
determinaran sus respectivas pretensiones al respecto, por no 
hallarse señalado él separadamente, ni en la demanda, ni en la 
contestación, ni en la escritura de venta. 

Quinto : Que venidas las partes á juicio verbal, la del deman- 
dado fijó dicho precio en la suma de tres mil pesos moneda 
nacional, y la del demandante la aceptó, pidiendo á foja 75 sin 
contradicción de aquella, que se entendiera dicha cantidad 
á oro. 
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T considerando: ^^ Que atentos los antecedentes relacionados, 
en 7iitnd de los cuales debe tenerse á las partes por conformes 
en cnanto á la sama del precio á doTolyerse, qneda solo por re- 
solTer en lo relatiyo á los danos y perjuicios demandados, ósea 
si el vendedor debe otros qne los intereses que tiene ofrecido 
abonar á foja 41 vuelta. 

2* Considerando á este respecto que, según queda sentado» 
los vendedores reconocen, no solamente no haber hecho entrega 
del terreno en cuestión al demandante, sino también j por nece- 
saria implicancia, no serles posible hacer esa entrega libre de 
toda posesión j contradicción de parte de terceros, en los térmi- 
nos en que han estado obligados á llevarla á cabo á la simple 
requisición del comprador, conforme al articulo 1409 del Códi- 
go Civil. 

3® Que en estos términos y por analogía de lo dispuesto para 
el caso de eviccion por el artículo 2119 de dicho Código, debe de- 
cidirse que están ellos obligados, no solo á la restitución del 
precio del terreno y sus intereses por no haber el comprador 
percibido sus frutos, sino también á indemnizar á este de los 
daños y perjuicios que por falta de esa entrega le resulten direc- 
ta é inmediatamente, conforme al artículo 52 del citado Código. 

4° Que no obsta á esta conclusión la consideración opuesta 
por los vendedores, de no haber habido en el hecho mala fé por 
8u parte, porque según la disposición de los artícnlos 1329, 
2119 y 2121 de aquel Código, lo mismo en el caso de la cues- 
tión actual que en el de eviccion, el vendedor, en razón solo de 
la falta de cumplimiento de su obligación, aunque no haya me- 
diado mala fé de sn parte, ni tenga falta algnna que imputarseí 
6 que haya enteramente ignorado las cansas de la eviccion, está 
obligado á satisfacer al comprador las pérdidas é intereses 
resultantes de la inejecución del contrato. 

5* Que así lo demuestra, además, la disposición del artículo 
21 23 del propio Código, el cual, en contraposición á los artíenlot 
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anteriormente citados, señala para el caso en que falte la buena 
fé, qne estos suponen, una responsabilidad especial contra el 
comprador, prescribiendo que además de las pérdidas é intere- 
ses que dichos artículos determinan, abonará aquel^ si hubiese 
habido mala fé de su parte, aún los gastos de mero lujo que el 
comprador hubiese hecho en la cosa. 

6^ Que tal es, por otra parte, la doctrina, así del derecho 
Español que ha regido hasta la vigencia del actual Código Civil, 
como la del derecho Francés, á cuyo sistema y á cuyos esposito- 
res se refieren las notas consignadas al pié de los artículos cita- 
dos (véase, en cuanto ali®, la ley i9, tít. 5**, Part. 3*;y'en 
cuanto al 2^, Troplong, Venta, 1, N*» 231, y Aubry y Rau, § 
351, texto y nota 45 y 355). 

7^ T finalmente, que en el caso, no se ha alegado tampoco por 
los demandados hecho ni causa estraña qcie los exonere nece - 
sariamenté de responsabilidad. 

Por tanto, definitivamente juzgando, declaro: que además de 
los tres mil pesos moneda nacional oro, por razón del precio del 
terreno en cuestión y los intereses ofrecidos, calculados por lo 
que cobra el Banco Nacional de esta ciudad en sus descuentos, 
' sumas ambas que los demandados deben abonar al demandante, 
en término de diez diais, están ellos igualmente obligados á satis- 
facerle las pérdidas é intereses que conforme al considerando 3® 
justifique aquel se le hayan causado por el hecho de la inejecu- 
ción del contratode foja 1^ con más las costas de este juicio. Noti- 
fíquese con el original y repóngase el papel. 



es. de la Torre. 
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Falto de te flupreaui Corle 



Buenos Aires, Enero S9 de 1887. 

Vistos, resulta : Qne Don Ovidio Lagos compró por un solo 
precio al apoderado de la compañía Fastorilt Agrícola é Indas- 
trial de Monteyideo y Bio Janeiro, Don Ernesto de las Car- 
reras, destérrenos en la Provincia de Santa Fé, nbicado el uno 
en la ciudad del Rosario, j el otro á inmediaciones del pueblo de 
San Lorenzo, con las ostensiones y límites que se determinan 
en las escrituras de foja una. 

Que dicho señor Lagos tomó posesión por sí mismo del prime- 
ro de dichos terrenos, no habiéndolo podido hacer del segundo 
por hallarse poseido por otros, que tienen títulos, según ha podi- 
do comprobarlo, dice, al practicar el deslinde. En vista de lo 
cual y de no haber podido, & pesar de sus esfuerzos, arreglar 
extrajudicialmente el asunto con el Señor Carreras, por no 
estar autorizado al efecto por la Compañía á cuyo nombre 
hizo la venta, interpone contra esta demanda en forma por 
la inejecución del contrato, y pide se la condene á la entrega 
inmediata de dicho terreno, ó, en su defecto, á la devolu- 
ción del precio con los daños y perjuicios sufridos y las costas 
deljuieio. 

Que la Compañía, antes de contestar la demanda, propuso en 
el juicio verbal á que fueron convocadas las partes, devolver el 
precio del terreno con los intereses devengados, y rescindir el 
contrato que motivaba el pleito, y no habiéndole sido aceptada 
esta propuesta, sostuvo después en su contestación : que no se 
consideraba legalmente obligada á más, desde que por su parte 
no había habido culpa. 
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Que en un segundo comparendo para fijar el precio que por 
dicho terreno debia devolverse, solo concurrió el representan- 
te de la Compañía, j lo fijó en tres mil pesos moneda nacional 
(foja setenta y tres ), aceptándolo el demandante, á foja setenta 
7 cinco, á condición de que le fuese pagado en oro efectivo 6 su 
equivalente, á lo cual se opuso el demandado sosteniendo que el 
pago debe hacerse en billetes de curso legal por sn valor escrito 
(foja setenta j ocho). 

Que las cuestiones á resolver, una vez que las partes están de 
acuerdo, según resulta de los antecedentes relacionados, en la 
rescisión parcial del contrato y en la devolución del precio é 
intereses devengados, se reducen á las siguientes : 

Primera: Si la Compañía, además de la devolución del precio 
y sus intereses, está obligada á pagar al demandante los daños 
y perjuicios que reclama, consistentes en el mayor valor que, se- 
gún dice, pudo haber obtenido de dicho terreno ; 

Segunda : Si el precio de este ha de devolverse en oro efectivo, 
6 en billetes de curso legal por su valor escrito. 

Y considerando, en cuanto á la primera cuestión: 

Primero : Que el caso subjudice es el de un vendedor de buena 
fé, que ha recibido el precio y no puede hacer al comprador la en- 
trega inmediata del inmueble vendido por no hallarse este libre 
de toda posesión. 

Segundo : Que este caso se halla previsto y resuelto por el 
artículo mil cuatrocientos trece del Código Civil, por el cual se 
dispone : que si el vendedor se hallare imposibilitado para en- 
tregar la cosa, el comprador puede exigir que inmediatamente se 
le devuelva el precio que hubiese dado, sin estar obligado á 
esperar que cese la imposibilidad. 

Tercero : Que no imponiéndose por este artículo al vendedor 
la obligación de pagar daños y perjuicios, solo sería responsable 
de ellos en los casos previstos por los articnlos quinientos seis, 
quinientos ocho y quinientos once del Código Civil, titulo De la 
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naturaleza y origen de las obligaciones, j quinientos seten- 
ta y seis De las obligaciones de dar cosas ciertas. 

Cuarto : Que en ninguno de ellos se halla comprendida la 
Compañía demandada; pues la buena fé con que ha procedido 
en la celebración del contrato está reconocida por el mismo de- 
mandante, 7 de los hechos espuestos por este, en su escrito de 
demanda, no se deduce que haya incurrido en mora, ó que haya 
habido alguna culpado su parte; puesto que el requerimiento 
que, según el articulo quinientos nueve debe mediar para que el 
deudor incurra en mora, no le ha sido directamente hecho 
sinópor la demanda de foja cinco, á la cual se sometió desde 
luego aceptando la rescisión parcial del contrato, que se pedía en 
ella, y la deyolucion del precio con los intereses devengados. 

Quinto: Que siendo esta la única responsabilidad que el ar- 
ticulo mil cuatrocientos trece impone al vendedor que sin calpa 
saya se halla imposibilitado para entregar la cosa vendida, no 
puede obligarse á la Compafiia, que se halla en este caso, á 
pagar otros daños y perjuicios que los intereses ofrecidos 
por ella. 

Considerando, en cuanto á la segunda cuestión : 

Sexto: Qae por las escrituras de foja una, consta, que la especie 
de moneda estipulada en el contrato de venta, fué la de pesos 
moneda nacional oro, siendo por consiguiente indudable que el 
pago se hizo con esta moneda 6 su equivalente. 

Sétimo : Que tratándose en el presente caso de devolver sim- 
plemente la cantidad recibida, es claro que la devolución debe 
hacerse en la misma especie de moneda que se recibió, ó su 
equivalente, esto es, en oro efectivo, ó en billetes de curso legal 
por su valor corriente en' plaza el dia en que la devolución se 
efectúe. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
foja ochenta» en cuanto condena á dicha Compañía á devolver 
eo moneda nacional oro la cantidad do tres mil pesos que recibió 

T. I 6 
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del demandante, j sos intereses á estilo de Banco, con las eos* 
tas del juicio, y se revoca en lo demás. Notifíquese con el origi* 
nal, y, repuestos los sellos, devuélvase. 



J. B. GOROSTIAGA. — Jf. DOMÍNGUEZ. — 
FEDERICO IBARGÜREN. 



CAVSA XI¥ 



El gremio de abastecedores de la ciudad de Tucuman, contra 
la Municipalidad dé la misma, por devolución de impuesto 
de consumo ; recurso de hecho contra la sentencia del Tribur- 
nal Superior de Tucuman. 



Sumario. — i^ El impuesto sobre los animales que se con- 
sumen en el Municipio de una Provincia, es de los que están 
en las facultades de los Poderes Provinciales. 

2^ La cuestión sobre cuál de los Poderes Públicos de la 
Provincia debe imponerlo, está regida por la constitución lo- 
cal, y no pertenece ala Suprema Corte resolvería. 
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> 

3^ La Ordenanza Municipal mandando se continúe perci- 
biendo dicho impuesto hasta tanto la Legislatura se espida 
sobre el particular, y la ley posterior aprobando dicha Orde- 
nanza, no son contrarias á la Constitución Nacional. 



Caso. — - Se refiere en las sentencias y fallos siguientes : 



SENTENCIA DEL JDEZ DE I*" INSTANCU DE TÜCUMAN 

TacumaD, Noviembre 11 de 1880. 

Tistes: resolta que el gremio de abastecedores se presentó 
entablando demanda contra la Municipalidad, para que esta les 
restituya las sumas de dinero que han pagado á dicha corpo- 
ración en virtud de la ordenanza de veintisiete de Noviembre 
del año pasado, por la cual se establecía el impuesto de dos 
pesos por cada cabeza de ganado vacuno, y un peso por cada 
puerco, que se maten para el consumo público. Fundan la de- 
manda, en lo siguiente : Que la Municipalidad no tenía facul- 
tad para establecer dicho impuesto, pues esto'es una atribu- 
ción esclusiva del Poder Legislativo, según lo dispone el artículo 
96, inciso 3* de la Constitución de la Provincia; y que en conse- 
cuencia, dicha ordenanza es inconstitucional y debe restituírse- 
les lo que han pagado indebidamente. La Municipalidad pide 
el rechazo de la demanda, fundándose en lo siguiente : Que la 
Municipalidad, al establecer tal impuesto, usó de una facultad 
propia, que se desprende del artículo setenta de la Constitución 
de la Provincia, según el cual cEl tesoro municipal se com- 
pone de los derechos que la Municipalidad imponga sobre el 



1 
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USO de las obras municipales (escepto las de beneficencia, que 
son esencialmente gratuitas), de las rentas conocidas por el 
nombre de propios y arbitrios, y otras que le acuerda la ley». 
Que aún dado caso que la Municipalidad no hubiera tenido 
facultad para establecer dicho impuesto, su percepción ha que- 
dado legitimada por la ley de Mayo veintidós del presente año, 
que aprueba la ordenanza municipal que estableció dicho im- 
puesto. Que en la misma hipótesis, cuando más, la Municipa- 
lidad estaría obligada á restituir las cantidades de dinero que 
perciba desde el dia en que se interpuso la demanda. 
> Los demandantes replican que la ley votada por la Legisla- 
tura, con fecha posterior á la interposición de la demanda, 
aprobando la ordenanza municipal que establecía el impuesto, 
no puede exonerar á la Municipalidad de la obligación en que 
está de restituir lo que indebidamente se le pagó, porque dicha 
ley es inconstitucional ; tanto por ser ella contraria al artículo 
26, inciso 16 de la Constitución de la Provincia, cuanto porque 
dispone sobre el pasado, quitando ó suprimiendo derechos ad- 
quiridos antes de su promulgación. 

Con lo demás que se ha alegado por las partes. 

Y considerando: 1^ Que el artículo setenta de la Constitu- 
ción solo se propone, como lo indica su texto, determinar 
cuáles son los fondos que forman el Tesoro Municipal, como lo 
ha hecho la Constitución Nacional en su artículo cuarto, res- 
pecto á los fondos que forman el Tesoro Nacional, pero no 
faculta á las municipalidades para imponer el impuesto de pro- 
pios y arbitrios, facultad que corresponde esclusivamente al 
Poder Legislativo, según el inciso S"" del artículo 26 de la 
misma. 

Tan claro es el sentido de dicho artículo, que la «ley de mu- 
nicipalidades», enumerando en el capítulo «De las rentas Mu- 
nicipales», los fondos que componen el Tesoro Municipal, 
trascribe literalmente el artículo 75 de la Constitución, y la 
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H«/5iii^ ley, en el capítulo cDe las atribuciones de las municipa- 
liáB^^^^^ no les atribuye la facultad de imponer el impuesto de 

Propi^^ y arbitrios. 

^o Que aunque, según lo espuesto, la Municipalidad no ha 
X £^o f&cultad para establecer el impuesto que ha motivado la 
da de los abastecedores, habiendo la Legislatura dado la 



1 d^ Te inte 7 dos de Mayo pasado, que aprueba la ordenanza 
Tnnnidl>^l V^^ ^^^^ dicho impuesto, dicha ley ha venido álega- 

percepcion ilegal de un impuesto cuya imposición cor- 

esclusivamente al Poder Legislativo, según el inciso 

-tículo 26 de la Constitución. 

€, en consecuencia^ dicha ley ha arrebatado á los 

dores el derecho — dado caso que lo hubieran tenido — 

de la Municipalidad lo indebidamente pagado en vir- 

la ordenanza que estableció el impuesto sobre carnes 




le, por otra parte^ conforme á la doctrina sentada por la 

21 Corte Nacional en la causa CXXXY, 1* Serie, tomo 

ma 135, aún cuando los abastecedores sean quienes ha- 

ado el impuesto, sin embargo son los productores en 

sobre quienes ha recaído el impuesto, y en consecuen- 

.emanda aparece destituida de todas las consideraciones 

que pudieran recomendarla. 

,xie habiendo los abastecedores pagado sin protesta ni 

alguna el impuesto creado por la ordenanza munici- 

y 'fceniendo todos los habitantes de un país la obligación 

de contribuir á los gastos de la administración pública 

ónxruxlcipal, y de darles los medios de llenar su destino, no 

•^a^de 9 según derecho, tener lugar la acción condictio indebitij 

tf:mdticeio sine cau^a. (Fallo citado). 

6"^ Que la ley de 22 de Mayo pasado, que aprueba la 

ot^enstiiza municipal, no es repugnante con el inciso 16 del 

tttilculo 26 de la Constitución de la Provincia, que atribuye á 
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la Legislatura la facultad de examinar los actos de las munici- 
palidades, al solo objeto de aclarar si ban obrado dentro de la 
esfera de sus atribuciones ; pues de dicho artículo ni remota- 
mente puede surgir la prohibición impuesta á la Legislatura, 
según el apoderado de los abastecedores, de aprobar y de dar 
existencia legal á los actos de las municipalidades ejecuta- 
dos fuera de sus facultades^ usurpando las atribuciones de 
aquella. 

7° Que no restringiendo la Constitución de la Provincia las 
facultades de la Legislatura, con la prohibición de sancionar 
leyes retroactivas, como tampoco lo ha hecho la Constitución 
Nacional con el Congreso, la ley de veintidós de Mayo, qae 
aprueba la ordenanza municipal, cualquiera que sea su mérito 
en abstracto, no es repugnante á la Constitución Nacional ni á 
la Provincial. (Fallos de la Suprema Corte Nacional, causa 
LXXXVn, 2' Serie, tomo l^ pág. 433). 

8® Que, aún cuando los tribunales tengan no solo la facultad 
sino la obligación de anteponerlos preceptos de la Constitución 
Nacional en todo caso, y los de las respectivas Constituciones 
de Provincia, en los que corresponda, á los preceptos délas leyes 
ordinarias, no sucede lo mismo, cuando los actos legislativos son 
opuestos, n6 á la Constitución, sino á las reglas de la legisla- 
ción común; porque, si los tribunales pudieran juzgar del 
mérito intrínseco de las leyes y de su justicia en abstracto, 
saliendo de sus atribuciones, que sonju^ dicere, nojus condere^ 
quedarían sobrepuestas al Poder Legislativo, cuyas resoluciones 
podrían diariamente invalidar, á protesto de que no eran ellas 
conformes á la justicia, viniendo á tener al fin, contra las dispo- 
siciones espresas de la Constitución que consagran la indepen- 
dencia de los Poderes, la parte más importante en la sanción 
de las leyes, que necesitarían obtener, en tal caso, la final 
aprobación de los jueces para adquirir su fuerza obligatoria. 
(Fallo citado). 
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Por estos fandamentos, fallo definitivamente, ordenando, 
como ordeno, que absuelvo á la Munioipalidad de la demanda 
contra ella interpuesta por los abastecedores. 

Hágase saber y repónganse los sellos. 

Emilio Tetan. 



8ERTERGIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE LA PROVINCIA DE TUCUMAN 

Vistos: Considerando: 1^ Que el impuesto adicional de carnes 
muertas habia estado establecido por leyes preexistentes que, 
aunque de período determinado, venian prorogándose por la 
subsistencia de las necesidades municipales, á que respondía. 

2° Que la Municipalidad, con el mensaje de 14 de Noviembre 
de i879, se dirigió al Poder Ejecutivo, cá ñn de que se sirva 
pedir á la H. Legislatura la sanción de la ley del impuesto adi- 
cional de nn peso por cabeza de ganado vacuno que se mate 
para el consumo público^ de acuerdo á la ley de 25 de Diciem- 
bre de 1875, que fenece este ano; es decir, para que siga como 
en la actualidad, dos pesos, cobrándose por el derecho de dego- 
lladura de cada animal vacuno ». 

S"" Que la Municipalidad, en receso de la Legislatura, dictó 
la ordenanza de 27 de Noviembre de 1879 autorizando á sn 
Presidente para sacar á licitación dicho impnesto, debiendo el 
rematador llevar cuenta y razón de los individuos que pagasen, 
con la calidad de provisorio, hasta tanto la B. Legislatura se 
espida sobre el particular. 

i" Qne el Poder Ejecutivo, al dar cuenta á la Legislatura 
de la representación de la Municipalidad, decía en su mensaje: 
«El Poder Ejecutivo no puede desconocer la irregularidad con 
que se ha procedido al dictar aquellas ordenanzas (de esta Mu- 
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nícipalídad, y la análoga de la de Monteros)^ pero tampoco le es 
dado poner en dnda las necesidades que las han motivado ». 

5^ Que licitado el impuesto bajo las condiciones espresadas, 
los abastecedores continuaron abonándolo sin salvedad alguna, 
como lo sienta el juez a quo ; y dada la ordenanza municipal 
bajo la base de que la Legislatura sancione dicho impuesto, 
como lo pedía en el mensaje citado, es fuera de duda que la Mu- 
nicipalidad no creó el impuesto, puesto que consideraba como 
en depósito su valor hasta tanto se espida la Legislatura sobre 
el particular^ y lo confirma el hecho de llevarse cuenta y razón 
de los contribuyentes, para la devolución en su caso, y que, 
cuando la Legislatura aprobó dicha ordenanza por la ley de 22 
de Mayo de 1880, prorogó por ley especial dicha ley de 25 
de Diciembre de 1875, autorizando la percepción del impuesto 
en el municipio hasta esa fecha. 

& Que, dado que las leyes de impuesto no se consideren, en 
lo general, para todo el año, la ley de 22 de Mayo del año pasado 
es espresamente retroactiva á la fecha de dicha ordenanza, cuyo 
objeto y propósitos eran que la Legislatura autorizara la per- 
cepción definitiva de dicho impuesto, conforme á la ley de 1875. 
desde principio del año de 1880. 

V Que no estando prohibido á las Legislaturas de Provincia 
por nuestro derecho constitucional dar leyes de esa naturaleza, 
como lo ha demostrado el juez a quo^ con referencia á lo resuelto 
por la Suprema Corte Nacional, en el fallo citado, y agregán- 
dose en este, que aunque esté escrita en los Códigos comunes 
la regla de no-retroactividad de las leyes, es para su interpreta- 
ción y aplicación, sin que importe una limitación al poder de 
las Legislaturas ni una causa de nulidad para sus disposición 
nes, la ley que se dictó al respecto, en 22 de Mayo de 1880, no 
es inconstitucional, y por consiguiente, no es legítima la reda- 
mación deducida per el gremio de abastecedores. Por estas con- 
sideraciones y demás fundamentos concordantes de la sentencia 
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apelada, oonflrmase esta, oorriente de fojas ciento diez y siete á 
ciento veinte vuelta, con las costas del recarso. 
Hágase saber, y satisfechas, devuélvase. 

Ángel M. Gardillo. — Delfín Oliva. — 
Ignacio Lobo. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Baenos Aires, Setiembre 5 de 1881. 
Suprema Corte: 

Una ley de la Provincia de Tucuman ha sido puesta en cues- 
tión como repugnante á la Constitución Nacional. Declarada 
válida por el Tribunal Superior de la misma Provincia, viene 
este asunto en apelación ante Y. E., en virtud del inciso 2^, ar- 
tículo 14 de la ley de jurisdicción y competencia. 

Nada más natural, ni más fácil de esplicar, sin embargo* que 
los hechos que han dado lugar á esta cuestión. 

El término fijado para la percepción del impuesto de abasto, 
establecido por ley en la Provincia de Tucuman, espiraba el 22 
de Diciembre de 1879. La Municipalidad á quien correspondía 
esta renta, falta de recursos, como todas por regla general, se 
dirigió á la Legislatura, antes de espirar el plazo, pidiendo la 
prorogacion del impuesto, y ordenó se siguiera percibiendo 
mientras tanto: qae es esto lo que importan las ordenanzas de 
Noviembre 27 de 1879. 

No es este el primer ejemplo de que, vencido el término de 
un impuesto, se sigue percibiendo, pues es bien sabido que una 
vez establecido, jamás se quita^ y está en la conciencia de todos 
que ha de ser renovado. En ésta inteligencia, los abastecedores 
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de la oiadad de Taoaman siguieron pagando, sin protesta ni 
observación alguna. Solo después de muchos meses ocurrieron 
á los Tribunales, pidiendo la deyoluciou de lo que decían haber 
pagado indebidamente. 

Mientras tantOi apenas interpuesta la demanda, la Legislatura 
dictó una ley aprobando las ordenanzas en cuestión. Se dice 
que esta ley es contraria á la Constitución Nacional, porque es 
una ley sentencia; una ley expost fácto; una ley de efecto 
retroactiTO. 

Faréceme todo esto desnaturalizar un asunto por demás 
sencillo. 

Desde luego, no puede negarse á la Legislatura la facultad 
de restablecer el impuesto que concluía, ni tampoco la de apro- 
bar el proceder de la Municipalidad, que no habría pretendido 
invadir facultad alguna, ni habría hecho otra cosa que antici- 
par una resolución que para nadie podía ser dudosa. 

Los abastecedores habían satisfecho voluntariamente el im- 
puesto. Ningún derecho tenían á pedir la devolución de lo que 
habían pagado, porque el impuesto les había sido exigido con la 
mejor buena fé, para atender á las necesidades públicas, á lo que 
todo ciudadano está obligado : y por una razón más directa 
todavía y que más de cerca los tocaba , porque no eran ellos los 
que en definitiva habían pagado tal impuesto sino los producto- 
res, y á su vez los consumidores ; en una palabra, el pueblo en 
cuyo servicio se había invertido su importe. La ley de la Legis- 
latura, lejos de tener efecto retroactivo, lejos de ser ex post 
fcLctOj lejos de pronunciar una sentencia, no hizo así más que 
dejar las cosas como estaban, aceptar los hechos existentes y 
legislar para el futuro. 

. T aunque así no f aera ; aunque se admitiera que la aproba- 
ción de las ordenanzas por un efecto retroactivo legalizara la 
percepción del impuesto, Y. E. ha declarado ya que no se 
encuentra en nuestra Constitución disposición alguna que pro- 
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Mía espresamente á las Froyincias dictar leyes eoo post facto^ 
ni leyes que alteren las obligaciones nacidas de los contratos. 
La ley de la Legislatura de Tacuman, que, por otra parte, bneno 
es hacer notar, no ha alterado obligación alguna nacida de 
contrato, — no podría, pues* decirse repugnante á la Constitu- 
ción Nacional, por la sola razón de dar existencia legal á hechos 
del pasado. (Serie ^, t. 3, pág. 429; serie 1% t. 3, pág. 131.) 

Si la ley de que se trata es ó no contraria á la Constitución 
de la Provincia de Tucuman, es cuestión que debe ventilarse y 
decidirse en la órbita de los Tribunales de la misma Provin- 
cia; y su resolución, cualquiera que fuera, por lo menos en este 
caso, no se encontraría en oposición á ningún precepto constitu- 
cional, ni podría venir á Y. E. en virtud del inciso 2^ del artí- 
culo 14 antes citado. 

Considero, por lo espuesto, que debe Y. E. no hacer lugar al 
recurso interpuesto. 

Eduardo Costa. 



WwMm de 1» Supremn Cmwtm 

Buenos Aires, Enero 29 de 1887. 

Yistos en el acuerdo, y considerando : Primero : Que el im- 
puesto sobre los animales que se consumen en el municipio de 
una Provincia, no es de los prohibidos por los artículos diez y 
once de la Constitución Nacional, ni de los que la misma reser- 
va al Congreso por el artículo diez y siete, sino de los que cada 
Provincia tiene facultad de establecer,^ según lo dispuesto por el 
artículo ciento cuatro. 

Segundo : Que la cuestión, en tal caso, queda reducida á 
saber cuál de los Poderes públicos provinciales puede ejercer 
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dicha facultad, y esta caestion está esclnsivamente regida por 
las constitaciones locales, qae soa las que distribayen y reglan 
las atribaciones de dichos Poderes. 

Tercero : Que por lo mismo, el haber la Municipalidad dio- 
tado una ordenanza estableciendo dicho impuesto, y la Legis- 
latura aprobado esta ordenanza, sin facultad para hacerlo, 
según se afirma, constituiría, en todo caso, una violación de las 
leyes 6 constituciones locales ; pero no de la Constitución Nacio- 
nal, que nada prescribe ni determina sobre las atribuciones de 
los Poderes públicos provinciales. 

Cuarto: Que los artículos diez y ocho y diez y nueve de la 
Constitución Nacional, en la parte que se suponen violados, dis- 
ponen, el primero: cque ningún habitante de la Nación Argen- 
tina puede ser penado sin juicio previo, fundado en la ley anterior 
al hecho del proceso», y el segundo: cque ninguno será obli- 
gado á hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella 
no prohibe > . 

Quvnto: Que estas disposiciones constitucionales ninguna rela- 
ción tienen ni con la acción civil que se ha deducido, ni con la 
sanción legislativa aprobando la ordenanza municipal sobre 
impuesto ; pues la primera solo se refiere á las causas crimina- 
les, y en tanto condena las leyes de efecto retroactivo, en cuanto 
se agrave por ellas la pena, 6 se empeoren las condiciones del 
encausado^ y la segunda, es inaplicable en el presente caso, en 
que el impuesto de que se trata fué aprobado por una ley, y su 
pago diario, durante cuatro 6 seis meses, se hizo voluntariamente 
y sin reserva ni salvedad alguna. 

Por estos fundamentos y lo espuesto por el Procurador Gene- 
ral en su precedente vista, se declara: que la ordenanza muni- 
cipal sobre impuestos de consumo, aprobada por la Legislatura, 
no es repugnante á los artículos de la Constitución Nacional que 
se han invocado. 

Notifíquese con el original, agregúense estas actuaciones á 
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losaatos traídos para mejor proveer, y repuestos los sellos^ 
devuélTanse á la Exma. Cámara de Justicia de la Froyincia de 
Tnoumau, con el correspondiente oficio. 



J. B. GOROSTUGA. — J. DOMÍNGUEZ.— 

ULADisLAO frías (en disidencia). — 

FEDERICO IBARGÚREN. — C. S. DE LA 
TORRE. 



DISIDENCIA 

Vistos en el acuerdo estos autos seguidos entre los abastece- 
dores de la ciudad de Tucuman y la Municipalidad de la misma; 
resultando : 

Que según la ley de veintitrés de Diciembre de mil ochocien- 
tos setenta y cinco de la Provincia de Tucuman, se prorogó por 
cuatro años la de catorce de Mayo de mil ochocientos setenta y 
uno, que impuso el derecho adicional de ocho reales por cada 
cabeza de ganado vacuno que se matase para el consumo públicoi 
destinado el producto de dicho impuesto para los objetos que 
designa la ley de quince de Octubre de mil ochocientos setenta 
y dos y para rentas municipales y generales de la misma pro- 
vincia ; 

Que el término de cuatro años por el que se prorogó dicha 
ley de mil ochocientos setenta y uno, espiró el treinta y uno 
de Diciembre de mil ochocientos setenta y nueve ; 
Que sin embargo, la Municipalidad de la ciudad de Tucuman, 
por ordenanza de veintisiete de Noviembre del mismo año se- 
tenta y nueve, autorizó á su presidente para sacar á remate de 
nuevo, provisoriamente, dicho impuesto, en la ciudad y demás 
puntos que espresa, como hasta entonces se pagaba, mientras 



94 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

se espidiese sobre el particular la Honorable Legislatura, de 
quien babia solicitado, por conducto del Poder Ejecutivo, el 
catorce del propio mes y año, la prorogacion de la ley, debien- 
do el rematador llevar una lista diaria detallada de los indi- 
viduos que pagasen el derecho ; 

Que verificado el remate ^ los abastecedores siguieron pagando 
el impuesto en mil ochocientos ochenta, recaudado bajólas con- 
diciones espresadas, y sin protesta por su parte; 

Que antes que la Legislatura dictara una nueva ley sobre la 
materia, los abastecedores interpusieron demanda contra la Ha- 
nicipalidad, el diez y ocho de Mayo de mil ochocientos ochenta, 
pidiendo se declarase estar exentos de pagar él referido impues- 
to adicional, por no haber ley que á ello los obligase, y se les 
devolviese lo pagado desde el primero de Enero de dicho año ; 

Que el veinticuatro de Mayo del mismo, la Legislatura san- 
cionó una ley, aprobando la ordenanza citada de la Municipali- 
nad de Tucuman ; 

T finalmente, que seguido el juicio entre los abastecedores y 
la Municipalidad, el Supremo Tribunal de la Provincia de Tacn- 
man, fundándose principalmente en que la ley de veinticuatro 
de Mayo de la Legislatura de aquella Provincia, es espresamen- 
te retroactiva ala fecha déla ordenanza, cuyo objeto era que 
la Legislatura autorizara la percepción definitiva del impuesto 
desde mil ochocientos ochenta, conforme á la ley de mil ocho- 
cientos setenta y cinco, y en que no estando prohibido á las 
Provincias por nuestro derecho constitucional dictar leyes de ésa 
naturaleza, como se ha declarado por esta Corte en el caso de 
Cafferata contra el Banco Argentino (tomo 1^, 2* Serie, pág. 427 
de sus fallos), en el cual se espresa que aunque esté escrita en 
los códigos comunes la regla de la no retroactividad de las le- 
yeS) es para su interpretación y aplicación, sin que importe una 
limitación al poder de las Legislaturas, ni una causa de nulidad 
de BUS disposiciones; ha decidido definitivamente que la ley de 
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laProTincia deTncuman, qne aprobó la ordenanza de la Muni- 
cipalidad, no es inconstitucional, 7 por consiguiente, no es legí- 
tima la reclamación deducida por los demandantes. 

I considerando, en cuanto á la legalidad del recurso : 

Que en esta causa se ha puesto en cuestión la valiAss de la 
ley de Teinticoatro de Mayo de mil ochocientos ochenta de la 
ProTincia de Tuouman, como repugnante á la Constitución, y 
la decisión ha sido en favor de dicha ley ; se declara, en con- 
formidad al inciso segundo del artículo catorce de la ley sohre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, proce- 
dente del recurso interpuesto por los demandantes, de la sen- 
tencia mencionada del Supremo Tribunal de la Provincia de Tu- 
cuman. 

Considerando, en cuanto al fondo de la cuestión : 

Que según el artículo diez y nueve de la Constitución^ nadie 
está obligado á hacer lo que la ley no manda ; 

Que como consecuencia forzosa de este principio, y de los que 
rigen el gobierno republicano representativo, aceptados por el 
artículo 33 de la misma Constitución, aunque no estén enume- 
rados en ella, es un axioma de derecho público que no pueden 
exigirse impuestos sino en virtud de ley qne los haya creado; 

Que con arreglo al artículo diez y siete cía propiedad es invio- 
lable y ningún habitante de la Nación puede ser privado de 
ella, sino en virtud de sentencia fundada en ley»; 

Que esta disposición, por los términos en que está concebida, 
comprende las cosas y los derechos, é implica forzosamente la 
prohibición de dictar leyes que ataquen derechos adquiridos ; 
pues, á no ser así, resultaría contra el texto espreso de la Cons- 
titución y contra el espíritu manifiesto que ella revela en su 
conjunto, que podría uno ser privado de su propiedad por un 
acto legislativo, y no en virtud de sentencia, que solo dan los 
tribunales de justicia; 

Que el único caso de escdpcion á esta regla, es la expropiación 
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por causa de utilidad pública, que debe ser calificada poT ley, 
pero previamente indemnizada, precisamente por respeto á los 
derechos adquiridos. 

Que estos principios son una consecuencia de la división de los 
poder A|)úblicos en el gobierno republicano representativo, di- 
visión indispensable y sin la cual, en vez de asegurar, como la 
Constitución se propone, los beneficios de la libertad para la Na- 
ción, no se liaría otra cosa que establecer el despotismo y la ti- 
ranía. 

Que por lo mismo, habiendo espirado el 31 de Diciembre de 
i 879 el término por el cual se prorogó la ley que estableció el 
impuesto adicional sobre el ganado que se matase para el abasto 
público, y no teniendo la Municipalidad de Tucuman facultad 
de ordenar su continuación, provisoria ni definitivamente, ipso 
fado caducó dicha ley, y los demandantes desde entonces no 
estaban obligados á satisfacer el impuesto á que antes estuvie- 
ron sujetos. 

Que después de haber ellos intentado su acción contra la 
Municipalidad, fueron privados de su derecho en virtud de la ley 
de la Provincia de Tucuman, de veinticuatro de Mayo de mil 
ochocientos ochenta, aprobatoria de la ordenanza de la Muni-< 
cipalidad ; 

Que, de consiguiente, dicha ley que aprobó una disposición 
nula por falta de poder de la Municipalidad para dictarla, ado- 
lece del mismo vicio, y es 'además repugnante á la Constitución, 
en cuanto mandó cobrar un impuesto cuando no habia ley que 
lo hubiese creado, privó de derechos en virtud de un acto legis- 
lativo y no de sentencia, y le dio efecto retroactivo atacando 
derechos adquiridos en virtud de la Constitución y de los princi- 
pios que ella reconoce ; 

Que aunque así no fuera, las leyes disponen para lo futuro, 
no tienen efecto retroactivo, ni pueden alterar derechos ya ad- 
quiridos, según prescribe el Código Civil, que es una ley del 
Congreso, dictada en consecuencia de una facultad espresa á él 
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conferida por la Constitución y prohibida á las Frovinoias. j 
como tal, Dna ley suprema de laNaoion, ala que aquellas están 
o\)ligadas á conformarse (artículo treinta y uno de la Gonstítu- 
oion). 

Y en fin, que no perjudica á los demandantes la falta de 'pro- 
testa al yerificar el pago del impuesto según la ordenanza muni- 
cipal, tanto por no ser un requisito legal para poder repetir lo 
pagado indebidamente, cuanto porque no hacían sino cumplir 
eon el artículo 13 de la ley entonces vigente de municipalidades 
de la Froyincia de Tucuman, que dispone que los deudores por 
impuestos municipales no pueden ocurrir á la justicia, sino 
después de haber pagado, sin lo cual no deben ser oidos. 

For estos fundamentos, sin embargo de lo espuesto por el 
seSor Procurador General, se reyoca la sentencia citada del 
Supremo Tribunal de la Froyincia de Tucuman y se declara que 
la Municipalidad de aquella ciudad debe deyolyer á los deman- 
dantes, en el término de treinta dias, las cantidades que hubie- 
sen pagado enyirtodde la mencionada ordenanza, desde primero 
de Enero de mil ochocientos ochenta hasta el yeinticuatro de 
Majo esclnsive del mismo año, fecha de la ley que aprobó di- 
cha ordenanza. 



ÜLADISLAO frías. 



T. I 
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CAVSA XT 



D. Guillermo Seeekamp, contra la Munidpálidad de la Ccneep- 
don del Uruguay^ por cobro de pesos; sobre falta de personería 
y defecto legal en la demanda. 



Sumario. — 1^ El comerciante fallido puede ser procurador de 
un tercero en pleito que no tenga relación con su quiebra. 

2<* La escepcion que se opone con él fin de demostrar que la 
acción entablada no procede contra el demandado, es peren- 
toria. 



Caso. — D. Guillermo Seeekamp. representado por D. Agustín 
Amestoy, demandó á la Municipalidad de la Concepción del 
Uruguay, cobrándole la suma de 1778 pesos 03 centayos gasta- 
dos en la defensa de un pleito que siguió D. Mariano Unzaé 
contra él, por actos verificadoe como Presidente de la Municipa- 
lidad. 

El representante de la Municipalidad alegó que D. Agustín 
Amestoy era fallido, y que la Municipalidad no era responsable 
por los actos ilegales de uno de sus miembros ; fundando en estos 
hechos las escepciones dilatorias de falta de personería en el 
apoderado ydefecto en la demanda. 
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Fulto deUuem Federal 

Paraná, Janio S8 de 1886. 

Y tistos : en las escepoiones de falta de personalidad en el 
apoderado del actor y de defecto en el modo de proponer la de- 
manda^ 6 improcedencia de esta contra la persona demandada, 
deducidas como artículo de previo pronunciamiento, por el re- 
presentante de la municipalidad del Uruguay ; y considerando, 
respecto de la primera. 

Que todas las personas de existencia visible son capaces de 
adquirir derechos y contraer obligaciones, escepto aquellas que 
por la ley hubiesen sido espresamente declaradas incapaces (ar- 
tícalo 52 del Código Civil); y pueden ejercer todos los actos que 
no les fuesen espresamente prohibidos (artículo 52 del Código 
citado). 

Que la incapacidad del fallido es puramente relativa (artícu- 
los lS33y 1535del Código de Comercio, y 1160 del Código Civil), 
y solo lo priva de contratar sobre los bienes concursados. Esta 
incapacidad establecida en el ínteres de los aoreedorest debe limi- 
tarse, como dice Massé, á su objeto. Llevarla más allá á otros actos 
6 contratos que no puedan perjudicdr á los acreedores, sería 
principiar por aplicar una pena al que tal vez es un desgraciado 
inculpable, privándole por ella sin razón de ejercitar sus facul- 
tades naturales en su provecho, en el de la sociedad y aún en el 
de sus mismos acreedores. 

Que esta incapacidad no se ha hecho ostensiva al ejercicio de 
las procuraciones judiciales^ por las leyes Españolas supletorias 
de la de procedimientos nacionales ; ni el articulo 1 535 del Códi- 
go de Comercio se refiere á ellas sino al mandato comercial, que 
es la materia sobre que legisla. 

Tampoco deben considerarse comprendidas las procuraciones 
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judiciales, en las disposiciones de los artículos 1963, inciso 4®, y 
1984 del Código Civil, que declaran terminado el mandato por 
la pérdida total ó parcial del ejercicio de los derechos del man- 
dante 6 mandatario. 

En efecto, estas disposiciones, como la del artículo 1535 del 
Código de Comercio, se fundan respecto del mandatario, en la 
presunción de la voluntad del mandante de revocar el poder al 
mandatario que pierde 6 disminuye las garantías pecuniaria8« 
que indudablemente tuvo aquel en vista al tiempo de constituir 
el mandato comercial 6 civil ; pero esta presunción no cabe en 
el mandato judicial, en que solo se tiene en consideración las 
facnltades naturales del mandatario, su inteligencia, lealtad y 
actividad, que no se alteran por la falencia. 

Independiente de esto y aún dando al testo del artículo 13A3 
una ostensión mayor que la de su espíritu, él se limita á declarar 
cesante el mandato conferido antes de la declaración de quiebra, 
mas no prohibe que el fallido ejerza el mandato que se le confie- 
ra con posterioridad á esta fecha. 

Si un tercero, conociendo la situación del fallido, le confiere 
sus poderes, el perjuicio que pudieren originar las gestiones de 
este por razón de su insolvencia^ no afectaría ni á sus acreedo- 
res ni á aquellos con quienes contratase, sino tan solo al man- 
dante, á quien obliga directamente ; y éste debe imputarse así 
la elección de un mandatario en esas condiciones. 

El apoderado Amestoy se encuentra en este caso, pues ha sido 
constituido con posterioridad á la declaración de quiebra, según 
resulta del auto de f... mandado agregar y de la fecha del poder 
de foja... 

Considerando, respecto de la segunda: que las consideraciones 
jurídicas en que la funda, á saber: que las acciones por daños y 
perjuicios procedentes de una falta cometida por alguno de los 
miembros de la Municipalidad debe dirigirse forzosamente con- 
tra el autor de la falta y no contra la corporación, demuestran 
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que no 68 una escepoion de defecto legal en el modo de proponer 
la demanda, como se la ha calificado, sino de improcedencia de la 
demanda contra la Municipalidad, como también se la denomina, 
y por lo tanto, solo puede ser alegada en la contestación á la 
demanda, según el artículo 85 de la ley de Procedimientos, y 
no como artículo previo, en cuya forma solo pueden ser propues- 
tas las escepciones dilatorias enumeradas por el artículo 73 de 
la ley citada, entre las que no se encuentra la de improcedencia 
de la demanda contra la persona demandada. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á las escepciones 
deducidas, debiendo contestar derechamente al traslado pendien- 
te, con costas. Hágase saber y repónganse. 

T. Pinto. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 5 de 1887 

Yistos 7 considerando : Primero : Que con arreglo á la dispo- 
sición del artículo mil ochocientos noventa y seis del Código 
Civil, de estricta aplicación á las procuraciones judiciales en 
virtud de lo preceptuado por el artículo mil ochocientos setenta 
del mismo Código, pueden ser mandatarios todas las personas 
capaces de contratar. 

Segundo : Que no están inhibidos en general de hacerlo los 
comerciantes fallidos, con arreglo al artículo mil ciento sesenta 
de dicho Código, sino en relación á los bienes que forman la 
masa del concurso . 

Tercero: Finalmente, que si por efecto de la declaración de 
quiebra cesa el fallido, según el artículo mil quinientos treinta 



102 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

7 cinco del Código de Comercio, en todos los mandatos 6 comi- 
siones que hubiera recibido antes de sa falencia^ aquella dis- 
posición legal no lo declara sin embargo incapaz para recibir 
nucTOs mandatos que puedan deferírsele con conocimiento de su 
estado de quiebra. 

Por estos fundamentos y los aducidos en el auto apelado de 
foja sesenta y tres en relación á la segunda de las escepciones 
alegadas por el demandado, se confirma dicho auto, con costas, 
7 repuestos los sellos, devuélvase. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ." 
ULADISLAO FRUS.— FEDERICO IBAR- 
GfiRETV. — C. S. DE LA TORRE. 



DE JÜSTIGU ftlYGIONÁL 103 



CAVSA XTI (1) 



Dan Rámulo Herrera contra los señores Tüeyra y Piróla, por 
inconstiíucionalidad de impuesto; sobre incompetencia 



Sumario. — 1* La Jnstioia Tederal es incompetente para co- 
nocer en las demandas sobre exoneración del pago de un impuesto 
local. 

9P La inconstitucionalidad que se atribuye á dicho impuesto* 
no priya á los jueces locales de la jurisdicción que les correspon- 
de para hacerlo efectivo. 

' 3® Los contribuyentes, sean ciudadanos ó extranjeros no pue- 
den sustraerse de esa jurisdicción^ y solamente pagando con la 
correspondiente protesta, pueden ocurrir á los jueces de su fuero 
para pedir la devolución de lo indebidamente pagado, ó bien á 
la Suprema Corte por el recurso establecido en el artículo 14 
de la ley de 14 de Setiembre de 1863 sobre competencia de los 
Tribunales Nacionales. 



Cmo. — Está espuesto en el fallo de la Suprema Corte, y en 
el voto del señor Ministro Doctor D. TJladislao Frias. 

(1) Se suprime la relación de una cansa ignal, en la que se opnso la 
misma escepcion y recayó idéntica resolución, seguida por Boden y C% 
contra los señores Tiseyra y Piróla. 
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Fallo del Jíaes Fedeml 

Salta, Setiembre 18 de 1884. 

Vistos 7 considerando : 

Primero : Que según el escrito de demanda, se pide la de^ 
claratoria de inconstitucionalidad de unos impuestos estable- 
cidos por esta Municipalidad, demandándose á los rematadores 
de ellos para que se abstengan de cobrarlos en lo sucesivo» 
7 de infringir la Constitución Nacional. 

Segundo : Que el hecho en que se funda la demanda, según 
se dice, es el cobro sufrido, 7 el derecho en que se apo7a es la ga- 
rantía constitucional sobre la libre circulación ó venta por ma- 
7or de artículos sujetos al impuesto. 

Tercero: Que según se vé, aunque la acción vá dirigida con- 
tra los rematadores de los impuestos, en la forma en que es 
instaurada se pretende la anulación de una Ordenanza Munici- 
pal por el poder judicial, á pretesto de su contradicción con la 
107 fundamental, lo que es opuesto al principio de la independen- 
cia de ]os Poderes. 

Cuarto : Que la Justicia Nacional no puede hacer declaracio- 
nes abstractas, ni juzgar de una le7 ú ordenanza sino cuando se 
trata de la aplicación á los casos contenciosos que ocurran, 
como lo tiene establecido la Suprema Corte en repetidos fa- 
llos. 

Quinto: Que en el presente caso, rehusándose el pago de los 
impuestos 7 acudiéndose por inconstitucionalidad ante este Juz- 
gado, es claro que se refiere á la ordenanza que los ha estable- 
cido, la misma que se resiste á su cumplimiento en virtud del 
fundamento espuesto, siendo original que la lesión se haga 
consistir en el hecho del cobro sufrido, pero no satisfecho. 

Por estas razones, resolviendo sobre la primera de las escep-. 
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eiones opuestas, no siendo necesario considerar las otras, de- 
claro qne este Juzgado es incompetente para entender en este 
asusto, con costas. Repónganse las fojas y notiflquese con el 
original. 

Benjamín Figueroa. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo 15 de 1885. 

Suprema Corte: 

Esta causa corresponde al fuero federal por razón de la mon 
tma^ puesto que es su fundamento la contradicción en que se 
dice estar un impuesto municipal con una prescripción consti- 
tucional, punto especialmente regido por la Constitución. 

Ho es, pues, de tomarse en, cuenta la escepcion que invoca en 
su apoyo la ley de Setiembre 3 de 1878; ni menos la de litis 
pendencia, que no puede existir entre jurisdicciones que se ex- 
cluyen. 

Queda solo en pié la de que no es la misión de la jtistida fede- 
ral hacer declaraciones generales sin aplicación directa aun 
caso dado. 
Fuera de toda duda, hubiera sido más correcto que los que 
resisten el impuesto, lo hubieran satisfecho, bajo protesta, j 
ocurrido luego por su devolución. 

Xj& escepcion de inconstitucional á un impuesto, no puedo 
obsl^ar á su pago, mientras no sea declarada por la autoridad 
competente, ni detener la ejecución para hacerlo efectivo. 

^o obstante esto, no puede decirse que en el presente caso se 
tr^-te de una simple declaración general. La demanda se dirige, 
^6 & que se declare en abstracto que el impuesto materia de la 
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litis es inoonstitacional, sino á que se prohiba & los qne lo han 
rematado exijan su cobro de los que lo denuncian como tal. 
Hay, pues, una cuestión clara, por demanda y por respuesta, en 
la que se persigue un objeto cierto y definido. 

Pido, por lo espuesto, la rcTOcacion de la sentencia ape- 
lada. 

Eduardo Costa. 



Fallo de 1» Snprenuí Corle 

Buenos Aires, Febrero 8 de 1887. 

Y vistos, resulta: Que los rematadores Tiseyra y Piróla 
cobraron á Don Bómulo Herrera el impuesto establecido por una 
ordenanza municipal, y este señor se opuso á su pago alegando 
como razón la inconstitucionalidad de dicha ordenanza : razón 
que debiendo oponerse como escepcion ante la justicia pro- 
vincial, en el juicio sobre el cobro de dicho impuesto, se ha 
deducido en forma de acción ante el Juzgado Federal para que 
este lo exonere de su pago, é intime á los rematadores se absten- 
gan de cobrarles en adelante. 

Que opuesta por los demandados la escepcion de incompeten- 
cia por falta de jurisdicción, el Juzgado se declaró incompetente, 
de cuya resolución han apelado los demandantes para ante la 
Suprema Corte. 

Y considerando: 

Primero : Que el caso en cuestión está directamente regido 
por una ordenanza municipal, pues el impuesto qne le ha dado 
origen, y cuya exoneración se pretende, es establecido por ella* 
y de ella hacen derivar su derecho los rematadores para exigir 
su pago. 

Segundo : Que la objeción de inconstitucionalidad opuesta á 
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dicha ordenanza, no altera la naturaleza del caso, ni priva de sn 
jurisdicción á los jaeces encargados de aplicarla, según lo tiene 
declarado esta Suprema Corte, entre otras causas, en la que se 
rejistra en la serie segunda, tomo primero, página ciento treinta 
7 cuatro de sus fallos. 

Tercero : Que con arreglo á los principios consagrados por 
naestra ley fundamental, la interpretación y aplicación de las 
leyes locales, cuando por razón de las personas el caso no cae 
bajo la jurisdicción federal^ corresponde originariamente á los 
Jueces de Provincia, á quienes incumbe también decidir sobre 
su constitucionalidad cuando esta fuese objetada ; pues elloSi 
como los de la Nación, están obligados á aplicar ante todo la 
Constitución Nacional, como la ley suprema del país, no obs- 
tante cualquiera disposición en contrario que contengan las 
leyes 6 constituciones provinciales (artículo treinta y uno de la 
Constitución Nacional). 

Cuarto : Que solo cuando se han pronunciado por la validez 
de la ley de Provincia, cuya constitucionalidad se ba puesto en 
cuestión, corresponde conocer del caso por vía de apelación á la 
justicia federal, según lo dispuesto por el artículo catorce de la 
ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Quinto: Que estos principios y la jurisprudencia establecida 
con arreglo á ellos por la Suprema Corte, son de una aplicación 
tanto mas rigurosa en el presente caso, cuanto que se trata de 
impuestos provinciales, cuya recaudación, de carácter esencial- 
mente administrativa, no puede entorpecerse por la justicia 
nacional, y ella sería paralizada por esta y privada de sus rentas 
los Gobiernos de Provincia, si entrase á conocer en juicio ordi- 
nario de las demandas, que so protesto de ser inconstitucionales 
dichos impuestos, se llevasen ante ella por los que pretenden 
exonerarse de su pago. 

Sexto : Que semejante doctrina no puede en manera alguna 
admitirse, no solo por ser contraria á la índole de nuestras insti- 
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tnoiones y á la independencia y aatonomía de las Frovinoias* 
sino porqne los jaeces de la Nación no deben servir, ni de instru- 
mento para hacer efectiva la recaudación de la renta provincial, 
ni de obstáculo para que ella se recaude por las autoridades y 
con arreglo á las leyes locales. 

Séptimo : Que es por esta razón y por lo espuesto en el quinto 
considerando, que los contribuyentes, ya sean ciudadanos 6 es- 
tranjeros, no pueden sustraerse, por, razón de su nacionalidad, 
de la acción administrativa, ni de la jurisdicción de los jueces 
locales encargados de hacer efectivo dicho impuesto, y solo pa- 
gando este con la correspondiente protesta pueden ocurrir á los 
jueces de su fuero para pedir la devolución de lo indebidamente 
pagado, 6 bien apelar para ante la Suprema Corte de Justicia 
Nacional de las sentencias que en última instancia pronunciaran 
los jueces de Provincia, en los casos previstos por el artículo 
catorce de la ley de catorce de Setiembre antes mencionada. 

Octavo : Que, aparte de estas consideraciones, debe tenerse 
en vista además : 

' Primero : Que es un principio inconcuso en materia de proce- 
dimientos, que el juez competente para conocer de la demanda 
lo es también para conocer de la escepcion. 

Segundo : Que la objeción de inconstitucionalidad, opuesta i 
una ley de impuestos cuando se trata de recaudación de estos, 
no es mas que una escepcion para eludir su pago. 

Tercero: Que sería, por lo tanto, de todo punto inadmisible 
que la demanda para obtener dicho pagó se siguiera ante los 
jueces de Provincia, á quienes corresponde su conocimiento, y 
la escepcion para exonerarse de él se alegara ante los jueces 
federales, siguiéndose así dos juicios á la vez sobre la misma cosa, 
ante distintos jueces, y haciéndose indispensable un tercero para 
la devolución de lo indebidamente pagado, si se declarase incons- 
titucional dicha ley: resultado manifiestamente opuesto á las 
reglas que deben presidir una buena administración de justicia. 
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Por esto^ fundamentos, se confirma el auto apelado de foja 
veintiuna, sin especial condenación en costas en esta instancia 
en atención á la naturaleza del caso. Notifíquese con el original, 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. GOROSHAGA.— J. DOMÍNGUEZ.— 

ULADISLAO FRÍAS (en disidencia). — 

FEDERICO IBARGÚREN. 



DISIDENCU 



Yistos : resultando : Que el actor Don Eómulo Herrera, es- 
pone en su demanda, que los señores Tiseyra y Piróla, como 
rematadores de impuestos municipales en la ciudad de Salta, le 
cobran cuatrocientos ochenta pesos con doce centavos bolivia- 
nos por derechos correspondientes á varias partidas de anisado, 
cerveza y coñac, que han rehusado pagar, por creer que esos 
impuestos son violatorios del articulo diez de la Constitución 
que declara libre de derechos la circulación de los efectos de 
producción nacional, como la de los géneros y mercancías de 
toda clase despachadas en las aduanas exteriores, en las que los 
referidos artículos habían pagado los correspondientes derechos ; 
y pide se declaren inconstitucionales dichos impuestos, y se 
ordene á los rematadores se abstengan de su cobro. 

Que estos, sin contestar la demanda, han opuesto las escep- 
cienes dilatorias de incompetencia del Juzgado de Sección, que 
es la que este ha resuelto de litis-pendencia, y de defecto en el 
modo de proponer la demanda ; y fundan la primera, en que, se- 
gún la ley provincial, la recaudación de impuestos municipales es 
ejecutiva, y cualquiera que sea su valor, corresponde á los Jueces 
de Paz, los cuales y no los Jueces de Sección, son los que conocen 
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también, con arreglo á la Ley Nacional de tres dé Setiembre de 
mil ochocientos setenta y ocho, en las cansas de jurisdicción 
concurrente, en que el valor demandado no exceda de quinientos 
pesos fuertes, cuando por otra parte el conocimiento del caso 
caiga bajo la jurisdicción de la Justicia de Faz, según las leyes 
de procedimientos en ellas vigentes; en que si se llevara adelante 
el juicio, los demandados citarían de eviccion á la Municipalidad 
que les vendió los impuestos, y como tendría que salir en su 
defensa, sería el caso de la resolución de la Suprema Corte, que 
no permite se lleve ante la jurisdicción nacional una demanda 
contra una Municipalidad sobre ilegalidad de impuestos (tomo 
nueve, primera serie, página doscientas diez y nueve de sus 
fallos); y en que la misma Corte ha establecido que para llevar 
á la justicia Nacional las cuestiones sobre inconstitucionalidad 
de impuestos provinciales, debe apelarse en última instancia 
ante ella, ó demandar á la provincia después de pagar el im- 
puesto, con las reservas convenientes (tomo octavo, segunda 
serie, página doscientas siete) ; oponiéndose igualmente á la 
competencia del Juez de Sección la sentencia en la causa del 
tomo octavo, segunda serie, página ciento treinta y tres. 

Y considerando: Que en este caso no se trata de una decla- 
ración en abstracto, como se espone en la sentencia recurrida, 
sino de una causa entre partes, cuyo origen es el hecho del 
cobro de un impuesto, cedido ó vendido por la Municipalidad á 
los demandados, establecido por esta en virtud de autorización 
legislativa, y que tiene precisamente que hacerse efectivo; es 
decir, que existe un verdadero caso contencioso, que según las 
leyes y los principios, puede ser materia de una contienda y 
decisión judicial. 

Que aunque la cuestión es entre vecinos de la misma Provin- 
cia, ella versa sobre un punto especialmente regido por la 
Constitución, el demandante no ha prorogado la jurisdicción á 
la justicia provincial, y de consiguiente, por razón de la mate- 
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ria, el oonocimiento y decisión de la cansa corresponde privati- 
Tsmente á la jurisdicción nacional, con esclnsion de la de 
provinoia (artículo den de la Constitocion Nacional, y artículo 
segundo» incisos primero y segnndo, y artículo doce, de la ley 
8o1)re jurisdicción y competencia de los tribunales naciona- 
les). 

Que esta es también la doctrina seguida por la Corte en casos 
Gomo el de que se trata, según resulta de sus fallos en las causas 
siguientes : tomo diez y nueve, segunda serie, página noventa y 
tres« y los que en ella se mencionan ; tomo diez y siete, segunda 
serie, página cien; y la última de Ovejero contra los mismos 
señores Tiseyra y Piróla. 

T en fin, que la prosecución de la presente causa ante la jus- 
ticia nacional» no obsta á que la cobranza del impuesto se 
efectúe por los trámites que las leyes locales determinen, pues 
las provincias tienen facultad para establecer impuestos que no 
sean contrarios á la Constitución; no es escepcion suficiente 
para rehusar su pago el solo hecho de alegar su inconstitucio- 
nalidad, siendo exigible mientras ella no se declare por la autO'* 
ridad competente (causa cuarta, tomo octavo, segunda serie, 
página ciento treinta y tres) ; y no hay lugar á la acumula- 
ción de autos cuando el fuero de las partes es absolutamente 
diverso, 6 cuando una de las causas se sigue por la acción eje- 
cutiva y la otra por la ordinaria» como sucede en el presente 
caso. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con el dictamen del 
Procurador Oeneral, se revoca el auto apelado de foja veinte 
y una vuelta, y se declara ser competente para conocer de esta 
causa el Juez Nacional de la Provincia de Salta. Devuélvanse, 
previa reposición de sellos. 

ULADISLAO FBUS. 
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CAUSA XTII 



Don Santiago Sabourin, contra el Directorio del Ferro- 
carril del Oeste^ por cobro de pesos ; sobre absolución de 
posiciones. 



Sumario. — 1® No pueden declararse absueltas en rebeldía las 
posiciones para cuya absolución no se citó válidamente al absol- 
yeñte, y no se incluyó en el decreto de citación el apercibimien- 
to prescrito por el artículo 1 1 6 de la Ley Nacional de Procedi- 
mientos. 

^ Es nula la citación hecha céntralo dispuesto por el artículo 
63 de dicha ley. 



Caso. — En la causa de D. Santiago Sabourin contra el Ferro- 
carril del Oeste» habiendo el primero pedido que el Director 
General del Ferro-carril absolviese posiciones, se espedió el 
siguiente certificado: 

Certifico cumpliendo con lo ordenado que» como consta á foja 
33 vuelta de estos autos, fué notificado el Procurador de la 
Dirección del Ferro-Carril del Oeste, del decreto en que se 
manda comparecer al Presidente de ese Directorio para absolver 



DE JUSTICIA NACIONAL 113 

posiciones t no habiendo tenido logar ese acto á causa de no 
haber comparecido el demandante como lo espresa el escrito de 
foja 37, señalándose en su consecuencia otro dia con ese fin, 
qoe se postergó á pedido del mismo demandante como se 
demaestra por su escrito de foja 43, señalándose otra audien- 
cia, de cuya resolución fué notificado, como consta de la cita- 
ción de foja 46, el señor Mayer Presidente del Directorio del 
espresado ferro-carril, quien no compareció á la última audien- 
cia señalada para la absolución de esas posiciones como también 
se confiesa en el escrito de foja 51 . En fé de ello, signo y firmo 
el presente en La Plata, á 14 de Mayo de 1886, fecha en que se 
me dio el papel sellado correspondiente á la reposición y al 
presente. 

« 

Esteban Guabello. 



Fallo del Jíaes Eeder al 

La PlaU, Mayo 28 de 1886. 

Por lo que resulta del certificado precedente, y en rebeldía 
del Presidente del Directorio del Ferro-carril del Oeste, se dan 
por absueltaa las posiciones, y agregúense á los autos. 

A Ibarracin 



Fallo de lo Saprenao Corle 

Buenos Aires, Febrero 12 de 1887. 

Vistos: resultando de autos que contra lo proscripto por el 
artículo sesenta y tres de la Ley Nacional de Procedimientos, 

T. I 8 
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no se lia practicado sino nna sola diligencia para la citación del 
Director General del Ferro-carril del Oeste, Don Mauricio Hajer; 
que siendo nula por consiguiente dicha citación no ha podido 
producir efecto en perjuicio de aquel, con arreglo á lo dispuesto 
por los artículos setenta y uno y ciento ochenta y siete de la 
ley citada, y finalmente, que el decreto de loja cuarenta y cuatro 
por el cual se le llamó á absolver posiciones, no contiene el aper- 
cibimiento prescrito por el artículo ciento diez de aquella ley, 
para que pudieran considerarse absueltas las posiciones, por sa 
inasistencia, se revoca el auto apelado de foja setenta y tres 
vuelta. Eepuestoslos sellos, devuélvanse. 



J. DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO FRUS.— 
FEDERICO IBARGÜREN. — G. S* DE LA 
TORRE. 
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CAUSA XTIII 



Dm Emilio Persich^ capitán de la Barca « Pioy>f contra los 
señores Melara y Martí, por cobro de fletes ; sobre diferencia 
de cambios. 



Sumario. — La obligación de pagar el flete en francos, á tasa 
del cambio sobre Francia en el dia de la llegada del buque, 
debe satisfacerse en oro al cambio sobre Francia del dia men- 
cionado. 



Caso. — Se refiere en el siguiente : 



WsMm del Jnes Fedeml 



Buenos Aires, Junio 8 de 1886. 

Vistos : estos autos promoYidos por el Capitán D. Emilio 
Persich, del buque austríaco Pió, contra los Señores Melara 
7 Marti, por cobro de fletes. 
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Resulta : 1^ Que el espresado Capitán trajo á este puerto 
desde el de Marsella, á la consignación de los demandados, nn 
completo cargamento de mercaderías generales, bajólas cláasalas 
7 condiciones estipuladas en el contrato de fletamento agregado 
á foja % con su correspondiente versión al idioma nacional, de 
foja 3, entre las cuales figura la de que el ñete, fijado en 
24000 francos por junto, sería pagado al contado después del 
desembarco, libre de interés y de descuento, á tasa del cambio 
sobre Francia del dia de la llegada del buque al punto de 
desembarco. 

2^ Que efectuada la entrega de la carga á los Señores Mela- 
ra y Martí, estos le liquidaron el flete en la forma que espresa 
la cuenta de foja 5, esto es, al cambio de tres francos noventa 
y cinco centavos por peso nacional de curso legal, descontando 
las siguientes partidas anticipadas al Capitán : doscientos pesos 
el 7 de Febrero, trescientos pesos el 21 de Marzo, y dos mil el 
23 de Abril, dando un saldo á favor de aquel de tres mil tres- 
cientos ochenta y un peso moneda nacional con setenta y cua- 
tro centavos, que le fué entregado el 12 de Mayo, reservando sus 
derechos por la diferencia del cambio. 

3"" Que partiendo de estos antecedentes y ejercitando la 
acción reservada, se presentó D. Antonio M. Delfíno, á nombre 
del capitán Fersich, entablando demanda ordinaria contra los 
recibidores de la carga Señores Melara y Martí, para que se 
declare que el cambio corriente del dia de la llegada del buque 
es el de francos cuatro noventa y dos por peso nacional en oro 
efectivo, y se les condene en consecuencia al pago de la suma 
de veinte y tres mil doscientos treinta y dos francos ochenta 
centavos oro efectivo, ó su equivalente en papel al cambio del 
dia en que debió hacerse el pago, con deducción de las cantida- 
des recibidas en calidad de anticipo y lo entregado á título de 
saldo, lo cual debidamente sustanciado viene á la resolución 
del Juzgado. 
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f oousiderando : 1® Que la f aente jarídica délas obligacio- 
nes qne pesan sobre los dueños 6 consignatarios de la carga del 
boque Pió es el contrato de fletamento agregado á foja % 
mas cláusulas obligan á dichas partes no solo á lo que está 
espresado en ellas, sino á todas las consecuencias que la equidad, 
el nao ó la ley atribuyen á la obligación según su naturaleza, 
mfoTtae á lo dispuesto en el artículo 209 del Código de Co- 
mercio . 

2^ Qne en cuanto á la forma del pago, que es el punto capital 
de la cuestión mb-judice, el referido contrato solo establece 
que el flete será pagado al contado después del desembarco, 
libre de intereses y descuento á tasa del cambio sobre Francia 
del día» de la llegada al puerto de su destino, quedando implíci- 
taiaexite sobreentendido que en las monedas legales de la Na- 
cioa donde aquel debía efectuarse, de modo que en el momento 
del pago pudiera adquirirse giros sobre Francia por el valor en 
francos del flete estipulado. 

3^ Que el buque Pió llegó á este puerto el dia 7 de Enero 
de 1885, según lo ha afirmado el actor sin contradicción de par- 
te de los demandados, lo que autoriza á admitir como exacta esa 
fecha para los efectos determinados en el contrato, con arreglo 
á lo que dispone el artículo 86 de la Ley Nacional de Enjuicia- 
miento, no existiendo hasta ese momento otras monedas que las 
creadas por la ley de 5 de Noviembre de i881, declaradas por 
la misma de curso forzoso y destinadas á chancelar todo contra- 
to ú obligación contraída dentro ó fuera del país y que deba 
ejecutarse en el territorio de la República, según lo espresa el 
articulo 5 de la ley citada, de modo que sobre esas monedas debía 
calcularse el cambio sobre Francia, á que alude el referido 
contrato. 

iP Que los billetes de Banco existentes á la llegada del bu- 
(^ue no eran moneda en el sentido legal y económico, sino sig- 
nos representativos de las monedas metálicas creadas por la ley. 
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pues las casas emisoras estaban en el deber de couyertirlos al 
portador y á la vista, así es que solo pueden servir de base á cual- 
quiera operación, únicamente bajo este simple caricter y 
en cuanto subsistiere su poder de convertibilidad en la forma 
indicada. 

5^ Que la liquidación practicada por los demandados, que ha 
servido para formular la cuenta de foja 5, tiene por base una 
nueva especie de moneda creada pordecretodel Poder Ejecutivo 
Nacional, de fecha 9 de Enero de 1885, posterior por consiguien- 
te á la llegada del buque Pip, de modo que no podría servir de 
tipo para calcular el cambio sobre Francia, con arreglo á los 
términos del contrato. 

6^ Que la mente de los contrayentes al establecer el precio 
del flete en una moneda especial para ser pagada en Buenos 
Aires, al cambio del dia de la llegada del buque, no ha podido 
ser otra que sustraer al fletante 6 capitán á las eventualidades 
de un curso forzoso y de las oscilaciones que esperimenta la 
moneda fiduciaria, una vez declarado aquel, para que en todo 
momento pudiera recibir el justo equivalente de la cantidad de 
moneda especial convenida, lo que es conforme al precepto del 
artículo S*" de la ley de 13 de Octubre de 1885. 

7® Que no habiendo los demandados consignado en el acto 
de la llegada del buque, aunque fuera en billetes de Banco, al 
cambio del dia, el importe del flete, de acuerdo con lo prescrito 
en los artículos 948 y 949 del Código de Comercio, no les es 
lícito imponerlo ahora al Capitán, fuera de las sumas anticipa- 
das i cuenta. 

Por estos fundamentos: fallo declarando que la liquidación 
del fl6te debe hacerse al cambio sobre Francia corriente en pla- 
za & oro, en el dia de la llegada del buque Pió ; pudiendo 
abonarse en moneda legal por el valor corriente en el dia de 
cada pago ; á cuyo efecto, las partes propondrán perito que prac- 
ticará dicha liquidación, cuyo saldo deberán abonarlos deman- 
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dados en el término de diez dias, con los intereses moratorios. 
Notifíquese original. 

Virgilio M. Tedin. 



WmUm de 1» Saprem» Derte 

Buenos Aires, Febrero 34 de 1887. 

Yistos : con arreglo á lo dispuesto por el artículo tercero de 
la ley de quince de Octubre de mil ochocientos ochenta j cinco, 
7 por los fundamentos concordantes de la sentencia apelada^ se 
confirma esta con costas, debiendo hacerse la liquidación con 
relación al siete de Febrero de mil ochocientos ochenta y cinco, 
en que las partes manifiestan de común acuerdo tuvo entrada 
el buque en este puerto. Bepóngase los sellos y deyuélvase. 

J. DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO FRÍAS. 
— FEDERICO IBARGÚREN. — G. S. 
DE LA TORRE. 
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CAUSA XIX 



El Procurador Fiscal, contra J. Goffre y Eduardo Fermepin; 
por defraudación de derechos de Aduana 



Sumario. — La rectificación de un error, que no es de los de- 
terminados por el artículo 1058 de las Ordenanzas de Aduana, 
hecha después de ordenada la veriñcacion, no exime de la pena 
establecida por el artículo 930 de las mismas. 



Caso. — Be refiere en la vista del Procurador Fiscal. 



RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 

Buenos Aires, Marzo 24 de 1886. 

Con arreglo al artículo 930 de las Ordenanzas de Aduana, 
declárase caído en comiso el esceso encontrado. 

Hágase saber, y fecho pase á Contaduría á sus efectos, repo- 
niéndose los sellos por el vista anterior. 

P. E. S. A. 

E. Anido 
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VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Buenos Aires, Mayo 15 de 1886. 
Señor Juez: 

Para la más acertada resolución de esta cansa, debo relacionar, 
aanqne ligeramente^ el hecho que la ha originado, que no es 
más que la repetición de muchos otros llevados á cabo por co- 
merciantes que pretenden por todos los medios, aún los más vul- 
gares, defraudar la renta pública. 

Los Señores J. Goffre y Fermepin pidieron el despacho de 
un cajón conteniendo casimires con peso de ciento veinte y seis 
kilos, y una vez el manifiesto en poder del Vista, este mandó 
verificarlo, con fecha 9 de Febrero próximo pasado. 

Ante tal resolución, el dependiente ó despachante de los Se- 
ñores Ooffre 7 Fermepin se guardó muy bien de asistir á ese 
actOy y lejos de eso, ocurrió con la solicitud que corre á foja 3 
de estos autos, que lleva la fecha del 26 del mismo mes, ante el 
Señor Administrador de Bentas Nacionales para la rectificación 
de ese manifiesto. 

Gomo era natural y justo, el Señor Administrador no hizo 
lugar á esa rectificación y en el parte pasado con tal motivo por 
el Señor Vista del ramo, condenó á comiso el esceso de mercan- 
cía resultante. 

Ahora, los SeñoresJOoffre y Fermepin, para reclamar de esa 
resolución, dicen: que han cometido un error con toda buena fé 
y que estaban en tiempo para rectificarlo, pnesto que no ha exis- 
tido principio de verificación. 

Si se ha de dar crédito á los diferentes informes de empleados 
caracterizados de la Aduana que forman este proceso, como de- 
be dárseles, según nuestras prescripciones legales, los apelantes 
carecen por completo de razón. 
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Los despachos de Aduana se hacen de dos maneras, una vez 
que han sido tramitados en Contaduría y pasados al Vista 
del ramo: ó este despacha en confianza y suscribe el documento 
con la nota c despachado y entregúese», ó manda poner á su 
presencia el bulto de mercancías, para abrirlo con intervención 
del interesado, examinar su contenido y pesarlo ó medirlo, según 
el caso. 

Esto último, precisamente, es lo ocurrido con los Señores Oof- 
fre y Fermepin, y que, como lo he dicho antes, es el procedi- 
miento más vulgar para defraudar la renta fiscal. Fije Y. S. sn 
atención en las diferentes piezas que forman este proceso y en- 
contrará comprobada la verdad de lo que acabo de relatar. 

Nunca hasta ahora se había puesto en duda que el decreto de 
los Vistas mandando poner los bultos á despacho es un princi- 
pio de verificación, porque al respecto no caben dos opiniones: 6 
el Vista entrega en confianza ó verifica la mercancía ; y en este 
segundo término el primer acto es mandar traerla á su presen- 
cia para examinarla en todos sus detalles, lo que importa un 
verdadero principio de verificación, acto que se espresa siempre 
con la fórmula de c póngase á despacho > . 

Demostrada la insubsistencia del principal fundamento del 
escrito de apelación de los Señores Qoffre y Fermepin, el resto 
de sn argumentación desaparece por sí sola. 

Las facturas que acompañan dichos señores, nada prueban 
según lo ha establecido en sus fallos la Suprema Corte. (Serie 
1% t. 2», pág. 72 ; serie V, t. 2», pág. 61). 

Las resoluciones de los Administradores de Aduana sobre la 
apreciación de las circunstancias atenuantes en casos de falsa 
manifestación, no pueden ser reformadas, y por consiguiente, 
son inapelables, aunque se trate de simples errores. (Serie 2*, 
t. 3°, pág. 268; serie 2». t. A% pág. 50). 

Desde luego, el Señor Administrador, ha estado en su perfec- 
to derecho al negar lo solicitado á foja 3, y esta resolución 
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tiene la fuerza de verdad y reviste autoridad de cosa juzgada, 
Kada qaeda^ pues, de los argumentos aducidos por los ape- 
lantes en el escrito de foja 3, y Y. S. debe^ por tanto, confir- 
mar, con espresa imposición de costas, la sentencia reclamada. 

David Zatalía. 



Vulto del Jíuem Vedleml 

Buenos Aires, Junio 1* de 1886 

Autos 7 vistos : por las consideraciones espuestas por el Pro- 
curador Fiscal en su precedente vista y que el Juzgado encuen- 
tra arreglada & derecho, se confirma la resolución de Aduanada 
foja 2 vuelta; devuélvase en consecuencia los autos, previa repo- 
sición de sellos. 

Andrés ügarríza 



VISTA DEL^ SESOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 

Solo tendrá lugar la conmutación de la pena, dice el artículo 
981 de las Ordenanzas, cuando se advierta el error antes de 
haberse encontrado por la Aduana, y antes de que haya tenido 
lugar algún principio de verificación. Algún principio, nó un 
principio. Es decir, cualquier principio, por pequeño quesea; 
y no puede negarse que el hecho de haher puesto el Yista en el 
manifiesto de despacho c póngase á despacho >, en vez de man- 
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dar entregar el bulto como despachado en confianza, importa ya 
algún principio de verificación, annque pequeño. 

No siendo posible que los Vistas inspeccionen personalmente 
todos los bultos, la necesidad de cierta tolerancia se impone de 
por sí, 7 el único correctivo á los abusos á que ella puede dar 
logar, es no permitir que la manifestación del error se haga 
antes de que el despachante se aperciba de que el bulto vá á ser 
examinado. 

De otra manera^ sería muy cómodo aguardar al último mo- 
mento para pedir la rectificación, sin correr riesgo alguno, en la 
esperanza deque el Vista despachase en confianza. 

En el presente caso, el manifiesto de despacho se presentó el 
9 ; el 17 entró el bulto á la Aduana ; y recién el 26 se solicitó 
permiso para la corrección^ cuando ya, después de la intención 
manifestada por el Vista, pudo y debía haber sido hecha la veri- 
ficación, y el despachante quedó apercibido del riesgo que corría. 

Pido la confirmación de la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa 



Falla de 1» Suprem» Corte 



Baenos Aires, Febrero 26 de 1887 

Vistos y considerando: Que el error alegado por los recur- 
rentes no es de los determinados por el artículo mil cincuenta y 
ocho de las ordenanzas y no puede por tanto eximirlos de pena. 

Que no han rectificado tampoco su manifestación, sino des- 
pués de ordenada por la Aduana la verificación del peso y conte- 
nido del balto pedido á despacho, y carece por consiguiente de 
espontaneidad su rectificación. 

Por estos, y los fundamentos aducidos por el Señor Procura- 
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doT General, j los en que se apoya el Juez de Sección: se confir- 
ma con costas el auto apelado de foja veinte. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

J. DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO FRÍAS. 
— FEDERICO IBARGÚREN. — G. S. 
DE LA TORRE. 



CAUSA XX 



Don Casimiro Ferrer, contra el Ferro-Carril de Buenos Aires 
y Rosario, por espropiadon ; sobre entrega de dinero depo- 
sitado. 



Sumario. — i^ El auto que hace lugar á la entrega al espro- 
piado del dinero cuyo depósito se alega por el espropiante ha- 
ber quedado sin objeto, es apelable. 

2* El dinero depositado por el espropiante para obtener la 
posesioUf no debe entregarse al espropiado, una vez que este ha 
recibido el precio que con posterioridad ha sido fijado á la cosa 
espropiada. 
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Caso. — El Ferro-Carril de Buenos Aires y Rosario depositó 
la sama de lOOOpesos, para obtener la inmediata posesión de an 
terreno de D. Casimiro Ferrer. 

En el juicio de estimación^ se fijó el precio de 5330 pesos, que 
el Ferro-Carril pagó. 

En seguida, la parte de Ferrer pidió la entrega de los i 000 
pesos que habían sido depositados á su disposición. 

Falto del Jaes Federal 

La Plau, Octubre 22 de 1885. 

Como se pide. 

ÁU^arracin. 

La Empresa del Ferro-Carril pidió reposición y apeló. 



AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

T vistos: de conformidad al artículo 4^ de la ley de Expro- 
piación y auto de foja 7, artículo 205 de la ley de Procedimien- 
tos y concordantes del alegato precedente, no ha lugar á la 
reposición, ni á la apelación deducidas. 

Albarraein. 

La Empresa ocurrió de hecho á la Suprema Corte. 



AUTO DE LA SUPREHA CORTE 

Buenos Aires» Abril 6 de 1886. 
Trayendo perjuicio irreparable el auto de foja cuarenta j 
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ocho Tüelta« se declara procedente el recurso de apelación inter- 
puesto, el cual se admite en relación ; y pasen en su consecuen- 
cia los autos al Relator, con noticia de las partes. 

J. B. G0R0ST1AGA. —J. DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAOFRUS. — ^FEDERICO 
DARGÚREN. 

Falto de 1» Saprema CBwtm 

Baenos Aires, Marzo 1* de 1887. 

Yistos : Besultando de autos que los mil pesos que se han 
mandado entregar al espropiado, y que fueron depositados por 
el espropiante, como precio ofrecido por el terreno, para entrar 
en posesión inmediata, han quedado sin objeto con el depósito 
y entrega posterior de la cantidad de cinco mil trescientos trein- 
tB pesos, que fija el laudo de los arbitros, como precio de la 
espropiacion, se revoca el auto apelado de foja cuarenta y ocho 
y Tuelta, devuélvanse, previa reposición de sellos. 

J. B. GOROSTUGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO FRUS. — FEDERICO IBAB- 
GÚREN. 

Adhiero á la presente resolución, porque aún cuando aparece 
de autos que el espropiado no ha sido totalmente pagado del 
precio de la indemnización fijado por el laudo corriente á foja 2 
del espediente mandado traer á la vista, la parte de que se ha- 
lla insoluto, 6 sea los intereses á que dicho laudo se refiere, no 
han sido aún liquidados. 

o. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XXI 



El Doctor D. Samuel Molina, contra el General D. Octaviano 

Navarro; sobre mensura. 



Sumario. — En la incertidambrd que dejan los títulos y el 
convenio de las partes sobre la línea divisoria de sus propieda- 
des, debe estarse á los hechos que se pruebe haberse verificado 
por las mismas, con posterioridad al convenio. 



Fallo del Jaem Federal 

Catamarca, Octubre 10 de 1883. 

Yistos estos autos seguidos por D. Belisario Ahumada, apo- 
derado sustituto del Dr. D. Samuel A. Molina, vecino de Buenos 
Aires, con D. Erasmo Correa, en representación del Greneral 
D. Octaviano Navarro, de esta naturaleza y vecindario, sobre la 
oposición deducida por parte de aquel al estremo naciente y de 
este al poniente del deslinde practicado por el Ingeniero Nacio- 
nal D. Sebastian Tessi^ de la línea divisoria de sus respecti- 
vas haciendas en Singuil . 

Y considerando : i^ Que según resulta déla escritura de tran- 
sacción del 2 de Junio de 1871, el lindero últimamente conve-- 
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nido f 01 donde debía pasar dicha línea de naciente & poniente, 
6 sea desde la combre de las Higuerillas hasta la qae divide el 
?alle de Singuil del potrero de Hamaya, es la barranca deno- 
minada de Doña Juliana, sin más desviaciones que las estipula- 
das en aquella. 

2p Que de la comparación de los alegatos de ambas partes á 
foja 20 7 foja 26, con el informe pericial y actas de su referen- 
cia! resulta que el deslinde y amojonamiento practicados en esta 
parte, están perfectamente ajustados á la enunciada tran- 
sacción. 

3^ Que el convenio privado celebrado con anterioridad sobre 
el particular, entre el General Navarro y D. Mardoqueo Moli- 
na^ en que funda su oposición el procurador Ahumada, quedó 
reducido alo antedicho, como se espresa en la misma escritura; 
y de consiguiente, es tan solo al tenor de esta que debe estarse. 
(Artículos i° y siguientes, título 4®, De las transacciones 
Código Civil). 

4^ Que aunque así no hubiese sucedido, tales convenios ver- 
bales nunca podrían tener eficacia en el sentido de modificar ni 
menos prevalecer contra un instrumento público de fecha poste- 
rior sobre trasmisión de propiedades raíces^ como la de que se 
trata. (Artículos 16 al 18, 47 y 48, páginas 265 y 306, Código 
citado). 

5° Que por la misma razón tampoco es atendible la pretensión 
del apoderado Correa, de que se mande prolongar dicha línea ha- 
cia el Oeste, hasta la cumbre del Ambato. (Artículo 61, página 
309, id., id). 

6^ Que por lo demás, el hecho de que fuese reputado como 
límite de ambas propiedades, al estremo naciente, el filo de una 
lomada que existe sóbrela antedicha barranca del rio, así como 
la circunstancia de haberse trabajado, al costado Sud de aque- 
lla, algunas labranzas 6 rastrojos por inqnilinos del finado 
D. Samuel Molina, tampoco pueden producir innovación alguna 

T. I 9 
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en la enunciada transacción del 71 ; pnesto qne todo ello no 
tiene más alcance jniídico que el de meros hechos ó actos del con- 
dominio qae presupone la confusión de límites, y qne el deslinde 
practicado tiene precisamente por objeto hacer cesar; como es 
de verse en el capítulo 4^, título 8^, página 637, y nota al artículo 
74 del mismo Código. 

7" Que en lo referente á la otra línea trazada al estremo Nor- 
te del potrero deHumaya, desde una á la otra cumbre, es ya es- 
cusado ocuparse de ella; puesto que de común consentimiento de 
partes^ se dejó sin efecto y aún se autorizó la remoción de sus 
mojones, por auto del 30 de Julio, recaido en el espediente nú- 
mero 432, sobre reivindicación con motivo de la ejecución del 
fallo de la Corte Suprema del 21 de Abril último. (Artículo 61 « 
ya citado). 

Por tanto: y omitiendo otras consideraciones, fallo aproban- 
do en todas sus partes el enunciado deslinde y amojonamiento, 
que partiendo por el estremo naciente de la cumbre de las Hi- 
guerillas, termina por el Oeste en la que divide el valle de Sin- 
guil, de Humaya ; sin especial condenación en costas. Hágase 
saber con 6l original, repónganse los sellos y oportunamente 
devuélvanse los documentos acompañados, dejando constaneia 
en autos. 

Joaquin Quiroga 

El Dr. Molina apeló de este fallo, y el General Navarro se 
adhirió á la apelación respecto del estremo de la línea. 

Ante la Suprema Corte no contestó el traslado dd la espresion. 
de agravios ni prosiguió la apelación, siéndole acusada la re- 
beldía. 
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Fallo de 1* Supreiiitt Corte 

Baenos Aires, Marzo 3 de 1887. 

Vistos y considerando : Que por lo que respecta al estremo 
naciente de la línea divisoria entre las propiedades de ambos 
litigantes, la transacción celebrada con fecha dos de Junio de 
mil ochocientos setenta y uno, de que instruye la escritura cor- 
riente á foja primera del espediente agregado, solo espresa que 
ia barranca qtie cae al rio un poco más allá del Potrero del 
Chañar, que tiene por denominación Doña Juliana^ es el linde- 
ro convenido, sin determinar ni precisar la dirección de la línea 
desde este punto hacia el Este, como lo hace hacia el Oeste. 

Que en la incertidumbre que hace nacer esta cláusula y á falta 
de los esclarecimientos necesarios en el título á tal respecto, 
debe estarse á los hechos de los contrayentes subsiguientes al 
contrato, como la mejor esplicacion de su intención al celebrar 
este. 

Que estos hechos se hallan constatados por la prueba testi- 
monial producida por ambas partes, la cual demuestra suficien- 
temente que la línea separativa de ambas propiedades, ha sido 
fijada de hecho por la comunicación de los interesados, con pos- 
terioridad á la transacción referida de dos de Junio de mil ocho- 
cientos setenta y uno, en una lomada que arrancando del punto 
llamado la barranca de Doña Juliana termina hacia el Nor- 
Este en la cumbre del cerro de las Higuerillas, siguiendo la 
dirección de dos piedras que forman un mojón natural en dicho 
ceno ; que hasta este límite natural, que determina la división 
de las aguas hacia una ú otra propiedad, se han estendido en 
efecto los cultivos de uno y otro de los interesados ó sus arren- 
datarios, y se ha ejercido por ellos una posesión precisa y deter- 
minada ; que dichos arrendatarios han respetado siempre aqne- 
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Ha línea, como él límite de ambas propiedades ; j finalmente, 
que tal estado de cosas y la posesión inherente á él, han sido 
mantenidos sin reclamo ni contradicción de ninguna de las par- 
tes por largo número de años, hasta la iniciación del presente 
juicio de deslinde. 

Que asimismo resulta de las deposiciones de los testigos que 
aquella línea, ^ue algunos de estos agregan fué yerbal y espe- 
cíficamente convenida en su presencia por los interesados, ha 
sido además tenida y reconocida siempre como tal límite. 

Que la operación de foja cincuenta y dos, del espediente antes 
citado, separándose de estos antecedentes y trazando por este 
estremo de las propiedades de los interesados la línea separativa 
de ambos, no según la dirección que determina el filo 6 cima 
de la loma indicada, sino con rumbo al naciente, según el meri- 
diano terrestre, debe tenerse por consiguiente como invasora de 
los derechos de Molina por este rumbo. 

Que en cuanto al estremo Oeste de la antedicha línea, á cuyo 
respeto la parte del General Navarro se adhirió en primera ins- 
tancia á la apelación interpuesta por la del Doctor Molina, de- 
clarado aquel en rebeldía á petición contraria, el recurso debe 
tenerse por desierto y la sentencia por ejecutoriada á su res- 
pecto. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento ocho, en cuanto por ella se aprueba la línea trazada 
desde la barranca llamada de Doña Juliana hacia el cerro de las 
Higuerillas, ó sea al naciente, declarándose que la línea separa- 
tiva de las propiedades de los Señores Navarro y Molina por 
este rumbo, es el filo ó cima de la loma que arrancando de aquella 
barranca termina en la cumbre del citado cerro de las Higueri- 
llas en un mojón natural de piedras existente en este ; y se de- 
clara dicha sentencia ejecutoriada en lo relativo á la línea pre- 
tendida por la parte de Navarro al poniente de la sierra de 
Singuil, debiendo con arreglo á estos límites ser restablecido el 
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Doctor Molina en la posesión de que resalta haber sido privado 
por consecuencia de la diligencia corriente á foja noventa vuel- 
ta de los autos agregados. Repónganselos sellos y devuélvanse, 
podiendo notificarse con el original. 



J. B. GOROSTUGA. — J. DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO frías. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — G. S. DE LA TORRE. 



CAVSA XXII 



El Banco Inglés del Rio de la Plata, contra Don Nicolás Landeta, 
por cobro de pesos; sobrepago á oro 



Sumario. — La obligación contraída en 4 de Noviembre de 
1884, en moneda de oro sellado del valor actual con esclusion de 
billetes de carso forzoso ú otra clase de moneda, no puede ser 
pagada con billetes de curso legal por su valor nominal. 



J 
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Fallo del Jues Federal 

Rosario, Febrero 23 de 1886. 

Vistos estos antos ejecutivos seguidos por el Banco Inglés 
del Rio déla Plata contra Don Nicolás Landeta, en el incidente 
sobre consignación, promovido á foja 20 por el demandado. 

Y considerando: 1° Que el documento de foja 1% que sirve 
de base á la presente ejecución, esplícitamente impone al deudor 
el deber de solventar la deuda en moneda de oro sellado del 
valor actual (4 de Noviembre de 1885) precisamente con esclti- 
sion de billetes de curso llamado forzoso ú otra clase de moneda 
que pueda ser establecida por leyes ó disposiciones á ese efecto. 

S"" Que por la lej general de monedas, de 5 de Noviembre de 
1881 (art. 5°), como aún por la de inconversion de 13 de Octu- 
bre de 1885 (art. 3^), se hallan espresamente autorizadas y 
declaradas á salvo las estipulaciones á moneda especial ó con- 
traidas en relación á una determinada especie de moneda nacio- 
nal ó estrangera, decidiendo por el mismo hecho ambas leyes, 
que tales estipulaciones deben ser cumplidas en la moneda en 
que se han contraído. 

3*^ Que estas leyes implican forzosamente la libertad de pac- 
tar la esclusion ó no admisión en los pagos, de cualquier especie 
de moneda nacional y la validez de las convenciones contraidas 
á tal respecto, pues pudiendo escluirse por la estipulación á mo- 
neda especial todas las clases de moneda, menos una, ^ería 
incongruente que no pudiese válidamente estipularse la esclu- 
sion especial y determinada de una ó más de ellas. 

4® Que no hay más salvedad á estas disposiciones, que la rela- 
tiva á los billetes bancarios á que alude la tültima de ellas^ de- 
clarándolos de curso legal y de aceptación obligatoria en pago 
de tales obligaciones solo por su valor corriente. 
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5® Que por consigniente, estipulada la obligación de foja 1', 
en los términos en que lo ha sido, es indudable que no puede ser 
solventada con aquellos billetes por su valor escrito, según lo 
pretende el demandado, con violación ya de aquellas leyes, ya 
desapropia convención. 

Por tanto: y de conformidad además á la disposición de los 
aitícnlos H97 y 760 del Código Civil, y 209 y 952 del Código 
de Comercio, declaro que la consignación de foja 20 es insufi- 
ciente á cubrir el valor adeudado, y que en consecuencia, debe 
proseguirse la presente ejecución, librándose mandamiento^ 
según lo solicitado á foja 30, por la diferencia entre el valor 
adeudado y el consignado, según el curso del cambio que se 
acredite existir en esta plaza, entre el oro efectivo y la moneda 
consignada, intereses á estilo de Banco y costas. Notifíquese 
con el original. 

C. S. de la Torre. 



FaUo de 1* Supremii Corte 

Buenos Aires, Marzo 8 de 1887. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma la sentencia de foja 
treinta y siete vuelta, con costas. Eepuestos los sellos, devuél- 
vanse. 



J. B. GOROSTIÁGA. — J. DOMÍNGUEZ. 
— FEDERICO IBARGÚREN. 
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CAVSA XXIII 



Don Benito Mamberto, contra la Empresa del Ferro Carril de 
Buenos Aires y Rosario, por indemnización de daños y 
perjuicios; sobre falta de personería. 



Sumario. — La falta de declaración de la major edad del 
apoderado, que no se alega ser menor, no invalida el poder 
que se le ha conferido. 



Caso. — D. Gustavo Nogues, con poder deD. Benito Mam- 
berto, demandó á la Empresa del Ferro-Carril de Buenos Aires 
7 Bosarío, por indemnización de daños y perjuicios. 

La Empresa opuso la escepcion de falta de personería, por 
no espresarse en el poder que el apoderado Nogues era mayor 
de edad. 

Este contestó que el apoderado no era otorgante de la escri- 
tura de poder, y solo respecto de los otorgantes debía espre- 
sarse la edad en las escrituras públicas. 
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Fallo del Juex Federal 

Baenos Aires, Agosto 13 de 1886. 

Y Tistes : por los fundamentos aducidos en el presente escri- 
tOy que el Juzgado los considera arreglados á derecho, no ha lu- 
gar con costas á la escepcion deducida por el demandado, quien 
deberá en consecuencia contestar derechamente la demanda, 
dentro del término legal. 

Andrés Ugarriza. 



Fuilo de I* Suprema Corte 

Buenos Aires» Marzo 10 de 1887. 

Vistos : no siendo necesaria para la validez del poder la de- 
claración de que el apoderado sea mayor de edad, y no espre- 
sando por otra parte el apelante que Don Gustavo Nogues no 
tenga la edad requerida por la ley para representar á otro en 
juicio, se confirma con costas el auto apelado de foja diez y 
seis vuelta. Bepuestos los sellos, devuélvanse. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO frías. — FEDERICO 
IBARGÜREN. ~G. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XXIT 



Dan Ricardo Bradley, contra- Don Julio Peyredieu; sobre 
indemnización de daños y perjuicios. 



Sumario. — i° Dos declaraciones singulares, siendo diyersi- 
ficativa la singularidad, no constituyen prueba. 

2^ Sin la prueba de haberse causado un perjuicio suscepti- 
ble de apreciación pecuniaria, no hay acto ilícito punible para 
los efectos civiles. 



Caso. — Se refiere en el 



Fallo del Jaes Federal 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1884. 

Vistos estos autos promovidos y seguidos por D. Bicardo 
Bradley, argentino, contra D. Julio Peyredieu, ciudadano fran- 
cés, cobrando la suma de setecientos mil pesos moneda corriente, 
como indemnización de daños y perjuicios. 

Resulta: i*' Que la acción deducida se funda, según lo espre- 
sa la demanda de foja 2, en que Peyredieu, con ánimo de des- 
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pretigiailo en el concepto de sus relaciones y en la opinión del 
comeroio j del público, ha andado y andaba propalando calam- 
niosamentc que $1 lo había robado, hecho qne le ha privado de 
ganar más de doscientos mil pesos anuales, por lo que estima 
en la suma demandada los danos y perjuicios que le ha in- 
ferido. 

- 2^ QnePeyredieu contestó el traslado, esponiendo: que du- 
rante muchos anos había tenido con el demandante sociedad 
solidaria en el ramo de frutos del país, bajo la razón social 
Feyredieu y Bradley, formada por medio de habilitación que 
él le hizo á este último, quien solo introdujo su trabajo, teniendo 
la dirección de los negocios y los libros que llevaba un depen- 
diente bajo sus instrucciones ; que un dia, viendo que el tiempo 
pasaba sin conocer á ciencia cierta el estado de la sociedad, 
pretendió esclarecerlo exigiendo á su socio un estado general 
de los negocios y caja, lo que fué un motivo de desacuerdo entre 
ambos, viéndose en la obligación de disolver la sociedad ; que 
teniendo motivos para creer en un próspero estado los nego- 
cios, sufrió un gran descontento cuando se le dijo que el estado 
de la sociedad era ruinoso y con este motivo, á más de un amigo 
espnso su situación difícil quejándose de la conducta de sn socio 
y protegido, y de su ingratitud, lamentando la falta de gran- 
des utilidades ; pero que es falso que haya tratado de ladrón á 
Bradley^ y que en cuanto á la apreciación de sus perjuicios, 
en el caso de ser procedente, era ridicula, no reuniendo la deman- 
da sobre este punto los requisitos legales, pues no se habían 
especificado: 

3^ Que recibida la causa á prueba, por auto de foja 58 vuelta, 
para que se justifique que el demandado ha injuriado y calum- 
niado al actor en la forma que este espresa; que de allí le ha 
resultado un dafio efectivo y cesación de ganancia y el quantum 
aproximativamente de ambos, se ha producido por parte del 
demandante las declaraciones de los testigos Mirant Borde, fo- 
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ja 75, Lara, foja 75 vuelta, Patino, foja 77, y Therman, foja 84, 
prestadas al tenor del interrogatorio de foja 74, y las posiciones 
del pliego de foja 148, absucltas por Peyredieo,; y por parte de 
este, la declaración del testigo Beckaus, foja 114 vuelta, y el 
certificado de foja 117. 

T considerando: 1° Que la causa generadora de los perjuicios 
que dice haber sufrido el demandante, cuya reparación se pro- 
mete obtener por medio de la acción deducida, consiste en el 
hecho de haber propalado en público que lo había robado á 
Feyredieu en el negocio de frutos del país que tuvieron en 
sociedad. 

2^ Que de los cuatro testigos presentados por el actor, solo 
Therman afirma que aquel le dijo en varias ocasiones, en una 
época en que estuvieron en un arreglo, el declarante y Feyrediea, 
por el mes de Agosto ó Setiembre del ano 1881, que Bradley le 
había robado escandalosamente, no habiéndole oidodespues nada^ 
mientras que los testigos Mirand Borde y Patino, contestando 
la segunda pregunta del interrogatorio de foja 74, dicen que no 
recuerdan haberle oido nada al respecto, y Lara, que varias veces 
le ha oido hablar diciendo que la sociedad había sido perju- 
dicada porque Bradley había retenido fondos haciendo nego- 
cios fuera de la sociedad, lo que está muy distante de implicar 
una acusación de robo. 

3^ Que aún en el caso de interpretarse la declaración del 
testigo Lara en el mismo sentido que la de Therman, en cuanto 
afirma haberle dicho Peyredieu que Bradley había ocultado 
sumas de dinero y que á consecuencia de esto había perdido 
más de un millón de pesos, no refiriéndose ambas al mismo acto, 
queda cada una de ellas singulares, y siendo la singularidad 
diversificativa, esto es que no se ayudan ni esplican la una por 
la otra, carecen de valor para constituir prueba jurídica, 
con arreglo al precepto de la ley 32, título 16, partida 3**. 

i^ Que además, los antecedentes ofrecidos por el mismo de- 



/ 
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mandante revelan que estos testigos se han presentado volun- 
tariamente á ofrecer su testimonio, pues no otra cosa significan 
Jos cartas dadas por ellos antes de la iniciación del proceso, 
transcriptas en el escrito de demanda, circunstancia que los 
lace muy sospechosos de parcialidad, según lo enseña Cara- 
van tes, tomo 2^, número 939, y les quita la poca fé que puede 
merecer un testimonio singular. 

5^ Que es tanto más sospechable ]a complacencia de estos 
testigos, cuanto que, según Lara, el demandado se había espre- 
sado en los términos que indica, delante de varias personas, en 
el café del Mercado Constitución, no habiendo sin embargo 
presentado alguna de ellas para corroborar su testimonio. 

6** Que según lo resuelto en el auto de prueba y en confor- 
midad á lo que dispone el artículo 1089 del Código Civil, el de- 
iii^udante ha debido probar, no solamente las conversaciones 
CAoXvxxmiosas é injuriosas que supone propaladas por Peyredieu, 
eligen de este juicio, sino que de allí le resultó daño efectivo 
y cesación de ganancias apreciable en dinero, pues esta circuns- 
tancia es una condición indispensable para el ejercicio eficaz de 
la acción civil tendente á obtener indemnizaciones pecuniarias^ 
según el artículo citado; sobre cuyos puntos no se ha producido 
más prueba que la estimación hecha por el testigo Lara, vaga- 
mente, en muchos miles de pesos que ha dejado de ganar Bradley, 
i consecuencia del descrédito que le ocasionaron dichas conver- 
saciones y el retiro de algunas consignaciones. 

7® Que entre tanto, de los mismos testimonios del demandan- 
te resulta que cuando se disolvió la sociedad quedando Bradley 
i cargo del activo y pasivo, esta se hallaba en estado de insol- 
vencia, pues Patino dice que estaba quebrada, y Therman, que 
Bradley hizo un arreglo con uno de sus acreedores, el Señor 
Beclhaus, para pagarle ciento y tantos mil pesos cuando pudie- 
ra, de modo qne más lógico es atribuir el retiro de algunas 
coiisignaciones á esa circunstancia y en mucha parte al hecho 
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mismo de la disolución de la sociedad, que á la arbitraria supo- 
sición del testigo, conclusión que confirma plenamente el tes- 
tigo Patino, en cuanto añrma que su patrón Mac Clonan no le 
consignó más frutos porque no le pagaron íntegro su crédito, 
contradiciendo en esto terminantemente á los testigos Lara y 
Therman, en cuanto atribuyen el retiro de las consignaciones 
del mismo Mac Cieñan á las conversaciones y dichos de Pey- 
redieu. 

S^* Que según los artículos 1067 y 1068 del Código Civil, no 
hay acto ílicito punible para los efectos civiles si no se ha can- 
sado daño, esto es, perjuicio susceptible de apreciación pecunia- 
ria á las cosas ó en los derechos ó facultades de la persona, 
disposición que reproduce especialmente el artículo 1089, 
cuando se trata de delitos de calumnia ó injuria de cualquier 
especie. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto en 
la ley 1*, título 14, partida 3% fallo absolviendo á D. Julio Pey- 
redieu de la demanda interpuesta á foja... por Don Ricardo 
Bradley, á quien impongo perpetuo silencio á su respecto y le 
condeno á que pague los gastos procesales. 

Virgilio M. Tedin. 
Fallo de 1* Suprenui Corte 

Buenos Aires, Marzo 10 de 1887. 

Vistos: por su fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento cincuenta y cuatro ; y devuélvanse, previa 
reposición de sellos. 

J. DOMÍNGUEZ. — ÜLADISLAO FRÍAS. — 
FEDERICO IBARGÜRBN. 
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CAVSA XXT 



Dan Aquiles Sanguinetti contra Don Miguel Carboni ; por ren-^ 
dicion de cuentas y entrega de fondos de la Sociedad c Stella > 
de Socorros Mútrws, en Gualeguay ; sobre incompetencia. 



Sumario. — La jnsticia federal no es competente para cono- 
cer de los actos y obligaciones de los asociados en sa calidad 
de tales. 



Caso. — Se refiere en el : 



FaUo dtol Jaea WmámfM 



Paran&, Febrero 22 de 1886. 



T Tistes : la esoepcion de incompetencia deducida por el re- 
presentante de D. Miguel Carboni, en el juicio promoTÍdo por 
D. Aquiles Sanguinetti como Presidente de la Sociedad Italia- 
na de Socorros Mutuos y Beneficiencia de Gualeguay» sobre 
entrega de los fondos y títulos de la Sociedad. 
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El demandado la funda, en qoe Sangninetti j la Comisión 
Directiva que él presidía fueron destituidos por la Asamblea 
General, nombrando otra en su reemplazo de la que él formaba 
parte como Tesorero : que por lo tanto, se trataba de una disi- 
dencia entre socios la que, como toda cuestión que se reñera al 
organismo interno de la Sociedad, debía ser resuelta por la 
asamblea, que era el poder legislativo de ella, según los esta- 
tutos, 7 no por los jueces ordinarios cuja misión se concreta á 
resolver pleitos y no disenciones entre socios. 

Y considerando : Que la acción deducida no tiene por objeto 
someter á la decisión del Tribunal ninguna cuestión relativa 
á la constitución de la sociedad ó al orden puramente interno de 
ella, pues que ni se pide la anulación de la destitución de una 
Comisión Directiva y del nombramiento de otra, ni siquiera se 
enuncian estos hechos, sino que por ella se ejercitan derechos 
civiles, que la ley reconoce y garante á las personas jurídicas, 
como souy el cobro de dineros, y la posesión de títulos pertene- 
cientes á la sociedad, por lo que es de competencia délos Tribu- 
nales y no de la Asamblea entender en el pleito que con dicha 
acción se promueve. 

Que la circunstancia de ser socio Carboni, no modifica esta 
conclusión, porque en las asociaciones con carácter de perso- 
nas jurídicas, creadas como esta, con un ñn de beneficencia, la 
personalidad distinta de .los socios desaparece en cnanto se 
refiere á los bienes de la comunidad, en los que no tienen parte 
determinada, existiendo tan solo la posesión ideal de la institu- 
ción (Maynz, Derecho Bomano, § 23), respecto de la cual debe 
considerárseles como terceros. 

Que tampoco la modifican los hechos alegados por Carboni, 
de haber sido destituida la Comisión Directiva, que presidía e^ 
demandante y haberse nombrado otra por la asamblea, pues que 
esto, siendo cierto, solo fundaría una esoepcion de falta 
de personería, que si bien se ha insinuado, no se ha dedu- 
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oidooategóricamente; pero no la incompetencia del Tribunal. 
Que si 86 objetase la personería de Sangninetti, fundándose 
en esos actos de la asamblea, el juicio que pronunciase el Tri- 
l)Qnal no importaría una usurpación de atribuciones de la 
Asamblea General, sino simplemente la declaración y cumpli- 
miento de sus resoluciones, en cuanto á la constitución de la 
comisión que ejerce la representación de la Sociedad. 

Que la competencia del Juzgado es tanto más incuestionable 
cnanto que, según la esposicion del demandado, la Asamblea se 
ha pronunciado ya sobre la destitución y nombramiento de la 
Comisión Directiva, y siendo estas resoluciones resistidas por 
alanos socios, la asamblea carece de la autoridad pública nece- 
saria, para hacerlas cumplir, haciéndose entonces indispensable 
h intervención de los Tribunales, máxime tratándose de la po- 
sesion de los bienes. 

Por estas consideraciones : no se hace lugar á la escepcion 
deifacida, debiendo el demandado contestar derechamente el 
(rabiado pendiente. 

T. Pinto. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Sujwe»?ki Corte: 

T a se considere la demanda que ha iniciado la Sociedad Ita- 
liaaa de Gualeguay contra Carboni, como una cuestión interna 
entre socios; ya como una acción civil dirijida por el represen- 
tante de la espresada Sociedad en su carácter de persona jurídi- 
ca contra uno de sus miembros^ la incompentencia de la justicia 
federal es, para mí^ notoria. 

T. I 10 



146 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Sanguinetti, titulándose Presidente de aqnella Sociedad, 
demanda á Carboni, por la devolución de dineros que adminis- 
tró como Tesorero de la Sociedad, y que indebidamente retiene, 
según afirma. 

Carboni, niega á Sanguinetti su carácter de Presidente, y 
sostiene ser siempre Tesorero de la Sociedad, y, como tal, en- 
cargado de la guarda de sus fondos. 

Gomo se vé, hay aquí una cuestión entre dos entidades encon- 
tradas, que pretenden ejercer la representación de una misma 
Sociedad, y que solo puede ser resuelta por ella misma, con 
arreglo á lo que »us estatutos dispongan para la organización de 
sus autoridades. 

Aún en el caso de dar por resuelto este punto, y reconocido 
en Sanguinetti el carácter de representante legal de la Socie- 
dad, su acción contra uno de sus miembros, no es del resorte 
de la Justicia Federal. 

y. E. ha establecido como la jurisprudencia de esta Corte, 
que €€$ de derecho que los asociados entre si, ó en sus contes- 
taciones con la Sociedad por razón de hechos ó de actos que 
deriven del contrato social, no tienen stnó un solo y único 

4 

fuero que se determina por el lugar del establecimiento de la 
Sociedad, en el cual se presuma legalmente que a>quellos han 
elejido domicilio especial para el conocimiento de sus derechos 
y cumplimiento de sus obligaciones como socios. De esto se deri- 
va que en tales casos no puede surjir el fuero federal por razón 
de las personas » . 

Con arreglo á esta doctrina, que en el caso reciente de los 
teléfonos Unidos, ha venido á remover toda duda acerca de 
resoluciones anteriores de esta misma Corte, es mi parecer 
declare V. E., que la Justicia de la Nación carece de jurisdic- 
ción en este caso. 

Eduardo Costa. 
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Fallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Marzo 13 de 1887. 

TTistos: tratándose en el presente jaicio de aotos y obliga- 
ciones de los asociados en su calidad de tales, y de conformidad 
con lo espaesto y pedido por el Señor Procarador General ensa 
precedente vista, y con la jurisprudencia de esta Corte en los 
casos á que él alude, se revoca el auto apelado de foja doscientos 
noventa y uno, y se declara que el conocimiento de este caso 
no corresponde á la jurisdicción nacional. Repónganse los se- 
llos y devuélvanse. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO FRUS. — FEDERICO IBARGÜ- 
REN. — C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XXTI 



El Fuco de la Provincia de Buenos Aires contra Don Nicolás 
A. Calvo, por cobro de contribíidon directa atrasada; sobre 
competencia. 



Sumario. — 1^ La demanda entablada por nn Procurador 
Fiscal de Provincia, con poder especial del Gobernador de la 
misma, debe considerarse como entablada por la Provincia. 

2° No constando que dicho Procurador, demandando á nn ve- 
cino de la Capital ante los Tribunales ordinarios, tuviera poder 
para prorogar la jurisdicción de estos, el conocimiento de la 
demanda corresponde á la Suprema Corte. 



Caso.— TJn Procurador Fiscal de la Provincia de Buenos 
Aires, entabló contra D. Nicolás A. Calvo, demanda ejecutiva 
ante el Juzgado de I'' Instancia de la Capital á cargo del Doctor 
D. Martin Bustos, por cobro de Contribución Directa atrasada. 

Opuesta la escepcion de incompetencia por el ejecutado, que 
alegó ser vecino de la Capital, y corresponderle el fuero federal, 
se dictó el siguiente : 
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AUTO DEL XUEZ 0£ 1* INSTANCIA 

Baenos Aires» Octabre 2 de 1884. 

Y vistas la escepcion de incompetencia, que se dedujo por 
el ejecutado, y la conformidad del ejecutante, en la primera 
parte de este escrito, con dicha escepcion. De acuerdo con lo 
dispuesto en la ley del Congreso citada por esta parte y de con- 
formidad al artículo 488, Código de Procedimientos, no se hace 
lugar á la ejecución sin especial condenación en costas, por 
cuanto la ley que dá lugar á esta declaratoria, ha sido dictada 
con posterioridad á la iniciación de este juicio. Pase este espe- 
diente al Señor Juez Federal de esta Capital á los efectos cor- 
respondientes. 

Martin Bustos. 



WmUo del Jíues Federal 

Baenos Aires, Setiembre S6 de 1885. 

Y Tistes estos autos, en lo relatiro al incidente sobre com- 
petencia, promovido por la parte de D. Jorge A. Eern, en repre- 
sentación de la Frorincia de Buenos Aires, contra D. Nicolás 
A. CalTO, por cobro de Contribución Directa, que adeuda la finca 
de propiedad del demandado á la Provincia de Buenos Aires, 
por los años atrasados de mil ochocientos setenta y dos á mil 
ochocientos setenta y siete, con los intereses y multa de que 
instruye la planilla de foja dos. 

Y considerando: l^' Que de acuerdo á la disposición consig- 
nada en el artículo 101 de la Constitución Nacional, el artícu- 
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lo 7^ de la Ley sobre Jarisdiccion Nacional, dispone qne la 
Corte Suprema^ conoce originaria y esclnsiTamente de las cau- 
sas en qne alguna Provincia fuere parte. 

2^ Que en este caso entablándose la demanda á nombre de 
la Provincia de Buenos Aires y siendo su objeto obtener el 
pago de contribuciones, cuyo importe correspondería ala espre- 
sada Provincia, siendo correspondiente á años anteriores á la 
capitalización de la ciudad de Buenos Aires, donde se halla 
situada la propiedad del Sr. Calvo, no puede ponerse en duda 
de que en la cuestión, es parte una provincia. 

Por estos fundamentos : fallo declarando áeste juzgado in- 
competente para conocer de la cuestión traida por el represen- 
tante de la Provincia de Buenos Aires, contra D. Nicolás A. 
Calvo. En su consecuencia, ocúrrase donde corresponda, repón- 
ganse los sellos y hágase saber. 

Andrés Vgarriza. 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 1* de 1886. 

Suprema Corte: 

Desde la primera foja de estos autos se advierte que la can- 
tidad que en ellos se cobra, se debe á la Dirección General de 
Rentas de la Provincia; vése en seguida que el Procurador Fis- 
cal se presenta á nombre del Fisco de la misma Provincia. No 
es pues, en realidad la Provincia en su capacidad de tal, sino 
una de sus reparticiones, la entidad moral, Fisco, la que inicia 
la demanda. 

No basta que en definitiva sea la Provincia la interesada en el 
percibo de la cantidad debida, para traer la causa á la jurisdic- 
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don originaria de esta Corte. El mismo interés tiene una Fro- 
TÍnciacnando algnna de sqs reparticiones, la Municipalidad, 
por ejemplo, ó algunos de sus empleados, aparece como actor 
6 como reo, sin que por ello salga la causa del conocimiento de 
loa juzgados ordinarios. 

La jurisdicción originaria de esta Corte, procede únicamente 
cuando una Provincia comparece ante ella en su capacidad polí- 
tica, no en manera alguna, cuando alguna de sus dependencias, 
con jurisdicción propia, demanda el cobro de sus contribucio- 
nes, 6 es demandada con motivo 6 con ocasión de las mismas. 
Son los Jueces de Sección, 6 las Cortes de Distrito en los Estados 
unidos, los que en casos tales conocen de las causas de esta na- 
turaleza, que si hubieran de venir todas originariamente á esta 
Corte, trabarían de una manera imponderable su marcha. 

Pienso que así debe Y. E. declararlo, volviendo estos antece- 
dentes al juzgado de su procedencia, para que continúe sus pro- 
cedimientos. 

Eduardo Costa. 



Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 15 de 1887. 

Vistos j considerando : que la presente demanda es traida 
por un Procurador Fiscal de la Provincia de Buenos Aires á 
nombre y con poder especial del Gobernador de la misma, y en 
8Q interés inmediato y directo ; que estas circunstancias cons- 
tituyen á dicho Procurador, parte sustancial y nominal en los 
aatos: y finalmente, que no consta que su representante haya 
tenido poder especial para prorogar la jurisdicción de los Tri- 
bunales de esta Capital, ante los cuales llevó primero su acción. 



j 
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Por estos fundamentos, y de conformidad al articulo ciento ano 
de la Constitución Nacional^ se declara que esta Suprema 
Corte es competente para conocer en el presente juicio. Y para 
proveer lo correspondiente ala petición de foja cincuenta y siete; 
córrase traslado de ella. 



J. B. GOROSTUGA. — J. DOMÍNGUEZ 

(en disidencia). — uladislao frías 
(en disidencia). —Federico ibar- 

GÜREN. — C. S. DE LA TORRE. 



DISIDENCIA 



Conformes con la precedente resolución, los abajos firmados 
no lo están con el fundamento en que se admite que las Provin- 
cias, pueden, en casos como el presente, someterse á los Tribu- 
nales locales, porque entienden que cuando una Provincia es 
parte, la jurisdicción de la Corte es no solo originaria, sino 
también esclusiva, según el artículo ciento uno de la Constitución; 
y en tal caso, no está en sus facultades renunciar á ella, para 
someterse á otra jurisdicción. 



J. DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO FRÍAS. 
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CAUSA XXYII 



Don Miguel V. Gelabert, contra Don Gustavo Feijoó; sobre 
indemnización de daños y perjuicios 



Sumario. —V Para responsabilizar á los arbitros por los 
daños procedentes de haber dejado transcurrir volantariamen- 
te el plazo del compromiso sin dictar sentencia, es preciso qne 
medie gestión de los interesados para obligarlos á sentenciar. 

2° El hecho de haber uno de los arbitros dictado su lando, 
sin formar Tribnnal, puede considerarse como una renuncia 
sin cansa de su cargo, que autoriza á las partes á pedir el 
Bombramíento de otro que lo reemplace, y las costas contra el 
renunciante; pero no comocaasa de imposibilidad para prose- 
guirse el juicio arbitral. 



Caso. — Se refiere en el 



Fallo del Jíuea Federal 



Corrientes, Octabre S9 de 1885. 

Y vistos : D. Miguel Y. Gelabert entabló formal demanda 
contra D. Gustavo Feijoó, por daños y perjuicios que dice ha- 
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berle causado con su procedimiento irregular, como arbitro 
nombrado por D. Augusto E. Helmuth en la cansa que sostiene 
con este, sobre rendición de cuentas. 

Que como consta de la acta, corriente á foja 141, fueron 
nombrados los arbitros, Feijoó por parte de Helmuth y D. Do- 
mingo Sierra, por la suya, con la condición espresa de que 
debían fallar en el término de tres meses, y si había discordia 
entre ellos, debían nombrar un tercero, pudiendo prorogarse 
el término, por un mes más, por convenio de las partes. 

Que Feijoó había laudado solo, un dia antes de Tencido el 
término, imposibilitando así el nombramiento del tercero y la 
próroga del término, siendo tal laudo nulo como lo había de- 
clarado este Juzgado. 

Que este procedimiento le había traido perjuicios, que no 
podía determinar, pero había fijado las bases para que se esti- 
masen en oportunidad. D. Desiderio Dante, en representación de 
Feijoó, contestó esta demanda, negando que su representado tu- 
viese culpa alguna en que no se hubiese laudado el pleito en la 
forma legal; que su representado no había podido conseguir del 
arbitro Sierra que se pusiesen de acuerdo para tramitar y fa- 
llar la causa, y la parte de Gelabert no había hecho tampoco 
gestión alguna para que los arbitros se espidiesen, como debió 
hacerlo si aquellos demoraban el pleito, hasta qu6 estando para 
vencerse el término, su representado entregó el espediente al 
Juzgado de Faz, para salvar su responsabilidad, y el laudo que 
pronunció como consta de la acta respectiva. 

Abierta la causa á prueba, la parte de Feijoó pidió se tuvie- 
sen como prueba las constancias de los autos sobre arbitrage, 
y la parte de Gelabert presentó algunos documentos después de 
vencido el término de prueba. 

T considerando; 1^ Que estos documentos debieron ser pre- 
sentados durante el término de prueba, y después no podían 
serlo, sino con juramento de haber recién llegado á su noticia. 
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6 no haber podido obtenerlos oportanamente, y no habiendo 
llenado esta prescripción legal, han debido ser rechazados como 
io pedia la parte contraria, pero mientras se tramitaba este 
incidente, las partes alegaron de bien probado, por cuyo moti- 
To se mandó agregarlos para resolver lo conveniente al pronan- 
oiar ]a sentencia definitiva; y puesto que figuran en los autos 
qae deben tenerse á la vista los originales délas copias presen- 
tadas, 4^0 corren á fojas 47 y 48, estas son completamente 
inútiles y y en cuanto á la carta, corriente á fojas 45 y 46, aun- 
que se dé por reconocida la firma, no prueba ningún hecho per- 
tiaente al juicio, que no conste de la protesta que hizo el arbi- 
tro Siexra y demás constancias de autos, y por consiguiente, 
es indiferente que tales documentos figuren ó nó en autos. 

2^ Que esta cuestión puede plantearse del modo siguiente : 
1*^ Si por culpa de Feijoó no se pronunció el laudo arbitral en 
el término legal; 2^ Si por culpa de Feijoó se hizo imposible 
que el laudo se pronunciase en adelante ; y 3*^ Cuáles son los 
danos y perjuicios causados. 

3^ Que respecto al primer punto, debiendo intervenir nece- 
sari&mente en todo juicio contradictorio, tres personas, actor, 
reo Y juez, estando además en este caso compuesto el Tribunal 
de dos jueces que debían obrar de común acuerdo, no consta de 
aatos quién fué el causante de que el juicio arbitral no se siguie- 
se Y resolviese como debió hacerse. En efecto, consta de autos 
qne IHelmuth presentó las cuentas de su administración ante 
este j uzgado, las cuales fueron observadas en general por Ge- 
labert, pidiendo se nombrasen arbitros para resolver las cues- 
tiones que surjiesen de la rendición de cuentas, y así se resolvió 
por a.nto de 28 de Mayo del año 1873, á foja 139, primer cuer- 
po, hombrados los arbitros para que funcionasen en el pueblo 
de Alercedes, é instalado el tribunal arbitral, consta áfoja 149^ 
qae fueron puestos en posesión de los libros y papeles de la 
alministracion, por el apoderado ó gerente de la casa de Gela- 
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bert, D. Bartolomé Cáceres, con la condición de no sacarlos de 
la casa, y qne este pidió además qae Helmath reconociese la 
firma del contrato que celebró con Gelabert, lo qne se yerifícó, 
habiendo los arbitros dirigido varias preguntas á Helmuth, al 
parecer, de oficio. Besulta pues de las constancias de autos, 
que el juicio arbitral no estaba en estado de resolución, pues 
no aparece que Gelabert hubiese tachado las cuentas presen- 
tadas, 7 formulado sus cargos, ni que los arbitros hubiesen 
dictado providencia alguna á fin de tramitar el juicio ú oir á 
las partes para resolver . 

4^ Que en las obligaciones de hacer, cuando el deudor no 
quiere 6 no puede ejecutar el hecho, el acreedor puede exigirle 
la ejecución forzada, á no ser que fuese necesaria violencia con- 
tra la persona del deudor, en cuyo caso, el acreedor podrá pedir 
perjuicios é intereses, (art. 629, Cód. Civ.). Las leyes espe- 
ciales que hablan sobre las obligaciones de los arbitros, exi- 
gen asimismo, que cuando los arbitros no resuelvan el pleito, 
pueden ser compelidos con prisión por el juez ordinario, (ley 29, 
tít. 4% Part. 3*), y el artículo 767 del Código de Prooedi- 
mientes de la Provincia, dá derecho á las partes para compeler- 
los á cumplir su encargo, bajo pena de responder por los daños 
y perjuicios. De estas disposiciones resulta: que para respon- 
sabilizar á los arbitros por los daños y perjuicios, han debido 
las partes instarlos, en tiempo oportuno, para que pronuncien 
su laudo, pues de lo contrario no puede saberse quién es el cul- 
pable de no haberse ejecutado el hecho, desde que él depende 
del concurso de muchas circunstancias y de la voluntad de las 
diferentes personas que intervienen en el juicio. Así pues, la 
parte que no hizo las debidas gestiones ante los arbitros hasta 
qne el pleito estuviese en estado de resolverse, no puede exigir 
daños y perjuicios de los arbitros por no haber pronunciado el 
lando, porque estos no podían pronunciarlo sin oir á las par- 
tes, y estas fueron negligentes en no solicitar de ellos en tiem- 
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po, 6 que tramitasen conyenientemente el asunto 6 qne pro- 
nonciasen sa laudo, si ya estaba tramitado. 

50 Qae respecto al segundo punto, ó sea si por culpa del arbi- 
tro Feijoó, se hizo imposible que se pronunciase el laudo, debe 
tenerse presente que cuando este arbitro presentó el espediente 
al Juzgado de Paz con el laudo qne pronunció, solo faltaba un 
dia para el vencimiento del término que tenían para laudar, 7 
en este breve espacio de tiempo no podían ya oir la demanda 
qae la parte de Gelabert debió formular, la contestación de su 
contrario, 7 discutir el laudo qae debían pronunciar; así es que 
por la negligencia de las partes 7 de los arbitros, 7 no por la 
colpa de uno de ellos, se hizo imposible el hecho. Es verdad que 
ninguno de los arbitros ha debido pronunciar por separado su 
lando, porque el compromiso exigía que lo pronunciasen for- 
mando un solo tribunal ; ese error ha producido el efecto de 
que tales laudos no tengan valor alguno legal, como se ha de- 
clarado, pero no se puede establecer que ha7a sido la causa 
que imposibilitó el pronunciamiento en forma legal. En efecto, 
si bien podría decirse que el hecho de haber el arbitro Feijoó 
fallado cuando el término no estaba aún vencido, impidió que 
se prorogase aquel por un mes más, 7 que durante esta pro- 
roga pudieron resolver legalmente el pleito, nombrando el ter- 
cero, si había discordia, siendo las partes de común acuerdo 
las que debían prorogar el término, como lo establece el com- 
promiso, no consta, sin embargo, que así lo hiciesen, ni que 
uno de los arbitros hubiese pretendido que el tribunal arbi- 
tral pidiese á las partes la próroga, 7 por consiguiente, á nin- 
guno se puede culpar especialmente de que tal próroga no se 
h'a7a acordado, cuando las mismas partes aparecen negligentes 
en acordarla, sabiendo que estaba para vencerse el término. 
Por otra parte, el hecho de que el arbitro Feijoó pronunciase 
su laudo sin estar de acuerdo con su colega 7 antes de haber 
oído á las partes, solo debía prodncir el efecto de inhabilitarlo 
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para continuar como arbitro, pero esto no autorizaba al otro 
arbitro para laadar por sa parte é inhabilitarse ignalmente 
para seguir desempeñando sus deberes de arbitro hasta resolver 
el pleito, pues el laudo de Feijoó pudo considerarse como una 
renuncia sin causa de su cargo, que autorizaba á las partes 
para nombrar otro que lo reemplazase exigiendo las costas del 
renunciante, ni podía impedir este procedimiento la circuns- 
tancia de estar para vencerse el término, porque este habría 
quedado en suspenso todo el tiempo que durase la tramitación 
y resolución del incidente, y estaba en poder de las partes 
prorogarlo por un mes más según el compromiso. De este aná- 
lisis resulta que tanto las partes fueron negligentes en no 
prorogar en oportunidad el tiempo, como los arbitros fueron 
culpables en pronunciar su laudo estemporáneamente y por 
separado. 

6^ Que según aparece de los anteriores considerandos, no 
resulta justificado que el arbitro Feijoó rehusó cumplir el hecho 
á que se obligó, ni que por su culpa se hizo imposible su ejecu- 
ción. Las leyes citadas y los principios de derecho exigen que 
el obligado se niegue á ejecutar un hecho determinado que ha 
causado los daños y perjuicios, y en el presenté caso el hecho á 
ejecutarse 6 sea el pronunciamiento del laudo, no dependía de 
la voluntad de uno solo, sino del concurso de otras circunstan- 
cias dependientes de la voluntad de otras personas, y no se ha 
probado que estas llenaron por su parte los deberes á que esta- 
ban también obligadas, y que fué debido á la culpa del deman- 
dado que no se fallase el pleito, ó que se venciese el término 
haciendo por esto imposible el hecho. Manresa y Beus, comen- 
tando el artículo 783 de la ley de enjuiciamiento Español, to- 
mo 4^) página 29, dice : c Si los arbitros hubiesen dejado trans- 
currir voluntariamente el plazo del compromiso sin dictar sen- 
tencia, á pesar de las gestiones de los interesados, como en este 
caso han cesado sus facultades, dicha demanda habrá de con- 
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cretarse á la indemnización de perjuicios é intereses». Seré 
pnes, qne debe mediar gestión de las partes, porque de otro 
modo no podría justificarse^ como no resulta justificado en el 
presente caso, quién es el culpable, si uno solo de los arbitros 
6 ambos, 6 si la culpa es de las partes por no haber gestionado 
su derecho ante aquellos hasta poner el pleito en estado de 
resolución, dejando transcurrir el tiempo que habían señalado 
para este objeto, ó no otorgando la próroga cuando sabían 6 
debían jaber que el término estaba para Tencerse. 

Por estos fundamentos : y omitiendo examinar el monto de los 
daños y perjuicios por no haber mérito para condenar al deman- 
dado, se declara : que absuelvo á D. Gustavo Feijoó de la de- 
manda qne contra él ha interpuesto D. Miguel Y. Gelabert, 
por daños y perjuicios; cada uno pague sus costas y las comu- 
nes por mitad. Hágase saber con el original y repóngase. 

Carlos Luna. 



Fallo de la Suprema C^rte 

Buenos Aires, Marzo 17 de 1887. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y nueve ; y devuélvanse, previa 
reposiiúoii de sellos. 



J. B. GOROSTUGA. — J. DOMINGUBZ. — ULA- 
DISLAO FRUS. — FEDERICO IBARGÚREN. — 
G. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XXTIII 



El Doctor Don José O. Machado contra la Empresa del FerrO" 
Carril Oeste SantafednOt por reivindicación de un terreno; 
sobre competencia. 



Sumario. — El que reivindica, fundado en título de compra 
seguido de posesión, ejercita un derecho propio y originario, no 
procesión 6 mandato. 



Caso.—M Doctor D. José O. Machado entabló demanda de 
reivindicación de un terreno contra la Empresa del Ferro-Car- 
ril Oeste Santafecino, invocando el fuero federal, por ser vecino 
de la Capital. 

La Empresa opuso que no correspondía el fuero federal por 
que los causantes del Doctor Machado eran vecinos de la pro- 
vicia de Santa Fé. 



Vallo diel Suém Federal 



Rosario, Julio 31 de 1886. 

Visto el incidente sobre competencia, y considerando : 1^ Que 
él está fundado por la parte del Ferro-Carril Oeste Santafecino 
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en qué la propiedad por ella ocupada ha pertenecido origina- 
riamente á otros propietarios que el demandante, domiciliados 
en esta ciudad, habiendo el antecesor del Doctor Machado ce- 
dido á este la propiedad del bien raíz en cuestión, aduciendo la 
parte demandada la cláusula pertinente de la escritura de tras- 
paso hecha por Dona Juana G. de Machado y Doña Fernanda 
Machado de Maldonado á favor del demandante. 

2® Que de aquí la parte demandada deduce ser la transferencia 
hecha al demandante como una simple cesión, sin traer por consi- 
guiente consigo el fuero federal, por cuanto la Suprema Corte 
tiene resuelto no se produce el fuero por cesión 6 mandato, requi- 
riéndose para ello que ei derecho que lo haga surtir sea originario. 

3® Que la cláusula de la escritura á favor del Doctor Macha- 
do, transcrita á foja 5 por el demandado y que se espresa en su 
parte pertinente así: c y dijeron que por la cantidad de dos mil 
pesos moneda nacional, que ya han recibido del Doctor D. José 
Olegario Machado] y por lo que le otorgan carta de pago, venden^ 
ceden y transfieren al mismo todas las acciones y derechos que 
tienen y les corresponden en la sucesión de D. Casimiro Macha- 
do, como viuda é hija legítima respectivamente del mismo, á 
los sobrantes de terreno que correspondan á dicha sucesión, 
etc. » — viene por sí misma á destruir el fundamento en que la 
parte del ferro-carril basa su escepcion: 1* Porque confesada 
esta cláusula por el mismo, hace prueba plena; 2® Porque por 
los términos de ella, se advierte no ser una cesión sino una ven- 
ta la verificada; y 3^ Porque es un principio elemental de dere- 
cho el de que la propiedad raíz no es suceptible del acto jurí- 
dico de cesión. ^ 

4^ Que la cesión, en el sentido legal, es la transferencia de 
un crédito y del derecho que de él se desprende, siendo por el 
contrario la compra-venta la transferencia de la propiedad de 
una cosa corpórea, mediante aceptación y precio cierto en dine- 
ro (arts. 1323 y 1434 del C6d. Civ.). 

T. I 11 
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5® Que al usarse en la cláasnla indicada en el considerando 3^ 
la palabra cesión, esta no puede tener ni tiene otro alcance que» 
el que trasmitía al comprador las acciones y derechos que tu- 
vieran las vendedoras al inmueble objeto del contrato, en razón 
de no existir un conocimiento perfecto respecto á su estension, 
transfiriéndole la propiedad y dominio de toda el área que 
resultare ser de las vendedoras, después de hecha la operación 
conducente al descubrimiento del área exacta, materia de la 
compra-venta. 

6® Que esto así, mal puede aplicarse la clasificación de cesión 
y no de venta del inmueble litigado. 

T Que la Suprema Corte, entre otros casos, en el mismo en 
que la parte demandante indica y que tuvo lugar entre el señor 
Paganini y el señor Guerra, tiene declarado que la venta de un 
inmueble hecha á persona que con relación á la otra parte con 
quien litiga tendría opción al fuero federal, lo adquiere por la 
simple compra-venta del mueble materia del pleito, como suce- 
de en el caso actual en que el comprador demandante es vecino 
de la provincia de Buenos Aires, y el que se dice ocupante, ve- 
cino de esta. 

8® Que por otra parte, la acción deducida lo ha sido á mé- 
rito de un derecho de propiedad existente ya al tiempo de la 
iniciación de esta acción en favor del demandante, alejando por 
esta razón hasta la más pequeña duda que pudiera existir, res- 
pecto al originario del derecho que se deduce. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar á la escep- 
cion deducida y declárase competente este Tribunal para enten- 
der en este litigio, debiendo contestarse derechamente la de- 
manda, con costas. Hágase saber con el original, y repóngase 
el papel en el acto de la notificación. 

G. Escalera y Zuviria. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Febrero 16 de 1887. 

Suprema Corte: 

La sentencia recorrida abunda en fundamentos de toda exao- 
tituiy y tastará referirme á ellos para pedir su confirmación. 

£1 derecho que ejercita el Doctor Machado es en efecto un 
derecho propio y originario, no por cesión ó mandato. 

£8 él dueño de determinados terreóos por compra que hizo á 
sos primitÍToa propietarios, y en su calidad de tal, demanda al 
Ferro-Carril Santafecino, que se ha apoderado, según dice, de 
sa propiedad. 

Nada más claro. Si una escritura pública de compra-venta 

ie uu \>ien raíz hubiera de importar una cesión, en el sentido 

ie ft^terar el fuero, sería imposible establecer el verdadero, en 

\^e;^^ de las numerosas enagenaciones á que dá lugar la activi-> 

\^ &el comercio en nuestros días. 

Eduardo Costa. 



Falto «la la Sapraaia Carta 



Buenos Aires, Marzo 19 de 1887. 

Vistos : No tratándose en el presente caso de una mera ce- 
sión de créditos, sino del traspaso de los derechos de propiedad 
de un terreno perteneciente á los vendedores, los cuales fueron 
consolidados por la posesión que el demandante tomó de dicho 
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terreno, 7 que no se ha negado por la parte demandada: por 
estos fundamentos, los concordantes del auto apelado^ y de con- 
formidad con lo espuesto j pedido por el Señor Procurador Ge- 
neral, se confirma con costas dicho auto, j previa reposición 
de sellos, devuélvanse al Juzgado de su procedencia. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GfiREN. — C. S. DE LA TORRE. 



CAUSA XXIX 



Ottmann y C^, contra la Empresa del Ferro-Carril Oeste 
Santafecino ; sobre entrega de mercaderías 



Sumario. '— La entrega de mercaderías hecha al encargado 
para recibirlas, se reputa hecha una vez que consta su entrada 
en los libros de aquel, y el sello, que en las prácticas del man- 
datario era el modo de otorgar recibo, en el conocimiento de las 
mismas. 



Caso. — Se refiere en el siguiente 
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Fallo del Jíaes Federal 

Rosario, Eaero 20 de 1886. 

Yistos estos autos, de los cuales resulta: V Que con fecha 
19 de Abril del año 1884, D. Emilio Mangiu cargó en la Esta- 
ción Pújalo del Ferro-Carril Oeste Santafecíno« con destino á 
esta ciudad, á la consignación de los Sres. Ottmann y C* y abo- 
nando flete hasta el establecimiento de los Graneros y Huelles 
del Rosario^ donde debían ser entregadas, doscientas veinti- 
cinco bolsas de trigo, con peso de diez j seis mil ochocientos 
setenta j cinco kilos (conocimiento de f. 1'). 

2^ Que con este documento j manifestando no habérseles 
hecho aún debida entregado ese trigo por la Gerencia del Fer-> 
ro-Carril Oeste Santafecíno, han comparecido los Sres. Ottman 
7 G* demandando á esta empresa por la entrega de aquella 
carga, solicitando en su defecto su pago] previa tasación por 
peritos, segnn su valor en el tiempo y lugar de la entrega. 

3« Que corrido traslado de la demanda, la compañía deman- 
dada la ha impugnado sosteniendo haber hecho á debido tiempo 
la entrega del trigo en el Establecimiento de los Graneros, á 
donde venía dirij ido, y cesado con esto toda responsabilidad de 
su parte, sosteniendo que dicha entrega aparece constatada, 
por una parte, por el sello estampado en el conocimiento de 
foja 1*, único recibo 6 constancia que aquel establecimiento 
ha acostumbrado dar y ha dado uniformemente de las cantida- 
des de cereales que le son llevadas á depósito, y por otra, por 
los libros del mismo establecimiento, en los cuales, después de 
haberse anotado dicho conocimiento, se ha raspado indebida- 
mente el signo 6 tarja con que se denotaba la entrega en él del 
trigo en cuestión. 

4^ Que abierta á prueba la causa, se ha producido por am- 
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bas partes la que oonsta: 1° del reconocimiento de la carta de 
foja 3, en qae el Gerente del Establecimiento de los Graneros 
y Muelles del Rosario reitera á los demandantes el hecbo de 
no haber recibido el trigo aludido; 2° de la declaración de 
foja 19, en la que el propio Gerente espresa ser cierto el con- 
tenido de la segunda pregunta del interrogatorio de foja 16, di- 
rigida á constatar que el sello que lleva el conocimiento de 
foja 1* es el único recibo que se ha requerido y dado en el 
establecimiento por los trigos llevados á él, agregando que 
dicho sello es independiente sin embargo del recibo que corres- 
pondería dar, si se requiriese, después de la descarga de cada 
wagón; j 3^ de la exhibición é inspección del libro de entradas 
del establecimiento de los Graneros practicadas á fojas 19 j 
40, en la primera de cuyas diligencias el Gerente citado mani- 
fiesta que la raspadura á que el demandado se refiere en su 
contestación, y que se nota en la partida de anotación del cono- 
oimiento de foja 1*, corresponde solo á la designación del mes 
en que se hizo dicha anotación, y en la segunda, que esa raspa- 
dura debe corresponder á la inicial del apellido del empleado 
que debió recibir el wagón H 12, que conducía el trigo, inicial 
que debió ser raspada por aquel una vez apercibido de la falta 
de ese wagón en los Graneros y del error con que había proce- 
dido al anotarlo como entrado. 

Y considerando: 1° Que aún cuando el sello estampado por 
la administración de los Graneros en el conocimiento de foja 1* 
no importa en sí y en abstracto un reconocimiento ó constancia 
esplícita del recibo del trigo en cuestión por aquella empresa, 
en las circunstancias de la causa puede él sin embargo conside- 
rarse con igual fuerza, por cuanto de los antecedentes relacio- 
nados aparece que en las prácticas de aquel establecimiento ha 
sido ese sello el único recibo dado por las cantidades de cerea- 
les entregadas en él, en calidad de depósito. 

2^ Que esta conclusión, que en todo caso tiene en su favor la 
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fuerza de ana vehemente presunción, se baila apoyada por otros 
actos del mismo establecimiento de no menor fuerza, cual es 
el de haber dado entrada en sus libros al wagón en que fueron 
trasportadas las doscientas yeinticinoo bolsas de trigo en cues- 
tión^ sin haber dado esplicacion satisfactoria de tal hecho ni 
(demostrado suficientemente que hubo error en él, ó salvádolo 
^iqaiera, si lo habo, en la forma de ley, ó por otro asiento en di- 
obos libros, siendo de notar qae con arreglo al artículo 76 del 
Código de Comercio, los asientos hechos en' los libros de los 
^uierciantes, cuyo carácter reviste como sociedad anónima la 
^ííipañla Graneros y Muelles del Rosario, hacen prueba contra 
^^merciante á que pertenecen, aún cuando no sean de los de- 



^ ^^os indispensables por el artículo 55 del mismo Código ; que 
^^^, debiendo considerarse como un asiento ó parte de él el 
^^^^ ó inicial del apellido del empleado que dio entrada al 
^agon citado en el establecimiento, no pudo ni debió ser aquel 
taspado ó inutilizado pretendiendo dejarlo sin efecto, con arre- 
glo á la disposición del artículo 66 de aquel Código, ni puede 
\ por consiguiente invocarse tal hecho como medio de inutilizar 

6 enervar la prueba que del asiento aludido resultaba; y final- 
mente, que habiendo obrado la sociedad de los Graneros como 
mandataria 6 encargada del recibo del trigo cuestionado por los 
demandantes, sus actos deben considerarse obligatorios para 
estos, sin perjuicio de las acciones que contra ella individual- 
mente puedan competir á aquellos. 

3^ Que en virtud de estos hechos, puede darse como cierto y 
bien justificado el hecho en que se apoya la defensa de la em- 
presa demandada, y en consecuencia, declarár8ele;exonerada de 
toda responsabilidad en el caso. 

Por tanto, definitivamente juzgando, declaro: no haber lugar 
á la demanda interpuesta, sin especial condenación en costas. 
Notifíquese con el original y repóngase el papel. 

C. S. de la Torre. 
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Fiill« Ú9 1» €mwím Saprenm 



Baenos Aires, Marzo 19 de 1887. 

Vistos: por sus fundamentos, y no habiendo mérito para la 
condenación en costas en primera y segunda instancia, se con- 
firma la sentencia apelada de foja cuarenta y tres, y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 



J. B. GOROSTIAGA. — I. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO FRUS. — FEDERICO IBAR- 
GÚREIf. 



CArSA XXX 



D. Eustaquio Madruga^ contra el Juez de lo Correccional de 
la Capital, Dr. D. Pastor S. Obligado, por delito de fal- 
sedad; sobre competencia. 



Sumario. — Los jueces de la Capital no están sujetos á la 
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}arisdiccion de los Tribunales Federales, por las faltas ó delitos 
qae cometan en el ejercicio de sus funciones. 



Caso. — D. Eustaquio Madruga acusó por delito de falsedad 
al Juez de lo Correccional de la Capital, Dr. D. Pastor S. Obli- 
gado, por haber espedido un informe falso en la causa que él 
seguía ante aquel contra el Cura de la Concepción, D. Luis I. de 
la Torre, 7 pidió que, pasándose los antecedentes á la Cámara 
de Diputados para obtener el desafuero del acusado, se le apli- 
case el máximum de la pena establecida por el artículo 64 de la 
ley nacional penal. 

El Procurador Fiscal, á quien se confirió yista de la acusa- 
sion, dijo que el Juzgado Federal no era competente para 
conocer en ella, ni Madruga tenía el derecho de entablarla, 
porque los jaeces déla Capital no podían ser juzgados sino por 
el Senado de la Nación, por acusación de la Cámara de Dipu- 
tados. 



Fallo tel Jíuea Federal 



Buenos Aires, Junio 19 de 1886. 

Autos y Tistes: Por las consideraciones aducidas por el 
Procurador Fiscal en su precedente Tista, no ha lugar á la de- 
manda entahlada por D. Eustaquio Madruga contra el Sr. Juez 
Correccional, Dr. Pastor S. Obligado. 

Andrés Ugarriza. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueaos Aires, Marzo 8 de 1887. 

Suprema Corte : 

D. Eustaquio Madruga acusa al Juez Correccional, Dr. Obli- 
gado, del delito de falsedad, previsto 7 penado por el artículo 
64 de la ley de Setiembre que designa los crímenes cuyo 
juzgamiento corresponde á los Tribunales Nacionales. 

Confundiendo el juicio político con el de las responsabilidades 
civiles 6 criminales á que dan lugar los delitos perpetrados por 
funcionarios públicos, el Juzgado Federal se ha declarado 
incompetente. 

Loes, á mi juicio, pero por una razón distinta. 

La Ley que organizó los Tribunales de la Capital ha dejado 
al conocimiento de los jueces de lo criminal, todos los juicios 
por delitos que según las leyes de Procedimientos corres^ 
ponden á la jurisdicción de la Capital en los que pueda 
imponerse pena mayor de un año de prisión. En este caso se 
encuentra el delito de que se hace cargo al Juez Correc- 
cional. 

Si en su mérito ha de ser sometido ajuicio, deberá serlo ante 
el Juez de la Capital, no ante el Juzgado de Sección. 

Sírvase Y. E. declarar, en consecuencia, que el Juzgado Fede- 
ral carece de jurisdicción en este caso. ' 

Eduardo Costa. 

Fallo de la Saprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 19 de 1887. 
Vistos : No estando sujetos á la jurisdicción de los Tribuna- 
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les Federales, los Jaeces de la Capital, por las faltas 6 delitos 
que cometan en el ejercicio de sus funciones, se confirma con 
costas el auto apelado de foja cuatro; y repuestos los sellos* 
deyuélranse. 



J. B. G0R08HAGA. — I. DOMÍNGUEZ.— 

ULADiSLAO frías (en disidencia). — 

FEDERICO IBARGfiREN. — C. S. DE LA 
TORRE. 



DISIDEIICU 



Vistos j considerando : Que el apelante acusa ante el Juez 
Federal del Crimen de esta Capital, al Juez Correccional déla 
misma, por el delito de falsedad, y pide se le condene al máxi- 
mum de la pena que señala el artículo sesenta y cuatro de la ley 
de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales ; 

Que solicita al mismo tiempo que, c en atención á que el 
acusado tiene por la Constitución, en su carácter de Juez, in- 
munidades de que debo ser previamente despojado para impo- 
nérsele el castigo á que se ha hecho acreedor, se pase la acu- 
sación, con los antecedentes del caso, á la Honorable Cámara de 
Diputados á los efectos del articulo cuarenta y cinco de la Cons- 
titución ; 

Que por la ley orgánica de los tribunales de justicia de. la 
capital, ei Juez Correccional no puede ser destituido de su 
puesto, sino en virtud de acusación de la Honorable Cámara de 
Diputados y fallo de la de Senadores ; 

Que solo después de ese juicio, la parte condenada queda 
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sujeta á acusación, juicio 7 castigo, conforme á las leyes, ante 
los tribunales ordinarios, según el artículo 52 de la Consti- 
tución ; 

Que de consiguiente, aún no ha llegado el caso de que los 
tribunales de justicia que sean competentes, ya nacionales, ya 
locales, puedan entrar á conocer de la acusación que se promueve 
contra el Juez Correccional, y que no debe iniciarse ante dichos 
tribunales sino después de la condenación del acusado en el 
j nicio político, tanto más, cuanto que ellos no son el conducto 
para llevar al conocimiento de las Cámaras las peticiones de 
los particulares. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo pedido por el se- 
ñor Procurador General, se declara incompetente para conocer 
en este asunto al Juez de Sección en lo criminal ; y devuélvanse, 
previa reposición de sellos. 



CAVSA XXXI 



De estradicton, contra Federico Gauzert y Cristian Teodoro 
Wehden, procesados en el Brasil por robo y falsificación 
de moneda. 



Sumario. — l^Los delitos de robo y falsificación de moneda 
están comprendidos en el tratado de estradicion de la Bepú* 
blicacon el Imperio del Brasil. 
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2® Procede la estradicion, siempre que se acompañe copia 
auténtica de las disposiciones penales relativas, del auto de pri- 
sión 7 sentencias condenatorias, en su caso, y la filiación de los 
procesados. 



Caso. — A requisición del Sr. Ministro Plenipotenciario del 
Brasil, 7 por orden del Ministerio del Interior, fueron captu- 
rados en el territorio de Misiones j pasados, con los antece- 
dentes de la requisitoria, al Juez Nacional de dicho Terri- 
torio, los individuos Federico Gauzert j Cristian Teodoro 
Wehden. 

Beoibida la declaración de estos y seguida la correspon- 
diente tramitación, se dictó el siguiente 



AUTO DEL JUEZ LETRADO 



Posadas, Agosto 28 de 1886. 

Vistos estos autos sobre estradicion de los subditos alema- 
Bes Cristian Teodoro Wehden y Federico Oauzert, de los 
cuales resulta existir dos sentencias pronunciadas en dos causas 
criminales en Lapa, que los condenan á prisión, la una con 
fecha 5 de Julio de 1885, por robo de dinero y documentos en 
la casa de Nicolás Arbigano, Villa del Bio Negro^ en la que se 
espresa haberse comprobado la culpabilidad de Pablo Gladhon 
como autor principal, y de sus compañeros Guillermo Schad, 
Luis Schultz, Gustavo XJnger, Christian Teodoro Wehden y 
Federico Gauzert, y la otra, fecha 30 de Agosto del mismo 
año^ sobre falsificación de moneda metálica extrangera y del 
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país, comprobada por esplícitos documentos, hallándose estos 
delitos comprendidos en los casos de estradicion. 

Que á esta solicitud se acompañó copia auténtica de las sen- 
tencias condenatorias, juntamente con las señas de los conde- 
nados, habiéndose justificado su identidad. 

QueWehden jQauzert fueron arrestados, sustanciándose 
la cansa con su audiencia, asistidos de un defensor é intervi- 
niendo un IFiscal especial; y considerando: Que según el 
tratado de estradicion de criminales entre la República Ar- 
gentina y el imperio del Brasil, á más de los documentos espre- 
sados deberá acompañarse á la requisición de estradicion, 
siempre que fuere posible, una copia del texto de la ley aplica- 
ble al hecho criminoso que se imputa, no existiendo en el pre- 
sente caso razón que justifique esta omisión. 

Que la ley del Congreso de 25 de Agosto de 1885, que fija el 
procedimiento á seguir en los casos de estradicion, establece 
como requisito indispensable la presentación de este documento, 
acordándose aquella estipulación, so pena de negarse la estra- 
dicion hasta que esa deficiencia sea subsanada. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo pedido en la 
defensa y solicitado por el Eiscal, el Juzgado resuelve no con- 
ceder la estradiccion de los subditos alemanes Christian Teo- 
doro Wehden y Federico Gauzert, hasta tanto sea presentada 
copia de las disposiciones legales aplicables al hecho penado, 
según la legislación del imperio del Brasil. 

Comuniqúese esta resolución al señor Ministro de Belacio- 
nes Esteriores, á fin de que, participándolo al Representante 
de dicho Imperio, sea ese vicio subsanado, y hágasele presente 
se sirva avisar á este Juzgado la fecha de su aviso diplomático. 



D. Quiroga. 
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Bemitída la copia de las disposiciones legales aplicadas, y 
oido al fiscal y al defensor de los presos, se dictó la 



SENTENUA DEL JUEZ LETRADO 



Posadas, Octubre 21 de 1886. 

Vistos y considerando: 1^ Qnecon fecha 28 de Agosto se 
dictó sentencia negando la estradicion de los reos Christian 
Teodoro Wehden y Federico Gauzert por deficiencia de los 
documentos acompañados al pedido, y se comunicó al Ministerio 
de Relaciones Esteriores á fin de que ese vicio fuese subsanado 
por el requirente. 

2^ Que según nota de ese Ministerio, el dia Teinte y uno 
de Setiembre avisó al Bepresentante del Imperio del Brasil 
aquella resolución, recibiéndose con fecha nueve de Octubre 
el documento de foja 30, presentado por dicho Bepresentantei 
conteniendo las disposiciones de los artículos 173 y 269 de la 
Ley Penal de su nación, aplicados á los delitos imputados. 

3* Que al exijir la ley de estradicion copia de las disposi- 
ciones legales* según la lejislacion del país requirente aplica- 
bles al hecho acusado, es á fin de que el juez que entiende en el 
pedido pueda apreciar si la pena aplicada pertenece & la cate- 
goría de las penas que por las leyes del país requirente cor- 
responden al crimen ó delito en cuestión (art. 18, ino. A^). 

if Que las copias recibidas bastan á este objeto, no obs- 
tante que hubiera sido de mayor satisfacción al Juzgado que 
ellas se hubiesen estendido á todas las disposiciones penales 
traídas á cuenta en la sentencia sobre moneda falsa. 

Por estas consideraciones, se declara hallarse salvado el vicio 
que obstaba á la estradicion de los reclamados Wehden y 
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Ganzert, j en consecuencia concédese esta, poniendo á los 
referidos reos á disposición del señor Ministro de Belacionea 
Esteriores para qae proceda á su entrega, recordándose la 
conveniencia de que las copias de las leyes aplicables á loa 
hechos acusados, sean estensiTas á todas las disposiciones 
que mencione la sentencia. Hágase saber, y remítase original 
este proceso al Ministerio de Belaciones Esteriores. 

D. Quiroga. 



VISTA DEL SEllOR PROCURADOR GENERAL 



Marzo 7 de 1887. 

Suprema Corle: 

Están perfectamente llenadas, á mi juicio, las condiciones 
requeridas, así en el Tratado con el imperio del Brasil como 
por la ley general de la materia, para autorizar la estradicion 
de los indiyiduos reclamados Christian Teodoro Wehden y 
Federico Ganzert. 

Los crímenes de robo y falsificación de moneda de que dichos 
indiTÍduos son acusados, están, en efecto, notoriamente com- 
prendidos en los términos del tratado : háse acompañado el auto 
condenatorio y de prisión espedido por autoridad competente ; 
la identidad está comprobada ; y se han presentado, por último, 
las disposiciones legales que determinan el castigo, que no es 
superior al que para tales delitos establecen nuestras leyes, con 
la sola diferenciado un año, como máximum, para los falsifica- 
dores de moneda. Es este máximum, por nuestras leyes, de siete 
años de trabajos forzados, y de ocho por la ley Brasilera. 

Siendo un principio admitido que la Nación requirente no 
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de1)e imponer mayor castigo que el que la ley de la requerida 
determina para el mismo delito, juzgo oportuno consigne Y. E. 
esta circunstancia en la resolución que confirma la del Juez 
Letrado de Misiones. 



Eduardo Costa. 



Falto úm te •apvenuí Cmwtm 



Buenos Aires, Mano SS de 1887. 

Tistes : Por sus fundamentos, y oido el señor Procurador Ge- 
neral, se confirma con costas el auto apelado de foja treinta y 
cuatro Tuelta, por el cual se declara procedente la estradi- 
cion de los subditos alemanes Christian Teodoro Wehden y 
Tederico Ganzert, solicitada por el señor Ministro del Brasil, á 
los efectos de los delitos de robo y falsificación de moneda de que 
son inculpados en los documentos de foja diez y nueve y yeinte ; 
y de conformidad al artículo veinte y tres de la ley de veinti- 
cinco de Agosto de mil ochocientos ochenta y cinco, remítanse 
originales estos autos al Excelentísimo señor Ministro de Rela- 
ciones Esteriores por intermedio del de Justicia, haciéndolo 
saber por oficio al Juez Letrado de Misiones. 



h B. GOROSTUGA.— J. DOMÍNGUEZ. 
— ÜLADISLAO FMAS. —FEDERICO 
IBAGfiREIf. — G. 8. DB LA TORRE. 



T. I la 
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CAUSA XXXII 



D. Antonio Santa Maria, contra D. Carlos Casado ; 

sobre fianza de arraigo 



Sumario. — No procede la fianza de arraigo contra el qne 
se ausenta dejando representante legal y bienes raices sufi- 
cientes para hacer frente á las responsabilidades del juicio. 



Caso, — Con motivo de ausentarse para Europa D. Carlos 
Casado, D. Antonio Santa María, alegando que tenía con aquel 
tres pleitos pendientes, pidió se le prohibiera la salida, mien- 
tras no diera fianza por las responsabilidades que podían cor- 
responderle en los mencionados pleitos. 



Fiilto del Jaem FederiüL 



Rosario, Julio 26 de 1886. 

Autos : y ^isto este incidente iniciado por parte del Sr. Santa 
María, solicitando la fianza de arraigo por tres pleitos que dice 
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tener en este Juzgado con D. Carlos Casado. Y considerando : 
1^ Que el objeto déla fianza de arraigo á que se refiere la ley 
es para garantir los derechos qne se persiguen en un juicio, y 
i fin de que ellos no se hagan ilusorios con el cambio de domi- 
cilio de una de las partes, ó el trasporte ú ocultación de los 
bienes existentes al tiempo de la iniciación de la acción (Gara- 
yantes y Manresa, t. 2^, pág. 116 y siguientes). 

2^ Que en el caso presente, D. Carlos Casado, como es público 
7 notorio, ni ha cambiado domicilio, en el sentido legal de esta 
palabra (arts. 92, 97 y 99 del Cód. Civil), ni transportado, ni 
tratado de ocultar sus bienes, ni tampoco ellos han desapare- 
cido, para que pueda presumirse su insolyencia, presunciones 
que quedan corroboradas con el silencio guardado á este respecto 
por la parte de Santa Maria. 

3^ Que es un principio universal de derecho, el de que cuan- 
do cesa el objeto de la ley, cesa también su efecto, siendo este 
principio de perfecta aplicación al caso sub judiee. 

4® Que la Suprema Corte tiene resuelto no proceder la fianza 
sino en el caso de que los extranjeros sean transeúntes no do- 
miciliados en la BepúbUca, declarando que no son tales los que 
ejerzan en el país una profesión, arte ú oficio, como la ejerce 
D. Carlos Casado. (Causa 11, tomo 9, Serie Í% página 403). 

5** Que uno de los tres juicios por los cuales la parte de 
Santa Maria solicita el arraigo, no está trabado con D. Carlos 
Casado, sino con la Compañía anónima del Ferro-Carril Oeste 
Santafecino, presidida esta por otra persona distinta de 
aquella, lo que hace asimismo, por esta razón, improcedente & 
este respecto la fianza solicitada. 

6^ Que según la ley Nacional de Procedimientos, la fianza 
de arraigo solo es procedente para el extranjero no domici- 
liado en la República (art. 74), y como escepcion dilatoria 6 
como disposición preliminar, antes de entablarse una demanda 
ordinaria, (artículo 55, inciso 3® de la misma ley). 
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7* Que por ningano de los dos casos anteriores se encuentra 
rejída la solicitad del señor Santa Maria, pnes ni el domi- 
cilio se ha cambiado con arreglo á las disposiciones citadas en 
el considerando 2^ ni es tampoco la actual, estación oportuna 
para deducir laescepcion dilatoria enunciada, la que debe ser 
hecha en calidad de artículo previo, dentro del plazo desig- 
nado por la ley, según el artículo 72 de la misma ley de Pro- 
cedimientos, ni por último, antes de entablarse las demandas* 
las que, por el contrario, se encuentran, una en estado de 
sentencia y la otra, finalizada ya la prueba. 

9* Y por último, que es atribución y deber del Juez man- 
tener á las partes en el terreno mesurado y sereno de la jus- 
ticia, no debiendo permitir se extralimiten aquellas usando 
de conceptos que pueden ser hirientes á la contraria, esceso que 
se nota en el escrito de la parte del Sr. Casado. 

Por estos fundamentos y otros que se omiten, declaro no 
haber lugar al otorgamiento de la fianza solicitada, aperci- 
biéndose á la parte de Casado por los términos usados en su 
esciHo de foja... Hágase saber con el original, y repóngase 
el papel. 

6. Escalera y Zuviría. 



Vulto de to 0a|iveiii* Corto 



Buenos Aires, Marzo 29 de 1887. 

Vistos : resultando que D. Carlos Casado se ha ausentado 
dejando representante legal y bienes raices suficientes para 
hacer frente á las responsabilidades que pueden correspon- 
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derle en los jaioios & que se refiere la parte de Santa María ; 
por esto 7 los fundamentos concordantes del auto de foja diez 
j siete Tuelta, se confirma dicho auto con costas. Bepuestos 
los sellos* deYuéWanse. 



J. B. G0R08TIAGA. — S. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO frías. — G. 8. DB LA 
TORRE. 



CAUSA XXXIII 



D. Francisco A. Bellizia, contra D. Miguel Forcella, por 
rescisión de contrato de arrendamiento ; sobre litis pen- 
dencia. 



Sumario. — La demanda no contestada sobre cumplimiento 
de contrato de subarriendo, no puede fundar la escepcion de 

litis pendecia contra la de rescisión de dicho contrato. 



Caso. — D.Francisco A. Bellizia demandó á D. Miguel 
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FoToelIa por resoision de contrato de subarriendo, por no ha- 
berle pagado el alquiler durante seis meses. 
Torcella opuso la escepcion de litis pendencia, fundado en 

que había entablado demanda contra Bellizia sobre cumpli- 

• 

miento del citado contrato, ante el otro señor Juez Federal de 
la Capital. 



Vallo del JaoB Vedeml 



Ráenos Aires, Diciembre 3 de 1886. 

Vistos : para resolver sobre la escepcion de litis-pendencia 
propuesta por D. Miguel Forcella en la demanda deducida por 
D. Francisco A. Bellezia, sobre rescisión de un contrato de 
locación por falta de pago de dos períodos consecutivos de 
alquileres. 

Considerando : 1^ Que para ser procedente la litis-penden- 
cia deben concurrir indefectiblemente las circunstancias si- 
guientes : identidad de personas, identidad de causas 6 acción, 
é identidad de objeto^ 6 bien, que reuniendo la primera y 
última condición, las acciones sean directamente contrarias 
de modo que se destruyan recíprocamente. 

2® Que en el caso sub judice^ si bien son las mismas las 
personas que litigan, la causa y objeto de ambas demandas 
son completamente diversas, no pudiendo decirse que las ac- 
ciones sean contrarias, pues aún resuelta en cualquier sentido 
la de Forcella, quedaría subsistente la de Bellezia. 

3*^ Que además, para que pueda decirse jurídicamente que 
hay litis-pendencia, es necesario que la demanda haya sido 
contestada ante el juez á quien se ocurrió primero, porque sino 
desde ese momento queda trabado el pleito para todos los efec- 
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tos del procedimiento, conforme lo ha resuelto la Suprema 
Corte en la página 290, Serie 2*, tomo 11, Fallos, loque no ha 
sucedido, según resolta del espediente traido. 

Por estos fundamentos, fallo no haciendo lugar, con costas, 
á la escepcion opuesta, y contéstese derechamente la demanda. 



Virgilio Jf. Tedin. 



Falto de to ñuprewum Carie 



Buenos Aires, Marzo S6 de 1887 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma -con costas el auto 
apelado de foja ocho. Bepuestos los sellos, deyuéhanse. 



J. B. GOROSTUGA. — J. DOIIIRGUSZ. — 
ÜLADISLAO frías. — C. S. DE LA 
TORRE. 
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CAUSA XXXIT 



Contienda de competencia entre la Ea>celentísiina Cámara de 
Apelación en lo Civil y la Cámara especial en la causa de 
Hume Hermanos^ contra D. Juan Clark. 



Sumario. — La Saprema Corte no tiene jurisdicción para 
decidir las contiendas de competencia entre las Cámaras de 
Apelación de la Capital. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Marzo 23 de 1887. 



Suprema Corte : 



El artículo 101 de la ley de 12 de Noviembre último, ha 
dejado sin efecto la disposición de la ley de Diciembre de 1881 
que atribuía & Y. E. jurisdicción para resolver las cuestiones 
de competencia entre las Cámaras de la Capital (art. 99)* 
« En caso de producirse contienda de competencia entre ambas 
Cámaras, dice el artículo 101 mencionado, el Presidente de la 
Cámara de lo Civil las reunirá en Tribunal y la decidirán á 
mayoría de votos » . 
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Ya seSi pues, que haya verdadera contienda entre la Cámara 
especial y la titular, como pretende la primera, ya que no 
exista tal competencia por las razones que la Sala de lo Civil 
hace valer, el procedimiento á seguir es el que marca el artí- 
culo 101 antes citado. 

Sírvase y. E. declarar, en esta virtud, su incompetencia en el 
presente caso. 

Eduardo Costa. 



Fiilto de 1» C#rie Saiirentii 

Baenos Aires, Marzo 29 de 1887. 

Atento lo dispuesto por el artículo ciento uno de la Ley Orgá- 
nica de los Tribunales de la Capital, fecha doce de Noviembre 
del aSo próximo pasado ; y de conformidad con lo pedido por 
el Señor Procurador General en su precedente vista, se declara 
que esta Cortees incompetente para conocer del presente asunto. 
En su consecuencia, devuélvanse estas actuaciones á la Cámara 
de su procedencia. 



^ B. GOROSTUGA. — J. DOMÍNGUEZ.— 
ULÁDISLAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — G. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XXXT 



La Municipalidad de la Capital, contra D. Vicente Ortega 
por espropiacion ; sobre otorgamiento de escritura 



Sumario. — El i^dquirente de la cosa espropiada, puede ele- 
gir al esoribano que d'eba autorizar la escrituración de la venta. 



Caso. — Concluido el juicio de espropiacion de la finca calle 
Lorea, número i9 á 27, contra su propietario D. Vicente Or- 
tega, la Municipalidad de la Capital pidió se pasaran los títulos 

• 

al escribano D. Carlos de la Torre para autorizar la escritura 
de venta. 



Fiilto deUuea Federal 



Buenos Aires, Noviembre 3 de 1886. 

Debiendo ser otorgada por el esoribano actuario la presente 
escritura» como lo prescribe el Beglamento de los Juzgados 
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SeooionaleSy de doce de Octubre de mil ochooientos sesenta y 
tres, pásenlos autos á Secretaría á sus efectos. 



Ugarriza. 



WmU9 de Mm Svi^i 



Baenos Aires, Mano S9 de 1887. 

Vistos : No siendo esclusiva la facultad que la ley de veinte 
7 seis de Agosto de mil ochocientos sesenta y tres atribuye á 
los Secretarios de los Juzgados de Sección, para el otorga- 
miento de escrituras de venta que emanen de actos judiciales ; 
7 pidiéndose por el comprador que la escritura de espropiacion 
sea estendida por otro Escribano en so Registro de contratos 
públicos» se revoca el auto apelado de foja sesenta y cuatro 
vaelta, 7 previa reposición de sellos, devuélvanse. 



J. B. GOROSTUGA — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO FIOAS. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XXXTI 



D. Florencio E. Barón, contra D. Manuel Monteavaro^ 
por cobro de pesos ; sobre pruebas 



Sumario. — V No habiendo omisión 6 colpa imputable ala 
parte, pueden legalmente recibirse fuera del término probatorio 
las pruebas pedidas en tiempo, dentro de dicho término. 

2® No es necesario para ese objeto, pedir próroga del término, 
y la solicitud de próroga, hecha con este fin después de vencido , 
es improcedente. 



Caso. — En la demanda de Barón contra Monteavaro, se 
abrió la causa á prueba por diez dias. 

Dentro de este término, el actor pidió la declaración de unos 
testigos, que el Juzgado admitió, debiendo algunos declarar 
fuera del Municipio. 

Vencidos los diez dias, el actor pidió próroga para que pudieran 
declarar dentro del término probatorio estos últimos testigos. 

El Juez proveyó de conformidad. 

El demandado pidió revocatoria por haberse pedido la próroga 
después de vencido el término fijado. 
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Vulto úmt Jaea Fedeval 



Mendoza, Noviembre 10 de 1886. 

T Tístofi : considerando : Qne si bien resulta del precedente 
certificado del actaario, qne el término de pmeba yenció con 
anterioridad á la presentación del escrito de próroga por parte 
del Dr. Lencina, no se trata en el caso de la producción de 
nueyas pruebas* sino del cnmplimiento del decreto fecha 20 de 
Octubre próximo pasado, mandando rendir la ofrecida en tiempo 
por el escrito de foja 16. 

Que por consiguiente, & esos objetos es del todo improce- 
dente é innecesaria la solicitud de próroga del demandante, 
como la oposición de la contraria, siendo doctrina univer- 
salmente admitida en nuestros tribunales, y sancionada por 
diversos fallos de la Suprema Corte, que puede rendirse legai- 
mente fuera del término de prueba, la ofrecida en tiempo, 
siempre que no baya culpa ni omisión imputable en la parte que 
la ofreció* ó medien impedimentos del Juzgado para recibirlas 
dentro del término concedido, circunstancias que no han sido 
objetadas, ni existen en autos antecedentes que autoricen á 
denegar la pmeba en cuestión. Por tanto, se resuelve que deben 
estar las partes & lo decretado á foja 16 vuelta, pudiendo el 
demandante pedir señalamiento de nuevo término para el exa- 
men de los testigos residentes en la ciudad , si no hubiera renun- 
ciado á esta praeba. Hágase saber y repóngase el sello. 



Jtmn del Campillo. 
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Valle de la Suprema Certe 



Buenos AireSi Manso 29 de^l887. 

Vistos : Por sas f andamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja veinte y siete; y deyuélvanse, previa reposi- 
ción de sellos. 



J. B. GOROSTUGA. — J. OOMOIGUEZ. — 
CLADISLAO rRIAS. — FEDERICO IBAR- 
GCREN. — C. S. DE LA TORRE. 



CAV8A XXX YII 



D. Florentino Vocos, contra Rodolfo Parodi y C, por cobro 

de pesos ; sobre litis-pendencia 



Sumario. — Los antecedentes obrados ante nn jaez para 
obtener ana rendición de caentas, no paeden constitair la escep- 
cion de litis-pendencia contra la acción qae, por no haberse ren- 
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dido debidamente las cuentas pedidas^ se entable para cobrar 
el saldo que el actor pretende que se le debe. 



Caso. — Se refiere en el siguiente 



Vulto del Jura Vedeml 



Baenos Aires, Noviembre 5 de 1886. 

Vistos 7 considerando : 1^ Que demindado D. Rodolfo Parodi 
y C*, para que rinda cuentas de operaciones á comisión, confia- 
das por D. riorentíno Yocos, presentó las que corren de foja 
6álO. 

2* Que impugnadas y rechazadas por este, por no haberlas 
presentado con las condiciones que prescribe la ley, se resolvió 
por auto de foja 30, que el demandado rinda cnentas en debida 
forma en el término de tres dias, bajo apercibimiento de lo que 
haya lugar por derecho. 

3^ Que para cumplir ésta resolución, el demandado limitóse á 
presentarlos documentos de foja 41 á foja 44, pidiendo su 
agregación á los autos, con cuyo motivo el actor manifestó, en 
el escrito de foja 49^ que no asentía á su oontenido, reserván- 
dose el derecho de objetarlas cuando Parodi cumpla lo orde- 
nado de rendir cuentas en forma legal. 

4^ Que vencidos con esceso los términos acordados á este, con 
ese objeto, el Dr. Yocos presentó el escrito de foja 60, conte- 
niendo en detalle las cuentas parciales emanadas de Parodi y G*, 
dednciendo demanda en forma para que se le condene al pago 
del saldo de mil seiscientos treinta y siete pesos* con sesentj^ y 
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naeve oentavos nacionales, que según la cuenta formulada por el 
mismo actor debía resultar ásn favor. 

5® Que de los antecedentes espuestos, se desprende que es 
completamente improcedente la escepcion de litis-pendencia 
opuesta por Parodi y G* á esta demanda^ pues el auto que re- 
chazó la rendición de cuentas de foja 6 á 10, ha sido consentido, 
y sus efectos no han podido modificarse por la presentación de 
cuatro documentos aislados, no siendo dicha demanda sino una 
consecuencia lójica de la rebeldía del demandado, ó sea, uno de 
los caminos á seguir para hacer efectiva la acción deducida, no 
obstante esa rebeldía. 

6** Que además, y admitido por via de hipótesis que el primer 
incidente sobre rendición de cuentas no hubiese quedado ter- 
minado por el auto de foja 30, no sería menos improcedente la 
la escepcion de que se trata, pues el inciso 3^ del artículo 73 
de la ley nacional de enjuiciamiento, solo admite como escep- 
cion dilatoria el pleito pendiente en otro juzgado ó tribunal 
competente, por el peligro que hay de que una misma acción 
sea juzgada dos veces por jueces diferentes, lo que no podría 
suceder en el presente caso, pues está ante el mismo juez y en 
el mismo espediente la nueva demanda, que precisamente tí6ne 
por objeto cerrar toda cuestión sobre las pretendidas cuentas 
presentadas por Parodi y C*. Por estos fundamentos y concor- 
dantes del precedente escrito, fallo no haciendo lugar con costas 
á la articulación promovida en el de foja 67, y contéstese la 
demanda en el término legal. Notifíquese original, y repónganse 
los sellos sin más trámite. 



Virgilio M. Tedin. 
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Fallo de la 'Suprema. Corte 

Buenos Aires, Marzo 31 de 1887. 

Tistes : Por sus fandamcntos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja setenta vuelta, y devuélvanse, previa reposioioa 
de sellos. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULAD18LA0 FRÍAS. — FEDERICO IBAR- 
( GUREN. — G. S. DE LA TORRE. 



CAUSA XXXVIII 



D. lS¿{i&tajquio Madruga en recurso contra una sentencia de 
la Cámara de Apelaciones en lo Correccional de la Capital. 



Sumario.— >^o procede el recurso del artículo 14 de la ley 
de 14 Setiembre de 1863 sobre jurisdicción de los Tribunales 
Nacionales, en el caso en qué no se ha puesto en cuestión nln- 
gon principio constitucional, ni ley de la nación. 



Caso, — Se halla esplicado en la siguiente : 

T. I 13 
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VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 38 de 1888. 

Suprema Corte: 

Un dia Yiérnes Santo, D. E. Madruga repartía gratuita- 
mente á las personas que entraban y salian de la Iglesia de la 
Concepción un periódico contrario de la Religión Católica, y 
dirigido á desautorizar la devoción que en aquel momento reu- 
nía á los fíeles. 

El Cura Párroco juzgó que era ello un ataque á la Religión 
Católica y pidió á la policía impidiera la distribución del pe- 
riódico en cuestión. 

Con este motivo Madruga, fué conducido i la Comisaría in- 
mediata y puesto luego en libertad. 

Tal es el origen de la demanda que interpuso contra el 
Cura, bajo el fundamento de que se le había impedido hacer lo 
que la ley no prohibe. 

El Juzgado Correccional entendió que no era un acto lícito 
la distribución de una publicación contraria á la Religión Cató- 
lica en los momentos en que se hacia ; y que, por el contra- 
rio, era el acto de irreverencia cometido en lugares desti- 
nados al culto Católico, ó al de cualquier otra religión, penado 
por el artículo 443 del Código Penal. Absolvió, en consecuen- 
cia, al Cura, de la demanda, é impuso, á la vez, al demandante 
la pena de ocho dias de arresto, ó la multa de 50, pesos por su 
falta á los respetos debidos al Juzgado, con arreglo al artículo 
63 de la ley que organizó los Tribunales* de la Capital. 

Esta sentencia fué confirmada en todas sus partes por la Cá- 
mara respectiva. . 

Como se vé, solo se ha tratado en este caso de una simple 
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aplicación de las leyes del Congreso, sin que se haya puesto 
en cuestión, ni un principio constitucional, ni una ley de la 
Nación, en oposición á las leyes de Froyincia. 

El recurso deducido no se encuentra, por consiguiente, en 
ning^o de los casos previstos por el artículo i 4. 



Eduardo Costa. 



Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 2 de 1887. 

Vistos en el acuerdo : No hallándose el presente recurso 
comprendido en ninguno de los casos previstos por el artículo 
catorce de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tri- 
Innales Nacionales; y de conformidad con lo espuesto y pedido 
por el Señor Procurador General en su precedente vista, no 
ba Ingar á dicho recurso. 

Devuélvanse, en consecuencia, los autos á la Cámara de su 
procedencia, previa reposición de sellos. 



J. Br GOROSTUGA. — ULADI8LA0 FRÍAS.— 
FEDERICO IBARGURSR. — C. 8. OE 
LA TORRE. 
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CAUSA XXXIX 



D. José Castilla, contra D, Medardo Cornejo, por rendición 
de cuentas; sobre jurisdicción arbitral 



5umarto.— Las cnestiones relativas á una sociedad mercan- 
til entre los litigantes, deben resolverse por arbitros. 



Caso.—J). José Castilla demandó por rendición de cuentas de 
nn negocio hecho en sociedad, á D. Medardo Cornejo. 



Fallo del Juem Federal 



Tucuman, Agostó 26 de 1886. 

Besiiltando de los antecedentes de este juicio que se trata de 
dirimir cuestiones relativas á una sociedad mercantil entre 
los litigantes, de conformidad al artículo 5il del Código do Co- 
mercio, que establece que todas ellas deben decidirse por arbi- 
tradores, comparezcan las partes á la audiencia del martes 3i 
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á las 12 del dia, para yerificar el nombramiento de los Jaeces 
arbitradores. Repónganse los sellos. 

Luis F. Araoz. 



VISTA DEL^ SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 12 de 1888. 



Suprema Corte: 



Las disposiciones del Código de Comercio, con respecto i los 
derechos y obligaciones de los socios entre sí, son tan claras y 
esplícitas, qne no se concibe cómo pueda el señor Castillla 
justificar el recurso que ha deducido para ante Y. E., ni ma- 
cho menos, cómo pretenda arreglar sus diferencias sociales 
de otra manera que por medio de jueces arbitradores, según 
previene terminantemente el artículo 511. 

Pero no es esta la cuestión principal en este caso. En laespo- 
sicion de los hechos en que apoya su demanda, se espresa el 
señor Castillo en estos términos c Otero hizo cesión de su 
contrato á favor de Castilla y Comejo^ conviniéndose entre 
ellos fue el negocio seria administrado por Cornejo y divi- 
dirian por mitad las utilidades^. 

Existe pues sociedad reconocida por el demandante y la ac- 
ción que ejercita tiene su origen en hechos 6 actos que de ella 
derivan. 

Ahorabien; es jurisprudencia establecida por esta Corte, inter- 
pretando la letra y el espíritu del artículo 10 de la ley de juris- 
dicción y competencia, € que los asociados entre si ó en sus 
contestaciones con la sociedad, no tienen sino un solo y único 
f aero, que se determina por el lugar del establecimiento de la 
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sociedad, en el cnal se presume legalmente qne han elejido 
domicilio para el conocimiento de sus derechos y cumplimien- 
to de sus obligaciones, como socios, de lo cual se deriva que 
en tales casos no puede surtir el fuero federal por razón de las 
personas >. La justicia federal es, por tanto^ incompetente para 
conocer de la acción deducida por Castilla, contra su socio 
Cornejo, y así ha de servirse Y. E. declararlo. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Corte 

Baenos Aires, Abril 14 de 1887. 

Vistos : Por sus fundamentos, y por lo que resulta de la acta 
de foja ochenta y siete, se confirma con costas el auto apelado 
de foja sesenta y ocho; y devuélvase, previa reposición de sellos. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. 
— FEDERICO IBARGCREN . — G. S. 
DE LA TORRE. 
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CAUSA Xli 



D. Francisco Bollo, contra D. Ernesto Amadey; 
sobre cobro de pesos fuertes 



Sumario. — Las obligaciones contraídas á pesos inertes, 
antes de los decretos j ley sobre inconyersion, deben ser 
satisfechas en oro, 6 en pesos de cnrso legal, por sn valor 
corriente en plaza. 



Caso. — El caso se halla esplicado por el 



IWto úéí Jara Fe#eml 



Corrientes, Junio_S3. de 1886. 

Y vistos : D. Fernando Alsina, apoderado de D. Francisco 
BollOy snoesor de los derechos que confiere el contrato para la 
oonstr noción de nn mercado público, demandó á D. Ernesto Ama- 
dey por la cantidad de doscientos cincuenta y seis pesos y cin« 
cuenta centavos inertes que le adeudaba, procedentes de im- 
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puestos establecidos por las bases 5*^7 6^ del espresado contrato, 
la primera denlas cuales dice : Que el contratista tendrá dere- 
cho para cobrar setenta y cinco centavos fuertes diarios por la 
carne de cada animal vacuno que se espenda para el consumo de 
esta ciudad, sea dentro, sea fuera del mercado; j la segunda es- 
presa : que este impuesto no pnede ser variado durante el término 
del contrato. Que el demandado sostiene que puede pagar la 
cantidad adeudada con billetes del Banco Nacional, por su Y¿lor 
escrito, de acuerdo con la ley sobre curso forzoso, de i5 de Oc- 
tubre del año pasado, lo que no acepta su representado, pre- 
tendiendo que debe abonársele en oro 6 en billetes de curso 
legal por su valor corriente, y entra luego á fundar su preten- 
sión estudiando el artículo 67, inciso 1^ de la Constitución 
Nacional, la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte 
de Justicia sobre el curso forzoso decretado en distintas épocas, 
las diferentes leyes de monedas que se han dado, y por fin, la 
última sentencia de la Suprema Corte^ bajo el imperio de la 
ley de 15 de Octubre citada, y concluye pidiendo sea obligado 
el demandado al pago de la cantidad demandada, en la forma 
espresada, los intereses moratorios desde la demanda y las 
costas. En un otro sí manifiesta que en lugar de la cantidad 
espresada, hasta el dia de la presentación de la demanda, Ama- 
dey le adeuda trescientos tres pesos y setenta y cinco centavos 
fuertes, y modifica su demanda cobrando esta última cantidad. 
D. Ernesto Amadey, contestando la demanda, confiesa deber la 
cantidad que se le cobra, pero sostiene que el demandante está 
obligado á recibir en pago los billetes del Banco Nacional por 
8u valor escrito, con arreglo á lo dispuesto por la ley de 15 de 
Octubre pasado; estudia las resoluciones que se han dado por 
los Tribunales, después de los decretos sobre curso forzoso, 
y principalmente, el texto de la ley citada que permite chan- 
celar las obligaciones contraidas á moneda nacional oro^ con 
billetes por su valor escrito ; esceptuando solamente las que 
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hubiesen sido contraidas á moneda especial, entre las cna- 
les no podía ser contada la obligación que se le cobra, por- 
que cuando se le cedió el contrato de Mercado, el peso fuerte 
era por la ley una moneda nacional corriente, y por consi- 
guiente, las obligaciones emanadas de ese contrato, fueron 
contraidas á moneda nacional oro, y nó á moneda especial. 
Que si la Corte Suprema ha resuelto en el caso de Gowland 
contra Mallman y C* que estos deben abonar á oro, es por- 
que cuando celebraron el contrato estaba desmonetizado el 
peso fuerte por la ley del año 81 sobre la moneda nacional que 
circula hoy día, y en tal caso la estipulación á pagar en fuer- 
tes yenía comprendida en la escepcion de la ley, porque han 
sido desmonetizados los pesos fuertes y dicha estipulación fué 
á moneda especial; pero cuando se celebró el contrato sobre el 
mercado no existía la moneda nacional actual, sino el peso 
fuerte, y no puede por consiguiente considerarse comprendida 
en la escepcion, pues entonces el peso fuerte no era moneda 
especial, sino moneda nacional oro que la ley autoriza á pagar 
en billetes por su valor escrito; y concluye pidiendo sea recha- 
zada la demanda con costas. Siendo esta una cuestión de puro 
derecho, puesto que las partes están conformes en la canti- 
dad adeudada, y solo discuerdan sobre si el deudor está obli- 
gado á recibir en pago billetes del Banco Nacional por su 
valor esorito, no hay necesidad de abrir este pleito á prueba, 
y debe fallarse sin más trámite. 

Y considerando ; l^' Que las cuestiones que surjen de la 
aplicación de las leyes ó decretos sobre curso forzoso pue- 
den ser cuestiones constitucionales, pretendiéndose que la 
ley no puede alterar los derechos adquiridos por los par- 
ticulares, y que no puede tampoco obligarlos á recibir en 
pago de lo que se les debe una moneda de valor inferior 
á la estipulada, á menos que sea por su valor corriente 
en plaza, porque esto sería privarlos de su propiedad, y tal 
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caestiou sur j iría si sus términos fuesen tan amplios que no 
pudiese dudarse que el objeto de ella había sido obligar á 
recibir por su valor escrito la moneda que se pone en circula- 
ción, cualquiera que fuese su valor corriente, y cualquiera que 
hubiese sido la obligación contraída ; ó bien, cuestiones de 
simple interpretación de la ley, para lo cual debe atenderse á 
los principios generales del derecho, y á las reglas de inter- 
pretación, en cuyo caso no se trata de anular, sino de estudiar 
su alcance, circunscribiéndola á los términos que el legislador 
haya querido darle. 

2*^ Que en el presente caso debe presciudirse de la cues- 
tión constitucional, puesto que ambas partes reconocen la 
existencia de la ley y solo discuerdan en su interpreta- 
ción, sosteniendo el actor que según los términos de ella y 
los precedentes jurídicos su crédito no viene comprendido 
en su prescripción general, sino en la escepcion, mientras 
que el demandado sostiene lo contrario ; que el contrato fué 
celebrado á moneda nacional, y por consiguiente no está com- 
prendida la obligación en la escepcion, sino en la regla genO" 
ral que permite abonar con billetes por su valor escrito; pero 
desde luego debe notarse que tratándose de una materia odiosa, 
como es la del curso forzoso, puesto que se pretende obligar al 
acreedor á recibir por su valor escrito una moneda que tiene un 
valor corriente inferior, la interpretación de tal ley debe ser 
restrictiva, no admitiéndose sino lo que espresamente viene 
prescritOi cuando se separe de los principios generales del 
derecho, y esta es la regla de conducta que han seguido los 
Tribunales cuando han ordenado, casi sin discrepancia, que se 
cumplan á oro ó en billetes por su valor corriente las obliga- 
oiones contraidas antes del decreto de nueve de Enero del año 
pasado, pues no ordenando dicho decreto sino que los billetes 
se admitan como moneda legal por las oficinas fiscales como por 
los particulares, no habría sido justo darle una interpretación 
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estensíya y obligar á los acreedores, no solo á recibir dichos 
billetes como moneda, sino á recibirlos por un valor que no 
tenían. 

9* Que la ley de 15 de Octubre que aprobó el decreto de 
nueve de £nero, establece en el artículo 3° que las obli- 
gaciones contraidas á moneda nacional oro antes de la fecha 
deJ espresado decreto, pueden ser satisfechas con billetes de 
CüTSO legal por su valor escrito, pero luego esceptúa las que se 
habiesen contraído con designación de moneda especial; tal 
disposición comprende dos prescripciones contrarias, y es me- 
üester^ interpretar en cada caso que ocurra cuál es el sentido y 
^ffo.'tG déla ley, para poder resolver si la obligación fué con- 
'^i jd sk á moneda nacional oro ó con designación de moneda. 
^B ±jcMAxidMe que las palabras contraidas á moneda nacional 
or(p^ cñeben tomarse tal como suenan, sin darles mayor ampli- 
tod ^ tanto porqué la materia á que se refieren es por su natn- 
Yal ^s&ct odiosa, pues si la ley ha considerado conveniente obligar 
OH <^i«rtos casos á los particulares á recibir en pago de lo que se 
ad^^«:m da una moneda de inferior valor á la convenida, hiriendo 
lo& ^'x^tereses particulares y los principios generales del derecho, 
^^ xi^ombre del interés público, no es justo ampliar esa disposi- 
^^^^xx á otros casos por analojía, especialmente cuando la misma 
« por una escepcion justa, reconoce espresamente la obliga- 
de cumplir las obligaciones contraidas á moneda especial 
^OTi billetes por su valor corriente, como porque la fórmula casi 
^uirersal para contraer obligaciones de dinero antes del de« 
meto de inoonversion, era á moneda nacional oro, ya con el 
Banco Nacional como con los particulares, y por consiguiente, 
el legislador se refirió á esa fórmula general que comprende 
casi todas las obligaciones existentes, y habló de la moneda 
nacional actual, que era la que estaba en circulación por medio 
de los billetes de Banco convertibles, y no de las monedas 
nacionales que existieron antes, y que fueron desmonetizadas 
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por la ley de monedas del año 1881, pues la moneda nacional 
anterior, establecida por la ley del año 1875, era el peso fuerte, 
que como se vé, llevaba diferente nombre y ley que el pe8ó 
nacional actual, que se llama peso nacional oro, 6 peso nacio- 
nal plata, y por consiguiente, no es posible incluir aquel ea 
las palabras de la ley que espresamente dicen contraidas á 
moneda nacional oro ; pues la obligaciones contraídas á pesos 
fuertes, no son contraidas á moneda nacional oro, por ser am- 
bas monedas diferentes. 

4"* Que tanto por el texto del artículo tercero, como 
por la discusión de la ley, se vé que el objeto que se 
propuso el legislador fué evitar la multitud de pleitos que 
podían surgir sobre el modo de cumplir las obligaciones exis- 
tentes, é impedir que los Bancos fuesen demandados para el 
cumplimiento de las obligaciones á moneda nacional oro, y so 
les exigiese el cumplimiento con billetes por su valor corriente, 
aún después del decreto de inconversion, lo que consideró el 
legislador contrario al interés público, y por esto adoptó una 
regla general, que si hería los intereses particulares, solo fuese 
en lo indispensable para que pudieran salvarse los intereses 
públicos seriamente comprometidos; y esto se demuestra palpa- 
blemente por la escepcion que espresamente puso de que las 
obligaciones contraidas á moneda especial debían satisfacerse 
en la moneda convenida, ó en billetes por su valor corriente. 
Si el interés público exigía que una obligación contraída á oro 
pudiese satisfacerse con billetes por su valor escrito, esta exi- 
gencia debía tener un límite, según la mente del legislador, y 
fué este límite el que se estableció por medio de la regla y de 
la escepcion, y si se tiene presente que á la época de la san- 
ción del decreto de 9 de Enero las obligaciones sobre dinero, 
por regla general, se celebraban á moneda nacional oro, que 
antes de dicho decreto ya los billetes de Banco estaban algo 
depreciados de hecho, porque era difícil obtener su conversión. 
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no puede dudarse qne la mente del legislador fué referirse i 
esas obligaciones qne se contraían con la fórmnla usual de 
pesos nacionales oro, dejando intacto el derecho establecido 
para los casos en que no hubiese ninguna duda de que los con- 
tratantes se habían querido obligar á pagar en oro ú otra mo- 
neda especial. Trazando esta regla comprendía en ella la 
inmensa mayoría de las obligaciones contraidas con los bancos 
ó entre particulares, que como se ha dicho se celebraban por 
lo común á moneda nacional oro, y solo comprendía aquellas 
obligaciones en que, según su juicio, se podía dudar de la mente 
de los contratantes, por cnanto mucho antes de establecido el 
curso forzoso de los billetes ya estaban ellos depreciados, y era 
difícil obtener su conversión sin un descuento más 6 menos 
considerable, pero tal duda no podía existir respecto de obliga- 
ciones que fueron contraidas á moneda que antes había tenido 
circulación legal en la Nación, como las onzas de oro, pesos 
faertes, ú otras desmonetizadas por la ley de monedas de 1881, 
ni respecto de aquellas que aunque contraidas en moneda nacio- 
nal actual, los contrayentes hubiesen manifestado su voluntad 
de un modo indubitable de que debían chancelarse á oro, 
aunque después se crease una monedado papel de valor corriente 
inferior á su valor escrito, y por esto las escluyó de la regla 
general, ordenando espresamente que se pudiesen pagar con 
billetes por su valor corriente, pues en estos casos, que formaban 
la inmensa minoría de las obligaciones contraidas, no mediaba 
aquel motivo de duda, ni había tampoco objeto en alterar el 
derecho establecido en nombre del interés público, que no 
podía encontrarse comprometido porque esas obligaciones se 
cumpliesen en la forma que se habían contraído. 

5® Que no es del caso examinar si esta razón 6 motivo qne guió 
al legislador para sancionar la ley en la forma que lo hizo, es justo 
y equitativo, porque no está en tela de juicio el cumplimiento de 
una obligación contraída á moneda nacional oro, sino una obliga- 
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cion contraída á pesos faertes, que aunque haya sido moneda 
nacional alguna Tez, es moneda especial en el sentido de la 
ley de 15 de Octubre^ puesto que cuando esta se dictó, ya el 
peso fuerte estaba desmonetizado por la ley de 1881, y es ana 
moneda diferente de la moneda nacional actual, tanto en el 
nombre como en su ley, y por consiguiente, no viene com- 
prendido en las palabras moneda nacional oro que emplea la 
ley^ sino en la escepcion que habla de moneda especial, pues 
cuando esta se dictó, el peso fuerte era moneda especial con 
relación al peso nacional oro que estaba en circulación. 

&^ Que el crédito que cobra Bollo á D. Ernesto Amadey pro- 
cede del contrato que el constructor del mercado público de esta 
ciudad celebró con el gobierno, por el cual se le autorizaba para 
cobrar setenta y cinco centavos fuertes por la carne de cada 
animal vacuno que se espenda para el consumo en los puestos 
del mercado, y en vista de que el contrato lleva la fecha de 7 
de Mayo de 1877, no puede dudarse que los centavos fuertes de 
que habla el contrato, eran del peso fuerte creado por la ley 
de 29 de Setiembre de 1875, y el peso fuerte era una moneda 
de oro con peso de un gramo y dos tercios, y ley de novecien- 
tos milésimos de fino (art. 1^ de dicha ley), de modo que, al 
estipularse en centavos fuertes, se hablaba de moneda de oro, 
porque esta ora la unidad monetaria de la Sepública; pero én 
este caso se halla espresada la voluntad de los contrayentes de 
nn modo más enérgico y absoluto aún, al espresarse en la base 
6* del contrato, que este impuesto no pudo ser variado durante 
el término del contrato, y si por la ley del curso forzoso se 
obligase el contratista & recibir los billetes del Banco Nacional 
por su valor escrito, quedaría variado el impuesto en perjuicio 
del acreedor, obligándosele á recibir un valor inferior al 
estipulado en el contrato. 

7" Que la Corte Suprema se ha pronunciado en un caso 
análogo al presente, estableciendo que las obligaciones con- 
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traídas á pesos faertes deben ser pagadas en la moneda 
estipulada, ó en billetes por su valor corriente, y la dife- 
rencia que el demandado pretende establecer, fundado en 
que el peso faerte era moneda nacional cnando se celebró el 
contrato del mercado, mientras que no lo era cuando se con- 
trajola obligación resuelta por la Corte, es más aparente que 
real, porque además de lo que se ha dicho anteriormente para 
demostrar que ni en las palabras de la ley, ni en su mente viene 
comprendida otra moneda nacional que la que estaba en circu- 
lación cuando ella se dictó, se trata aquí de una obligación que 
debía durar muchos años, y en que los contratantes habían 
revelado espresamente su intención de que no pudiese dismi- 
nuirse el impuesto durante el término del contrato, cuya esti- 
pulación habría sido vana si la ley de curso forzoso no hubiese 
esceptuado espresamente las obligaciones celebradas con desig- 
nación de moneda especial. Por estos fundamentos, definiti- 
vamente juzgando, fallo y declaro que D. Ernesto Amadey debe 
abonar á D. Francisco Bollo la cantidad de trescientos tres 
pesos fuertes y setenta y cinco centavos oro^ 6 su equivalente 
en billetes de curso legal por su valor corriente en plaza, con 
más los intereses devengados desde la demanda, según la tasa 
que cobra el Banco Nacional ; sin especial condenación en 
costas en atención á la dificultad que trae la interpretación de 
las leyes de curso forzoso, y no haber motivo especial para la 
condenación en costas. Hágase saber con el original y repón- 
ganse los sellos. 

Carlos Luna. 

Fallo de la Suprema C^rte 

Buenos Aires, Abril 19 de 1887. 
Tistos : por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
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tencia apelada de foja oaarenta y dos^ y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

J. B. GOROSTIAGA. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 



CAUSA XI.I 



El Capitán D. Carlos G. Soderlund de la barca rusa niphi- 
genia, contra la Empresa de Mensagerias Fluviales, por da- 
ños y perjuicios ; sobre defecto legal en el modo de proponer 
la demanda. 



Sumario. — La no presentaeion de documentos, no autoriza la 
escepcion dilatoria de defecto legal en el modo de proponer la 
demanda. 



Caso. — Se esplica por el 

FaIIo del Jíuea Federal 

Baenos Aires, Enero 15 de 1887. 

Vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente escri 
to, y considerando además que solo hay defecto legal en la de* 
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manda cuando no se han relacionado claramente los hechos en 
qne se funda, 6 se ha dejado de cumplir cualquiera de los requi- 
sitos que prescribe el artículo 57 de la Lev Nacional de eujui- 
ciamientOy entre los que no figura la presentación de documentos 
que hagan al derecho del factor. Que á este respecto la ley 
solo exíje que se haga mención de ellos con la individuali- 
dad posible sobre lo que de ellos resulte j el archivo, oficina 
pública ó lugar donde se encuentren, lo que ha cumplido el 
demandante. Que la Suprema Corte ha resuelto en repetidos 
casos que la no presentación de documentos no justifica una 
articnlacion de defecto legal, no teniendo esta omisión otro 
defecto que el señalado en la última parte del artículo 10 de 
la Ley citada. Por esto, no ha lugar con costas á la escepcion 
deducida en el escrito de foja 21 ; y contéstese derechamente el 
traslado de la demanda. Y en cuanto á lo pedido en el otro sí 
que precedct habiendo manifestado el actor que la demanda debe 
entenderse con D. Pedro Risso, á quien reconoce como repre- 
sentante de la Empresa demandada, cuya calidad no ha nega- 
do este, no ha lugar. Repóngase esta foja. 

Virgilio M. Tedin. 



Buenos Aires. Abril 27 de 1887. 

Vistos : Por su fundamentos* se confirma con costas el anto 
apelado de foja veinte y nueve ; y devuélvanse previa reposi- 
ción de sellos. 

1. B. GOROSTUGA. — I. DOKCIGUEZ. 
— UUüMSLáO nUAB. — FEDCBICO 
IBAGtBEII. — C. 8. K Uk TOBKB* 
T. 1 14 
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CAUSA Xlill 



Daña Jacinta de Videla, contra D. Manuel J. Moreno, porren^ 
dicion de cuentas ; sobre aumento de término probatorio. 



Sumuno. — El aumento del término probatorio por las prue- 
bas que han de producirse fuera del asiento del Juzgado, pero 
dentro del territorio de la Sepública, está comprendido en el 
término ordinario y puede pedirse dentro de él. 



Caso.— D* Jacinta Y. de Yidela demandó á D. Manuel J. 
Moreno, por rendición de cuentas. 

Pedido el rechazo de la demanda, por haber sido rendidas 
7 aprobadas las cuentas, el Juez abrió la causa & prueba. 

Después de los primeros diez dias del término, la Señora Yi- 
dela pidió, con juramento de haber tenido recien conocimiento 
de ellos, el testimonio de unos instrumentos en San Juan, y 
solicitó la ampliación de dicho término, & razón de un dia por 
oada siete leguas. 
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Fa11« del JíucB ■'•dicral 



Baenos Aires, Agosto ii de 1886. 

£a lo principal y otro sí, como se pide, librándose los exhor- 
tes necesarios. 

Tedin. 



Moreno se opuso, por ser estraordinario ese término, 7 no 
haberse pedido con arreglo al artículo 95 de la ley de proce- 
dimientos nacionales. 



Auto del JíuM Fedeml 

BacDos Aires, Octabre 18 de 1886. 

Vistos : Por las consideraciones aducidas en el precedente 
escrito, y teniendo además presente, que esta parte ha cnm- 
plido la prescripción de la última parte del artículo iO de la 
ley de Procedimientos, para la presentación de documentos des- 
pués de la demanda. T en cuanto al aumento de un dia por 
cada siete leguas, que no se trata de pedir término estraor- 
dinario, pues dicho aumento está comprendido en el término or- 
dinario cuando la prueba ha de producirse fuera del asiento del 
Juzgado, pero dentro del territorio de la Bepública, conforme 
á lo dispuesto en el artículo 92 de la ley citada. 

Por esto, no ha lugar á la reposición solicitada en el escrito 
de fecha 26 de Agosto pasado (f...); concediéndose el recorso 
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de apelación en relación sobré el punto recurrido, y debiendo 
elevarse en la forma de estilo. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Supremü Corte 

Baenos Aires, Abril 31 da 1887. 

Yistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado; y previa reposición de sellos, devuélvanse. 

J. B. GOROSHAGA. — J. DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO frías. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — G. S. DE LA TORRE. 



CAUSA XI.III 



Contra los Conjueces del Departamento de Costa Á Ita^ 
por infracción de la ley nacional de elecciones. 



Sumario. — 1^ El no haber concurrido los conjueces nombra- 
dos al local destinado para la instalación de la mesa receptora 
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de Totos, en el día fijado para las elecciones nacionaleSy cons- 
tituye una infracción de la ley nacional de elecciones. 

2^ La pena que dicha ley impone por tal infracción, puede 
ser disminuida en vista de circunstancias atenuantes. 



Caso. — Se halla esplicado por el 



Fallo del Jíum Federal 



Rioja, Julio 3 de 1886. 

Autos 7 vistos: La causa seguida por D. Alejandro G. San- 
jarjo, contra los conjueces D. Favino Fernandez^ D. Vicente 
Bear te, Abelardo Ocampo, Bamon Bustos y Gregorio Vera, por 
infracción de la Ley Nacional de Elecciones ; y de la cual re- 
sulta : 

1° Que el actor solicita para los acusados la aplicación del 
artíoulo 63 de la Ley Nacional de Elecciones, por no haber 
aquellos concurrido á formar la mesa Receptora de votos, en 
el Departamento Costa Alta, en la Elección Nacional del once 
de Abril próximo pasado (Esposicion de fojas 1 y 2). 

2^ Que no habiéndose podido notificar al acusado Gregorio 
Vega, según consta de la diligencia de foja 5, el actor no ha 
insistido con relación á este, en su demanda. 

3^ Que el defensor de los acusados Fernandez, Bearte, Ocampo 
y Bustos, alega laescepcion de temor grave, fundado en los he- 
chos siguientes : 1^ En que dias antes de la elección, D. Toribio 
Agñero, conjuez propietario de la mesa, había sido preso por D. 
Segundo Yaldés, ájente electoral del Poder Ejecutivo de la Pro- 
vincia, que lo hizo pasear por distintos departamentos de la mis- 
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ma, produciendo la alarma en aquel departamento ; 2® En que 
el dia 7 de Abril fué asaltado el coronel Vera con otros ajen- 
tes electorales, con el propósito de infundir terror é impedir 
la elección ; 3"* Que en el mismo departamento se habían 
concentrado todas las fuerzas de línea que se despacharon de 
esta ciudad^ al mando del comandante Bringas, capitán 6ri- 
jera, comisario general Jaramillo j comisario especial Sr. Yal- 
dés ; i° En que sus representados no se instalaron en el atrio, 
sino en una casa particular, donde practicaron la elección, ac- 
cesible para los sufragantes (esposicion de fojas 8 y 9). 

Y considerando : 1^ Que de la confesión del apoderado de los 
demandados aparece comprobado que sus representados no 
concurrieron al local designado por el artículo 20 de la Ley Na« 
cional de elecciones. 

2° Que la circunstancia alegada en autos, de haber hecho la 
elección en una casa ^axtioulsx, accesible para los sufragantes, 
está en contradicción con el temor de que hace mérito, que les 
produjo la ostentación de fuerza armada, que les obligó & fu- 
garse dias antes, para no ser constituidos en prisión. 

3** Que aunque así no fuese, el hecho de practicarse Ib elec- 
ción en otro local que el designado por la ley no los eximiría 
de responsabilidad criminal, por cuanto aquella les impone á los 
acusados el deber imperativo de concurrir á un local determi- 
nado; dejando solo á la apreciación del juez, las circunstan- 
cias que puedan impedir ó escusar su inasistencia. 

4° Que no obstante lo espuesto, de las declaraciones de fojas 
il y i2 aparecen graves presunciones de la prisión del con juez 
propietario D. Toribio Agüero por una partida armada al mando 
de D. Segundo Yaldés ; de las amenazas del Comisario Orí- 
huela, de reducir á prisión á los acusados para ganar la elec- 
ción, y de la prisión frustrada de estos en el lugar de Atiles la 
antevíspera de la elección, por una partida armada al mando 
de un gefe de la Nación, circunstancias que deben reputarse 
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como atenuantes en la imputación del hecho que se les 
acusa. 

Fot estos fundamentos y lo dispuesto en el artículo 63 de la 
Ley Electoral, definitivamente juzgando, fallo y declaro: Que 
condeno á los conjueces D. Fayino Fernandez, D. Vicente 
Bearte, D. Abelardo Ocampo y D. Bamon Bustos, á abonar 
cada uno la multa de ochenta nacionales, á favor del fondo 
de Escuelas de la Provincia, de conformidad á lo dispuesto en 
el artículo 70 de la espresada ley, 6 en su defecto, doce dias 
de prisión ; con costas de mancomún ; y hágase saber con el 
original. 

Mardoqueo Molina. 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 20 de 1887. 

Suprema Corte: 

Reconocida por los mismos acusados sn inasistencia á la 
apertura del comicio en el lugar designado por la ley, la cues- 
tión queda reducida á investigar si las razones que aducen 
para justificar su falta, bastan á eximirles de todo 6 de parte 
de la pena. 

Dicen que no instalaron la mesa en el atrio, sino en un lugar 
inmediato y accesible á todos, por temor de las violencias que 
les hacían temer, con fundado motivo, las tropelías de las au- 
toridades locales, al servicio de uno de los partidos y las ame- 
nazas que hacian propalar contra los que asistieran á la for- 
mación de las mesas. 

A esto observa el señor Juez, no sin razón, que el hecho de 
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formar la mesa 6n un lugar inmediato, está en contradicción 
con el temor de que se hace mérito, para no formarla en el 
designado por la ley. 

Becorriendo las declaraciones producidas, aun sin traer á 
la memoria las denuncias de la prensa, llégase á la convicción 
de que las elecciones de Abril último trajeron á la Provincia 
de la Bioja una grande agitación, á la que no fueron por des- 
gracia estrañas sus autoridades. 

Los dos testigos presentados, dando razón circunstanciada y 
satisfactoria de sus dichos, declaran acerca de los hechos 
siguientes: 

I"* Que uno de los que debían formar lamosa, D. Toribio 
Agüero, pocos dias antes de la elección fué aprehendido por 
una partida armada, y paseado por varios departamentos; 

2** Que en vista de esto, otro conjuez, D, Vicente Rezarte 
huyó para sustraerse ala prisión jál paseo\ 

3^ Que las autoridades locales^hacían correr la voz deque 
antes de la elección prenderían & los conjueces, para que no 
se formara la mesa; 

4^ Que estas voces estaban corroboradas por el aparato de 
las fuerzas que se dirijían al lugar de la elección, á las que 
fué invitado á incorporarse uno de los declarantes, como ba- 
queano. 

Despréndese de estos antecedentes, cuya exactitud no ha sido 
controvertida, que no sin razón escusaban su asistencia al 
atrio los conjueces, que veían como eran tratados sus colegas. 

Ahora bien; cuando los que aprisionaban á los conjueces ; 
los que les obligaban á ocultarse ; los que hacían ostentación de 
fuerzas para esparcir la alarma: cuando todos estos, digo, per- 
manecen en la más completa impunidad, no deja de parecer 
estraño y duro resulten los únicos castigados aquellos contra 
quienes la persecución y la intimidación se dirijía. 

Cierto es que la misión de Y. E. está limitada á hacer jus- 
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ticia en los casos qoe vienen á su conocimiento por la acción 
directa de parte interesada. 

No pnede, empero, desconocerse qne los hechos en qne apo- 
yan los procesados su defensa, constituyen poderosas circuns- 
tancias atenuantes en su favor. 

En mérito de ellas, pido á Y. E. que al confirmar la sen- 
tencia apelada, reduzca la pena á la mitad. 

Eduardo Costa, 



Wmüo de te Sapream €)orím 

Baenos Aires, Abril 96 de 1887. 

Vistos: Por sus fundamentos, y de conformidad con lo dis- 
puesto por el artículo sesenta y nueve de la Ley de elecciones, 
se confirma la sentencia apelada de foja doce vuelta; y de- 
Tuélvanse. 

ULADISLAO frías. — FEDEMCO IBAR- 
GÚREN. — G. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XL.IT 



Contra D. Nicolás Sandes, Intendente General de Policía de 
San Jtian; sobre infracción de la ley nacional de elecciones. 



Sumario. — La detención injustificada de ciudadanos duran- 
te el dia de las elecciones nacionales; impidiéndoles de este 
modo concurrir á ellas, importa una infracción de la ley nacio- 
nal de elecciones, prevista j penada por el artículo 69 de la 
misma. 



Caso. — Se halla esplicado por el. 



Fallo del JíucB Federal 

San Juan, Mayo 22 de 1886. 

Vistos 7 considerando : 1° Que el cargo que se hace al Inten- 
dente General de Felicia de esta ciudad, D. Nicolás Sandes, es 
• el de haber hecho allanar con agentes de policía, en las pri- 
meras horas del dia 7 de Febrero (de 1 á 1 y 30 a. m.), la casa 
junta á la Iglesia de Dolores, en la que se hallaban reunidos 
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Tarios individuos para la elección que ese dia debía tener la- 
gar, de un Diputado al Congreso Nacional, conduciendo á 
la cárcel treinta y un ciudadanos de los que allí se encontraban. 

2° Que el señor Sandes, contestando el cargo, dice que esos 
individuos fueron llevados porque el dia y á la hora indica- 
da se oyeron en esa casa disparos de armas de fuego, lo que 
es prohibido hacer, como quemar cohetes, etc., por una or- 
denanza de policía vigente, fecha veinte y nueve de Marzo 
de mil ochocientos ochenta y cuatro, y que fueron llevados 
al único objeto de averiguar quién era el autor de ellos, para 
aplicarle la multa correspondiente. 

3^ Que está probado por la declaración de Josefino Morales, 
á foja once, y las recibidas en la policía, corrientes en autos, 
que el dia y hora espresados se oyeron disparos de armas de 
fuego en el interior de la casa donde estaban reunidos ; y des- 
pués de ellos, como diez minutos, más 6 menos, fué la partida 
de policía, hecho corroborado por la declaración de Carmen 
Morales, á foja trece vuelta, que dice que estando él preso en el 
cuartel y durante se oían los tiros sacaron á la calle como diez 
soldados y estos trajeron unos individuos presos que no sabe 
de donde. 

4® Que no se ha probado que los agentes de policía allanasen 
la casa y llevasen á los individuos que encontraron en ella con el 
objeto de impedir que votasen 6 por no ser adictos á un candi- 
dato determinado, como se espresa en la acusación, pues que, 
como se ha dicho, la presencia de los agentes de policía fué 
ocasionada por los disparos de rewolver ú otras armas de 
fuego que se oyeron en dicha casa. 

5^ Que si el intendente de policía, abusando de su autoridad, 
no ha cumplido con su deber respecto de la detención do esos 
individuos, 6 no asistiendo á su despacho á horas oportunas, la 
Justicia Nacional es incompetente para conocer de ello, puesto 
que el conocimiento de esas causas corresponde á los Tribu- 
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nales de Provincia, según lo resuelto por la Suprema Corte en 
sus fallos, Serie 1* tomo 4^ página 352. 

Por estas consideraciones y los fundamentos de la vista pre- 
cedente del Procurador Fiscal, fallo absolviendo de la aoasa- 
cion al Intendente de Policía^ D. Nicolás Sandes, y ordenando 
se teste por el secretario de una manera ininteligible el tercer 
párrafo de la acusación por irrespetuosa á la dignidad del Juz- 
gado y haberlo solicitado el acusador señor Viñas, al final del 
acta de foja catorce. Hágase saber con el original y archí- 
vese oportunamente. 

L. Echegaray. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Baenos Aires, Marzo 5 de 1887. 

Suprema Corte: 

Acdsase al Intendente de Policía y comandante de la guar- 
dia nacional de San Juan, de haber despojado á31 ciudadanos 
del derecho de votar en elecciones nacionales, reduciéndolos á 
prisión bajo el pretexto de que en el corralón en que estaban 
reunidos se habían disparado algunos tiros y quemado cohetes. 

El intendente aduce en su descargo que, por una orde* 
nanza municipal, está prohibido disparar tiros y quemar co- 
hetes y que él no hizo otra cosa que cumplir lo que ella 
dispone, reduciendo á prisión á los que la habían infringido . 

El señor procurador fiscal se da por satisfecho y el Juzgado 
absuelve de la demanda al acusado, por cuanto, dice, solo 
la justicia local es competente para decidir si el Intendente 
ultrapasólas facultades que le confería 1& ordenanza en cuestión. 
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Faréceme que ni el procarador fiscal ni el Juzgado han con- 
siderado este asunto bajo su verdadero punto de vista. 

No se trata de si el Intendente tenía 6 nó la facultad de pren- 
der & los individuos congregados, á consecuencia de los tiros, 
ó de 8i ejercitó bien 6 mal esta facultad. 

Pudo tenerla el Intendente j ejercitarla sin privar por ello 
á un considerable número de ciudadanos del derecho de votar. 

La cuestión está entonces reducida á determinar si el Inten- 
dente al ejecutarla despojó ó nó á numerosos ciudadanos de 
su derecho más sagrado, pudiéndolo evitar. 

Mi opinión es contraria decididamente al Intendente. 

Admitiendo la existencia de los tiros, debe admitirse tam- 
bién que ellos no produjeron ni heridas, ni desórdeneSt ni es- 
cándalo. 

Ninguno de los testigos que han declarado lo mencionan ; 
uno que otro dice qne había en el corralón algunos ebrios. 

No era pues tanta la urgencia del castigo. Bien pudo el 
Intendente colocar algunos empleados de policía en el corra- 
Ion para evitar se repitieran los tiros, y no dejar salir anadie 
para proceder á las averiguaciones 7 al castigo después de 
cerrada la elección. 

Bien pudo dejar también que votara cada uno 7 remitirlo 
preso en seguida. 

El hecho de reducir á prisión á 30 ciudadanos 7 conser- 
varlos presos durante las horas hábiles del comicio, por el 
disparo de un tiro, si no importa una complicidad marcada 
con una de las fracciones en locha, es por lo menos una falta 
de respeto por los derechos del cindadano, tan caracterizada 
7 manifiesta que no puede pasar desapercibida 7 sin su justo 
castigo. De otra manera resultará que bastará que se dispare 
un tiro 6 que se queme un cohete para que la policía reduz- 
ca á prisión 7 prive de sus derechos á los ciudadanos congre- 
gados en los comicios. 
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En la ejecución de las leyes provinciales la policía será solo 
responsable ante las autoridades de provincia, como se dice. 
Pero si al ejecutar esas mismas leyes, maliciosa é indebida- 
mente vulnera los derechos . del ciudadano en sus relaciones 
para con la nación, es ella responsable ante la justicia de la 
misma del abuso y de los perjuicios que hubiere ocasionado. 

Tal eSy á mi entender, el presente caso. 

El Intendente de San Juan abusó de su situación, reducien- 
do á prisión á 30 ciudadanos y privándoles de su voto. Esto es 
lo que se desprende de todos estos antecedentes, pues la pri- 
sión, como se ha dicho, pudo perfectamente combinarse con 
el voto. Agrégase á esto la ausencia del Intendente en las 
horas en que era buscado por encargo de la mesa para que 
permitiera votar á los detenidos. 

En esta época de corrupción electoral sin ejemplo, la con- 
ducta del Intendente de San Juan debe ser juzgada con toda 
severidad. 

Resulta manifiesto, sin necesidad de mayores esclarecimien- 
tos, que ha despojado á un grupo numeroso de ciudadanos de 
su primer derecho ; justo es entonces que sufra la pena consi- 
guiente. 

Está esta pena comprendida en los términos del artículo 60 
de la ley, 6 en la disposición general del artículo 69. Encuentro 
que el primero es más directo y pertinente. 

Pido, en consecuencia, la revocación de la sentencia del Juz- 
gado de Sección, y la pena de 200 j$f 6 un mes de prisión para el 
señor Intendente de Policía y comandante de la Guardia Na- 
cional de San Juan, D. Nicolás Sandes. 

Eduardo Costa. 
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Fullo de la Suprenuí Corte 

Buenos Aires, Abril 33 de 1887. 

Vistos 7 considerando: Primero: Que aunqne tanto de las 
declaraciones producidas por el acusador como de las prestadas 
ante el Departamento de Policía, en el sumario instruido y pre- 
sentado por el acusado resulta justificado el hecho de haberse 
producido y oido algunos disparos de armas de fuego en los 
alrededores de la casa 6 en la casa misma en que se hallaban 
reunidos y fueron presos los ciudadanos mencionados en la 
acusación, el dia de la elección á que esta se refiere, hecho sobre 
que el acusado ha fundado su defensa en este juicio, aparece 
igualmente de dichas declaraciones y especialmente de las ren- 
didas ante el propio demandado, en su carácter de Gefe de Po- 
licía, que esos disparos no fueron hechos por los ciudadanos 
jQíiencionadoSy habiendo esto resultado claro desde el primer 
momento del suceso, pues en el registro que se practicó inme- 
diatamente de las detonaciones, no se encontró arma alguna 
ni en las personas de aquellos ni en la casa en que se hallaban 
reunidos, siendo de presumir por ello como por el tenor de las 
declaraciones citadas, que fueran personas estrañas, que rodea- 
ban la casa en que los apresados se hallaban las que dispara- 
ron esos tiros. 

Segundo : Que la prisión de los citados ciudadanos no pudo le- 
galmente llevarse á cabo, por tanto, y cumplida como lo fué en 
momentos en que se hallaban reunidos y preparaban para asis- 
tir á un comicio, impidiéndoseles con ella hacerlo y ejercitar 
el derecho de Totar, constituye una obstrucción al libre snfrajio 
y un empleo ilegal de fuerza contra el ejercicio de tal derecho. 

Tercero : Que es tanto más así cuanto que de las afirmaciones 
del acusador, no contradichas por el acusado, resalta además qae 
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dichos individnos fueron mantenidos en arresto é impedidos de 
votar en la elección citada, no obstante ser reclamados á la po- 
licía por la Junta que presidía dicha elección, poniéndoseles en 
libertad solamente al dia siguiente de aquella. 

Cuarto: Que estos actos consentidos 7 aprobados esplícita* 
mente por el acusado, en su carácter ya citado de gefe superior 
de la policía de la ciudad de San Juan, lo constituyen directa- 
mente responsable de ellos. 

Por estos fundamentos, lo dispuesto por el artículo sesenta 
y nueve del diez y seis de Octubre de mil ochocientos setenta 7 
siete y lo espuesto y pedido por el señor Procurador General 
en sn precedente vista : se revoca la sentencia apelada de foja 
veinte y ocho, y se condena al acusado D. Nicolás 6andes al 
pago de una multa de doscientos pesos moneda nacional, que 
deberá abonar en término de diez dias, con destino al fondo 
común de escuelas déla provincia de San Juan, ó en su defecto, 
i un mes de prisión; y devuélvanse los autos al Juzgado de 
Sección, donde serán repuestos los sellos. Notifíquese con el ori- 
ginal. 

J. DOMÍNGUEZ. — ÜLADI8LA0 FRU8. 
— FEDISMCO IBARGÚREN. — G. S. 
DE LA TORRE. 
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CAVSA XIiY 



D. Dermidio Carranza^ contra D. Elias Godoy y D. Carlos Af . 
Godoy^ por cobro de pesos; sobre nulidad de una notifi- 
cación . 



Sumario. — La notificación hecha en el domicilio consentido 
en que se han hecho otras no obseryadas, y practicada con 
Qédnla dejada á un yecino por falta de otras personas con 
quienes pudiera entenderse, debe considerarse como yálida. 



Caso. — D. Dermidio Carranza, representado por D. Odilon 
Lamas, pidió y obtuyo embargo de unas muías, caballos, etc., 
como pertenecientes á D. Garlos M. Oodoy, su deudor. 

D. Elias Godoy dedujo tercería de dominio, que fué resuelta 
fayorablemente para él, por sentencia de 6 de Diciembre 
de 1884. 

La sentencia fué notificada personalmente á los demás, y 
respecto de Carranza se paso nota de no haberlo encontrado, en 
6 de Diciembre, otra de haberlo procurado segunda yez en su 
dá>micilio y habérsele dejado cédula al yecino D. Bamon Ca- 
bial, quien firmó la diligencia. 

Lamas pidió se declarara nula la notificación de la sentencia, 

T. I 15 
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j reclamó coutra la regalacion^e honorarios del abogado con- 
trario D. Carlos Juan Rodríguez, por no ser tal abogado. 



Vullo del Jíues Federal 

San Luis, Marzo 3 de 1885. 

T vistos : por lo que resulta de autos, y considerando res- 
pecto del contenido del escrito de foja 189. 

1^ Que la notificación dala sentencia definitiva de 6 de Di- 
ciembre del año próximo pasado, ha sido h^cha al represen- 
tante del señor Carranza, por medio del cedulón que se indica 
en la diligencia de foja 182^ por no haberlo encontrado el secre- 
tario en su domicilio, la segunda vez que allí lo procuró con 
ese objeto, cuya forma espresamente autoriza la Ley Nacional 
de Procedimientos en su artículo 63, al fin. 

^ Que con idéntica formalidad, le fueron notificadas provi- 
dencias anteriores y las de fojas i 61, 173 y 177, algunas de 
cuyas cédulas recibió y suscribió el mismo individuo que refiere 
la constancia antes dicha, sin haber sido reclamada por el inte- 
resado, quien, por el contrario, ha procedido en virtud del 
conocimiento que de las mismas tenía. 

S^ Que así lo corrobora, entre otros actos de la parte de Car- 
ranza, la petición que espresa su escrito de foja 179, presen- 
tado dias después de dictado el decreto de autos para definitiva, 
concurriendo ella también á desvirtuar y contradecir lo que 
más adelante ha aseverado sobre infracción del artículo 178 de 
la ley citada. 

4° Que si el actuario no observó el orden sucesivo que pres- 
cribe el artículo 63, para notificar las providencias judiciales «1 
señor Lamas, se ha fundado indudablemente en lo que este 
último había antes manifestado de ser vecino del < Ojo del 
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Rio 9, 6^ Departamento, Partido de Santa Rosa, distante como 
cuarenta leguas deestacindad, encajo punto tiene su resi- 
dencia é intereses, j como es lógico presumir, el asiento prin* 
cipal de sus negocios y de su familia, lo que se halla con- 
firmado por el silencio mismo del apoderado de Carranza, al 
aceptar sin obseryacion las notificaciones ^ue se enumeran en el 
considerando segundo, y por la afirmación, no contradicha por 
su parte, que la de Godoy hace en el escrito de foja 197. 

5® Que del informe del Escribano, refiriéndose á las cons- 
tancias del espediente, resulta que la notificación de la senten- 
cia de que se trata se hizo al señor Lamas en el domicilio legal 
que tenia constituido, calle Rivadavia esquina Belgrano, N^ 45 
7 i 11, la cual encontrándose, practicada con arreglo á la ley, es 
perfectamente válida y produce los efectos de derecho. 

6^ Que tampoco existe infracción del citado artículo 178, 
por cuanto fué este derogado por la ley de 11 de Agosto de 
1882, que declaró rentados álos Secretarios de los Juzgados de 
Sección, y suprimidos por consiguiente los derechos de arancel 
qae antes percibían, quedando así sin aplicación aquel artículo 
en la parte relativa & las costas. 

La ley además, no impuso pena de nulidad al procedimiento 
por la omisión de ese trámite, no considerándolo esencial ni 
indispensable para la mejor sustanciacion de las causas ; y el 
recurrente, consintiendo también^ según se ha visto, la provi- 
dencia de autos para definitiva^ dejó pasar la oportunidad para 
reclamar de ella, y renunció al derecho sancionado por el artí- 
culo 180. 

Y en cuanto á la regulación de honorarios : 

7^ Que según pública notoriedad, D. Carlos Juan Rodrigues 
tiene título y ejerce la profesión de abogado de esta Provincia ; 
y usando del derecho que le confiere la ley Nacional de 26 de 
Agosto de 1863, en su artículo 5^, ha suscrito el escrito de 
demanda y el siguiente, juntamente con su patrocinado D. 
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Elias Oodoy, interviniendo en tal carácter y como mandatario 
de él hasta la terminación del jaicio, y devengando por lo 
tanto, en una y otra calidad, honorarios que deben serle satis- 
fechos. 

8^ Que observada la regulación por la parte de Carranza y 
sometido este incidente á la tramitación que señala la ley de 26 
de Agosto de 1863, en el articulo 2^ inciso 3^, el pronuncia- 
miento judicial que ha de dictarse sobre él debe ser ajustado 
i las reglas establecidas por ella. 

Por tales consideraciones, el Juzgado resuelve : 1** No hacer 
lugar con costas, á la nulidad deducida por la parte de 
Carranza, debiendo en consecuencia cumplirse lo mandado en la 
sentencia de seis de Diciembre del año precedente; y 2® aprobar 
como aprueba, la regulación de honorarios practicada á foja 187, 
la que debe ser satisfecha por quien corresponda. Notifíqnese 
original y repónganse los sellos. 

P. E. Miguez. 



Fullo de la Suprenuí Corte 

Buenos Aires, Abril S8 de 1887. 

Vistos y considerando : que ha sido reconocido esplícitamente 
por el apoderado señor Lamas^ haberse hallado ausente de sa 
domicilio y aún de la ciudad de San Luis, á la fecha de la dili« 
gencia reclamada de foja... 

Que no ha sido desconocido á la vez de un modo espreso 
por su parte, el hecho animado de contrario, de no haber sido 
posible llevar á cabo dicha diligencia en el domicilio fijado al 
efecto, por falta de otras personas con quienes pudiera enten- 
derse ella. 
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Qae esta resolta además haber sido practicada con un yecino 
inmediato y conocido, con qnien se habían entendido diligen- 
cias iguales en casos análogos en el juicio, sin observación 
algnna del reclamante. 

Que tales circunstancias demuestran que se han llenado en el 
caso las formas esenciales prescriptas por la ley para la Tali- 
dez de las notificaciones en juicio, en favor de cuya eficacia 
debe estarse en todo caso^ habiendo duda. 

Por estos fundamentos : se confirma con costas el auto ape- 
lado de foja... ; y repuestos los sellos, devuélvanse. 



J.[B. GOROSIUGA. — J.DOMINGIIEZ. — 
CLADISLAO FRUS. — FEDERICO IB AR- 
GÚREN. — G. S. DE LA TORRE. 



CAUSA XIiYI 



El Dr. D. Julio Sánchez Viamonte, en recuno contra la Supre* 
ma Corte de Justicia de Buenos Aires; sobre suspensión del 
ejereieio de su profesión de abogado. 



Sumario. — La suspensión del ejercicio de la profesión de 
abogado, ordenada por un Tribunal de Provincia, no da lugar al 
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recurso del artículo 14 de la ley sobre jurisdicción y competen- 
cia de los Tribunales Nacionales. 



Caso. — £1 caso resulta de la siguiente esposicion del Dr. D. 
Julio Sánchez Viamonte. 

Buenos Aires, Abril SO de 1887. 

Suprema Corte Federal : 

£1 abogado Julio Sánchez Yiamonte, vecino de la Froyincia 
de Buenos Aires, constituyendo domicilio en la calle de Piedad 
N^ 105, ante y. E. como mejor proceda, parezco y digo : Que 
Tengo i apelar de una resolución definitivamente pronunciada 
por la Suprema Corte de la Frovincia de Buenos Aires, suspen- 
diéndome por un mes en el ejercicio de la profesión de abogado, 
y ordenando mi enjuiciamiento por el Juez del Crimen, con 
motivo de un escrito mió, que se ha calificado de injurioso para 
la segunda Cámara de Apelaciones de La Plata. 

Uso al efecto del recurso de inconstitucionalidad que me 
acuerda el artículo 14, incisos 2^ y 3** de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863, sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales. 

La sentencia de la Corte Provincial me fué notificada el dia 
10 último, e inmediatamente presenté escrito pidiendo reposi- 
ción del auto, 6 en subsidio se me concediera el recurso de 
apelación ante Y. E., por haberse violado garantías aseguradas 
por los artículos 14, 16, 28 y 33 de la Constitución Nacional. 
Al pié de 6se escrito, la Corte Provincial ha dictado, con fecha 
16, el auto siguiente : c No siendo procedente recurso de nin- 
gún género, con arreglo al artículo 55 del Código de Procedi- 
mientos, en las causas de la naturaleza de la presente, no ha 
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lagar i ninguna de las peticiones deducidas» y devuélvanse como 
estámandado. — Jorge Isla. — Passo. Ante mi: Ramón Oliver. 

Gomo se Té, la Corte Suprema de Buenos Aires, coloca las leyes 
de la FroTincía por sobre la Constitución y leyes de la Nación. 

Los Tribunales de Buenos Aires han violado contra mí la 
libertad de industria y profesión ; me han imputado un delito, 
7 me han sacado del Juez del Crimen, que era el designado por 
la ley para conocer de esa clase de hechos ; me han procesado 
sin forma de juicio, so protesto que se trataba de una correc- 
ción disciplinaria ; me han negado á mí las garantías de defensa 
que se acuerdan á todo el mundo^ los sedicentes injuriados, y 
sas parientes y amigos se han convertido en jueces mios sin 
dejar de ser partes; me han impuesto, violentando la ley pro^ 
vincial, una pena contraria á la Constitución Nacional ; y por 
el mismo hecho, pretenden enjuiciarme dos veces. Y para col- 
mo de abusos, la Corte Suprema de la Provincia, engañada por 
sa calificativo de Suprema, se proclama infalible é indepen- 
diente de toda otra autoridad judicial, negando á Y. E. la su- 
premacía que le corresponde. 

Por tanto, á Y. E. suplico que, habiéndome por presentado 
con el presente recurso^ se sirva Y. E. ordenar á la Corte 
Suprema de la Provincia de Buenos Aires que remita á Y. E. 
el espediente relativo á mi suspensión en la profesión de aboga- 
do, suspendiendo todo procedimiento á ñn de que Y. E. pueda 
conocer y decidir sobre el recurso interpuesto. 

Es justicia, etc. 

J. Sánchez Viamonte. 

VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 36 de 1887. 

Suprema Corte : 
La suspensión de que se queja el Dr. Sánchez Yiamonte, es 
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una simple pena disciplinaria que ha estado en las atribacio- 
nes déla Corte Suprema de la Proyincia de Buenos Aires 
imponerle, justa 6 injustamente, sin violentar principio alguno 
constitucional. 

Es bien sabido que los Tribunales de Provincia juzgan los 
hechos que importan contravención á la ley, dentro de los límites 
de cada uno, aplicando el castigo que á su juicio corresponda. 
Si en cada caso la imposición de una pena, si la privación de 
la libertad, la limitación de los derechos de propiedad, hubiera 
de interpretarse como una violación de las declaraciones y 
garantías generales de la Constitución, no hubiera causa que 
no viniera á y. E., y fuera mejor suprimir la justicia de Pro- 
vincia. Basta pasar la vista por el artículo 14, en que elDr. 
Sánchez Yiamon te funda su recurso, para percibirla sin razón 
y lijerezaconque ocurre á Y. E. En la imposición de la pena 
con que el Tribunal Superior de la Provincia de Buenos Aires, 
ha juzgado bien ó mal, no es la cuestión, obligarle á guardar 
los respetos que debe á los que ejercen la justicia, no se ha 
puesto en cuestión la validez de ninguna ley Nacional 6 Pro- 
vincial, en contra de ningún principio constitucional, 6 de ley 
alguna de Provincia 6 déla Nación. Sírvase Y. E. declarar im- 
procedente 61 recurso. 

• 

Eduardo Casta. 



WmUo de Ia Biipreiiui Corte 



Buenos Aires, Abril 30 de 1887. 
De conformidad con lo espuesto y pedido por el señor Procu- 
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rador General en su precedente vista, no ha lagar al recurso 
interpuesto, y previa reposición de sellos, archívese. 



J. B. GOROSTIAGA. —1. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO FRÍAS. — G. S. DE LA 
TORRE. 



CAUSA XIiTII 



D. Ignacio Goyena, contra D. Casimiro Gómez, 
por cumplimiento de un contrato; sobre incompetencia. 



Sumario. — - El juez del lagar es competente para conocer de 
la cansa sobre camplimiento de un contrato de locación de nn 
inmueble sito en dicho lugar. 



Caso. — En la demanda interpuesta ante el Juez Federal de 
la Plata, por D. Ignacio Ooyena contra D. Casimiro Gómez, 
sobre cumplimiento de un contrato de locación de una casa sita 
en la Plata, el demandado opuso que era vecino déla ciudad 



234 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

de Buenos Aires, j debía ser demandado ante el Juez Federal 
de la Capital. 



Fallo del Jíues Federal 



La Plata, JuUo 29 de 1886. 

T vistos : en el incidente promovido por el demandado, sobre 
incompetencia de jurisdicción de este Juzgado para conocer de 
esta causa, y considerando : Que la demanda se ha deducido 
invocándose por el actor Gojena un contrato ajustado en la 
ciudad de La Plata, por locación de un inmueble situado en 
ella, 7 donde debe producir sus efectos, razón por la cual es 
en esta ciudad donde debe exijirse su cumplimiento, j no en la 
Capital de la República, domicilio del demandado, siendo por 
lo tanto el caso ocurrente una escepcion á la regla general de 
derecho que el actor debe seguir el fuero del reo, aún cuando 
ha podido aquel elegir el domicilio de este para su demanda : 
por esto, fallo : no haciendo lugar á la incompetencia deducida, 
7 ordeno que la parte de Gómez conteste derechamente la de-* 
manda^ con costas. Notifíquese 7 repónganse los sellos. 

Isidoro Albarradn. 



Fallo de la Suprema Clorte 



Buenos Aires, Abril 30 de 1887. 
Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
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apelado de foja veinte y dos. Repuestos los sellos^ deynélvanse. 

J. B. GOROSTUGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
DLADISLAO FRÍAS. — FEDERICO IBAR- 
GÚRBN. — C. S. DE LA TORRE. 



CAUSA XIiTIII 



Daña Mercedes L. de Paz y contra D. JoséPicco^ por interdicto 
de obra nueva ; sobre demolición é indemnización de pérdi" 
das ¿intereses y costas. 



Sumario. — En el interdicto de nueva obra, el demandado 
que resulta haber invadido la posesión agena, debe ser conde- 
nado á la demolición y á la indemnización de las costas, pér- 
didas é intereses, causados por su culpa. 



Caso. — El caso se esplica por el 



nill« del JToea Federal 

Santiago, JuUo SO de 1886. 

I vistos : el interdicto de obra nueva promovido porD. Juan 
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M. Faz, en representación de su esposa D' Mercedes L. de Faz, 
contra D. José Fícco, resalta que tanto la señora de Faz como 
Ficco son compradores de fracciones de terrenos de propiedad 
de D. Mannel Jaarez, cnya ostensión total es la que reza el 
documento de foja...; que al edificar Ficco levantó la pared que 
aparece en el plano adjunto, designada con las letras t. A, de 
la que se trata, j cuya demolición solicita Faz, por decir que 
entra en la fracción de terreno que su señora compró á Juárez ; 
que practicada una inspección ocular, como consta á foja..., 
se percibió desde luego, la necesidad que había, para resolver 
con acierto esta demanda, de que se practicara la mensura de 
la totalidad del terreno de Juárez, ubicando las distintas frac- 
ciones por él vendidas^ para, una vez conocida su posición res- 
pectiva, determinar con precisión si la pared en cuestión 
quedaba ó no dentro de la fracción vendida á la señora de Faz ; 
que habiéndose verificado la mensura por el perito agrimensor 
Beid, como consta á foja..., resulta de ella claramente que la 
pared de que se trata está situada dentro de la fracción ven- 
dida á Faz, sea que se tome por punto de partida, para nbicar 
el terreno de Faz, la linea e, /, ó la línea E, S. For tanto, fallo 
ratificando la suspensión de la obra, decretada á foja... 
Hágase saber con el original, y repónganse los sellos. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



Fallo de \m SupreniA €?OFte 

Buenos Aires, Abril 30 de 1887. 

Vistos : atento lo dispuesto en los artículos dos mil cuatro - 
cientos noventa y cuatro y dos mil quinientos del Código Civil, 
se condena al demandado Don José Ficco, á la demolición de la 
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pared construida en el terreno del demandante, j ala indemni- 
zación de las costas j pérdidas é intereses que se hayan cau- 
sado al último por su culpa, quedando en esta parte modificada 
la sentencia apelada de foja treinta j siete. Repuestos los 
sellos, 7 satisfechas las costas de esta segunda instancia por el 
apelado, deyuélvase. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO FRUS. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 



CAUSA XIiIX 



Doña Mercedes S. de Levingston^ contra D. Rosario 
Domínguez; sobre reivindicación 



Sumario. — V Antes de la vigencia del Código Civil, la es- 
crituración no era una condición esencial á la validez de la 
compra de bienes raices. 

2° Probada la existencia j ejecución de la compra, por medio 
de declaraciones de testigos, la presunción de buena fé, no des- 
virtuada por circunstancia alguna, á favor del comprador^ y la 
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posesión continua por más de diez años por dicho título de com- 
pra, bastan para dar por comprobada la prescripción de ad- 
quirir. 



Caso. — El caso se esplica por el 



Fallo del Jíuea Vederal 

Sau Luis, Agosto 14 de 1885. 

Y vistos : resultan los hechos siguientes : 

D. Enrique P. Leyingston, chileno, como apoderado general 
de su señora madre, Doña Mercedes S. de Leyingston, de la 
misma nacionalidad, entabla en Abril de 1880 acción reivin- 
dicatoria contra D. Rosario Domínguez, argentino, por haber 
este, dice, tomado posesión de una parte de los terrenos de la 
estancia denominada c La Estanzuela », de propiedad de su 
mandante, y construido en ella un potrero de campo en la sierra 
de c Tilisarao > 6 c Carrizal >, que también le pertenece, y en 
apoyo de su demanda acompaña los documentos de fojas 2 y 5. 
El primero de estos es la copia legalizada de una sentencia 
pronunciada el 23 de Marzo de 1874 por el Superior Tribunal 
de Justiciado esta FroTincia, por la que se declara desierto un 
recurso de apelación deducido por el representante de D. Gni- 
Uermo Bertram en el juicio seguido entre este y la parte de Doña 
Mercedes S. de Leyingston, referente al desembargo de la 
c Estanzuela » por corresponderle á dicha señora (asi se consig- 
na en el preámbulo), y no á los bienes quedados por muerte de 
su cuñado D. Samuel Levingston, ejecutados por el señor Ber- 
tram. Y el segundo es la diligencia de mensura 6 deslinde de 
la c Estanzuela», practicada en el año 1862, á solicitad del 



DE JUSTICIA NACaONAL 239 

interesado D. Benito Morales, cnjos linderos y superficie 
están allí determinados. 

Conferido traslado de esta demanda, el señor Domínguez la 
contesta en el mes de Julio de 1880, diciendo : que la fracción 
de campo que se le disputa en el c Carrizal >^ 4" Departamento, 
hace doce años la posee quieta y pacíficamente, sin haberse 
jamás opuesto el demandante á esta ocupación, ni á ninguno de 
los actos de dominio que ha ejercido siempre sobre ella, y que 
le corresponde por compra que hizo á D. Yalentin Bargas, 
Teoino de la ciudad de Mendoza, en el mes de Mayo de i 868, 
como lo comprueba la escritura que adjunta, agregando : que 
el vendedor cuando efectuó la transferencia, tenía una pose- 
sión de más de setenta años: y pide sea aquella rechazada con 
costas. 

Abierta la causa á prueba, con fecha 19 de Julio de 1884, 
(auto de foja 54 vuelta), después de citarse de eviccion á los 
herederos de Bargas, por pedido de Domínguez, para que am- 
bas parteb pudieran acreditar los hechos alegados en sus escritos 
de demanda y contestación, el actor produce la suya, que es la 
instrumental que corre de fojas 70 á 75, y foja 87, déla que 
resulta : V que en el año de 1775, el Maestre de campo y Pre- 
sidente de la Junta de Temporalidades, D. Vicente Becerra, de 
orden de la misma deslindó, amojonó y dio en posesión judicial 
á D. Miguel Antonio Muxica, el terreno de la cEstanzuela», 
jurisdicción cuarenta leguas distante de la ciudad de San 
Luis de Loyola, comprado por él á dichas Temporalidades. Se 
debe notar que tanto en este deslinde como en el de 1862 de 
que se ha hecho mención, se habla de la sierra ó cerrillos de 
Tilisarao, como límite de la c Estanzuela » hacia el poniente. 
T 2^ que á solicitud del demandante, mandóse agregar copia 
legalizada de las escrituras que acreditan la propiedad de la 
señora de Levingston sobre, la estancia de la « Estanzuela >, 
archivada en la oficina conservadora de este punto ; y el oficial 
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público encargado de ella, dice que según constancias que ha 
tenido á la vista, las espresadas escrituras han sido entrega- 
das, por mandato judicial, á D. Enrique F. Levingston, como 
consta de su recibo que obra en un espediente. 

La prueba rendida por el demandado^ figura de fojas 58 á68, 
de fojas 76 á 82, y fojas 85, 86, 97 y 98, y de ella consta : i"" 
la referida compra hecha á Bargas, de un terreno ubicado en 
esta provincia, lugar llamado el c Carrizal de Benca » lindando 
al norte con Fray Baltazar Fonce de León, al sud con los 
ChirinoSy al este hasta la cumbre de la sierrita de c Tilisarao » 
y terrenos de la c Estanzuela », y al oeste con la barranca del 
c Carrizal »« terrenos de D. Martin Feralta, de quien declara 
Bargas haberlo obtenido por compra, y pertenecerle en pleno 
dominio; 2^ que otras fracciones de campos comprados por 
Dominguez en el c Carrizal ^ á varias personas, lindan por el 
naciente con la sierra de c Tilisarao » ; y 3^ que el deman- 
dado, á estar al testimonio más conteste de los testigos presen- 
tados por él, justifica que el campo del « Carrizal de Benca», 
que según deponen dos de ellos, D. Segundo Lopez^ y D. Juan 
Facundo Carmena, fué ocupado antiguamente por D. Martin 
Feralta, lo compró Dominguez á un señor Bargas, hace más de 
quince años, desde cuya época lo tiene cercado, y que nunca 
han oído decir que hubiese sido interrumpido 6 molestado en 
su posesión. 

Y considerando, en presencia de estos antecedentes : 

1^ Que por el auto de prueba de foja 54 vuelta se impuso á 
las partes litigantes la obligación, que ellas aceptaron, de acre- 
ditar los hechos alegados en sus escritos de demanda y de con- 
testación; por lo que han producido la que juzgaron condu- 
cente al mejor esclarecimiento de sus derechos respectivos en el 
presente juicio. 

2^ Que esto no obstante, al actor, por su condición do tal, 
correspondia primordialmente patentizar la verdad de su de- 
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manda (art. 2523, C. C.) en la forma propuesta por él, j admi- 
tida por el Juzgado, y desvirtuar á la vez la negativa del reo, 
máxime si se tiene en cuenta que la había iniciado recono- 
ciendo la existencia de un hecho favorable á su contrario, cual 
es el de estar este en posesión de la fracción de campo recla- 
mada. Por punto general, el que añrma un hecho, y no el que lo 
niega, es quien debe probarlo : ei incumbü onus probandi qui 
dieií, non ei quinegat. (LL, !• y 2*, tít. 14, Part. 3'), 

3^ Que en tal virtud, es deber del infrascripto examinar, 
ante todo, la prueba presentada por el reivindicante, á fin de 
resolver si ella reviste los caracteres legales j suficientes para 
fundar la acción deducida, y si se halla ajustada á las pres- 
oripoiones del derecho : 1" Según lo dispuesto por el artículo 
57 de la Ley Nacional de Procedimientos, la acción que se en- 
tablare deberá, entre otros requisitos, contener la cosa deman- 
dadaf es decir, su determinación cierta é inequívoca, y la peti" 
don en términos claros y positivos^ que no deje lugar á 
confusiones ó dudas sobre lo que se demanda, 6 como lo exijen 
las Leyes 15 y 25, título 2^, Partida 3% y Ley 4% título 3^ 
libro 11, Novísima Recopilación, tratándose de bienes raices, la 
designación de su ostensión superficial, ubicación, límites, y 
demás señales características que la distingan ; 2^ La misma 
Ley Nacional de Procedimientos, en su artículo 10, establece que 
el actor, en toda especie de juicios, ha de producir con su 
demanda las escrituras y documentos que justifiquen el dere- 
cho que deduce, armonizándose esta disposición con la contenida 
en la Ley 1«. título 3% y Ley 2', título 7% libro 11, Novísima 
Becopilaoion ; 3° La acción de reivindicación emana del 
dominio particular, y se ejercita por el propietario que ha 
perdido la posesión de una cosa contra aquel que la tiene en 
su poder, á fin de que se la restituya (art. 2758, G. C), de ma- 
nera pnes, que el que la intente debe acreditar su derecho á 
poseer, por medio de un título legítimo de propiedad, y que en 

T. I 16 
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virtud de él tenia, antes que el demandado, la posesión del 
inmueble que reivindica. 

4^ Que para satisfacer los estremos de la acción promovida, 
el demandante ha debido producir prueba bastante acerca de 
los puntos enumerados en el considerando precedente, que son 
de ley espresa. 

En cuanto al párrafo primero, el actor se ha limitado á 
aseverar que el señor Domínguez ha tomado posesión de una 
parte délos terrenos de la « Estanzaela >, pertenecientes á 
su mandante, en la sierra de « Tilisarao > 6 c Carrizal >, sin 
espresar la ubicación precisa, ni la área, rumbos, ni linderos 
de la fracción que se dice detentada por el demandado, igno- 
rándose, de consiguiente, cuál sea la cosa cierta j determinada 
sobre que versa la reivindicación. Por lo que respecta al 2^, la 
misma parte ha presentado con su demanda y en el término 
de prueba, los documentos de fojas 2, 5 y 71, los que á más de 
ser inconducentes para justificar la acción deducida, por sí 
solos no constituyen verdaderos títulos de propiedad sobre el 
inmueble reivindicado. De estos documentos, el primero es 
simplemente una copia de sentencia judicial que declara de- 
sierto un recurso de apelación, y en la que solo por incidencia 
se habla de la c Estanzuela d , y los otros dos están á nombre 
de personas estrañas al presente litigio, cuyos derechos no 
aparecen transferidos bajo ninguna forma, á favor del recla- 
mante. No son pertinentes á la cuestión, como prueba, desde 
que esta debe ceñirse al punto debatido, escluyéndose cual- 
quiera otra que no aproveche ni perjudique á ninguna de las 
partes (L. 7% tít. 14, Fart. 3^). Y por fin, acerca del párrafo 
3®, no se ha demostrado el derecho de dominio que alega 
el demandante, ni sobre los terrenos de la « Estanzuela >, 
según queda visto, ni menos sobre el campo en cuya pose- 
sión se encuentra el demandado, para que pudiera surgir 
la acción reivindicatoría intentada por éU ni, por lo tanto, 
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la razón 6 justa causa que hubiere tenido para promoverla. 

5* Que el demandado^ por su parte, ha producido con la 
contestación á la demanda, j después de ella, los documentos 
de fojai4, fojas 58 á 66, y las informaciones de fojas 76 á 82, 
fojas 85 7 86, 7 fojas 97 7 98, con cuyos elementos de prueba 
ha podido justificar su pertenencia 7 posesión tranquila por 
cierto número de años sobre el campo disputado, aún cuando 
se admitiera la ineficacia del título de foja 14, por no hallarse 
revestido de las formas esternas que señala el actor. 

6^ Que aún suponiendo que ambos litigantes hubieran exhi- 
bido títulos de su respectivo dominio, 7 que lo espuesto en las 
consideraciones anteriores fuera insuficiente para fundar la 
resolución del punto sub-judice^ en vista de lo que dispone el 
artículo 2792, Código Civil, no se puede dejar de pronunciarla 
en favor del demandado, que además goza siempre en el juicio 
de condición más ventajosa. 

Por tales fundamentos, se declara improbada la acción de 
reivindicación, deducida por la parte del señor Levingston, 7 
absuelto de ella al demandado señor Domínguez, con costas, 
de conformidad á lo dispuesto por las le7es 39, título 2^, 7 8**, 
título 22, Partida 3\ 

Notifíquese con el original, repónganselos sellos 7 archívese, 
debiendo desglosarse los documentos de fojas 57 á 66, presen- 
tados ad effectum videndi. 

P. E. Miguez. 

Fullo de lA Saprenm Cmtte 

Buenos Aires, Abril 30 de 1887. 

Vistos : Besultando que alegada formalmente por el deman- 
dado, en esta segunda instancia, la escepcion de prescripción 
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que se reservó hacer valer por su escrito de contestación á la 
demanda, ha opnesto el demandante la falta de antenticacion 
7 protocolización del instrumento de foja catorce, que sirve de 
base á dicha escepcion, alegando qne él carece por tal razón 
de las condiciones del jasto título requeridas por la ley, como 
fundamento de la prescripción adquisitiva ordinaria. 

Y Considerando: Primero: Que aunque se repute ineficaz 
por sí solo dicho instrumento, como prueba del contrato de com- 
pra-venta que él encierra, no siendo sin embargo la escritura 
una condición esencial á la validez del contrato de venta de 
bienes raíces, con arreglo á la disposición de las leyes sexta y 
veinte y tres, título quinto, Partida quinta, y estando suficiente* 
mente corroboradas la existencia y ejecución de dicho contrato, 
por las declaraciones que obran de foja setenta y siete adelante, 
ratificadas á foja .noventa y siete, ypor la posesión misma en que 
se halla el demandado, debe tenerse por comprobada la condi- 
ción del justo título, que seguu la ley diez y ocho, título veinte 
y nueve, Partida tercera, vigente á la época en que comenzó la 
posesión del demandado, y por lo mismo de estricta aplicación 
al caso, no es otra cosa que la causa legal en que el prescri- 
biente funda su derecho, y puede existir independientemente 
déla circunstancia de que se haya ó no escriturado el contrato, 
y de la eficacia ó ineficacia en juicio de la escritura respectiva. 

Segundo : Que de las declaraciones citadas, resulta igual- 
mente evidenciada la posesión esclusiva y á título de dueño 
que, fundada en el contrato anterior, y á datar del año mil 
ochocientos sesenta y ocho ó sea por más de diez años, hasta 
la fecha de la interposición de la presente demanda, ha ejer- 
cido el demandado en el inmueble en cuestión, manteniéndolo 
desde aquella fecha constantemente bajo cerco. 

Tercero: Que con estos antecedentes, y teniendo el apelado 
la presunción legal de la buena fé en su favor, no desvirtuada 
en este caso por circunstancia alguna contraria, deben repn* 
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taise plenamente cumplidas las condiciones del justo titulo, 
posesión continua y buena fé, requeridas en general por la ley 
diez y ocho, titulo veintinueve, Partida tercera, antes citada, 
para poder ganar por tiempo el dominio de bienes raices, y por 
comprobada, en consecuencias la escepcion de prescripción ale- 
gada por el demandado. 

Por estas consideraciones, lo dispuesto por el artículo cua- 
trocientos cinco del Código Civil y prescindiendo de toda apre- 
ciación respecto de las demás alegaciones de las partes, en 
cuanto á la propiedad del inmueble en cuestión, por hacerlo 
innecesario las conclusiones anteriores : se confirma la senten- 
cia apelada de foja ciento tres, en cuanto por ella se absuelve de 
la demanda al demandado, sin especial condenación en costas 
de la segunda instancia; y repuestos los sellos, devuélvanse 
los autos. Notifiquese con el original. 



J. B. GOROSTUGA. — J. DOHINGIIEZ. — 
ULADISLAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GÚRER. — C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA Ia 



D. Nicanor Flores^ contra la Sucursal del Banco Nacional 
de Salta ; sobre cange de acciones, y pago de dividendos 



Sumario. — Resultando que la cosa demandada ha sido ofre- 
cida antes y después de la demanda, corresponde absolver de 
esta al demandado. 



Caso. — Se esplica por el 



Fallo del Jíuea Federal 

Salta, Febrero 27 de 1886. 

Y vistos : D. Nicanor Flores por mediode su apoderado D. Fede- 
rico Yelazco, demanda al Gerente de esta Sucursal del Banco Na- 
cional, fundándose en lo siguiente: que habiendo reclamado el abo- 
no del dividendo correspondiente alas nueve acciones que acom- 
paña no lo obtuvo á pesar de la protesta de fojas i devuelta; que 
el Gerente se negó, dando por razón el no estar cambiadas 
dichas acciones á moneda nacional, de conformidad al artículo 
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i o de la ley de 12 de Octubre de 1882 ; que por esta ley el Ban- 
co está en el deber de hacer el cange, asistiéndole al tenedor el 
derecho de exijirlo en cualquier tiempo, tanto más cuanto que 
no consta se haya notificado á los accionistas apercibimiento 
alguno para que les pare perjuicio ; que la falta del cange no 
puede oponerse para fundar la negativa del pago de los divi- 
dendos ; que en virtud de estas consideraciones pide que el 
Juzgado declare en definitiva la obligación que tiene el Banco 
de pagarlas, como también de hacer el cange délas antiguas 
acciones á oro por las nuevas á moneda nacional, condenándolo 
además al pago de los intereses, costas, y gastos del protesto. 
Conferido el traslado, el Gerente espuso : Que lo que exigió 
á D. Nicanor Flores, fué que cangease las acciones antiguas 
por las nuevas, sin cuyo requisito no podía pagar el dividendo 
que cobraba, de conformidad á la ley y á las instrucciones del 
Directorio ; que era falso que se había negado á practicarlo, 
que al contrario, por el aviso de fecha 22 de Junio, publicado 
en el periódico La Situación, de foja 25, se llamó á los accio- 
nistas para verificarlo, no habiendo tenido ninguno de ellos 
dificultad en cumplir con este deber, á escepcion del deman- 
dante ; que por la circular del Directorio, N^ 2, foja 23, le 
estaba prohibido pagar dividendo alguno sobre las antiguas 
acciones ; que por último, no tiene inconveniente, como no lo 
ha tenido antes tampoco, en efectuar con las acciones de Flo- 
res el cange que hizo con los demás accionistas, pero que si se 
resistiese está dispuesto á dar el más exacto cumplimiento á 
las órdenes que tiene recibidas. 

Y considerando : 1® Qu3 consta de un modo evidente que el 

Qerente nunca negó el cange de las antiguas acciones á moneda 

fuerte, por las nuevas á moneda nacional, como se comprueba 

por el aviso que con fecha 22 de Junio del año pasado se publicó 

en el periódico la Situación, y también por el libro copiador 

N® 4, qne ad effectum videndi acompaña. 



248 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

^ Que D. Nicanor Flores no desconoce que tuvo conoci- 
miento del llamamiento hecho & todos los accionistas^ y sin 
emhargo no concarrió á la Oficina del Banco, como era de sn 
deber, con arreglo al artículo 1^ de la ley de i2 de Octubre de 
1882. 

3^ Que esto no significa que haya perdido su derecho, puesto 
que en cualquier dia puede presentarse solicitando el cambio 
de acciones, loque, por otra parte nunca le fué negado. 

4^ Que no habiendo querido hacerlo, el Gerente no podia 
pagar los dÍTÍdendos mientras no se efectuara la operación pré- 
TÍa del cange, según disposición del Directorio, de perfecto 
acuerdo con la ley citada. 

En TÍrtud de estas consideraciones, declaro: que absuelvo 
de la demanda al Gerente D. Blas M. Arias, por cuanto no 
está obligado á pagar el dividendo acordado, mientras el de- 
mandante se niegue á cangear las acciones que posee, con cos- 
tas. Devuélvase el libro al Banco, notifíquese con el original, 
previa reposición de sellos. 

Benjamín Figueroa. 



Falto de la Suprenm €?orte 

Buenos Aires, Mayo 7 de 1887. 

Vistos : Resultando de los términos de la demauda, como de 
los de la contestación , que antes y después de interpuesta aque- 
lla, el Banco Nacional ha estado siempre dispuesto y ofrecido ve- 
rificar el cange de las accioYies presentadas en autos, y el pago 
de los dividendos correspondientes aellas, previo dicho cange, 
se confirma con costas la sentencia apelada de foja treinta y 
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seis ; declarándose qae debe procederse al cambio de los títu- 
los, conforme á las indicaciones del demandante respecto á si 
han de ser espedidos nominales ó al portador ; y hecho esto, 
al pago de los dWidendos pendientes. Previa reposición de sellos, 
demélvanse. 



J. DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO FRÍAS.— 
f EDERICO IBARGtJlREN. — G. S. DE LA 
TORRE. 



CAUSA lil 



Mallmann y C% contra Pérez y Cor ti, por falsificación del 
bitter « Femet Branca » ; sobre falta de personería 



Sumario. — La cuestión de la validez 6 nalidad de la cesión, 
en cuya virtud el actor se presenta reclamando los derechos 
que le son propios, afecta al fondo de su derecho y no á su 
personería. 
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Caso. — D. Guillermo'Lippold, por Mallmann y C*, represen- 
tantes de Branca Hermanos» de Milán, demandó por falsifica- 
ción del Bitter Femetí Branca á los señores Pérez y Corti. 

Los demandados opasieron la escepcion de arraigo. 

Lippold contestó que no se había presentado por Branca Her- 
manos, sino por Mallmann y C, cesionarios de sos derechos. 

Acompañó el testimonio de ana escritora pública, de la que 
resulta que en 16 de Enero de 18S5, D. Garlos Hofer compare- 
ció ante el escribano Honores, y dijo que era miembro de la 
razón Carlos Hofer y C*; que los señores Branca Hermanos, en 
24 de Noviembre de i884, en Milán, ante el escribano Yaccani, 
declararon que desde i 875 habían cedido á Carlos Hofer y C^la 
esclusiya temporánea privativa de importación y venta, en 
América del Sud del Femet Branca ; que el compareciente cedía 
gratuitamente á los señores Mallmann y C* el derecho para la 
venta.del Femet Branca en las Repúblicas Argentina, Oriental y 
del Paraguay ; que la cesión fué aceptada por D. Edmundo 
Wagenknecht, socio de Mallmann y C*, en cuyo nombre la 
aceptó* en uso de la firma social, según el artículo 4^ del con- 
trato de sociedad de Mallmann y C*, que se transcribía. 



Fallo del Jume Federal 

Buenos Aires, Mayo dO de 1886. 

Y vistos : importando el escrito de foja 22, una reforma de 
la demanda, en cuanto ahora se entabla por los señores Mall- 
mann en su nombre propio, habiéndolo hecho antes como repre- 
sentantes de los señores Branca Hermanos, de Milán, pues si 
bien son dudosas las espresiones empleadas en la demanda de 
foja i*, refiriéndose la representación invocada, más biená los 
derechos y acciones que á la razón social Branca Hermanos, 
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la oonstituoion del poddr hecho por estos últimos á favor de D. 
Fiancisoo Mallmann, de la razón social Mallmann y C*, no 
deja dada sobre el yerdadero sentido de las espresiones emplea- 
das al instaurar la demanda, y siendo un derecho acordado 
por el artículo 58 de la ley de Procedimientos, el de mudar la 
acción entablada antes que la demanda sea contestada, ey&- 
cuese por los demandados el traslado de la nueva demanda 
que los señores Mallmann y C* entablan á nombre propio, 
sin que haya lugar á la condenación en costas, por haberse mu- 
dado la acción en la oportunidad que lo permite la ley. Be- 
póngase el sello. 

Ugarriza. 



Notificada la anterior providencia, los demandados opusieron 
la escepcion de falta de personería en los demandantes. 



Fallo del Jues Fedleml 



Baenos Aires, Agosto 3 da 188G. 

Y vistos : en lo relativo á la escepcion de falta de personería 
del actor, opuesta por la parte demandada. 

Considerando: 1^ Que ante todo debe establecerse si los de- 
mandados han estado 6 no en oportunidad para opondr en for- 
ma de artículo de previo y especial pronunciamiento, la escep- 
cion dilatoria en tela de juicio. 

2^ Que este derecho de los demandados, es indiscutible, si 
80 tiene en cuenta que por el auto de foja 29 vuelta, se declaró 
que el actor había estado en tiempo de mudar su acción, de 



252 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

acuerdo al artículo 58 de la ley de Procedimientos, conside- 
rándose en consecuencia el escrito de foja 22, como una nueva 
demanda instruida con los documentos á ella adjuntos, de los 
cuales se confirió traslado á la parte demandada, siendo precisa- 
mente de' las enunciaciones de uno de aquellos documentos que 
el demandado deriva la esoepcion dilatoria que propone. 

No es, pues, el caso del artículo 75 de la ley de enjuicia- 
miento^ invocado por el actor ; por el contrario, la parte deman- 
dada ha hecho uso, como queda dicho, en tiempo y forma, del 
derecho que le acuerda el artículo 73 de la misma ley. 

3® Que si bien el escribano Honores ha debido exigir, en 
cumplimiento de los deberes de su oficio, al otorgante de la 
escritura de foja i9, D. Carlos J. Hofer, la comprobación de 
que era socio de la firma Carlos J. Hofer y C", y como tal facul- 
tado para hacer uso de la de la razón social, la falta de cum- 
plimiento de esa formalidad no invalida la escritura: 1^ por no 
ser una de las enumeradas en el artículo i004d6l Código Civil, 
y 2^ porque el hecho de estar incluido el nombre del citado 
Hofer en la dicha razón social, obliga á esta, con relación á 
los terceros, soportando los resultados de los actos de tal socio, 
salvólos derechos de la sociedad, para exigir indemnizaciones 
en los bienes del socio que hubiese procedido sin la competente 
autorización. (Art. 457 del Cód. de Com.). 

4^ Que en cuanto á la significación jurídica que debe darse á 
la palabra privativa que aparece en la escritura de foja 19, y 
con respecto á si los cesionarios tienen derecho 6 no para perse- 
guir las falsificaciones, y á la intervención del notario D. Jaime 
Yaccani, el Juzgado acepta las consideraciones aducidas por el 
actor, desestimando por consiguiente las razones que, emanadas 
de aquellas enunciaciones ó conceptos de la escritura, han creído 
de su derecho invocar los demandados . 

5^ Que queda tan solo por dilucidar el panto relativo á 
la falta de transcripción, en la escritura de fojai9, de los 
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títalos babilitantes de la personería de D. Carlos J. Hofer. 

En la escritura autorizada por el escribano Honores, este 
funcionario se limita á dar fé de que aquellos títulos debida- 
mente legalizados le fueron exhibidos por el otorgante. Pero 
esto no basta á los propósitos de la ley. 

Ella es terminante, j exige bajo pena de nulidad, formali- 
dades sustanciales de que no és dado prescindir al oficial pú- 
blico, y que sin embargo no han sido llenadas en la escritura 
de que se trata. 

Cuando la ley espresa en términos categóricos, como sucede 
en el artículo i003 del Código Civil, que los instrumentos á 
que las partes se refieran deben transcribirse en el libro de re- 
gistro junto con la escritura, salvo el caso en que ellos hubiesen 
sido otorgados en el protocolo del Escribano, cuando. el artículo 
1004^ más perentoriamente aún establece la nulidad de las 
escrituras, siempre que carezcan de las enunciaciones que reputa 
indispensables para su validez, entre las que se enumeran las 
procuraciones 6 documentos habilitantes ; no es permitido al 
escribano apartarse del camino que le está señalado en la ley, 
sino que por el contrario debe ajustar sus procedimientos á los 
términos claros y precisos en que ella está concebida. En el 
caso sub'judice, se trata de una cesión hecha por D. Carlos J. 
Hofer, en su carácter de socio de la firma Carlos J. Hofer y 
C*, cesionarios á su vez de los señores Branca Hermanos, de 
Milán. El autorizante dá fé únicamente de haberle exhibido el 
otorgante^ debidamente legalizados, los documentos que acredi- 
tan esos estremos, habilitándole para efectuar la cesión en 
favor de Mallmann y C* ; no certifica que tales documentos se 
encuentran en su registro ; ni tampoco los transcribe en la 
escritura. Es pues el caso de la nulidad que fulmina el artículo 
1004 del Código Civil antes citado. 

Por estos fundamentos, fallo : declarando nula la escritura 
de foja 19, y sin personería á los señores Mallmann y C* para 
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proseguir este jnicio, y á cargo de estos las costas del incidente. 
Notifíquese con el original previa reposición de los sellos. 

Andrés Ugamza. 

Fallo de la Suprema Oarfe 

Buenos Aires, Mayo 10 de 1887. 

Vistos 7 considerando : que la presente demanda ha sido 
deducida á nombre personal de los señores Mallmann y Com- 
pañía, 7 reclamando derechos propios de ellos, en virtud de la 
cesión corriente á foja diez 7 nueve. 

Que la cuestión sobre validez 6 nulidad de esta últimSt afecta 
al fondo del derecho de los demandantes, 6 sea al título con que 
gestionan, 7 no ásu personería ; 7 ño ha podido, por tanto, 
deducirse previamente como escepcion dilatoria. 

Forestes fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
cuarenta 7 siete, que declara sin personería á los señores 
Mallmann 7 Compañía ; 7 los demandados contesten derecha- 
mente la demanda en el término de 107. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 



J. DOMÍNGUEZ. —ULADISLAO FRUS. 
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CAUSA I^II 



D. Felipe Borches, contra la Provincia de Entre Rios, pornulU 
dad de una resolución del Poder Ejecutivo ; sobre incom- 
petencia. 



Sumario. — La Suprema Corte carece de jurisdicción para 
conocer de la nulidad 6 validez de una resolución del Poder 
EjecntiTo de una provincia, relativa á la distribución de sus 
tierras públicas. 



Caso. — El caso seesplicapor el fallo de la Suprema Corte. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 39 de 1884. 
Suprema Corte: 

Las cuestiones de derecho debatidas en esta causa^ son á mi 
juicio, bien sencillas, y no merecían ni autorizan el estenso 
desenvolvimiento con que han sido dilucidadas por una y otra 
parte. 

Que los gobiernos de provincia pueden ser demandados ante 
esta Corte, no es hoy materia de discusión. No lo es tampoco 
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que no pueden serlo por sos actos administrativos, ni tampoco 
por la interpretación y ejecución de las leyes que se dieren para 
su régimen interno, en virtud de las facultades que la Consti- 
tución espresamente les confiere, 6 les reserva implícitas ; ni 
aún siquiera por los abusos que cometieren en la aplicación de 
esas mismas leyes. 

No es asimismo dudoso que es acto de administración dispo- 
ner de la tierra pública, resolviendo las pretensiones encontra- 
das de diversos interesados, con arreglo á las reglas y princi- 
pios que cada Provincia se hubiera dado para su gobierno. 

No es, por último, cuestionable que esta Corte carece de juris- 
dicción para revisar las resoluciones de los mismos gobiernos 
de provincia, en cuanto se refieren á la ejecución de las leyes 
que autorizan la enajenación de la tierra que constituye el pa- 
trimonio de cada una. 

Pero, no es esta la cuestión. ¿ Dónde concluye esta facultad 
de administrar ? Hecha una concesión definitiva ; constituido 
un titulo perfecto ; otorgada escritura pública, ¿ podría nn 
gobierno de Provincia decretar adminisirativameníe^ su anu- 
lación completa, acordando á uno lo que ya había concedido á 
otro ? So color de administrar la tierra pública, ¿ podrá traer 
á juicio y anular concesiones definitivas de tiempo atrás, que 
han podido constituir derechos perfectos, y aún ser trasmiti- 
dos á terceros ? 

No encuentro en estos autos los antecedentes que debieran 
servir de punto de partida. 

Falta la escritura con que debió ser instruida la demanda ; 
falta el espediente á qae hace referencia el Gobernador de 
Entre Bios, á foja 32 vuelta. 

Sírvase Y. E. ordenar vuelvan estos autos á mi despacho, 
con la escritura y el espediente mencionados. 

Eduardo Costa. 



I 
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Agregados los antecedentes pedidos por el señor Procurador 
General, se le confirió Tista nuevamente, y se espidió como 
sigue : 

Baeaos Aires, Setiembre 35 de 1884. 

Suprema Corte : 

En Octubre 10 de i881, el Oobierno de la Provincia de 
Entre Bios vendió á D. Diego Quintana un terreno denominado 
Lcts Vizcachas, otorgando á su favor la correspondiente escritura. 

EniOde Octubre de i883, dos años después exactamente, el 
mismo Oobierno de Entre Bios declara nula esta venta, j 
reconoce como poseedores legales del mismo terreno á los here- 
deros de Doña Valentina Godoy de Veron, con los derechos y 
abones que la ley de la Provincia les acuerda. 

Don Felipe Borches, sucesor de los derechos de Quintana, 
ocurre entonces ante esta Corte entablando demanda contra 
la espresada Provincia de Entre Bios, al objeto de que declare 
y. E. nula 7 de ningún valor aquella resolución, y le ampare 
en su propiedad. 

La Provincia de Entre Bios ha declinado de jurisdicción, 
fundándose: 1^ en que ni sus leyes agrarias, ni su ejecución 
están sujetas á la revisión de esta Corte ; 2® en que Y. E. 
carece de competencia en los casos en que una Provincia es 
demandada por un estranjero, teniéndola solo cuando la Pro- 
vincia es parte actora. 

Después de la jurisprudencia establecida por Y. E. sobre 
este último punto, en tantos y tan conocidos casos, no es per- 
mitido traer á discusión su jarisdiccion originaria, en los casos 
en que una provincia es demandada por un extranjero 6 vecino 
de otra provincia. Basta abrir cualquiera de los libros de sus 
fallos. 

Queda solo en pió el primer fundamento, es decir, la falta de 

T. I 17 
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jnrisdiocion de Y. E. para traer á jnioio los actos de los Gobier- 
nos de Provincia en la ejecución de sus leyes de tierras. 

Parala mejor inteligencia de este punto, conviene hacer un 
estudio un tanto más detenido de los antecedentes traídos á la 
vista. 

Resulta de ellos que el terreno llamado Las Vizcachas fué 
solicitado en compra al mismo tiempo por Quintana y por los 
herederos de Yeron; por Quintana como denunciante, en i881, 
por los herederos de Yeron, en i867, como poseedores, desde 
1825. 

El Gobierno de Entre Bios, sin acumular estos dos espedientes, 
sin oir á los Yeron, después de una brevísima tramitación acor- 
dó la venta á Quintana, y le otorgó la escritura correspondiente 
en Octubre de 1881. 

Apercibida la sucesión de Yeron, por las publicacioues de los 
diarios, activa su espediente, y dos años después, dia por dia, 
obtiene el reconocimiento de sus derechos, y la anulación de la 
venta hecha á Quintana, sin que este, á su vez, hubiera sido 
citado para nada. 

Llega ésta resolución á conocimiento de Quintana, también 
por los diarios, y ocurre al punto á esta Corte pidiendo á Y. E. 
declare nula y sin valor la anulación de la venta á su favor. 

Tenemos, pues, en su última espresion, el caso de una misma 
cosa vendida á dos por el mismo vendedor : 

1^ El Gobierno de Entre Rios vende á Quintana el terreno 
que en parte era de los Yeron, á título de antiguos poseedores, 
según así lo declara á foja 36; 2^ el mismo Gobierno vende á 
los herederos de Yeron el mismo terreno vendido ya á Quin- 
tana. 

¿De qué parte estará el mejor derecho ? ¿ Cuál de estas 
ventas deberá prevalecer ? 

Cuestión es esta del dominio del derecho civil, en que Y. E. 
no tiene jurisdicción, al menos originaria. Anular la venta 
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hecha & Qaintana, importa desconocer los derechos de la su- 
cesión de Yeron, y con el mismo derecho que Quintana ocurre á 
V. E., ocurrirían los Veron, pidiendo cada uno por su parte y 
para sí, el reconocimiento de su título, y la anulación del con- 
trario. No es necesario decir que Y. E. carece de jurisdicción 
originaria para conocer de cuestiones semejantes. 

El mismo Sorches así parece haberlo comprendido al ocurrir 
il Juez de 1* Instancia del Paraná, pidiendo el desalojo del 
terreno que decía pertenecerle, á mérito del título antes referido. 

El espediente agregado bajo la letra B, no importa otra 
cosa que la larga tramitación seguida con ocasión de esta de- 
manda pendiente aún de los recursos de apelación y nulidad 
deducidos por el mismo Sorches para ante la Cámara de la ya 
citada provincia de Entre Bios. 

¿ Cuál es, mientras tanto, la posición de Sorches, con res- 
pecto al Gobierno de Entre Bios ? 

Desde luego es justo é indispensable observar que, habiendo 
ocarrido ante la justicia local á hacer valer sus derechos, debe 
ante ella continuar su defensa hasta su terminación. 

T aún prescindiendo de esta consideración, por cuanto podría 
decirse que el hecho que dá lugar á la acción contra el Oobiemo 
de Entre Bios es posterior á la demanda, aún asimismo, la 
falta de jurisdicción de esta Corte resulta manifiesta. 

Ni podría tampoco decirse que el reconocimiento de los dere- 
chos de la sucesión de Yeron, fuera ajeno ó anterior á la cues- 
tión de desalojo. Tuvo él lugar, como se ha visto, en iO de 
Octubre de i883 ; Sorches dedujo su recurso eni2de Noviem- 
bre del mismo ano, y aparece notificado en su tramitación, por 
última vez, en 28 de Febrero del corriente, aún después de 
haber ocurrido á Y. E. en 7 del mismo mes. 

Como se ha visto, el Grobierno de Entre Bios conocía al mismo 
tiempo de dos solicitudes de compra sobre un mismo terreno. 
Por error, por olvido, 6 por otra causa cualquiera, no trajo á la 
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vista los dos espedientes para resolverlos simnltáneamente. 
Resolvió uno primero, j con intervalo de dos años, el otro, 
anulando la resolución primera. Al proceder así, el Gobierno 
entendía interpretar y ejecutar las leyes que la Provincia se 
había dado para la enajenación de sus tierras. Su resolución 
será justa 6 no lo será : pero ella está dentro de las atribu- 
ciones que la constitución ha reservado á cada Provincia, y de 
cuyo ejercicio, bueno 6 malo, la justicia de la Nación no es 
juez competente, sino los mismos poderes que complementan 
el organismo constitucional de cada una. 

Esta es la doctrina que ha sentado Y. E. en la causa de Be- 
soagli contra la Provincia de Corrientes^ y en muchas otras 
más que escuso recordar. 

Pido, en consecuencia, se declare V. E. incompetente para 
revisar los actos del Gobierno de Entre Bios, según se 
solicita. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema €)ople 

Buenos Aires, Mayo 13 de 1887. 

Vistos: de los autos traídos para mejor proveer, resulta lo 
siguiente : 

En fecha once de Enero de mil ochocientos ochenta y uno, se 
presentó al Gobierno de la Provincia de Entre Bios, Don 
Diego Quintana, solicitando la compra de un campo que de- 
nunciaba como fiscal. 

Tramitada esta solicitud^ y no obstante resultar de las de- 
claraciones de fojas tres á cuatro, y del informe del agrimensor 
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Martínez, corriente á foja trece, que los hermanos Yeron esta- 
lan en posesión del campo denunciado, se estendió á favor del 
denunciante, con fecha trece de Diciembre del mismo año de mil 
ochocientos ochenta y uno, la escritora pública de venta, que 
corre á foja treinta y cinco del espediente caratulado : « Felipe 

fl 

BorchescontraD* Fermina Yeron, sobre desalojo de un campo». 

Don Diego Qaintana vendió á su vez el mismo campo á Don 
Felipe Sorches, estendiéndole las escrituras correspondientes 
el veintiséis de Junio de mil ochocientos ochenta y dos (foja 
treinta y nueve del espediente citado). 

En trece de Marzo de mil ochocientos ochenta y tres, Sor- 
ches se presentó con esta escritura ante la justicia local, solici- 
tando se intimara á los hermanos Yeron el desalojo del campo 
referido, del cual se consideraba propietario. Comparecen aque- 
llos ajuicio, y se defienden con el título de posesión que en 
Marzo de mil ochocientos treinta y tres fué otorgado á sus 
antecesores por el Gobierno de Entre Bios (foja cuarenta y 
cnatro del mismo espediente citado). 

Mientras se tramitó este juicio, los hermanos Yeron ocur^ 
ten al Gobierno, manifestándole haber sido sorprendidos con 
una demanda de desalojo, fundada en la venta hecha sin su 
consentimiento á Don Diego Quintana, del campo que ellos y 
sos antecesores habían poseído por más de cincuenta años con 
título legal y sin interrupción alguna, y sobre el cual estaba 
aún pendiente ante el mismo Gobierno la gestión que iniciaron 
el año mil ochocientos sesenta y siete para que se les vendiese 
la parte de dicho campo que resultase fiscal ; y piden, en su 
consecuencia, se declare nula dicha venta, y se les reco- 
nozca los derechos y privilegios, que como á poseedores legales 
les acuerdan las leyes de la provincia. 

En vista de esta solicitud y de los antecedentes á que ella se 
refiere, el Gobierno dictó, con fecha trece de Octubre de mil 
ochocientos ochenta y tres, la resolución corriente á foja sesenta 
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7 tres del espediente caratulado : < Doña Valentina Ooduy de 
Yeron, solicitando comprar un campo, Departamento de Gua- 
legnay, Distrito Vizcachas », declarando nula y sin valor alguno 
la venta hecha á Quintana, ordenando devolver á este la canti- 
dad que hubiese pagado, y reconociendo poseedores legales á los 
herederos Yeron, con los derechos y acciones que les acuerda 
la ley de la Provincia de mil ochocientos sesenta y uno. 

Entre los fundamentos en que se apoya esta resolución, se 
hace mérito de los siguientes : 

i"" No haberse hecho saber la denunciado Quintana á los 
poseedores del campo denunciado, para que hicieran valer sus 
derechos, como lo prescribe la ley de veintitrés de Marzo de 
mil ochocientos ochenta y uno; 

2° No constar en autos haberse publicado por la prensa 
los edictos comunicando la venta; 

3® Ser los herederos Yeron, con arreglo á la ley, propie- 
tarios de la mitad de dicho campo, como poseedores legales de 
más de veinte años, y tener derecho preferente á la compra de 
la otra mitad ; y 

4® Haber solicitado los mismos la compra de dicha mitad, mu- 
cho antes que Quintana, según consta del espediente que ini- 
ciaron el año mil ochocientos sesenta y siete, y el cual se halla 
en estado de practicarse la mensura. 

Antes de diotarse esta resolución, se dirijió un telegrama 
por el Ministro de Gobierno al Juez que conocía del juicio de 
desalojo, pidiéndole se sirviera suspender todo procedimiento, 
hasta tanto se decidiera el reclamo de los Yeron. 

De este telegrama se dio vista al Fiscal, y habiendo este 
manifestado que á la fecha dicho reclamo había sido ya re- 
suelto, según tenía conocimiento, el Juez decretó, para mejor 
proveer, se pidiera al Gobierno copia autorizada de la reso- 
lución á que hacía referencia el Fiscal. 

Contra esta providencia interpuso Borches los recursos de 
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reposición y apelación, y habiéndole sido denegados, apeló direc- 
tamente para ante el Tribunal Superior de la Frovinoia, el 
cual, con fecha trece de Noviembre de mil ochocientos ochenta 
y tres, pidió informe al Juez déla causa, según consta á foja 
ochenta y ocho de los autos de desalojo. 

En este estado Borches ocurre á la Suprema Corte deman- 
dando á la Provincia de Entre Rios, para que este Supremo 
Tribunal declare nula y sin efecto la resolacion gubernativa de 
trece de Octubre de mil ochocientos ochenta y tres, por la cual 
se anulaba la venta hecha á Quintana, de que Borches es 
sucesor. 

Se corrió traslado de esta demanda, y el representante de la 

« 

provincia demandada opuso la escepcion de incompetencia de 
la Suprema Corte por falta de jurisdicción. 

T considerando : Pnmero : Que por la demanda de foja... 
no se deduce ninguna de las acciones civiles procedentes del 
contrato de compra-venta, pues no se pide ni la consumación 
de esta para la entrega de la cosa vendida, ni que se compela 
al Gobierno de Entre Bios á hacer efectivas las responsabi- 
lidades que pudiera tener por la falta de cumplimiento á dicho 
contrato . 

Segundo : Que lo que por ella.se solicita, como objeto princi- 
pal del juicio, es que la Suprema Corte declare nula la reso- 
lución administrativa, por lacaal dicho ^Grobierno, reconociendo 
á los herederos Yeron poseedores legales de más de cincuenta 
años, y como tales, con derecho de propiedad á una parte del 
campo denunciado por Quintana como fiscal, y con mejor de"* 
Techo á la compra de la otra parte, dejó sin efecto el contrato 
celebrado con este sobre dicho campo. 

Tercero : Que una demanda semejante no importa otra cosa 
que traer á la revisión de la Corte un acto del Gobierno 
de Entre Rios, ejecutado en su carácter de poder administra- 
tivo, ejerciendo funciones propias y en materia de su esdusiva 
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competencia, cual es la distribución de las tierras públicas de 
la FroYincia, con arreglo á las leyes y reglamentos locales. 

Cuarto: Que la Suprema Corte carece absolutamente de 
jurisdicción para rever tales actos, mientras no se produzca 
con ocasión de ellos un caso contencioso que dé mérito á una 
acción civil en que la Provincia sea parte, y ese caso no se 
presenta en la demanda de foja... 

Por estos fundamentos y los concordantes espuestos por el 
Procurador General en su precedente vista, se declara que la 
Suprema Corte es incompetente para conocer de dicha demanda, 
sin especial condenación en costas, por no resultar de los autos 
mérito bastante para imponerlas. Notifíquese con el original, y 
repuestos los sellos, archívense, devolviéndose con el corres- 
pondiente oficio al Gobierno de Entre Bios, los autos traídos 
para mejor proveer. 

J. DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO FRÍAS (£n 

disidencia) . — Federico irar- 

GtREN. 



disidencia 



Los hechos, según los autos principales y los agregados, son 
en sustancia los siguientes : el Gobierno de la Provincia de 
Entre Bios, en virtud de denuncia de Don Diego Quintana, cau- 
sante de Don Felipe Borches, oriental, vendió al primero, 
previos los trámites correspondientes, por escritura pública de 
diez de Octubre de mil ochocientos ochenta y uno, un campo en 
el paraje de Las Viscachas^ Departamento de Gualeguay, con 
cuyo título el demandante, dicho Sorches, promovió ante el 
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Juzgado Provincial del Paraná, donde está pendiente, juicio de 
desalojo de dicho campo, contra Doña Fermina Yeron. 

Caando Quintana principió sus gestiones para la compra del 
campo, había pendiente ante el Gobierno de Entre Bios, desde 
mil ochocientos sesenta y siete, una solicitud de Doña Yalen- 
tinaGodoy con el mismo objeto, ala cual acompañó en testi- 
monio titulo de posesión dado en mil ochocientos veinte y cinco 
á Doña Bosa Cáceres, y certificados del pago por cuatro años 
de contribución directa y arrendamiento, hallándose el asunto, 
en Agosto de mil ochocientos ochenta y uno, en estado de pro- 
poner la interesada agrimensor que practicase la mensura del 
campo, ordenada por segunda vez á fines de mil ochocientos 
setenta y nueve. 

En Setiembre de mil ochocientos ochenta y dos, Doña Fer- 
mina Yeron pidió y obtuvo vista del espediente sobre la venta 
hecha á Quintana, después de lo cual, el apoderado de aquella, 
7 de otras personas que se dice son interesadas en la causa, 
solicitó del Gobierno la nulidad de aquella venta, y obtuvo se 
telegrafiase al Juzgado del Paraná suspendiese el lanzamiento 
de la señora Yeron hasta la resolución definitiva del Gobierno. 
Este, por resolución de diez ¿e Octubre de mil ochocientos 
ochenta y tres, contra el dictamen del Fiscal, que opinó que la 
solución de la cuestión correspondía á los tribunales de justi- 
cia, y sin oir á Borches, declaró nula y sin valor alguno la 
venta hecha á Quintana, disponiendo se inutilizase la escritura 
que se le] otorgó, y se le devolviese el precio, y reconociendo 
poseedores legales á los herederos de Doña Yalentina Godoy de 
Yeron, con los derechos y acciones que les acuerda la ley de 
mil ochocientos sesenta y uno. 

Habiéndose pedido por parte de la Yeron, en Enero de mil 
ochocientos ochenta y cuatro, la prosecución del asunto para 
comprar la parte fiscal del campo, el Gobierno, en siete de Fe- 
brero, de acuerdo con la opinión del Fiscal, ordenó se suspen- 
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diese su tramitación hasta que se resolviese el juicio pendiente 
ante el Jnzgado de Primera Instancia de Oualegaay. 

El referido señor Borches se ha presentado á la Corte, de- 
mandando á la Provincia de Entre Bios y pidiendo se declare 
nula 7 de ningún valor la resolución citada de ese gobierno, de 
diez de Octubre de mil ochocientos ochenta y tres, y que se le 
ampare en su propiedad, condenando en las costas á dicha 
Provincia. 

El representante de esta, y el señor Procurador General nie- 
gan á la Corte competencia para conocer de este asunto, y esta 
es la cuestión que hay que resolver por ahora. 

Según lo espuesto^ esta causa no ha venido ante la Corte por 
apelación, sino que ha sido sometida á ella por demanda directa 
de un estranjero contra dicha Provincia, y siendo de carácter 
civil, su conocimiento y decisión corresponde originaria y esdu- 
sivamente á la Corte Suprema, con arreglo á los artículos cien 
y ciento uno de la Constitución, y al primero, inciso primero de 
la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales nacio- 
nales. 

Ella no está radicada ante los Tribunales de la Provincia de 
Entre Ríos, pues, si bien el demandante apoyado en el título 
espedido á favor de Quintana, ha promovido, y está pendiente 
ante elJnzgado Provincial del Paraná, juicio de desalojo del 
campo contra Doña Fermina Veron, fué antes de la resolución 
del Gobierno de Entre Bios, de que reclama, y ambas causas son 
distintas, por las personas y por la materia en litigio, no ha- 
biendo habido de consiguiente próroga de jurisdicción por parte 
del demandante, que ha podido y puede ocurrir al fuero federal 
que la Constitución le confiere. 

Además, no se trata de una cuestión en abstracto : el caso es 
indudablemente contencioso, y tiene su origen, como consta ple- 
namente délos autos, en hechos del Gobierno de Entre.Bios, en 
virtud de los cuales, el demandante, sin haber sido oido, ha 
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sido privado inJQstameate, según pretende, délos derechos que 
le acuerda el contrato de compra de un terreno qae con él 
celebró. 

El demandante no está obligado á acumular todas las accio- 
nes que tenga, y puede, por lo mismo, elegir, como lo ha veri- 
ficado, la que sin duda ha creido más conveniente á sus inte- 
reses. La demanda es clara conforme á la acción deducida, y en 
ella se han observado todos los requisitos que la ley exige. Debe 
pues, según la misma, ser admitida y seguir su curso ordinario 
(artículos cincuenta y siete, cincuenta y ocho y cincuenta y 
nneve de la ley de Procedimientos). Si es justa 6 injusta, es la 
cuestión de fondo, que será resuelta en la sentencia definitiva. 

Estas razones bastan á mi juicio para demostrar que la Corte 
tiene jurisdicción en el presente caso, y no las desvirtúan las 
que contra ella se alegan, que en resumen se reducen á que las 
provincias no son demandables ante la Corte por un ciudadano 
estranjero, y que están fuera de la jurisdicción nacional los 
actos administrativos de las autoridades provinciales^ y espe- 
cialmente los emanados de leyes dictadas en ejercicio de los 
poderes no delegados por la Constitución al Gobierno Federal, 
y reservados á las Provincias. 

En efecto, en vista de los artículos cien y ciento uno de la 
Constitución, no puede ponerse en duda que las provincia*^ soa 
demandables originariamente ante la Corte Suprema, mucho 
menos después de su decisión en el caso de Mendoza y hermano 
con la Provincia de San Luis, y de la jurisprudencia que otros 
muchos fallos han establecido sobre este punto. Ella ha cono- 
cido constantemente de pleitos contra las Provincias, algunos 
de ellos en que la Provincia de Entre Bios ha sido parte, preci- 
samente sobre sus tierras públicas, sin que hubiese declinado 
de jurisdicción ; llegando á declarar, de acuerdo con el Pro- 
curador General Doctor Pico, que era bastante para establecer 
la competencia de la Corte el solo hecho de haber sido deman- 
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dada una Provincia por un extranjero (causa ciento veinte y tres, 
tomo sétimo, serie segunda, página nueve de los fallos). 

No obsta para esto que se trate de un acto administrativo del 
Gobierno de Entre Bios, porque la Constitución no hace distin- 
ción alguna, j porque, como la Corte lo ha resuelto en casos 
recientes, c al hacer la ley fundamental justiciables á las pro- 
vincias ante aquella, por demandas de vecinos de otras provincias 
ó de ciudadanos extranjeros, ha sido precisamente por sus actos 
de Gobierno ó de administración en violación de derechos par- 
ticulares (1) ». No puede concebirse cómo podría ser de otro 
modo, si la Constitución y las leyes del Congreso, han de ser 
la ley suprema de la Nación ; (ues á nadie puede ocultarse que 
por actos administrativos, las provincias ó sus autoridades 
podrían llegar hasta anular el Gobierno Nacional. 

Tampoco importa que la demanda sea con motivo de una 
resolución del Gobierno de Entre Bios sobre tierras que fueran 
del dominio público, tanto por las razones espuestas en el pár- 
rafo anterior, como porque es bastante para que la Corte sea 
competente, que el caso sea contencioso, y entre un extranjero 
y una Provincia, conforme alas prescripciones constitucionales 
y leyes citadas. 

Si para su decisión fuese necesario juzgar y aplicar las leyes 
de Entre Bios sobre tierras públicas, eso no atacaría la juris- 
dicción ó soberanía provincial, que no es absoluta, como no se 
ataca la soberanía nacional al juzgar las leyes nacionales, que 
la Corte puede declarar contrarias á la Constitución en los 
casos particulares sujetos á su conocimiento, ejercitando al juz- 
gar unas y otras, poderes conferidos á ella espresamente por la 
Constitución y la ley (artículo cien de la Constitución y vein- 
tiuno de la ley de jurisdicción y competencia). 



(1) Causa 83, tomo 16, 2* serie, página 443., y causa 115, tomo 18, 2* serie 
página 828. 
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"detiene fuerza alguna contra estas conclusiones, la consi- 
^^Tacion que se alega, de que las leyes referidas de la Provincia 
de Entre Bios son dictadas en ejercicio de los poderes, y sobre 
/ materias que la Constitución ha reservado á las Provincias por 

el artículo ciento cuatro : las Provincias no tienen por esta dis- 
posición constitucional, y por las demás que les acuerdan facul- 
tades para su régimen interno, poder de hacer en ejercicio de 
esas facultades, nada que sea contrario á la Constitución, 
debiendo sujetarse en sus Constituciones, y por lo mismo en 
sus leyes, así como sus autoridades en sus actos administrativos, 
á los principios, declaraciones y garantías de la Constitución 
Nacional (artículo quinto) ; la cual, á no ser así, dejaría de ser 
la ley suprema del país, según lo establece el artículo treinta 
y uno, en términos tan claros y concluyentes. 

Por último, el caso de Resoagli con la Provincia de Cor- 
rientes (tomo sétimo, primera serie, página trescientas setenta 
j tres) que se invoca en contra de la jurisdicción de la Corte, 
00 es igual al presente, y allí, al contrario, se declaró, por 
aquella, que el fuero creado por la Constitución para las causas 
entre una Provincia y un extranjero, se refería á las que ver- 
sasen sobre acciones civiles^ según la ley de jurisdicción y 
competencia, esto es, sobre derechos nacidos de estipulación 6 
contrato, que es el caso en cuestión. 

Por estos fundamentos, soy de opinión que debe declararse 
que esta Corte es competente para conocer de la presente causa, 
y ordenar en su consecuencia, que el representante delaProvincia 
de Entre Ríos, conteste derechamente el traslado pendiente. 

TJlADISLAO FfUAS. 
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CAUSA I4III 



Don Reynaldo Labarthe contra la Provincia de Buenos Aires, 
por cumplimiento de venía de tierra pública ; sobre incom- 
petencia. 



Sumario. — Corresponde á la Saprema Corte conocer en las 
acciones civiles deducidas contra un Gobierno de provincia por 
un vecino de la Capital, sobre entrega de un campo comprado á 
diolio gobierno. 



Caso. —Don Reynaldo Labarthe, vecino de la Capital, 
acompañando una escritura pública de venta de un terreno 
hecha por el Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, deman- 
dó á este para que fuera condenado á entregarle el terreno 
vendido. 

Se opuso la excepción de incompetencia por tratarse de un 
terreno de propiedad Fiscal, cuyas concesiones son regidas por 
leyes especiales de la provincia, tanto en el fondo como en 
el procedimiento. 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires. Setiembre 15 de 1886. 

Suprema Corte: 

La incompetencia de Y. E. en este caso, paréceme faera de 
cuestión. 

Quéjase el Sr. Labarthe de que el Gobierno de la Provincia 
de Buenos Aires, desconociendo una mensura practicada por 
orden judicial, y aprobada por el Departamento Topográfico, 
establece al terreno que ha comprado, y que le ha sido escritu- 
rado, límites distintos á los que á so título corresponden. 

El Gobierno de la provincia de Buenos Aires objeta á su vez 
que la mensura fué practicada por autoridad competente, y que * 
es áél, y no al comprador á quien incumbe hacer entrega déla 
cosa vendida y fijar sus límites. 

Como se vé, la cuestión versa sobre la ejecución de las leyes 
de una provincia para la venta de sus tierras públicas ; y esta 
demanda no importa én realidad otra cosa, que recurrir á Y. E. 
de resoluciones administrativas de un Gobierno de Provincia, 
que han debido terminar dentro de la esfera de las leyes 
propias de la misma. En el presente caso, por ejemplo, ha 
debido recurrir el interesado á la Corte Suprema de la expre- 
sada provincia de Buenos Aires. 

Sirvase Y. E. declararse incompetente. 

Eduardo Costa. 
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• 

Caso. — El caso se halla esplicado por el 

Fallo de la filuprema Corle 

Baenos Aires, Mayo 14 de 1887. 

Vistos : los saladeristas, Don Santiago, Don José y Don Ge- 
rónimo Fodestá, Don Gnillermo Bertram, Don Gnillermo An- 
derson, Don Casimiro Ferrer, Don Gerónimo Rocca, Don 
Gonstant Santa María, Don Joan Smith v Don Gerónimo Soler 
y C^ demandan ala provincia de Buenos Aires por la indem- 
nización de los daños y perjuicios que les ha causado la sus- 
pensión de las faenas de los saladeros situados en el Riachuelo 
de Barracas, ordenada por su Lejislatura Provincial por ley de 
seis de Setiembre de mil ochocientos setenta y uno. 

Los demandantes, después de hacer mérito de la ley de treinta 
y uno de Mayo de mil ochocientos veinte y dos, ordenando 
que los saladeros se establecieran á una legua distante de la 
ciudad, tomada por la parte del Oeste y del Norte, desde la 
barranca, y por la parte del Sur al otro lado del Riachuelo, y 
de recordar las diversas disposiciones administrativas de los años 
subsiguientes reglamentando dichos establecimientos, dicen : 
que dados e&tos antecedentes, no es posible desconocer que al 
establecerse los saladeristas en el Riachuelo, lo hacían por 
declaraciones oficiales que obligaban la fé pública^ y que im- 
portaban el reconocimiento de que podían trabajar libremente 
en sus establecimientos, sin que la acción de la autoridad pu- 
diera ir más allá que á prescribir la observancia de medidas y 
reglamentos que consultasen las prescripciones de la hijiene : 
que esas declaraciones, conformes por otra parte, con el respeto 
debido á la propiedad y á la industria, según la Constitución 
y las leyes civiles, debían inspirar una léjítima confianza á los 
que entregaban sus capitales al negocio de saladeros ; pero que 



desgraciadamente no fué así, paes contra los derechos adqai- 
lidos 7 reconocidos por reiteradas resolnciones, contra las 
garantías constitucionales y las leyes que aseguran la propie- 
dad, se sancionó por la Lejislatura de Buenos Aires, en Se- 
tiembre seis de mil ochocientos setenta y uno, una ley que 
ordenó la clausura de los saladeros del Riachuelo, no como un 
acto de expropiación, previa indemnización, que habría sido 
legítimo, sino como un acto de autoridad irreflexivo y arbitrario 
que trajo la ruina injustiñcable de numerosos y honrados in- 
dustriales. En consecuencia de lo cual, piden se condene á 
dicha Provincia á la indemnización de daños y perjuicios, 
cuyo monto será determinado oportunamente por ^jeritos nom- 
brados al efecto. 

El representante de la Provincia se opone á la demanda 
alegando por su parte : que es deber de todo gobierno, velar por 
la salud pública ; que esta se hallaba seriamente comprometida 
por los saladeros, clasificados entre los establecimientos insa- 
lubres de primera clase ; y que el haber mandado suspender las 
faenas de los situados en Barracas, no puede sujetar á la Pro- 
Tinciani á su Gobierno á la pena de daños y perjuicios, pues 
no han hecho sino cumplir con aquel sagrado deber después 
de haber agotado todos los medios ásu alcance para que dichos 
establecimientos se pusieran en condiciones hijiénicas tales que 
los hicieran completamente inocuos ; y concluye pidiendo el 
rechazo de la demanda con costas. 

De los antecedentes administrativos de que se hace mérito 
en la demanda, resulta lo siguiente : 

Con fecha trece de Marzo de mil ochocientos sesenta y siete, 
el Presidente del Consejo de Higiene dirijió al G-obierno de 
la Provincia una nota acompañando la parte del informe de 
dicho Consejo xelativa á los saladeros, y en ella recomienda, 
ya que no es posible, dice, tomar por el momento medidas efi- 
caces : € no echar al Riachuelo ningún desperdicio de los sala- 
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deros, inclaso el agua de cola, qae por ona concesión del Go- 
biernOy coya razón el Consejo no alcanza á ver, se permitió á 
los saladeristas exceptuar de la disposición dada sobre todas 
las materias líquidas que de aquellos resultaren, y que en caso 
de acrecentamiento notable de la epidemia, se mande suspender 
las faenas de dichos establecimientos, considerados en la pri- 
mera clase de los insalubres ». 

En nota del trece de Abril del mismo año, el juez de paz de 
Barracas al Norte, encargado de inspeccionar los saladeros, 
informaba también : que las aguas inmundas que caen al río 
en gran cantidad, son de los saladeros; que la sangre que se 
arroja en los depósitos que se han hecho en ellas, se hallaba 
corrompida, y de una fetidez insoportable, y calcula en mil 
pipas la cantidad de agua inmunda que se arroja diariamente 
en el Riachuelo. 

El Gobierno, con este motivo, y fundado en las reiteradas 
indicaciones que dice le fueron dirijidas, tanto á él cómo á la 
Municipalidad, por el Consejo de Hijiene y la Facultad de 
Medicina, espidió el decreto de veintiséis de Abril de mil ocho- 
cientos sesenta y siete, suspendiendo por primera vez la faenas 
de los saladeros de Barracas, y nombrando una comisión cien- 
tífica para que propusiera las medidas que mejor conciliasen las 
faenas de dichos establecimientos con las condiciones reque- 
ridas por la hijiene pública. 

Esta comisión, después de indicar las medidas que pudieran 
adoptarse, las cuales, según dice, « deben considerarse sim- 
plemente como provisorias, por distar mucho de satisfacer las 
condiciones de salubridad que pueden y deben exijirse de los 
saladeros >, concluye su informe de seis de Mayo de mil ocho- 
cientos sesenta y siete, aconsejando : 

Primero: Que se permitirá continuar en sus faepas ordinarias 
á los establecimientos de los saladeros situados eu Barracas, á 
condición de sujetarse á las medidas indicadas; 
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Segundo : Qae esta concesión con el mero carácter de pro- 
visoria, tenga un plazo de tres meses, dorante el cual puedan 
los saladeristas estudiar detalladamente las medidas efectivas 
7 permanentes que les convenga adoptar en lo sucesivo; 

Tercero : Que terminado este plazo, sea sometida á la con- 
sideración del gobierno la resolución adoptada por los salade- 
ristas, y en caso de considerarse eñcaz y conveniente, acor- 
darles el tiempo necesario para llevarla á efecto, y si fuera 
posible^ antes de la estación en que la temperatura favorece la 
descomposición pútrida de los residuos de dichos estableci- 
mientos. 

De conformidad con este informe, el Gobierno espidió el 
decreto de dieciocho de Mayo del mismo año de mil ochocien- 
tos sesenta y siete, permitiendo continuar las faenas de los 
saladeros, <;on sujeción á los procedimientos aconsejados por la 
Comisión, y bajo la prohibición espresa de arrojar al Ria- 
chuelo, pasados seis meses desde la fecha del decreto, las 
aguas procedentes del beneficio de aquellos. 

Esta prohibición se reiteró por decreto de veinte de Diciembre 
acordando á los saladeristas un nuevo término, que vencía el 
primero de Enero del año mil ochocientos sesenta y ocho, pues 
hasta entonces no la habían cumplido, no obstante haber 
vencido con exceso el término que se les fijó por el decreto de 
dieciocho de Mayo. 

Por decreto de cuatro de Enero del mismo año mil ochocien- 
tos sesenta y ocho, fundado en que la supresión total de las 
faenas de los saladeros, era una medida hij iónica recomen- 
dada por los facultativos, se las mandó cesar desde el quince 
del mismo mes, debiendo entre tanto sujetarse á las condicio- 
nes fijadas en los decretos de dieciocho de Mayo^ y veinte 
de Diciembre del año anterior. 

A solicitud de uno de los saladeristas, que prometió some- 
terse á las condiciones que el Gobierno quisiera imponerle, se 
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reabrieron dichas faenas por decreto de veinte de Febrero de 
mil ochocientos sesenta y ocho, bajo las prescripciones siguientes: 

Primera : No arrojar al Riachuelo los residuos orgánicos, 
sólidos ó líquidos de las faenas, pudiendo llevarlos al canal 
exterior ; 

Segunda: No derramarlos en pozos ó sobre la tierra, ni enter- 
rarlos, esparcirlos ó acumularlos, á no ser que se les aplique en 
proporciones convenientes al abono é irrigación de las tierras 
cultivadas ; 

Tercera: Hacer desaparecer los residuos destinados á la 
alimentación de los animales, en el término de veinticuatro 
horas. 

Mas los saladeristas declararon al Gobierno, en nota fecha 
veintidós de Febrero, que les era materialmente imposible em- 
prender de nuevo sus faenas bajo las restricciones que se les 
imponía, y que solo podrían continuarlas como lo habían hecho 
siempre, prometiendo solamente quemar los residuos sólidos 
que resultasen de sus establecimientos. 

Envista de esto, y del informe de una otra comisión cientí- 
fica nombrada en Noviembre del año anterior, el Gobierno, 
fundado en que era un» necesidad verdaderamente sentida la 
de que los saladeros volviesen á sus trabajos ordinarios para 
evitar que se interrumpiera el envío regular de nuestros produc- 
tos rurales á los mercados de su consumo, lo que no podría veriñ- 
carse sin traer un desequilibrio en los cambios, y graves trastor- 
nos en la primera de nuestras industrias; pero teniendo por otra 
parte en consideración, que al reabrirse las faenas de dichos 
establecimientos, la prudencia y cuidado de la salud pública 
aconsejaban sujetarlas á aquellas condiciones, que siendo de fácil 
é inmediata ejecución, las hagan, sin embargo menos insalu- 
bres, como son las que indícala Comisión con el nombre de 
medidas provisorias; que siendo, según el dictamen de las 
corporaciones científicas consultadas por el Gobierno^ los pro- 
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cedimíentos que emplean actualmente los saladeros, incompati- 
bles con el régimen sanitario de la ciudad, puesto que cor- 
rompen el suelo, el aire, y las aguas, que son los tres agentes 
de las infecciones más perniciosas, no pueden aquellos ser 
tolerados, sino mientras dure el imperio de las necesidades ex- 
puestas, y por el tiempo que los dueños de estos estableci- 
mientos necesiten racionalmente para sujetarse á las prescrip- 
ciones hijiénicas: declara, por decreto de veintisiete de Febrero 
de mil ochocientos sesenta y ocho reabiertas las faenas de los 
saladeros, bajo las siguientes condiciones provisorias : 

Primera : Que los saladeristas quemen diariamente los resi- 
duos sólidos que resulten de las matanzas y de las tinas ; 

Segunda : Que los residuos que se conserven para combusti- i 

ble del establecimiento, sean frecuentemente regados con 
alquitrán ; y | 

Tercera: Que solo puedan arrojar al Riachuelo el suero de la 
sangre, el agua de cola, y la salmuera, empapando las cana- 
letas con alquitrán de hulla ó coaltar en la proporción de I 
media pipa por cada cien de cada uno de los tres líquidos. 

Dispónese también por los artículos sexto y sétimo, que la I 

autorización para faenar bajo las condiciones expuestas, ter- i 

minará el quince de Noviembre del mismo año mil ochocientos 
sesenta y ocho, y que los saladeristas establecidos en Barra- 
cas, que después de esta fecha quieran continuar allí sus 
faenas, solo podrán hacerlo sujetándose á las condiciones 
prescritas por el decreto de veinte de Febrero. Sin embargo, 
por el artículo octavo, se les faculta para adoptar libremente I 

cualquier procedimiento, siempre que dé por resultado el fiel 
cumplimiento de las condiciones anteriores. 

Este decreto fué convertido en ley por sanción lejislativa de 
dos de Noviembre de mil ochocientos sesenta y ocho. 

En mil ochocientos setenta y uno, y no obstante la ley de 
siete de Junio de mil ochocientos sesenta y nueve, exonerando 
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d^l impuesto dé saladeros á todos los establecimientos de este 
género establecidos ó que se establecieran fuera de la línea 
determinada por dicha ley, los situados en Barracas permane- 
cían en la misma localidad, sin haber mejorado de condiciones 
hijiénicas, según se vé por los considerandos del decreto de 
catorce de Febrero de mil ochocientos setenta y uno. 

En efecto, en el primer considerando de este decreto, dice el 
Gobierno: « que habiendo manifestado el Consejo de Hijiene 
Pública, en sus comunicaciones de dieciocho de Enero último, 
y diez del corriente mes : que debe prestarse una atención 
constante á las causas qpe puedan infeccionar el aire que 
respiramos, debiendo colocarse en primer término los salade- 
ros y el Riachuelo de Barracas, mientras no se coloquen en 
oondiciones de salubridad enteramente satisfactorias, y que el 
Gobierno debe impedir bajo penas severas, que continúe la 
infección del Biachuelo de la Boca, que se produce principal- 
mente porgue se arrojan en él los residuos de los saladeros 
' y los desperdicios de los alimentos y otras sustancias putresci- 
bles, procedentes de los buques estacionados en ese punto, 
etcétera, etcétera...»; que el único remedio para evitar este 
mal, durante las presentes circunstancias, es la suspensión de 
las faenas de dichos establecimientos, por cuanto ningún 
otro hay que pueda evitar que trabajando, dejen de echar al 
Biachuelo los residuos con que lo infeccionan. Por estas con- 
sideracioneSy y teniendo en vista que la ley de dos de Noviem- 
bre de mil ochocientos sesenta y ocho, permitiendo continuar 
las faenas bajo las condiciones del decreto de veintisiete de 
Febrero del mismo aHo, era de un carácter enteramente pro- 
visorio, y que los saladeristas, consultados sobre los perjuicios 
que podría irrogarles la suspensión de sus faenas, manifesta- 
ron que estos no serían de consideración, siempre que se les 
acordase un término para que lleguen hasta la ciudad las 
haciendas en camino^ y pueda ser conocida la medida en la 
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campana, cnyo término juzgaban suficiente de quince dias. El 
Gobierno los manda suspender por dicho decreto, desde el pri- 
mero de Marzo próximo, hasta qae se dicte una nueva reso- 
lución en contrario, prohibiendo desde ese dia arrojar al Bia- 
ohoelo los residuos sólidos ó líquidos procedentes de los 
saladeros. 

En vista de este decreto y délas razones en que se funda, la 
Lejislatura de la Provincia sancionó la ley de seis de Setiem- 
bre de mil ochocientos setenta y uno que ha dado origen á esta 
demanda. 

Por esta ley se prohibe absolutamente las faenas de los sala- 
deros y graserias situados en el municipio de la ciudad, y sobre 
el rio de Barracas y sus inmediaciones. Se prohibe también 
situarlos dentro de la línea determinada por la ley de siete de 
Junio de mil ochocientos sesenta y nueve, y se previene que 
ninguna persona podrá plantear tales establecimientos sin 
requerir previamente el permiso del Poder Ejecutivo, el cual, 
oido el dictamen del Consejo de Hijiene Pública, y de la Muni- 
cipalidad respectiva, tomando en consideración el lugar elejido 
para la planteacion, fijará en el decreto de concesión, las condi- 
ciones hijiénicas á que deberá estar sometido el establecimiento. 

Tales son las disposiciones administrativas sobre saladores 
hasta la fecha de la ley que motiva el presente juicio. 

Y considerando : Primero : Que por ellas no se acuerda á los 
demandantes ningún derecho irrevocable para establecer sus 
saladeros en el Biachuelo de Barracas» pues se limitan á regla- 
mentar esta industria, prescribiendo las condiciones hijiénicas 
á que debe sujetarse, y aún suspendiendo el ejercicio de 
ella en aquel punto, cuando la salud pública ha hecho necesa- 
ria esta medida. 

Segundo : Que ese derecho tampoco puede deducirse de la ley 
de treinta y uno de Mayo de mil ochocientos veinte y dos : 
porque esta ley solo tiene por objeto alejar de la ciudad á los 
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saladeros como establecimientos insalubres, y en tanto per- 
mitió que se establecieran al otro lado del Riachuelo, en cuanto 
se suponía que en esa localidad no serian perjudiciales á la 
salubridad pública. 

Tercero : Que los saladeristas de Barracas [no pueden por 
consiguiente invocar ese permiso para alegar derechos adqui- 
rido?, no solo porque él se les concedió bajo la condición implí- 
cita de no ser nocivos á I03 intereses generales de la comunidad, 
sino porque ninguno puede tener un derecho adquirido de 
comprometer la salud pública, 7 esparcir en la vecindad la 
muerte 7 el duelo con el uso que haga de su propiedad, 7 
especialmente con el ejercicio de una profesión ó de una 
industria. 1 

Cuarto : Que la autorización de un establecimiento indus- 
trial, está siempre fundada en la presunción de su ino- 
cuidad, 7 no obliga al Gobierno que la concedió, cuando esta 
presunción ha sido destruida por los hechos, pues en tal caso, 
el deber que sobre él pesa de protejer la salud pública contra 
la cual no hay derechos adquiridos, recobra toda su fuerza, 7 
no solamente puede imponer al establecimiento nuevas condi- 
ciones, sino retirar la autorización concedida, siestas no se cum- 
plieran ó fuesen ineficaces para hacerlos completamente inocuos. 

Quinto : Que en este caso se encontraban los saladeros esta- 
blecidos en el Riachuelo de Barracas cuando se decretó la sus- 
pensión absoluta de sus faenas, pues tanto el Consejo de Hijiene, 
que los consideraba entre los establecimientos insalubres de 
primera clase, como la Facultad de Medicina 7 sus comisiones 
nombradas para inspeccionarlos 7 aconsejar las medidas que 
pudieran tomarse respecto de ellos, los señalaban como una 
amenaza constante á la salud pública en las condiciones en que 
se les esplotaba, 7 el Gobierno de la Provincia, después de 
haber agotado, sin resultado alguno, todas las medidas á su 
alcance para ponerlos en las condiciones hijiénicas requeridas 
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por 1^ conservacioD de aquella, espidió, como único medio de 

pf^^e AÍT el maU el decreto de catorce de Febrero de mil ocho- 

ciento^ setenta y uno^ confirmado después por la ley de seis de 

Se^ioXBhre del mismo año, prohibiendo la esplotacion de dichos 

(3¿i^t>lecimieutosen el lugar indicado. Siendo de notarse que, 

eoaatJíltAáos los mismos saladeristas, al expedirse dicho decreto, 

8obT^ los perjuicios que se les irrogaría, manifestaron no 

aer ^£^tos de consideración, si se les acordaba el término de 

qninoe dias para darle el debido cumplimiento, reconociendo 

así I c^ jcisticia de aquella medida, y la facultad del Gobierno 

para f^omarla. 

S^oty^^ • Quo la objeción que hoy se opone á la ley y decreto 
o¡t&<los« deser contrarios á la Constitución yá las leyes civi- 
]0S, po^^ cuanto atacan la propiedad y el ejercicio de una in- 
^tvstri£k lícita, no tiene fundamento alguno legal, porque según 
\^ Coxr ^titucion, esos derechos están sujetos á las leyes que 
regIaxKB.«nten su ejercicio, y según nuestro Código Civil, la 
pTopied^ad está sujeta á las restricciones y limitaciones exiji- 
ias pof el interés público ó por el interés privado, correspon- 
diendo establecer las primeras al derecho administrativo sola- 
I0euto (artículos dos mil seiscientos once del Código Civil), 
^ot consiguiente, la ley provincial de seis de Setiembre de 
iiúVooliocientos setenta y uno determinando las condiciones 
\)«^o las cuales pueden establecerse saladeros en la provincia, 
^ tetirando á los establecidos en Barracas la autorización 
•^ara continuar en ese punto, por exijirlo así la salud pública, 
uo es contraria á la ley constitucional, ni ataca el derecho de 
propiedad, pues ninguno lo tiene para usar de esta en daño de 
otro, ó como dice la ley trece, título treinta y dos, partida ter- 
cera, concordante con los principios de nuestra lejislacion 
sobre la materia : € maguer el orne haya poder de fazer en lo 
suyo lo que quisiese ; pero debelo fazer de manera que non faga 
daño nin tuerto a otro >. 
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Sétimo : Que siendo esto así, y deduciéndose de los princi- 
pios espuestos en el tercero y cuarto considerando, que las 
autorizaciones en virtud de las cuales se forman los estable- 
cimientos de industria, no tienen ni el carácter de una ley que 
ligue al poder administrativo, ni el carácter de un contrato civil 
que obligue al Estado para con los industriales, se sigue que 
estos no pueden oponer al Estado estas autorizaciones como un 
título que les dá el derecho de mantener sus establecimientos 
á despecho de los peligros y de los inconvenientes que pue- 
dan presentar, ó el derecho de ser indemnizados cuando la 
autoridad administrativa, para poner fín á estos peligros, los 
manda cesar, ó modificar las condiciones de su esplotacion. 

Por estos fundamentos, se absuelve á la Provincia de Buenos 
Aires de la demanda interpuesta por los saladeristas de Barra- 
cas, sin especial condenación en costas, por no resultar de au- 
tos mérito bastante para imponerlas. Notifíquese con el 
original, repónganse los sellos y archívense, devolviéndose al 
Gobierno de Buenos Aires con el correspondiente oficio, los 
autos traidos para mejor proveer. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GUREN. 
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CAUSA !.¥ 



Don Nicasio Otoño, contra Doña Elena R. de los SaiUos, 
par desalojo y pago de arrendamientos; sobre deserción de 
recurso. 



Sumario. — La renuncia del apoderado del apelante no sus- 
pende el curso del término estalilecido por la ley para mejorar 
el recurso de apelación» j acusada la rebeldía por el apelado, 
debe aquel declararse desierto. 



Caso. — En la causa de D. Nicasio Orofio, contra Doña Elena 
B. de los Santos, por desalojo y pago de alquileres, el apo- 
derado de esta, D. José B. Lavaadera, después de haber ape- 
lado de la sentencia de primera instancia y obtenido el 
recurso libremente, renunció el poder, haciéndose saber á 
dicha señora la renuncia. 

Pasado el término legal sin haberse mejorado el recurso, la 
parte de Oroño acusó rebeldía y pidió se declarase este de- 
sierto. 
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Decreto de la Suprema Corte 

Buenos AireSi Abril 19 de 1887. 

No constando que se haya hecho saber á Doña Elena B. de 
los Santos, la renuncia de su apoderado, D. José B. Lavan- 
dera, no ha lugar por ahora á la rebeldía acusada. 

GOROSTIAGA. 

La parte de Oroño reclamó de ese decreto. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 17 de 1887. 

Vistos en el acuerdo, y considerando : Primero : Que por el 
poder de foja treinta y siete, Doña Elena Rodriguez de los San- 
tos faculta á su apoderado para seguir el pleito, tanto en pri- 
mera instancia como en las instancias y grados ulteriores. 

Segundo: Que dicho apoderado ha debido, por consiguiente, 
no solo apelar de la sentencia que le fué contraria, sino prose- 
guir la apelación en segunda instancia, como lo prescribe la 
ley tres, título veintitrés, partida tercera, cuando dice : «que 
si la carta de la personería, dijese ciertamente^ que pudiese 6 
debiese seguir la alzada, entonce sería tenudo en todas guisas 
de alzarse, ede seguir el alzada maguer non quisiese». 

Tercero : Que la renuncia del poder presentado á foja dos- 
cientos veintidós ha sido aceptada sin perjuicio; y según se 
colije de lo dispuesto por la ley veinticuatro, título quinto, 



DE JUSTICIA NACIONAL 287 

partida tercera, concordante con el artículo mil novecientos 
setenta y ocho del Código Civil^ la rennnoia, por sí sola no 
prodace la cesación del mandato, ni exime al apoderado, de las 
obligaciones que estele impuso. 

Cuarto: Que por otra parte, cualesquiera que sean los debe- 
res j las responsabilidades del procurador respecto de su insti- 
tuyente, sus faltas 6 sus omisiones en el cumplimiento de 
aquellos, no pueden en modo alguno perjudicar los derechos de 
la parte con quien litiga. 

Por estos fundamentos, y teniendo en consideración que el 
término para mejorar el recurso de apelación está vencido con 
exceso, se revoca el auto de foja doscientas treinta y una vuelta, 
y se declara desierto dicho recurso. Notifíquese con el original 
7 repuestos los sellos*, devuélvanse. 



J. B. G0R0STIA6A. — J. DOMÍNGUEZ. 
ULADISLAO frías. —FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA liTI 



El Doctor Don Castor Figueras^ reclamando de un decreto 

del Poder Ejecutivo Nacional 



Sumario. — No corresponde á la Suprema Corte conocer en 
un decreto del Poder Ejecutivo Nacional destituyendo á un Juez 
Letrado de un territorio Nacional, nombrado en comisión. 



Caso.-^E\ caso se esplica en la 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 25 de 1887. 
Suprema Corte: 

El Sr. Doctor higueras pide á V. E. declare inconstitncional 
el decreto del Poder Ejecutivo que le separa del Juzgado Letrado 
de la Pampa, para el que había sido nombrado en comisión, y 
haga saber al mismo Poder Ejecutivo «le mantenga en el uso y 
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goce de las facultades anexas al cargo de que legalmente se 
halla investido ». 

Es jurisprudencia establecida por esta Corte que los Tribu- 
nales Nacionales no tienen jurisdicción para juzgar acerca de la 
inconstitucionalidad de una ley^ sino cuando se trata de su 
aplicación á un caso contencioso. (Serie 2*^, Tomo 3^, página 
372, Fallos). 

La misión de un Tribunal de Justicia, es, en efecto, aplicar las 
leyes á los casos ocurrentes, y su facultad de interpretarlas se 
limita á las controversias que se traigan á su conocimiento en 
el ejercicio de los derechos y cumplimiento de las obligaciones, 
sin que pueda serle pedido emitan opinión sobre una ley sino 
en su aplicación á un hecho dado y contra persona determinada. 
(Serie i\ tomo 3«, pág. 253). 

La petición del Sr. Doctor Figueras no es una demanda, ni 
podría ser demandado el Poder Ejecutivo sin la venia nece- 
saria. 

No es este, pues, un caso contencioso, y la incompetencia de 
Y. E. para hacer la declaración que se solicita, está por consi- 
guiente, fuera de toda discusión. 

Sírvase Y. E. así declararlo. 

Eduardo Costa, 



WmMm de la Supranuí C^rte 



Buenos Aires, Mayo 21 de 1887. 



No correspondiendo á esta Suprema Corte el conocimiento 
del presente asunto, por no ser un caso de superintendencia 
ni de jurisdicción originaria, según lo dispuesto por la Consti- 
tución y las leyes nacionales, y de acuerdo con lo pedido por el 

T. I 19 
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señor Froonradoi General, no lia lugar á la declaración que se 
solicita 7 archíTOse. 



J. B. GOROSTUGA. — ULADISLAO FRÍAS.— 
FBDERIGO IBARGÚREN. — C. S. DE 
LA TORRB. 



CAVBA liTII 



Contienda de competencia entre el Juez de Comercio de la 
Capital, y el de 4^ Instancia de La Plata, en la ^'ecuctan 
seguida contra Don Severino Lar rondo. 



Sumario. — El Jaez de Comercio de la Capital es compe- 
tente para conocer en la ejecución fundada sobre un pagaré á la 
orden otorgado en Buenos Aires, pero no para ejecutar la pro- 
piedad embargada en dicha ejecución perteneciente á la testa- 
mentaría de la esposa del ejecutado, radicada ante un juez de 
la Froyincia de Buenos Aires. 
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Caso. — Por un pagaré á la orden, otorgado en la ciudad de 
Buenos Aires, fué ejecutado ante el Juez de Comercio de la 
Capital, Don Severino Larrondo, embargándose una propie- 
dad adquirida durante su matrimonio con Doña María Equia- 
pal, de cuya testamentaría estaba conociendo el Juez de 1* Ins- 
tancia de la capital de la Provincia de Buenos Aires. 

Este Juez, á pedido del apoderado de Larrondo, promovió 
contienda de competencia al de Comercio de la Capital, fun- 
dándose en que esa ejecución, por haberse embargado un bien 
perteneciente á la testamentaría Equiapal, era un incidente de 
esta. 

JLvto del Jíuem de Cemerclo 

Buenos Aires, Diciembre 5 de 1883. 

Autos y vistos : con lo espuesto por el Ministerio Fiscal, y 
teniéndose en consideración que el documento de foja 16, que 
sirve de título parala ejecución intentada contra Don Severino 
Larrondo, aparece otorgado en esta ciudad de Buenos Aires, y 
con fecha 30 de Noviembre de 1881 ; y que en ese concepto, y 
porque también ese documento se halla concebido á la orden 
7 en él no se designa lugar para su pago, debe este Juzgado 
tenerse por competente para conocer en el caso de la ejecución 
demandada (Cód. de Comercio, arts. 916 y 783). Que á juzgar 
por la esposicion del ejecutante, la obligación por ese docu- 
mento contraída, es en mucho posterior al hecho del falleci- 
miento de la esposa del ejecutante, y no puede ser en conse- 
cuencia estimada como una deuda á cargo de la sociedad con- 
yugal. Que aún en la hipótesis contraria, y cuando se diera 
por cierto el hecho de que aquel documento hubiese sido otor- 
gado antes de la muerte de la esposa del ejecutado, no por eso 
sería procedente la competencia que ha venido á suscitarse por 
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el señor Juez en lo Civil de la Provincia de Buenos Aires^ pues 
que la acumulación de las causas que la ley autoriza en 
los casos de los juicios universales y que nazcan de ellos, no 
comprende, ni puede hacerse ostensiva á los autos ó causas 
que se sigan en tribunales de estrana jurisdicción, como hoy 
son y deben los de esta capital de la República considerarse 
respecto á los de la Provincia de Buenos Aires. Qué por últi- 
mo, y cuando el señor Juez de lo Civil de la ciudad de Buenos 
Aires insistiera en la competencia promovida, la resolución del 
caso, en conformidad con las leyes vigentes, correspondería á la 
Suprema Corte Nacional. Por lo tanto, y manteniendo este 
Juzgado su jurisdicción para conocer en el caso de la presente 
causa, comuniqúese así en contestación al señor Juez de la Ca- 
pital de la Provincia de Buenos Aires, con inserción del pre- 
sente^ de lo dictaminado por el Ministerio Fiscal y de lo 
espuesto por la parte del Procurador Don Luciano Peteilh en 
su escrito de foja 139, á fin de que así, cuando no obstante 
insista en sostener la competencia promovida, se sirva comuni- 
car su resolución á este Juzgado á la mayor brevedad posible, 
y para en su mérito elevar los presentes al conocimiento de la 
Suprema Corte Nacional. Repónganse los sellos. 

Emiliano Garda. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Abril 29 de 1884. 



Suprema Corte: 



En la ejecución que sigue ante el Juzgado de Comercio de 
la Capital, Don Severino Larrondo contra Don Guillermo Lan- 
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• 

dereohe. se trabó embargo en un terreno que resultó pertenecer 
i la testamentaría de la esposa del ejecutado. Con este mo- 
tivo, el Juez de 1^ Instancia de la Provincia de Buenos 
Aires, ante quien está radicada dicha testamentaría, forma 
cuestión de competencia. Dice que la ejecución contra un bien 
de la sucesión es un incidente de la misma ; y que, además, 
teniendo el ejecutado su domicilio en la Provincia de Buenos 
Aires, está bajo su jurisdicción. 

El señor Juez de Comercio defiende la suya, fundándose en 
que el pagaré que se ejecuta fué firmado cinco años después del 
fallecimiento de la esposa del deudor, viniendo así á ser una 
demanda personal del mismo, independiente de la sociedad con- 
yugal. En cuanto al domicilio, agrega el señor Juez, que el 
pagaré fué firmado en esta capital para ser pagado en ella, lo 
que importa tanto 6 más que la residencia del deudor. 

Paréceme que el señor Juez de Comercio se aproxima más á 
la verdad. 

Un crédito contraído cinco años después de disuelta la socie- 
dad conyugal, no es un crédito de la misma, sino una deuda 
personal del cónyuge supérstite que la contrajo. 

En este carácter, puede ser ejecutada con independencia de 
los bienes que corresponden á la sociedad. Del mismo modo, 
estos bienes, en la parte que al deudor corresponda, pueden ser 
materia de la ejecución. 

No es, pues, exacto que la ejecución contra un bien pertene- 
ciente á una testamentaría, sea, por esta sola causa, un incidente 
de la misma. Mas bien podría decirse que la circunstanciado ser 
testamentario el bien ejecutado, es un incidente de la ejecución. 

Se dice, empero, que el Juez de la sucesión es el único com- 
petente para ordenar la venta de un bien perteneciente á la 
misma; que las deudas particulares de uno de los cónyuges no 
deben pagarse con bienes indivisos, que es incierto á quien serán 
adjudicados. 
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Es esta otra cuestión que no afecta la jorísdiocion del Juz- 
gado de Comercio, para proseguir la ejecución; ni la del señor 
Juez de 1*^ Instancia, para seguir interyiniendo en la sucesión 
testamentaría. De qué manera y en qué forma haya de proce- 
derse á la venta de los bienes testamentarios, no es materia 
de la competencia que esta Corte es llamada á resolver. El 
representante de la testamentaría ha podido, por ejemplo, 
deducir tercería, alegando que el bien embargado no pertenecía 
al ejecutado sino á la sucesión indivisa de su esposa. A su 
vez, el ejecutante ha podido pedir al Juez de la ejecución orde- 
nara al de la testamentaría retuviera á su orden la parte que al 
ejecutado correspondiera. Todo esto, empero, no es del caso. 
Cuál sea el temperamento que más convenga, no ha sido some- 
tido á la resolución de Y. E., ni es materia de conflicto entre 
jurisdicciones diversas. Los jueces respectivos lo decidiránt j 
en definitiva, las Cámaras que conocen en apelación de sus 
resoluciones ordinarias. 

Con respecto al domicilio, bastará observar que el ejecutado 
fué notificado en repetidas ocasiones sin haber declinado de 
jurisdicción. 

La acción está, pues, radicada ante el Juzgado de Comercio. 
Además, no es el domicilio la única causa que surte fuero; lo 
es también el lugar en que fué celebrado y debe cumplirse el 
contrato ; y esta circunstancia lo determina claramente con 
relación al pagaré de foja 16, firmado en esta ciudad, y que 
debié, como es natural, ser pagado en ella á falta de designa- 
ción espresa. 

En mérito de lo espuesto, y tomando por base los fundamen- 
tos aducidos por uno y otro Juez, con prescindencia de lo ale- 
gado en el escrito de foja 73, de que solo por incidencia me 
he ocupado, pido á Y. E. se sirva declarar: l^' que ni la eje- 
cución seguida en virtud del pagaré antes mencionado, ni el 
embargo del terreno perteneciente á la testamentaría de la 



DB JUSTICIA RACIONAL 295 

esposa del ejecutado, son nn incidente de la misma, que radi- 
que su conocimiento en el Jnzgado de 1* Instancia ; 2* que 
la competencia, por razón del domicilio» es improcedente. 

Eduardo Costa. 



WmUm lie I» Suprenuí €€H*to 

Baenos Aires, Mayo 26 de 1887. 

Vistos : con lo espnesto por el señor Procurador General, j 
atentos los fundamentos aducidos por el señor Juez de Comercio 
de esta Capital, en los dos primeros considerandos de su auto 
de foja ciento cuarenta y una : se declara que dicho Juez es 
competente para continuar conociendo en el juicio ejecutiYO 
que ante él sigue Don Guillermo Landerreche contra Don Ce- 
ferino Larrondo, pero no para ejecutar la propiedad embargada 
perteneciente á la testamentaría de Doña María Equiapal, 
de la que está conociendo con jurisdicción esclusiya el Juez de 
1* Instancia de la Froyincia de Buenos Aires. En su con* 
secuencia, remítanse respectivamente los antes á los Juzgados 
de su procedencia, acompañándose al Jaez de dicha testamen- 
taría, testimonio de esta resolución. 

J. B. G0R0STU6A. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULÁDISLÁO frías. 
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CAUSA liTIII 



Don Elíseo Aceoedo, contra el Coronel Don Francisco Bosch, 
Gefe de Policía de la Capital, por daños y perjuicios ; sobre 
competencia. 



Sumario. — Corresponde á los Tribunales Federales conocer 
en la acción de daños y perjuicios procedentes de actos ejecu- 
tados en comisión de una de las Cámaras del Congreso Na- 
cional. 



Caso. — Don Eliseo Acevedo demandó al Jefe de Policía de la 
Capital, Coronel D. Francisco Bosch, por haberle puesto preso 
por orden de la Cámara de Diputados de la Nación, autoridad in- 
competente para dictar tal orden, y pidió se le condenara á la 
indemnización de los daños y perjuicios que se le habían cau- 
sado, los que estimaba en la suma de diez mil pesos moneda 
nacional. 

Fallo del Jíuez Federal 

Buenos Aires, Setiembre 4 de 1885. 

Considerando:!® Que la competencia atribuida á este Juz- 
gado para entender en la demanda iniciada por D. Eliseo Ace- 
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vedo contra el Jefe de Policía de la Capital, procede, según se 
desprende de lo espuesto en el precedente escrito, por tratarse 
de un caso que el actor supone regido por la Constitución y 
leyes del Congreso. 

^ Que la acción deducida tiene por objeto obtenerla repara- 
ción de perjuicios que dice el actor haber sufrido, y estima en 
la suma de diez mil pesos moneda nacional, por haberle pren- 
dido y mantenido preso en el Departamento de Policía á su 
cargo, durante diez y ocho dias^ por orden de autoridad incom- 
petente, invocando para hacer responsable de este hecho al 
Oefe de Policía, los artículos li09 y 1112 del Código Civil. 

3° Que la sola enunciación de la acción instaurada ]basta 
para demostrar que se trata de una gestión puramente civil, 
regida por las leyes generales de la Nación, pues aunque el 
hecho que la motiva afecta uno de los derechos garantidQs por 
la Constitución Nacional, no constituye, sin embargo, un caso 
especialmente regido por esta 6 por leyes especiales del Con- 
greso, para que le sea aplicable el precepto del inciso 1% artí- 
culo 104 de la ley orgánica de los Tribunales de la Capital, 

r 

como no lo constituye el despojo de la propiedad que también 
garante la Constitución (art. 17), sin que, no obstante, toda 
acción de reivindicación 6 interdicto posesorio sea del resorte 
de los tribunales federales. 

4^ Que los actos ilícitos, generadores de perjuicios, se hallan 
regidos por el Código Civil^ como lo reconoce el mismo deman- 
dante al invocar sus disposiciones en apoyo de su petición, y por 
consiguiente, las acciones á que dan origen no constituyen por sí 
mismas un caso de justicia nacional, pues aunque el Código 
citado es ley del Congreso, constituye el derecho común de 
todas las provincias, no estando por lo tanto su aplicación 
comprendida entre los casos de fuero federal que menciona el 
artículo 2^ de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales. 



298 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

5® Que los artíoülos 45 y 46 de la ley que designa los críme- 
hes 7 delitos cajo jazgamiento compete á dichos Tribunales, 
solo comprende á los que libran orden de prisión no siendo aa- 
toridad, á los que omiten espedirla por escrito, j al que eje* 
cuta una prisión 6 arresto sin orden escrita de sn superior ; no 
derivando de ninguno de estos casos la acción instanrada, según 
resulta de la misma demanda, sino de la circunstancia de haber 
carecido el Senado de la Nación de jurisdicción para ordenar 
la detención del recurrente en el caso que la motivó. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 3® de la ley nacional de Procedimientos, el Juzgado se 
declara incompetente para conocer en esta demanda. Bepón- 
ganselos sellos, notifíquese original, y fecho, archívese. 

Virgilio M. Tedin. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 2 de 1886. 

Suprema Corte: 

Por más que la cuestión de los privilegios parlamentarios 
haya quedado dirimida por la resolución de Y. E., está ella tan 
estrechamente ligada con la acción por daños y perjuicios, que 
no podrá menos de traerla á cuenta el Juez ante cuya juris- 
dicción ha ocurrido el señor Aoevedo. Fuerza será á este Juez, 
al medir la menor ó mayor responsabilidad del que ejecutó la 
prisión^ pesar en su criterio, entre consideraciones de otro 
género, la mayor ó menor oscuridad en que aquella cuestión 
estuviera envuelta entre nosotros, dada nuestra educación 
constitucional. 

La cuestión de indemnización, no es, pues, en este caso^ 
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una simple coostion puramente civil, como dice el señor Juez, 
sino que está, por el contrario, íntimamente ligada con la cues- 
tión parlamentaria» de la que no es, en realidad, sino una emer- 
gencia. 

Ahora bien, siendo la cuestión de los privilegios de juris- 
dicción esencialmente federal, lo es, por consiguiente, la de da- 
ños y perjuicios á que ha dado origen. Tal es, por otra parte, 
la jurisprudencia establecida por las Cortes Americanas, según 
oportunamente observa la demanda. 

Fido^ por lo espuesto, la revocación de la sentencia apelada. 

Eduardo Casta. 



Falto de 1» ñuprtmam C^rte 



Buenos Aires, Mayo 26 de 1887. 

Vistos : tratándose en el presente caso de la responsabilidad 
de un funcionario público, por actos ejecutados en comisión de 
una de las Cámaras del Congreso Nacional ; j de conformidad 
con el precedente dictamen del señor Procurador Genernl, se 
revoca el auto apelado de foja quince, j se declara que el Juez 
de Sección de esta Capital es competente para conocer de este 
asunto. Devuélvanse, en consecuencia, los autos, previa reposi- 
ción de sellos. 

i. B. GOROSTUGA. —i. DOMÍNGUEZ. — 

uladislao friás. — federico ibar- 
gCren. 
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CAVSA lilX 



D. Julio Calderón contra D. Juan Casazza ; 
sobre cobro de pesos. 



Sumario. — Presentada una cuenta de oargo por ana canti- 
dad de clase de ladrillo, y nn recibo de la misma cantidad j cla- 
se con igual fecha de la de la cuenta^ debe presumirse que am- 
bos documentos ser efieren á un solo é idéntico material siendo e 1 
segundo un comprobante de]las partidas de carga de la primera. 



Caso. — El caso se esplica por el 



Fallo del JTues Federal 

Buenos Aires, Agosto 13 de 1886 

Vistos estos autos iniciados por demanda de D. Julio Calderón 
contra D. Juan Casazza de los cuales resulta: 

1^ Que Calderón, como propietario de una fábrica de ladrillos 
establecida en esta ciudad, calle de Caseros y Entre-Bios, ha su- 
ministrado durante algún tiempo al empresario de obras de al- 
bañilería D. Juan Casazza, los ladrillos que necesitaba para sus 
trabajos. 
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2° Que habiendo arreglado sus cuentas en 30 de Noviembre 
de 1884, resaltó según el actor, un saldo á su favor de mil ocho- 
cientos cinco pesos con cincuenta y cinco centavos nacionales, 
procedente de ciento cinco mil novecientos ladrillos de cal á diez 
j seis pesos el millar, y doce mil trescientos cincueta ladrillos 
de pared, á nueve pesos, precios convenidos de antemano, á cuen- 
ta del cual solo dice haber recibido la cantidad de cuatrocien- 
tos cincuenta pesos nacionales en dos partidas, entregadas la 
primera el 7 de Diciembre y la segunda el 28 del mismo mes, 
de modo que el saldo deudor era de mil trescientos cincuenta y 
cinco pesos con cincuenta y cinco centavos, por el cual se pre- 
sentó alJuzgadocon fecha 17 de Abril de 1885, demandando á 
Casazza, con más sus intereses y las costas del juicio, protestan- 
do admitir en pago recibos legítimos de descargo ; agregando 
al mismo tiempo, como instrucción de su demanda, que en 
la fecha 30 de Noviembre de 1884, en que tuvo lugar el 
arreglo de cuentas mencionado, Casazza suscribió un vale 
reconociendo haber recibido el número de ladrillos espresado 
en ella, el cual no exhibía por no tenerlo en su poder en ese mo- 
mento. 

3^ Que el demandado contestó á foja 23 manifestando que 
según la cuenta presentada á foja 19, de fecha 30 de Noviembre 
de 1884, que comprueba el arreglo de cuentas á que se refiere el 
actor, el saldo existente en esa fecha ascendía solo á mil tres- 
cientos sesenta y cuatro pesos con treinta y cinco centavos, en 
la forma que dicha cuenta indica, del cual había que deducir 
cuatrocientos cincuenta pesos, importe de las entregas hechas 
en Diciembre, reconocidas por Calderón y noventa y nueve pesos 
treinta y seis centavos por acarreo de treinta y cuatro mil qui- 
nientos ladrillos al precio corriente de un peso cuarenta y cua- 
tro centavos cada quinientos, que mencionan los vales acompa- 
ñados de fojas 9 á 15, cuyo pago correspondía aL demandante, de 
modo que solo resultaba un saldo líquido á favor de este de 
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ochocientos catorce pesos noventa y nueve centavos que recono- 
cía 7 estaba dispuesto á abonar^ pidiendo la condenación en 
costas al actor por haber incurrido en p/u5 petüio. 

4® Que conferido traslado á Calderón sobre los documentos 
presentados dspuso : que el demandado alteraba la verdad de los 
hechos, pues en su escrito de demanda claramente manifestó 
que entre ambos habían arreglado todas sus cuentas el 30 de 
Noviembre de 1884, firmando Casazza en consecuencia un vale 
por ciento cincuenta mil ladrillos de cal y doce mil trecientos 
cincuenta de pared, de cuyo hecho arranca la demanda, habiendo 
silenciado aquel todo lo relativo al vale, pretendiendo hacer va- 
ler una cuenta sin firma, que aún cuando tiene la misma fecha, 
es sin embargo anterior al vale que firmó Casazza después de 
descontar los fletes y aumentar las entregas de ladrillos, cuyos 
recibos estaban en poder de Casazza ; que cuando pasó la cuen- 
ta de 30 de Noviembre no se habían incluido los viajes de ladri- 
llos, cuyos recibos estaban en poder de Casazza, pero ese mismo 
dia fué el demandante al domicilio de este y allí se hizo el arre- 
glo general agregándose á dicha cuenta las entregas no consi- 
deradas, formándose en definitiva el vale de que se ha hecho 
mérito ; que acepta los vales por fletes, no estando sin embar- 
go conforme con el precio, pues el convenido fué de dos nacio- 
nales por millar 

5^ Que la causa fué recibida á prueba habiéndose producido 
por ambas partes, además de los documentos exhibidos en la 
contestación á la demanda, las posiciones de fojas 51 y 59, y la 
declaración de foja 69 vuelta. 

T considerando : V Que planteada la cuestión concretamente, 
la acción deducida tiene por objeto el cobro de la suma de mil 
ochocientos cinco pesos cincuenta y cinco centavos, importe de 
ciento nueve mil novecientos ladrillos de cal á diez y seis pesos 
nacionales el millar y doce mil trescientos cincuenta de pared á 
nueve pesos, á cuenta de la cual el actor confiesa haber recibido 
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cuatrocientos cinctieiita pesos en dos partidas entregadas en el 
mes de Diciembre. 

2^ Que para acreditar la entrega de esas cantidades de ladri- 
llos se ha heolio mérito en la demanda de un vale firmado por el 
demandado eldia 30 de Noviembre de 1884, sobre cuyo punto 
ninguna observación se ba deducido en la contestación, asi co- 
mo sobre el precio fijado que se dice ser el covenido, lo que 
basta para estimar reconocida la verdad del becho conforme á lo 
dispuesto en el articulo 86 de la Ley Nacional de Enjuicia- 
miento, á lo que se agrega que absolviendo posiciones el deman- 
dado á foja 51 , ba confesado espresamente al contestar la quin- 
ta pregunta, haber firmado ese vale, con lo que ha quedado legal- 
mente justificado el fundamento de la demanda. 

3^ Que habiendo alegado la parte de Gasazza un arreglo de 
cuantas efectuado el mismo dia 30 de Noviembre, según el cual 
el saldo deudor solo alcanzaria á la cantidad de ochocientos ca- 
torce pesos noventa y nueve centavos, pretendiendo justificarlo 
con la cuenta de foja 19, toca ahora apreciar el mérito déla 
prueba producida por el demandado á ese propósito. 

¥ Que ambos litigantes parten del principio que efectiva* 
mente el dia 30 de Noviembre se hizo un arreglo definitivo de 
cuentas para fijar el saldo deudor á favor de Calderón, soste- 
niendo el demandante que ese arreglo se hizo poco después de 
pasada la cuenta de 30 de Noviembre, aunque en el mismo dia ; 
y el demandado que él consiste en la referida cuenta, debiendo 
el Juzgado resolver cual es el que debe prevalecer, con arreglo 
á los pocos antecedentes suministrados en el juicio. 

5® Que la cuenta de foja 19 aún suponiéndola auténtica, esto 
es, emanada del mismo demandante, no constituye por sí misma 
un arreglo ó liquidación definitiva de cuentas, cualesquiera que 
sean las presunciones que de ella pueden inferirse, ni es permi- 
tido darle más alcance que el de una cuenta pasada por las en- 
tregas comprobadas en las papeletas recojidas hasta el instante 
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de fonnalarse, sajeta á las modificaciones 6 ampliaciones ulte- 
riores de coman consentimiento de partes. 

6^ Que desde luego no puede ponerse en duda que después de 
pasada esa cuenta tuvo lugar el arreglo entre ambos contratan- 
tes que dio por resultado el vale de que hace mérito la demanda, 
pues además que no se hace en ella mención alguna de tal arre- 
glo, lo que no habría sucedido si este le hubiese precedido, prué- 
balo su sola presencia en manos del actor, á lo que se agrega que 
en el referido vale se confiesa el recibo de mayor cantidad de 
ladrillos de los que espresa la cuenta, lo que además de probar 
la entrega hasta el treinta de Noviembre, de cantidades no to- 
madas en consideración en la cuenta de foja 19, revela que 
aquella quedó sin valor ni efecto alguno, liquidándose las cuen- 
tas por el reconocimiento de las cantidades que espresa el vale, 
como único valor adeudado en esa fecha, porque de otra mane- 
ra no tendría esplicacion satisfactoria el hecho de firmarlo, la 
cual por otra parte no se ha intentado siquiera dar por el de- 
mandado, representando entre tanto en manos del demandante 
un valor exígible, siendo anteriores á este arreglo las cantida- 
des que aparecen abonadas á cuenta en la de foja 19. 

7^ Que en cuanto al precio del flete de acarreo que carga el de- 
mandado debe estarse á la cantidad que este determina en vista 
de la ausencia de prueba en contrario para establecer el precio 
corriente, de lo declarado por el testigo Borbon j de la peque- 
ña importancia de la diferencia. 

Por estos fundamentos, fallo condenando áD. JuanCasazza* 
al pago de la cantidad de mil ochocientos cinco pesos con cin- 
cuenta y cinco centavos nacionales, con deducción de los sesenta 
y nueve pesos importe de los siete vales por acarreo, corrientes 
de fojas 9 á 15, sus intereses desde el dia de la demanda á esti- 
lo de Banco y las costas del juicio. Notifíquese original. 

Virgilio M. Tedin. 
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Fallo de ln Suprema Corte 



Buenos Aires, MayoS6 de 1887 

Vistos 7 considerando : Que aún cuando el demandado ba re- 
conocido la yerdad del hecho de haber otorgado recibo al de- 
mandante con fecha treinta de Noviembre de mil ochocientos 
ochenta 7 cuatro, por la cantidad de ciento cinco mil noyecientos 
ladrillos de cal 7 doce mil trescientos de pared, no ha7 sin em- 
bargo circunstancia alguna que demuestre que tal documento 
se refiere á otro material que al espresado en la cuenta de foja 
diez 7 nueve^ ó que él constitu7a una obligación distinta é in- 
dependiente de la que arroja dicha cuenta datada 7 grabada por 
el demandante el mismo dia treinta de Noviembre de mil ocho- 
cientos ochenta 7 cuatro. 

Que es, al contrario, de presumir que ambos documentos se re- 
fieren aun soto é idéntico material, siendo el primero un com- 
probante únicamente de las partidas de cargo del segundo, ó sea 
de las entregas de material efectuadas por el demandante: PrU 
merOf porque uno 7 otro se refieren á la misma cantidad 7 clase 
de ladrillos (ciento cinco mil novecientos de cal 7 doce mil tres- 
cientos de pared) ; Segundo^ porque no se ha acreditado en ma- 
nera alguna por el demandante, que con posterioridad alas par- 
tidas indicadas en la cuenta citada, ha7a verificado nuevas 
entregas, de material al demandado lo cual, á existir, habría sido 
de su cargo probar 7 fácil en todo caso de justificar ; Tercero, 
porque á ello conducen también tanto la identidad de las fechas 
de ambos documentos, cuanto el tenor del suscrito por el deman- 
dado, que aparece ser un mero recibo de las cantidades de ladri- 
llo entregadas por el actor 7 no un documento de deber con es- 
pecificación de cantidades 7 valores 7 coa espresiou de ser por 
T. I 20 
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saldo 6 alcance de cuentas; y Cuarto, finalmente, porque así re- 
sulta igualmente de las incongruencias que se notan en el escrito 
de contestación del demandante, corriente á foja treinta j caa~ 
tro, en el cual afirma que el vale á que se refiere en su demanda 
le fué otorgado, como resultado de un arreglo general de cuen- 
tas con el demandado, previa deducción del crédito de este por 
fletes, reconociendo no obstante posteriormente adeudar aún es- 
tos, lo cual demuestra que aquel vale no puede ser tomado, se*- 
gun él lo pretende, como el resultado de un balance de los cré- 
ditos de una j otra parte. 

Que de los antecedentes referidos j de los demás documentos 
acompañados por el demandado á foja nueve y siguientes, re- 
sulta que el saldo existente en su contra en treinta de Noviem- 
bre de mil ochocientos ochenta y cuatro, como consecuencia de 
las entregas de ladrillos efectuadas por el demandante y de los 
abonos parciales ejecutados á la vez por su parte, ha'.sido solo de 
mil trescientos sesenta y cuatro pesos con sesenta y cinco cen- 
tavos nacionales. 

Que de esta suma deben deducirse las dos entregas posterio- 
res del demandado, que acreditan los documentos de fojas veinte 
y veinte y una, ascendentes á la suma de cuatrocientos cincuenta 
pesos, y el valor de los fletes que conforme á lo establecido por 
el Juez a quo^ deben ser abonados á razón de dos pesos con ochen- 
ta y ocho centavos por millar de ladrillos. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja ochenta y seis, declarándose que el demandado solo está 
obligado á abimar al demandante la suma de ochocientos cator- 
ce pesos con noventa y nueve centavos moneda nacional, que re- 
sulta como saldo, deducidos del valor de la cuenta de foja 
diez y nueve el crédito del primero por ñetes y sus entregas de 
fechas diez y ocho y veinte y siete de Diciembre de mil ocho- 
cientos ochenta y cuatro, ascendentes á cuatrocientos cincuenta 
pesos, saldo que deberá abonar en término de diez dias con sus 
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intereses desde el día de la notificación de la demanda. Be- 
pónganse los sellos 7 devuélvanse. Kotifíqnese con el original. 



J. B. GOROSTUGA.— J. DOMÍNGUEZ.— 
ULADISLAO FRUS. — FEDERICO 
IBARGÚREN.— 6. S. DE LA TORRE. 



CAVSA I.X 



Honoré y Bowen contra la Provincia de Buenos Aires ; sobre 

escrituración de un contrato 



Sumario. — 1^ Puesta en duda la eficacia de un acto, no 
puede ocurrirse á la jurisdicción arbitral convenida en él, 
mientras no se decida la validez legal de aquel acto por los 
tribunales competentes. 

2? El demandado que ha reconocido la personería del deman- 
dan, te en una negociación, no puede desconocerla en el juicio 
á qae dicha negociación da origen. 

S^ Un contrato celebrado con el Poder Ejecutivo, con la 
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calidad de ser reducido á escritura pública después de apro- 
badas sns cláusulas por la Legislatura, no produce efecto 
alguno, mientras no se promulgue la ley de su aprobación. 



Caso. — Se esplica en el fallo de la Saprema Corte. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noyiembre 23 de 1886. 

Suprema Corte: 

El representante de la Provincia de Buenos Aires, apoya la 
incompetencia de Y. E. en dos fundamentos : i^ en que los 
señores Bowen y Honoré contrataron á nombre de una sociedad 
anónima, encontrándose en tal caso comprendidos en la dis- 
posición del artículo 19 de la ley de jurisdicción y compe- 
tencia ; 2!" en que el contrato cuya escrituración solicitan, 
prescribe que toda cuestión que se suscite deberá ser sometida 
á juicio de arbitros. 

En cuanto á lo primero, esta Corte ha decidido ya á 
foja 35, que los referidos Bowen y Honoré, se presentan 
á nombre propio, y que no podía objetárseles falta de per- 
sonería. 

La misma razón subsiste con respecto á la incompetencia. 
Ellos se presentan á nombre propio, y en su calidad de extran- 
geros han podido ocurrir originariamente á esta Corte. Si el 
contrato fué celebrado con una sociedad anónima, y no con 
ellos, es cuestión que afecta al fondo, y determinará se haga ó 
no se haga lugar á la demanda. 

Por otra parte, se advierte en los documentos acompañados. 
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qne si el oontrato hace mención de una sociedad anónima, qne 
no se especifica, el mensaje á la Legislatora, el proyecto de ley, 
la ley misma, el veto, y todos los demás incidentes de este 
negocio, solo se refieren á los mencionados Bowen y Honoré, 
sin snponerlos representantes de sociedad alguna. 

2® En cuanto al segundo fundamento, dice el representante 
de la provincia demandada, el dilema es de fierro : O el con- 
trato está concluido, 6 no lo está. En el primer caso, la 
cuestión tiene que ser sometida ajuicio arbitral ; en el segundo, 
ninguna acción hay qne deducir. 

El dilema es también de fierro para la provincia. Si el con- 
trato está concluido, y hay lugar á la incompetencia, háse 
llenado el objeto de la demanda ; si no hay contrato, no hay 
lugar al juicio de arbitros, y no procede la incompetencia. 

Para Y. E no hay dilema de ningún género. 

Los demandantes parten de que el contrato que celebraron 
con el Gobierno de la Provincia, no está perfeccionado, pues 
falta, á su juicio, sea reducido á escritura pública, según 
estaba estipulado por una de sus cláusulas, luego que fuera 
aprobado por la Legislatura. Entienden ellos que esta condi- 
ción se ha cumplido por la ley de la Legislatura, que no ha 
podido vetar el Poder Ejecutivo. 

El representante de la Provincia sostiene lo contrario : dice 
que el Poder Ejecutivo ha estado en su perfecto derecho para 
oponer su veto, y que, mientras la Legislatura no se pronun- 
cie al respecto, no hay ley, y no se ha llenado la condición de 
qne dependía el perfeccionamiento del contrato. 

£1 punto endiscusion, tiene pues, su origen en un contrato 
civil, perfecto, 6 en vía de perfeccionarse, y la competencia de 
esta Corte para resolverlo me parece clara. 
Pido por lo tanto, desestime Y. E. la excepción deducida. 

Eduardo Costa. 
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Fallo de ln Supremn Ciarte 

Buenos Aires, Mayo 31 de 1887. 

Vistos : resalta del examen de estos autos : Primero : Que 
en el mes de Agosto del año mil ochocientos ochenta y tres, 
los demandantes, señores Bowen y Honoré, á nombre de una 
Sociedad anónima que decían representar, ocurrieron al Poder 
Ejecutivo de la Provinoia de Buenos Aires, á cargo á la sazón 
del Doctor Don Dardo Bocha, proponiéndole las bases necesa- 
rias para la construcción de tres lineas de ferro-carril, que 
empalmando en las ya existentes, recorrerían próximamente 
de mil doscientos á mil quinientos kilómetros de via, partiendo 
del puerto de Lobería, ó del de Laguna de los Padres, á op- 
ción del gobierno, para terminar en el de Bahia Blanca. 

Segundo : Que por decreto de yeintisiete de Febrero de mil 
ochocientos ochenta y cuatro, dictado después de diversas con- 
ferencias tenidas con los proponentes, el Poder Ejecutivo resol- 
vió aceptar aquellas bases, estableciendo entre otras de sus 
cláusulas, que la Provincia garantiría á la empresa durante 
veinte años una utilidad líquida de seis por ciento anual sobre 
el promedio del costo, fijado á ese efecto en la suma de diecio- 
cho mil pesos por kilómetro para la línea totalmente concluida, 
con tren rodante y todo lo necesario para su servicio, en las 
condiciones de la ley y de los reglamentos de ferro-carriles ; 
que el importe de esta garantía sería abonado á elección del 
gobiqírno, en dinero efectivo ó en títulos de seis por ciento de 
interés y uno por ciento de amortización, debiendo los contra- 
tistas depositar en el Banco de la Provincia, antes de estender- 
se la escritura respectiva, las sumas correspondientes, de acuer- 
do con lo dispuesto por el artículo sétimo de la ley de Ferro- 
carriles de la misma Provincia ; que las cuestiones que se 
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suscitasen entre el Poder Ejecutivo y los contratistas, á con- 
secuencia del cumplimieiito del contrato^ serían resueltas por 
arbitros ; y finalmente, que aprobadas estas y las demás cláu- 
sulas de las bases convenidas, por la Honorable Legislatura, á 
la cual debían ser sometidas, serían ellas reducidas á escritura 
pública. 

Tercero : Que remitidas en consecuencia de esta resolución 
dichas bases á la consideración del Poder Legislativo con el 
proyecto de ley, que, impreso corre áfoja cinco, autorizando al 
Ejecutivo para emitir anualmente con destino al pago de la 
garantía acordada á favor de los contratistas^ basta la suma de 
un millón de pesos fuertes en fondos públicos de seis por ciento 
de interés y uno por ciento de amortización, por sorteo y á 
la par^ ambas Cámaras les prestaron su aprobación, modificando 
sin embargo el proyecto del Ejecutivo, en cuanto á la forma del 
pago de la garantía, que determinaron se verificara haciendo 
uso del crédito en la suma que fuese necesaria para tal 
objeto. 

CxAarto: Que terminada en el Ínterin la administración 
del Doctor Bocha, esta sanción fué devuelta observada á la ho- 
norable Legislatura por el nuevo Gobernador, en uso de la atri- 
bución conferida al Poder Ejecutivo por el artículo ciento 
cinco de la Constitución de la Provincia, haciendo mérito para 
ello de las dificultades que la situación monetaria del país 
crearía á la Provincia, para poder obtener sin un empréstito, 
y en condiciones que no perjudicasen su crédito, la fuerte suma 
necesaria para hacer frente á las obligaciones derivadas de la 
garantía, á li vez que de otras consideraciones sujeridas por la 
omisión en el proyecto de las declaraciones necesarias para la 
expropiación de los terrenos que necesitase el ferro-carril para 
ser construido. 

Quinto : Que en este estado las cosas, y pendiente aún la 
solacion de ellas de la consideración del Poder Legislativo, 
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han ocurrido ante esta Suprema Corte los contratistas señores 
Bowen y Honoré, en demanda contra el Poder Ejecutivo, soli- 
citando se compela á este á la escrituración del convenio esti- 
pulado en las bases antes enunciadas, por no ser válido ni 
legal su veto, tratándose de un contrato acabado y completo 
en su existencia legal, mediante la sanción legislativa de que 
solo dependía. 

Sexto: Finalmente que^ conferido traslado de esta demanda, 
el representante del gobierno demandado la ha contestado opo- 
niendo : Primero^ falta de acción en los demandantes por haber 
ellos proyectado el contrato en que se fundan, no á su nombre, 
sino en el de una sociedad anónima, y no presentar el debido 
poder de esta, de cuya existencia, á la vez, no aparece cons- 
tancia en autos ; Segundo, que aún cuando así no faese, la 
acción deducida carecería de toda base, pues el decreto de Fe- 
brero veintisiete de mil ochocientos ochenta y cuatro, por el 
que se aceptó la propuesta de los demandantes, establece que 
las bases estipuladas serían reducidas á escritura pública cuan- 
do fuesen aprobadas por la honorable Legislatura, lo cual en 
el lenguaje constitucional significa que sería necesaria una ley 
para que pudiera exijirse la escrituración, y que esa ley no 
existe en el caso, en razón del veto motivado del Poder Eje- 
cutivo, de que antes se ha hecho mérito, y de cuya legalidad 
no puede dudarse ni en abstracto, en virtud de lo dispuesto 
por el artículo ciento cinco de la Constitución de la Provincia, 
ni mucho menos en el caso concreto, en razón de las modifica- 
ciones introducidas por las Cámaras al proyecto del Poder 
Ejecutivo, y demás observaciones contenidas en el mensaje 
de este; y TercerOy finalmente, que si se tratase de un con- 
trato concluido y perfecto, como lo pretenden Iqs demandantes, 
carecería esta Corte de la jurisdicción necesaria para conocer 
en este juicio, por estar estipulado en aquel el nombramiento 
de arbitros para todas las cuestiones relativas á su ejecución. 
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T considerando : Primero: Que dados los antecedentes rela- 
cionados, sarjen desde laego á la consideración de la Corte las 
siguientes cuestiones : 

¿ Es ella competente en el caso ? 

¿ Tienen los demandantes acción para ejercitar en su nom- 
bre los derechos que puedan derivar del acuerdo de foja cinco ? 

En caso afirmativo, ¿ es procedente la acción deducida ? 

Segundo : Considerando en relación á la primera de estas 
cuestiones, que dependiendo la sumisión al juicio de arbitros 
de la eficacia del acto gubernativo en que los demandantes se 
apoyan, mientras ella no se decida, no puede invocarse la 
jurisdicción arbitral que supone la existencia legal de aquel 
acto, y es portante á los tribunales ordinarios, en este caso á 
la Suprema Corte, en atención á la calidad de las partes, que 
corresponde únicamente conocer de la cuestión suscitada. 

Tercero: Considerando en relación á la segunda, que recono- 
cida como lo ha sido la personería de los demandantes por el 
gobierno de la provincia de Buenos Aires al entenderse direc- 
tamente con ellos en la negociación que da origen al presente 
juicio, recibiendo primero, debatiendo después, y aprobando 
finalmente las bases por los mismos presentadas, no le es dado 
hoy poner en duda esa personería, ni desconocer el carácter 
con que obran, 6 su derecho á gestionar personalmente las 
acciones resultantes de esa negociación. 

Cuarto : considerando finalmente, en relación á la última 
de las cuestiones sentadas, que con arreglo á los artículos 
ciento dos y ciento cinco de la Constitución de la provincia de 
Buenos Aires, ninguna sanción legislativa tiene el carácter de 
ley antes de su aprobación por el Poder Ejecutivo, ya expresa, 
por una esplicita aceptación de ella, ya tácita^ por no devol- 
verla observada á la Legislatura dentro del período de diez 
dias asignado para el efecto. 
Quinto : Que de esta como de la disposición de los artículos 
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oiento uno y ciento cuarenta y dos, incisos primero y segundo 
de la misma ley fundamenta], sur je que en el régimen consti- 
tucional de aquella Provincia, al igual de lo que sucede en el 
orden nacional y en la organización lejislativa de las demás 
provincias, el Poder Ejecutivo es parte componente é inte- 
grante de la Legislatura. 

Sexto: Que siendo así, y reconociendo ambas partes qae 
ha sido necesaria una ley para poder obligar á la provincia en 
los términos del acuerdo gubernativo de foja cinco, debe necesa- 
riamente decidirse que la aprobación de la Legislatura, reque- 
rida por dicho acuerdo para escriturar y concluir el contrato 
de su referencia, no puede entenderse de la aprobación de 
ambas ramas de la Asamblea Legislativa solamente, sino de 
estas y del Poder Ejecutivo consecuentemente, procediendo 
en el modo y forma establecidos por la Constitución para la 
sanción de las leyes. 

Sétimo: Que de este punto de vista, y habiendo el Ejecutivo 
negado su concurso á la sanción legislativa en que los deman- 
dantes se apoyan, por las consideraciones que antes se han 
enunciado, cuyo fundamento no corresponde á esta Corte 
apreciar, no puede esa sanción considerarse completa y obliga- 
toria para la Provincia. 

Octavo: Que no obsta á esta conclusión la consideración de 
que se trate en el caso actual de un asunto que participe de la 
naturaleza de un contrato celebrado y aprobado por el Poder 
Ejecutivo, previa y anticipadamente á la sanción legislativa, 
porque por participar de tal naturaleza no deja de ser un acto 
legislativo, ni está eximido de las formalidades y requisitos 
prescritos por la Constitución para la formación y sanción de 
las leyes, y porque además, no siendo esa aprobación anti- 
cipada una forma autorizada por aquella ley fundamental para 
dar valor y fuerza de ley á las sanciones legislativas, no liga, 
ni puede inhabilitar al ejecutivo para retractarlo, si las nece- 
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sidades públicas lo requieren, á su jaicio, poniendo en ejerci*- 
ciclas atribuciones inalienables de la Constitución, una vez 
que le ha sido el acto de nuevo sometido á su control y apro- 
bación, con arreglo á los preceptos y fórmulas de aquel Código, 
que ninguno de los poderes públicos puede por acto alguno 
menospreciar ni dejar sin efecto. 

Noveno : Que de admitirse que por razón del acuerdo previo 
prestado por el Ejecutivo al acto en cuestión, él queda inha- 
bilitado para vetarlo, y destituido de las atribuciones con que 
la Constitución lo inviste á su respecto, debería lógicamente 
concluirse que sanción alguna iniciada por proyectos presen- 
tados por él á las Cámaras legislativas, haciendo uso de las 
facultades de colegislador que especialmente le atribuye la 
Constitución en su . artículo ciento cuarenta y dos, inciso se* 
gundo, antes citado, podría ser vetada, ni requeriría ulterior 
sanción de su parte, situación jurídica que á nadie sin embargo 
puede ocurrir sostener. 

Décimo: Que todo lo expuesto sirve á demostrar que las bases 
acordadas entre el Ejecutivo y los demandantes que alegan 
estas como fundamento de su acción, no revisten los caracte- 
res de un contrato definitivo y concluido que constituya dere- 
chos perfectos en su favor, ni dé nacimiento á acciones judi- 
ciales contra el Gobierno que las aceptó. 

Undécimo : Finalmente, que aparte de las consideraciones 
anteriores, atentas las observaciones aducidas por el Poder 
Ejecutivo en su mensaje á la Honorable Legislatura, que corre 
impreso á foja cuatro, respecto de la situación económica de la 
Provincia, y de las dificultades consiguientes para atender sin 
un empréstito á las erogaciones que exijiría la garantía acor- 
dada á los demandantes, y pendiente aún la solución de este 
punto de la consideración de aquel cuerpo, sería imposible, 
aún de hecho, la escrituración del contrato respectivo, por no 
haber medio de fijar la forma y condiciones de aquel servici , 
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que serla uno de los puntos primordiales de la estipnlaeion. 
Por estos fundamentos, definitivamente juzgando se declara 
que esta Suprema Corte es competente para conocer en el caso 
7 que los demandantes han tenido también personería propia 
para litigar, pero que el acto gubernatiyo en que se fundan no 
obliga á la provincia de Buenos Aires, y que la acción dedu- 
cida es improcedente por tanto, absolviéndose en consecuen- 
cia á dicha provincia de la demanda. Notifíquese con el 
original, repónganse los sellos, y archívense estos autos. 

J. B. GOROSTIAGA. —J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO FRÍAS. — FEDERICO IBAR- 

GÜREN (en disidencia). — c. s. de 

LA TORRE. 



DISIDENCIA 



Dos son las excepciones opuestas por el demandado : incam- 
petencta de la Suprema Corte, fundada en la cláusula veinti- 
siete del contrato, por la cual se someten á juicio de arbi- 
tros todas las cuestiones que se susciten con motivo de su cum- 
plimiento, y falta de acción en los demandantes, por carecer 
estos de interés en un contrato celebrado á nombre de una 
sociedad anónima, de la cual no tenían poder para este juicio ; 
y porque no habiéndose cumplido la condición estipulada por 
la cláusula veintinueve, no tenían derecho para exigir la es- 
crituración de aquel. 

Para demostrar esto último, so dice : que por esa cláusula, el 
contrato debe ser aprobado por la Legislatura, lo cual signi- 
fica en lenguaje constitucional, que es necesaria una ley, y la 
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ley no existe sino desde el momento que el Poder Ejecutivo 
le preste su sanción expresa 6 tácitamente, ó desde que las 
observaciones que haga sean rechazadas por dos tercios de 
votos de cada Cámara : que en el presente caso la sanción 
legislativa aprobatoria del contrato, había sido observada por 
el Poder Ejecutivo, y mientras la Lejislatura no se pronun- 
cie sobre el particular, dicho contrato no puede considerarse 
concluido. 

Conforme con la resolución déla mayoría, en cuanto á la 
excepción de incompetencia, no lo estoy en cuanto á la de falta 
de acción, fundada en el veto del Ejecutivo. 

Yoy á manifestar en brevísimas consideraciones los funda- 
mentos de mi disidencia. 

Que el Poder Ejecutivo como persona jurídica, puede cele- 
brar contratos y contraer obligaciones, es un hecho que nadie 
puede poner en duda, pues contratar es un acto propiamente 
ejecutivo. 

La cuestión^ pues^ puede formularse en los términos siguien- 
tes: 

Un contrato ad referendum^ celebrado por el Poder Ejecutivo 
¿ puede ser vetado por el Ejecutivo, una vez que ha sido apro- 
bado por la Legislatura á la cual se refiere ? 

Pienso que no. 

Tin contrato semejante es un contrato condicional, cuya 
fuerza obligatoria nace desde el momento que se cumple la 
condición. 

La condicionen el presente caso, y tal como se la establece 
en la cláusula veintinueve, consiste en que él sea aprobado por 
la Honorable Legislatura, y á mi juicio, ella quedó cumplida 
plenamente desde que las dos Cámaras de que esta se com- 
pone, le prestaran su aprobación. 

T lo juzgo así : Primero : Porque la expresión Honorable 
Legislatura, empleada en dicha cláusula, está tomada en su 
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sentido técnico y comprensivo solamente de las dos Cámaras. 

Segundo : Porque tratándose de bases aprobadas y propues- 
tas por el mismo Ejecutivo, no se concibe que al referirlas á la 
aprobación de la Legislatura, haya quedado establecida tam- 
bién la condición de que el Ejecutivo las aprobara después, y 

Tercero : Porque una condición semejante, por la cual se 
haría depender absolutamente la fuerza de la obligación de la 
voluntad del deudor, sería de ningún efecto, según lo dispuesto 
por el artículo 542 del Código Civil. 

Resulta, pues, de aquí : que no habiendo ley alguna que 
prohiba al Poder Ejecutivo celebrar contratos ad referendum, 
y si, como acaba de verse, estos quedan concluidos y perfectos, 
sin más requisitos que la aprobación de las dos Cámaras Legis- 
lativas, no puede aquel hacer valer contra ellas la facultad 
que tiene para vetar las leyes : porque si bien puede usar legí- 
timamente de esta facultad cuando se trata de. las leyes en 
general, no puede emplearla para dejar sin efecto los contratos 
que ha celebrado como persona jurídica, y sustraerse así á las 
obligaciones que estos le imponen. 

La consideración de que de estas conclusiones se seguiría 
que el Poder Ejecutivo no podría vetar los proyectos de ley que 
él mismo hubiese presentado, no me parece atendible : porque 
esos proyectos, aún sancionados por las dos Cámaras, á nadie 
obligan, mientras no hayan sido aprobados por él, expresa 6 
tácitamente, y puede por lo tanto aprobarlos 6 no, después de 
su sanción, sin faltar á ningún compromiso, mientras que no 
sucede lo mismo con un contrato ad referendum, el cual obliga 
al Ejecutivo desde el momento que es aprobado por las dos 
Cámaras. 

Se observa que la Legislatura ha alterado el artículb segundo 
del proyecto de ley con que el Poder Ejecutivo acompañó las 
bases del contrato. Pero esta alteración consistente solamente 
en haberlo autorizado para hacer uso de las rentas generales. 
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en Tez de los títulos del seis por ciento de renta qne pedía, no 
altera el contrato, ni le afecta en lo más mínimo, pues por la 
cláasala diez j siete se dejó á opción del Ejecutivo atender las 
obligaciones qne contraía, 6 con títulos del seis por ciento de 
renta, ó con dinero efectivo. Si le es más cómodo servirse de 
uno ú otro de estos dos medios, es cuestión entre el Ejecutivo 
y la Legislatura solamente ; porque de ningún modo afecta 
los derechos que á los demandantes confiere el contrato, desde 
que este ha sido aprobado sin reserva ni limitación alguna por 
el artículo primero de la sanción legislativa de quince de Fe- 
brero de mil ochocientos ochenta j cinco, y quedando así 
cumplida la condición establecida por la cláusula veintinueve. 
Por todo lo cual pienso que el Poder Ejecutivo de la Provin- 
cia de Buenos Aires, está obligado á estender la escritura á 
qne dicha demanda se refiere. 



f EDERIGO IBARGtiREN. 
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CAUSA I^XI 



JO. Eduardo Pereda contra D. Antonio Raimondi; sobre 
demolición y reconstrucción de pared divisoria 



Sumario. — V La pared medianera qne no paede soportar la 
mayor altura que se le quiere dar, puede ser demolida y recons- 
truida, sin que el yecino tenga derecho á reclamo por las inco- 
modidades de la reconstrucion. 

2° La demolición y reconstrucción debe ser á costa del que 
quiere alzarla. 

3^ Si la pared antigua había sido hecha á costa del vecino, 
este no puede reclamar el pago de la mitad de su costo, y sola- 
mente tiene derecho á retirar los materiales de la pared demo- 

lidd. 



Caso. — D. Eduardo Pereda propietario de una casa lindera 
con otra de D. Antonio Baimondi, espuso, que la pared diviso- 
ria fué construida por Baimondi, asentando la mitad sobre sa 
terreno y la otra mitad sobre terreno de aquel, pero con malísi- 
mos materiales, por cuya razón habíaresuelto reconstruirla con 
buenos materiales á fin de poder levantarla á mayor altura pa- 
ra cargar sobre ella un edificio de altos. 
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Que como Baimondi se oponía ala demolición de la pared, ve- 
nía á interponer el interdicto de obra 'vieja á fin de que se le 
intimara que se abstuviera de oponerse á la demolición. 

Acreditada la competencia del Juzgado Federal por la distin- 
ta nacionalidad de las partes, el Juez decretó un comparendo 
verbal. 

Beunidaslas partes«el Dr Fonrouge por el Sr Baimondi dijo: 

Que habían convenido en someter á la decisión del Juzgado 
este único punto : si Baimondi tenía derecho á exigir que se le 
comprara la mitad de la pared antes de ser demolida, sin perjui- 
cio de que la nueva pared que construía Pereda fuera mediane- 
ra hasta la altura de la existente, sin que Baimondi tuviera obli- 
gación de pagarle nada, reconociendo que el muro actual no era 
bastante para una construcción de altos ; pero sí para el edificio 
que sostenía entonces. 

Ollas las esplicaciones de las partes, el Juzgado resolvió, te- 
niendo presente lo dispuesto en el artículo 2728, que Pereda te- 
nía derecho á demoler la pared divisoria sin adquirir previamen- 
te la medianería, con tal quería reedificara de calidad superior 
á aquella, quedando entonces la pared medianera con Baimondi 
hasta la altura de la demolida, sin indemnización alguna por 
parte de este ; que Pereda debía dejar la casa de Baimondi en el 
estado que tenía actualmente y que Baimondi podía retirar todos 
los materiales de la pared deniolida. 



FUlto de lA Supremii Corto 



^ Baenos Aires, Junio 2 de 1887. 

Vistos : atentas las disposiciones legales que se citan en ei 
auto apelado de foja cinco, j lo preceptuado por el artículo dos 

T. I 21 
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mil setecientos treinta y tres del Código Givil^ se confirma con 
costas, dicho auto. Be{)nestos los sellos, devuélvase. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOHINGUEZ. 
— ULADISLAO FRUS. — FEDERICO 
IBAR6ÜREN.— C. S. DE LA TORRE. 



CAUSA I4XII 



D, Carlos Casado contra D. Miguel T. Salas y la provincia de 
Córdoba; sobre reivindicación de un campo. 



Sumario. — l**Por el artículo 6** del compromiso arbitral ce- 
lebrado en cinco de Mayo de mil ochocientos ochenta y uno, en- 
tre las provincias de BuenosAires, Córdoba y Santa Fé, dichas 
provincias renunciaron en su interés recíproco y en el de sus 
causa-habientes, los derechos de propiedad sobre los terrenos le- 
gítimamente enajenados antes del mencionado compromiso, 
que pudieran serles adjudicados por el laudo. 

2^ Las ventas hechas de tales terrenos por las provincias 
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adjadicatarias después del laudo, no son hábiles para transferir 
á los compradores el dominio que habían perdido para dicha re- 
nuncia. 



Caso. — Lo esplica el 



WmUo de la Supremii Ciarte 

Buenos Aires, Junio 4 Ae 1887 

Vistos estos autos, iniciados ante el Juez de primera instan- 
cia de la provincia de Santa Fé, por D. Carlos Casado contra 
D. Miguel T. Salas, sobre reivindicación de una fracción de 
campo ocupada por este, y que aquel afirma ser de su propie- 
dad con arreglo á los títulos que acompaña de fojas 1 ál5, 
emanados del Gobierno de Santa Fé, resulta : 

Que contestada su demanda sobre la base de ser el deman- 
dado único propietario de dicho campo en virtud de compra 
hecha en mayor extensión á la provincia de Córdoba, según sus 
escrituras de fojas 60 á 66^ y de haberse obligado la provincia 
de Santa Fé por la cláusula &" del compromiso arbitral de cin- 
co de Mayo de mil ochocientos ochenta y uno» á reconocer y 
respetar las ventas anteriores á dicho compromiso hechas por 
aquellas, se elevaron los autos al conocimiento originario de esta 
Suprema Corte por haberse hecho parteen el juicio la provin- 
cia de Córdoba» citada de eviccion por el demandado . 

Que el representante de esta provincia insiste en sostener 
ante este Supremo Tribunal la propiedad de Salas como sucesor de 
los derechos de Córdoba en los campos que esta le tendió como 
dueña y poseedora de ellos, y agrega : que si bien por el laudo 
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de diez j ocho de Marzo de mil ochocientos ochenta y dos, par- 
te de dichos campos resultó dentro de los límites de Santa Fé, 
esto no alteraba en modo algnno los derechos de Salas, desde 
que por la cláusula 6* del compromiso arbitral se había estipula- 
do, que el fallo de los arbitros sobre límites jurisdiccionales no 
alteraría en ningún caso los derechos de los particulares subsis- 
tentes en la fecha de dicho convenio, lo cual importaba el reco- 
nocimiento expreso por cada una de las provincias contratantes 
de las enajenaciones hechas hasta esa fecha, de terrenos que 
por el laudo arbitral resultaran en la jurisdicción de las otras ; 
que por consiguiente, la venta hecha á Casado por la provincia 
de Santa féy después de la fecha de dicho compromiso, de tier- 
ras enajenadas antes de esa fecha por la provincia de Córdoba, 
no había podido transferirle derecho alguno, puesto que la pro- 
vincia misma de Santa Fé no los tenía en la época de la venta. 

D. Carlos Casado alega á su vez : que el laudo arbitral, según 
el cual el terreno cuestionado se halla en la jurisdicción de 
Santa Fé, había venido á demostrar que esta provincia es y 
siempre fué propietaria de él ; pues dicho laudo no es transla- 
tivo sino simplemente declarativo de derechos preexistentes ; 
que no habiendo tenido Córdoba ningún derecho sobre dicho 
terreno, no había podido transferir á Salas la propiedad de él, 
porque ninguno puede dar á otro un derecho que él mismo no 
tiene; que dicho señor Salas, que, como se vé, no ha podido 
adquirir de la provincia de Córdoba derecho alguno sobre el ex- 
presado terreno, no podía invocar la cláusula 6' del compromi- 
so arbitral para fundar en ella la propiedad y el dominio que 
pretende tener : 

I"* Porque ese compromiso es un simple contrato entre las 
provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fé, en el cual Sa- 
las no ha intervenido, y los contratos solo producen efecto entre 
las partes que los celebraren y sus sucesores universales , y no pue- 
den por consiguiente, oponerse á terceros ni invocarse por ellos ; y 
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2° Porque los contratos no confieren por sí solos derechos 
reales, derechos en la cosa, sino solamente derechos personales y 
pues parala adquisición de aquellos es indispensable la tradi- 
ción ó entrega de la cosa, hecha por el propietario que tenga 
capacidad para enajenar, y lejos de haberse hecho esta tradi- 
ción por la provincia de Santa Fé, única que como propietaria 
del terreno podía hacerlo, había protestado contra las ventas 
que Córdoba hacía, expresando terminantemente* que no per- 
mltiria se tomara posesión de los terrenos qtie se encontrasen en 
su territorio. 

De todo lo cual deduce: que Salas no tiene derecho para con- 
tinuar ocupando la porción de campo que indebidamente po- 
see, y pide, en consecuencia, se le condene á su desocupación y 
á las costas del juicio. 

Y considerando : Primero: Que son hechos reconocidos por las 
partes y establecidos por los documentos que corren en autos : 

1^ Que la provincia de Córdoba vendió ciento y tantas leguas 
de campo, que consideraba dentro de su territorio y de su ex- 
clusiva propiedad, á D. Miguel T. Salas, el diez y siete de Julio 
de mil ochocientos setenta y nueve, es decir, dos años próxi- 
mamente antes del compromiso arbitral de cinco de Mayo de 
mil ochocientos ochenta y uno, tomando posesión de dicho cam- 
po j manteniéndose en ella hasta la fecha ; 

2^ Que por el laudo de la Suprema Corte de diez y ocho de 
Majo de mil ochocientos ochenta y dos, una fracción del referi- 
do campo resultó hallarse dentro de los límites de la provincia 
de Santa Fé ; " 

3^ Que dicha fracción quedó comprendida en las cincuenta 
leguas de terreno que esta provincia adjudicó como fiscal á 
D. Carlos Casado con fecha veinte y ocho de Abril de mil ocho- 
cientos ochenta y cuatro, es decir , tres años después del com- 
promiso arbitral; 

4"* Que el terreno en cuestión se halla ubicado dentro del pe- 
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rímetro que por dicho compromisa se señaló como objeto de la 
cuestión entre las provincias contratantes, y al cual se refiere 
lo estipnlado en las cláusulas 6" y 7^ del mismo ; 

5*" Que por la clausula 6* se establece : c que el fallo del 
Tribunal arbitral sobre límites jurisdiccionales de las provincias 
contratantes, no alterará en ningún caso los derechos de los 
particulares subsistentes en la fecha de este convenio, siempre 
que hayan sido legítimamente adquiridos ». 

Segundo : Que la cuestión que motiva el presente juicio, nace 
exclusivamente de la diversa interpretación que las partes dañe 
&. esta cláusula del compromiso ; pues la una niega absolutamen- 
te los efectos que la otra le atribuye, siendo, en su consecuen- 
cia, indispensable para fijar su verdadero alcance, determinar 
cuál es el acto jurídico concluido por ella entre las provincias 
compromitentes. 

Tercero: Que lo consignado en dicha cláusula, que no es más que 
el resultado de aquel acto, está demostrando de una manera evi- 
dente, cuál es el carácter y la natnralezade este, pues no se concibe 
que los derechos de los particulares pudieran conservarse sin al- 
teración alguna^ si cada una de dichas provincias hubiera de har- 
cer valer contra ellos los derechos, que indudablemente tendría 
sobre los terrenos enajenados perlas otras, si por el laudo ar- 
bitral resultaban dentro de sus límites. 

Cuarto : Que es evidente entonces, que para llenar el objeto ma- 
nifestado por dicha cláusula^ de dejar á sus particulares en el goce 
tranquilo de su propiedad, las expresadas provincias han renun- 
ciado en su interés recíproco y en el de sus causa-habientes, los 
derechos de propiedad que pretendían tener en dichos terrenos, 
reservándose solam^^nte sobre ellos la jurisdicción y el dominio 
eminente. 

Quinto : Que la renuncia, que es el acto jurídico áque se refiere 
la cláusula 6% no está sujeta á ninguna forma esterior (artículo 
ochocientos setenta y tres del Código Civil) ; puede hacerse aún 
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de los dereolios eventaales 6 condioionales (artíoulo ochocientos 
setenta y dos del mismo Código), y su efecto inmediato, una 
Tez aceptada, es quedar extinguidos los derechos y las obliga- 
ciones correlativas (artículo 868 del Código citado). 

Sesto : Que la tradición de la cosa sobre la que recaían esos 
derechos^ es de todo punto innecesaria para adquirir la pro- 
piedad; porque el que renuncia á sus pretenciones sobre 
•1 objeto litijioso, no cede este objeto mismo, sino que lo deja 
simplemente á la otra parte con los derechos que esta pretendía 
tener en él ; y en el presente caso, esa tradición era tanto más 
innecesaria, cuanto que las partes á quien la renuncia faYorecía, 
ya tenía la cosa en su poder, y la poseía á nombre propio y 
en calidad de propietario. 

Sétimo : Que por consiguiente, una ycz suscrita la cláusula 6* 
y consumada así la renuncia, los derechos de dominio, que cada 
una de las proYincias signatarias pretendía tener en los terrenos 
enajenados por las otras á la fecha del compromiso, quedaron 
extinguidos, y como únicos propietarios los particulares que los 
adquirieron de estas legítimamente. 

Octavo: Que así lo ha comprendido la provincia de Buenos Aires 
mandando protocolizar en sus registros públicos sin observación 
alguna, las ventas de estensos territorios comprendidos en su 
jurisdicción, hechas por la provincia de Santa Fé á los señores 
Alvear y Casey, y la hecha por la provincia de Córdoba al 
mismo señor Salas por la parte de campo que resultó hallarse 
dentro de sus límites, lo cual demuestra de una manera evidente 
que la inteligencia que las mismas partes contratantes enten- 
dieran dar á dicha cláusula no es otra que la establecida en los 
considerandos anteriores. 

Noveno : Que en el mismo caso en que los señores Alvear y Ca- 
sey se hallaban respecto de la provincia de Buenos Aires, se halla 
D. Miguel T. Salas respecto de la de Santa Fé, pues este adqui- 
rió la propiedad del terreno que se cuestiona, mucho tiempo 
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antes de la fecha del compromiso arbitral, y la adquirió legíti- 
mamente, puesto que se llenaron todas las formalidades que la 
ley prescribe para que una adquisición se considere legítima ; 
mientras que la enajenación hecha á D. Carlos Casado por el 
Gobierno de Santa Fé, se hizo tres años después de dicho com- 
promiso y con pleno conocimiento de los derechos de Salas, pues 
ella tuvo lugar después de haber este solicitado de dicho Go- 
bierno la protocolización de sus títulos, y mucho después aún 
de haber deducido al interdicto de amparo en la posesión per- 
turbada por el deslinde mandado practicar por dicho Gobierno. 

Décimo : Que las disposiciones legales sobre el efecto de los 
contratos^ de que hace mérito Casado para oponerse á las preten- 
siones de Salas, ninguna aplicación tienen en el presente caso: 

1^ Porque si bien es cierto por principio general, que los 
contratos no pueden oponerse á terceros, ni invocarse por ellos, 
también lo es que cuando se ha contratado en el interés 
de estos terceros como lo revela en el presente caso la 
cláusula 6*, ' y estos lo ratifican, esta ratificación tie- 
ne el mismo efecto que la autorización previa, y les dá 
derecho para exijir el cumplimiento del contrato, según lo dis- 
puesto por el artículo mil ciento sesenta y dos del Código Ci- 
vil; y 

2^ Porque, según el articulo tres mil doscientos sesenta y sie- 
te del mismo Código, el sucesor particular puede prevalerse de 
los contratos hechos con su autor, y siendo Salas sucesor parti- 
cular de la provincia de Córdoba, como lo es Casado de la de 
Santa Fé, no hay razón alguna para negarle aquel derecho, so- 
bre todo, cuando Casado sucedió á Santa Fé, después de haberse 
esta obligado á respetar los derechos de propiedad de los suceso- 
res de Córdoba legítimamente adquiridos sobre los terrenos que 
aquella le transfirió. 

Undécimo : Que siendo esto así, y resultando de lo que queda 
expuesto, que el derecho de dominio que la citada provincia de 
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Santa Fé pretendía tener en el terreno que se onestiona, estaba 
extinguido en la fecha en qae lo adjudicó á Casado, este señor no 
ha podido adquirir la propiedad de él, porque con arreglo á lo 
dispuesto por el artículo tres mil doscientos setenta del Código 
CítíI, nadie puede adquirir sobre un objeto un derecho mejor 
ni más estenso, que el que tenía aquel de quien lo adquiere. 

Por estos fundamentos^ se absuelve á D. Miguel T. Salas de la 
demanda reivindicatoría interpuesta contra él por D. Carlos Ca- 
sado, sin especial condenación en costas. Notifíquese con el 
original, y repuestos los sellos, archívese. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGIIEZ. 
— ULADISLAO frías. — FEDERICO 
IBARGÚREN.— G. S. DE LA TORRE. 



CAU8A I.XIII 



D. Eduardo Laseano, contra D. Cipriano Archimbaud, sobre 

cumplimiento de contrato 



Sumario. — 1^ La falta del comprador en recibir la cosa 
comprada, no produce por sí sola la resolución del contrato de 
compra. 
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« 

2^ El pago de lap^na establecida en elcontrato, no exime de 
sn cumplimiento, sino en el caso en que esto se habióse espre- 
samente oonyenido. 



Caso. •— Se esplica en el 



Fallo Ú9i JíuoB Federal 



Santiago del Estero, Julio 6 de 1882. 

Y vistos: estos autos iniciados por D. Eduardo Lascano, 
ciudadano argentino, vecino de la provincia de Gatamarca, con- 
tra D. Cipriano Arohimbaud, ciudadano francés, vecino de la 
Estación cFrias» del Ferro Carril Nacional Central Norte, ju- 
risdicción de esta provincia, por falta de cumplimiento de un 
contrato, de cuyo examen resulta : Que con fecha cinco de 
Noviembre del año 1880, celebró D. Cipriano Archimbaud con 
D. Eduardo Lascano, en representación de los Señores Ceferino 
Ferreira y C*, un contrato por el que Archimbaud se compro- 
metía : 1^ á entregar mil quinientos durmientes á los cuarenta 
y cinco dias de la fecha del contrato ; 2^ á hacer en seguida 
entregas mensuales cada una de igual número de durmientes á 
la primera, debiendo ser los durmientes de quebracho colorado, 
rectos, sin albura ni corteza, de las siguientes dimensiones : 
largo 2"70 & ^'^dO; tabla 0.24 á 0.26 y grueso 0.12 á 0.14 ; 
3® á entregar dichos durmientes en la línea ; 4^ á hacer seis 
entregas de & mil quinientos darmientes cada una ; lo que equi- 
vale á un total de nueve mil durmientes. 

Asu vezLascano se obligaba : 1^ á pagar & Archimbaud por cada 
durmiente unpeso con veinte y cinco centavos en la moneda cor- 
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Tiente del lugar en que celebraban el contrato (Casilla N^ 321) lí- 
nea del Ferro Carril Nacional Central Norte ; 2^ a recibir mayor 
número de durmientes que el conyenido, si Archimbaud quería 
entregar mayor suma abonándoselos debidamente. Finalmente 
se estipulaba por ambas partes, que siempre que una de ellas no 
cumpliera en todo con sus obligaciones, pagaría una multa de 
cien pesos (100) mensuales. Todo lo cual resulta del contrato 
de foja 4. 

Con fecha cinco de Abril de 1881«los señores D. Osvaldo Ve- 
les y D. Ceferino F. Ferreira cedieron, á favor de D. Eduardo 
Lascano^ el contrato que, sobre entrega de durmientes, tenían 
celebrado con D. Cipriano Archimbaud, firmado por el referido 
señor Lascano, en representación de los señores C. Ferreira y 
C* (documento de f. 5 y 6). Con fecha 26 de Octubre de 1881, 
se presentó D. Eduardo Lascano entablando demanda contra D. 
Cipriano Archimbaud, por no haber cumplido el contrato ar- 
riba mencionado, negándose á entregar los durmientes á los 
plazos convenidos, y aseverando que el demandado pretendía 
librarse de tal obligación, pagando la multa de que habla el ar- 
tículo 4^ del referido contrato. (Escrito de demanda de f. 7 
álO). 

Constatada la procedencia del fuero federal y corrido trasla- 
do de la demanda, la parte de Archimbaud contestó dicíeudb 
que ella había cumplido con sus obligaciones, que era Lascano 
quien no lo había hecho, pues habiendo tenido en la línea los 
1500 durmientes, que debía entregarle á los cuarenta y cinco 
dias de firmado «1 contrato (5 de Noviembre de 1880), Lascano 
no concurrió á recibirlos (contestación á la demanda de f. 47 á 
53). Abierta la causa á prueba, por aseverarse hechos sobre los 
cuales no había conformidad de partes, la de Archimbaud pro- 
dujo las declaraciones testimoniales que obran desde fojas 66 
á 70; y la de Lascano las que obran de fojas 76 á 79. 

T considerando : 1^ Que el documento de foja 4 constátala 
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existencia de ua contrato bilateral, celebrado entre los señores 
Axchimbaud y Lascano, en representación de los señores Gef e- 
rino Ferreira y G*, contrato del qae nacían obligaciones recí- 
procas para una y otra parte ; 2"^ Qae no es del caso determinar 
si la obligación es de las que se llaman con cláasala penal, 
pues qne para aplicar las disposiciones acerca de ellas, sería 
necesario que Lascano habióse probado que en el término con- 
venido Archimbaad no tuvo los mil quinientos durmientes, y 
que no teniéndolos, quiso exonerarse de la obligación de entre- 
gárselos ofreciendo pagar la multa, cosa que en manera alguna 
ha probado Lascano, pues que después de afirmar en su escrito 
de demanda de foja? á 10, que Archimbaud faltó á su obligación 
principal, y quiso solo cumplir la accesoria, no ha ptoducido 
prueba ninguna que constate la verdad de semejante aserto ; 
3^ Que el documento de foja 7 establece las bases de un contrato 
de compra-venta de durmientes, pues contrayendo Archimbaud 
la obligación de vender durmientes á Lascano, y contrayendo 
Lascano la obligación de comprarlos y estipulándose el precio 
de ellos, existen todos los elementos jurídicos necesarios para 
probar la existencia del contrato de compra-venta; 4® Que siendo 
tal el carácter jurídico del contrato de foja 4, resulta de las prue- 
bas que obran en autos (declaraciones testimoniales de f . 67, 
68 y 78 y confesión de f. 110 á 111) que el comprador Lascano 
no concurrió en la época fijada en el contrato á recibir la cosa 
comprada, abonando su precio, y de esta circunstancia se des- 
prendía el derecho del vendedor Archimbaud, de no entregar la 
cosa. 

De las declaraciones de los testigos Miguel Bonadetti, que 
dice que á fines de Enero de 1881, presenció la entrega que ha- 
cían Archimbaud con Echegoyen á un contratista del Ferro Car- 
ril Argentino (f. 67), Ramón Cordero que dice recibió los dur- 
mientes á mediados de Enero (f. 68 vuelta), y Galdino Scotti 
que dice que Echegoyen fué á recibirlos en el mes de Enero de 
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1881 (f . 78), resulta probado qne Lascano no concnrrió á reci- 
birse de los durmieates en la fecha convenida, que era el 20 de 
Diciembre de 1880^ á los cuarenta y cinco dias de firmado el 
contrato de 5 de Noviembre de 1880. Ninguno de los testigos 
ofrecidos dice que Archimbaud no tuviese los mil quinientos 
durmientes para entregar á Lascano el 20 de Diciembre de 1880 
fecha en que debió efectuarse la entrega. 

Además de la confesión de Lascano de fojas 110 á 111, resulta 
que es verdad que no concurrió en la fecha convenida á recibir 
los durmientes, aunque agregue que lo hizo así á pedido de Ar- 
chimbaud, sin que conste de autos ninguna otra prueba que 
demuestre la verdad de esta última parte de la confesión de 
Lascano. 

En el escrito de contestación á la demanda, consigna el de- 
mandado Archimbaud que Lascano no fué á recibir los dur- 
mientes en la fecha convenida, porque le adeudaba sumas de 
dinero por contratos anteriores ; este hecho queda probado por 
la confesión de Lascano de fojas 110 á 111. 

Lascano dice en su demanda que Archimbaud pretendía 
libertarse de la obligación de entregarle durmientes, pagando 
la multa establecida en el artículo 4^ del contrato de foja 4. 

No se ha probado en manera alguna este hecho. 

T si es verdad que Archimbaud no tenía los 1 500 durmientes 
después del 20 de Diciembre, no lo es menos que no estaba obli- 
gado á la entrega de la cosa desde que el comprador no le 
pagaba el precio en el tiempo j lugar estipulado (art. 17, 
cap. 5^ tít. 3% Sec. 3% lib. 2» del Cód. Civ.). T respecto de 
que el verdadero carácter del acto es el de un contrato de 
compra j venta^ no puede dudarse, dada la definición que 
dá el artículo 1% título 3^, sección 3% libro 2» del Código 
Civil. 

Existen otras razones, además de las ya aducidas, que si 
no hacen plena prueba por sí solas, son por lo menos fuentes 
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de presunciones Tehementes que cononerdan con las declara- 
oiones ya citadas. Así, el demandado afirmó en su escrito de 
contestación á la demanda que si Lascano no concurrió en la 
época conyenida i recibirse de los durmientes, fué porque les 
debía sumas de dinero por contratos anteriores ; j esto resulta 
probado por la confesión de Lascano de fojas 110 á i 11, de la 
que se desprende que si él personalmente no debía á Arclúm- 
baud, era socio de la casa de Córdoba, que le adeudaba canti- 
dades de dinero por contratos anteriores. 

Besumiendo pues : correspondiendo al actor proban: los he- 
ckos en que funda su demanda^ siempre que estos sean negados 
por el demandado* como ha sucedido, Lascano debió probar 
aquellos en que fundó su demanda ; esto es, que Archimbaud 
no quiso cumplir el contrato en los términos estipulados, cosa 
que no resulta probada, según queda ya espuesto. 

T tratándose de un contrato bilateral, una de las partes no 
puede exigir su cumplimiento, sino probando haberlo cum- 
plido, cosa que no ha hecho Lascano por su parte (art. 65, 
cap. 6o, tít. 9% sec. 2% lib. S'» del Cód. Civ,)- 

Por estos fundamentos, y los concordantes de los escritos de 
fojas 47 á 53, y de fojas 93 á 96, y definitiyamente juzgando, 
fallo : declarando que Don Eduardo Lascano, el demandante, no 
ha probado cumplidamente su acción, y por tanto, absolviendo 
á Don Cipriano Archimbaud de la demanda contra él inter- 
puesta por Don Eduardo Lascano, por falta de cumplimiento á 
un contrato, sin especial condenación en costas. Y repuestos 

» 

que sean los sellos, y satisfechas las costas, archívese y noti- 
fíquese, pudiendo hacerlo con el original. 

P. Olaechea y Aleo ría. 
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Vallo úm la Soprem» Corte 



Buenos Aires, Junio 4 de 1887 

Vistos: Don Edaardo Lascano demanda á Don Cipriano 
Arcliímbaud para que se le compela & entregar el número de 
durmientes qne por el oontrato de foja cuatro se obligó á 
venderle. 

Archimband se opuso á la demanda alegando : que no ha- 
biendo el demandante ocurrido á recibirlos en el término seña'- 
lado, el contrato había quedado disuelto, j no considerándose 
ya obligado para con aquel, había vendido los durmientes i 
otra persona para evitar que se deteriorasen con el sol y las 
lluvias. 

De los autos, resulta : 

Que por dicho contrato, celebrado el cinco de Noviembre 
de mil ochocientos ochenta* Archimbaud se obligó á vender 
á los señores Ferreira y Compañía^ de quienes Lascano es 
cesionario, nueve mil durmientes de quebracho colorado, com- 
prometiéndose á entregarlos sobre la línea del ferro-carril Cen- 
tral Norte, en la forma siguiente : mil quinientos i los 
cuarenta y cinco dias de la fecha del contrato, y mensualmente 
los restantes, en entregas también de mil quinientos dur- 
mientes cada una hasta completar el número indicado. El pago 
debía hacerse al contado por cada entrega, y en el caso de 
que alguno de los contratantes faltara á lo estipulado pagaría 
una multa de cien pesos mensuales. 

Que habiendo el comprador concurrido á recibir la primera 
entrega veinte dias después de vencido el término señalado, el 
vendedor se negó á efectuarlo considerando disuelto el contrato 
por no haberse presentado aquel al plazo convenido. 

Que respecto de las entregas subsiguientes, el mismo vende- 
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dor manifiesta en sa contestación á la demanda, que no hizo 
diligencia alguna para ponerlos á disposición del comprador, ni 
este las hizo por su parte para recibirlos. 

Y considerando : Primero : Que la falta que se atribaye al 
comprador de no haber ocurrido en el tiempo señalado á reci- 
bir los mil quinientos durmientes de la primera entrega, no 
produce por sí sola la resolución del contrato, pues no hay en 
este cláusula alguna que así lo autorice, como sería necesario 
con arreglo á lo dispuesto por el artículo mil doscientos cuatro 
del Código Civil. 

Segundo : Que esta falta está prevista por el artículo mil cua- 
trocientos treinta del mismo Código, concordante con el artículo 
quinientos treinta y cinco del Código de Comercio, pues por él se 
dispone : que si el comprador de una cosamueble deja de recibir- 
la, el vendedor, después de constituido aquel en mora, tiene dere- 
cho á cobrar las costas de la conservación y las pérdidas é intere- 
ses; y puede hacerse autorizar por el juez para depositar la cosa 
vendida en un lugar determinado, y demandar el pago del pre- 
cio ó la resolución de la venta. 

Tercero : Que no habiendo el vendedor procedido en el 
presente caso con arreglo á las prescripciones de este artí- 
culo, no puede considerársele exonerado de las obligaciones 
que le impone el contrato, y con tanta más razón, cuanto 
que el comprador ni siquiera incurrió en mora, puesto que no 
medió requerimiento judicial ni eztrajudicial de parte del ven- 
dedor, para que recibiera la cosa vendida, como era necesario 
para que aquel incurriera en mora, según lo dispuesto por los 
artículos quinientos nueve del Código Civil, y quinientos treinta 
y seis del de Comercio. 

Cuarto : Que tampoco quedaría exonerado de ellas ofreciendo 
pagar la multa estipulada, porque según el artículo seiscientos 
cincuenta y ocho, el deudor no podrá eximirse de cumplir la 
obligación pagando la pena, sino en el caso en que expresa- 
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mente se hubiese reservado este derecho, y tal reserva no existe 
en el contrato de foja cuatro. 

Por estos fundamentos^ se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento doce, y se declara que Don Cipriano Archimhaud está 
obligado á cumplir las obligaciones contraidas por dicho con- 
trato, debiendo con\pntarse los términos fijados en él desde la 
notificación de esta sensencia. Notifíquese con el original, j 
repuestos los sellos, devuélvanse. 



J. B. GOROSTUGA. — J. DOHINGtEZ. — 

ULADISLAO FRUS (ou disidencia). — 

FEDERICO IBARGÚREN. 



DISIDENCU 



Vistos : j considerando en cuanto al recurso de nulidad : 

Que este se funda en no haberse designado por el auto de 
prueba los puntos sobre que ella debía recaer ; haberse pres^ 
cíndido del interrogatorio del demandante en el examen de 
los testigos por él ofrecidos ; j haberse mandado declarar á 
estos, al tenor del auto posterior que señaló los hechos sobre 
que debía recaer la prueba de testigos sin declaración previa de 
ser impertinentes las preguntas de dicho interrogatorio. 

Que el Juez de Sección, al abrir la causa á prueba en los 
términos del auto de foja cincuenta y tres, se conformó al artí- 
culo noventa y uno de la Ley de Procedimientos, sin que por 
ello el recurrente hubiese sufrido perjuicio alguno. 

Que aún en el supuesto de que al proceder de ese modo hu- 
biese incurrido en algún defecto, él fué subsanado después por 

< 

el auto de foja cincuenta y siete que designó los hechos que 

T. I 22 
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debían probaise por testigos, cuando se solicitó producir prueba 
de esta clase. 

Que señalados esos hechos, quedó desechado implícitamente 
el interrogatorio del demandante en lo que no estuviese con- 
forme con lo ordenado en dicho auto. 

Que, sobre todo, el recurrente consintió dichos autos, no 
apelando de ellos, y dejando que se ejecutasen sin reclamación 
alguna de su parte. 

Por estos fundamentos, se declara no haber lugar al recurso 
de nulidad. 

Considerando en cuanto al de apelación : 

Que el demandante, según de los autos resulta plenamente 
justificado, no ha cumplido de modo alguno el contrato que ha 
dado origen á esta causa. 

Que en efecto, no concurrió sino muchos dias después del 
convenido, á recibir la primera partida de durmientes que es- 
taba lista para ser entregada en el lugar designado por el con- 
trato, cuando ya el demandante había dispuesto de ella para 
procurarse recursos á fin de poder continuar sus trabajos. 

Que posteriormente, hasta la presentación de la demanda, 
tampoco hizo diligencia alguna para él recibo y el pago de la 
mencionada partida de durmientes, ni de las demás que durante 
cinco meses debía mensualmente recibir. 

Que varios meses después, vencidos ya todos los plazos esti- 
pulados para la entrega de los durmientes y el pago de sa 
precio, y cuando este era mayor que el convenido, recien se 
entabló la demanda exigiendo el cumplimiento del contrato. 

Que los contratos son una ley para las partes, deben ejecu- 
tarse siempre de buena fé, y obligan no solo á lo formalmente 
expresado en ellos, sino á todas las consecuencias comprendi- 
das virtualmeute en los mismos, ó como dice el Código de Co- 
mercio, á todas las que la equidad, el uso ó la ley atribuyen á 
la obligación, según su naturaleza. (Artículos mil ciento no- 
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venta j siete y mil ciento noventa y ocho del Código Civil y 
doscientos nueve del de Comercio). 

Qae el artícnlo mil doscientos ano del Código Civil prescribe 
qae en los contratos bilaterales, nna de las partes no podrá 
demandar sn cumplimiento si no probase haberlo ella cumplido 
ú ofreciese cumplirlo^ ó que su obligación es á plazo; y el deman- 
dante no lo ha cumplido^ ni está en tiempo hábil para ofrecer 
su cumplimiento, desde que, cuando dedujo su acción, habían 
ya transcurrido con esceso los plazos fijos convenidos. 

Y que no es aplicable en este caso el artículo mil doscientos 
cuatro del mismo Código, que se refiere alas condiciones reso- 
lutorias que las partes pueden estipular y no á las condiciones 
de la misma clase, implícitas ó tácitas, establecidas por la ley, 
como en el caso de que habla el artículo mil doscientos uno 
citado, que es el de la cuestión. 

Por estos fundamentos, los concordanees de la sentencia 
apelada de foja ciento doce, y siendo según el artículo mil 
cuatrocientos treinta del propio Código, facultativo y no obli- 
gatorio en el vendedor hacerse autorizar por el juez para depo- 
sitar la cosa vendida no recibida por el comprador, se confirma 
dicha sentencia, condenándose en costas al demandante ; y de- 
vuélvanse previo pago de las de la instancia y reposición de 
los sellos. 



l]LADISLAO FRUS. 
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miso arbitral de cinco dé Marzo de mil ochocientos ochenta y 
uno, las provincias compromitentes se habían obligado á respetar 
las enajenaciones hechas antes de esa fecha por cualquiera de 
ellas, de terrenos que resultasen por el laudo dentro de los 
límites jurisdiccionales délas otras, j que por lo tanto Santa 
Fé no había podido transferir á Fernandez derecho alguno de 
propiedad sobre las tierras vendidas por Córdoba antes del 
compromiso arbitral. 

Don José Fernandez, por toda contestación, reproduce el 
alegato que acompaña en un folleto impreso, presentado por 
Don Carlos Casado en los autos contra Salas por reivindicación 
de un campo. 

En ese alegato se sostiene que el laudo arbitral, según el cual 
el terreno cuestionado se halla en la jurisdicción de Santa Fé, 
había venido á demostrar que esta provincia es, y siempre 
fué propietaria de él, pues dicho laudo no era translativo, 
sino simplemente declarativo de derechos preexistentes : que 
no habiendo tenido Córdoba ningún derecho sobre dicho ter- 
reno, no había podido transferir á Salas la propiedad de él, 
porque ninguno puede dar á otro un derecho que él mismo no 
tiene ; que dicho señor Salas que no ha podido adquirir de la 
provincia de Córdoba ningún derecho sobre el expresado ter- 
reno, no podía invocar la cláusula sexta del compromiso arbitral 
para fundar en ella la propiedad y el dominio que pretende 
tener : 

Primero : Porque ese compromiso es un simple contrato en- 
tre las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fé, en el 
cual Salas no ha intervenido, y los contratos solo producen 
efecto entre las partes que los celebraron y sus sucesores uni- 
versales, y no pueden por consiguiente oponerse á terceros ni 
invocarse por ellos, y 

Segundo : Porque los contratos no confieren por sí solos 
derechos reales^ derechos en la cosa, sino solamente derechos 
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personales ; pues para la adquisición d6 aquellos es indispensable 
la tradición ó entrega de la cosa, hecha por el propietario que 
tenga capacidad para enajenar, y lejos de haberse hecho esta 
entrega por la provincia de Santa Fé, única que como propie- 
taria del terreno podía hacerlo, había protestado contra la 
Yenta que Córdoba hacía, declarando terminantemente que no 
permitiría se tomara posesión de los terrenos que se encontra- 
sen en su territorio. 

De todo lo cual, el citado Don José Fernandez deduce que 
debe desecharse la oposición de Salas j de Bandel. 

T consideranrlo: Primero : Qae de los títulos de Don Miguel 
T. Salas, agregados á los autos promovidos por Don Carlos 
Casado, que se han tenido á la vista, j de las referencias 
hechas á los de Don Cuno M. Bandel, qae no ha negado la 
parte de Fernandez, resulta: que la provincia de Córdoba ven- 
dió al primero con fecha diez y siete de Julio de mil ochocien- 
tos setenta y nueve, una extensión de campo de ciento y tan- 
tas leguas cuadradas, y con fecha ocho de Enero de mil ocho- 
cientos setenta y cinco enajenó una área de ciento treinta 
leguas^ de las cuales ochenta pasaron á ser propiedad del se- 
gundo por compra que este hizo con fecha diecisiete de Abril ' 
del mismo año mil ochocientos setenta y cinco á Don Félix M. 
Briznóla. 

Segundo : Que la parte de Fernandez no ha negado que una 
fracción de dichos terrenos viene á qnedar comprendida en la 
mensura solicitada por él, de los terrenos que adquiíió de 
la provincia de Santa Fé^ por enajenación que esta hizo de 
ellos con fecha dos de Abril de mil ochocientos ochenta y 
oaatro. 

Tercero : Qne el terreno cuestionado se halla ubicado dentro 
del perímetro que por el compromiso arbitral de cinco de Mayo 
de mil ochocientos ochenta y uno, se señaló como objeto de la 
cuestión entre las provincias contratantes, y al cual se refiere 



344 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

lo estipulado en las cláusulas sexta y sétima de dicho compromiso. 

Cuarto : Que por la cláusula sexta se establece : « qae el 
fallo del tribunal arbitral sobre límites jurisdiccionales de las 
provincias contratantes, no alterará en ningún caso, los derechos 
de los particulares subsistentes en la fecha de este convenio, 
siempre que hayan sido legítimamente adquiridos ». 

Quinto: Que lo estipulado en esta cláusula sería de todo 
punto ineficaz, si cada una de dichas provincias, haciendo 
valer los derechos de dominio que indudablemente tendría en 
los terrenos que resultasen dentro de sus límites, vendiese á 
otros esos mismos terrenos enajenados por las otras provincias 
antes de la fecha de dicho compromiso, y despojase así de sus 
derechos á los particulares que los adquirieron de estos legíti- 
mamente. 

Sexto : Que este resultado, que en manera alguna puede 
admitirse ante los términos de la cláusula sexta, demuestra 
concluyentcmente que las provincias contratantes renunciaron 
en su interés recíproco y en el de sus causa-habientes, los de* 
rechos de propiedad que pretendían tener en dichos terrenos, 
reservándose solamente sobre ellos la jurisdicción y el dominio 
eminente. 

Sétimo : Que la renuncia para ser eficaz, no está sujeta á 
ninguna forma exterior (artículo ochocientos setenta y tres del 
Código Civil) ; puede hacerse aún de los derechos eventuales 
6 condicionales (artículo ochocientos setenta y dos del mismo 
Código) y su efecto inmediato una vez aceptada, es quedar 
extinguidos los derechos y las obligaciones correlativas (artí- 
culo ochocientos sesenta y ocho del Código citado). 

Octavo: Que la tradición de la cosa sobre la que recaían 
esos derechos, es de todo punto innecesaria para adquirir la 
propiedad : porque el que renuncia á sus pretensiones sobre el 
objeto litigioso, no cede este objeto mismo, sino que lo deja 
simplemente á la otra parte con los derechos que esta preten- 
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día tener en él ; y en el presente caso esa tradición era tanto 
más innecesaria, cnanto qne la parte á que la renuncia favo- 
recía, ya tenía la cosa en su poder, y la poseía en nombre 
propio y en calidad de propietario. 

Noveno : Qne por consiguiente, una vez suscrita la cláusula 
sexta, y consumada así la renuncia, los derechos de dominio 
que cada una délas provincias signatarias pretendía tener en 
los terrenos enajenados por las otras á la fecha del compro- 
miso, quedaron extinguidos, y como únicos propietarios que las 
adquirieron de estas legítimamente. 

Décimo : Que así lo ha comprendido la provincia de Buenos 
Aires, mandando protocolizar en sus registros públicos sin 
observación alguna^ la venta de extensos territorios compren- 
didos en su jurisdicción, hechos por la provincia de Santa Fé 
á los señores Alvear y Casey, y la hecha por la provincia de 
Córdoba al mismo señor Salas por la parte de campo que 
resultó hallarse dentro de sus límites, lo cual demuestra de 
una manera evidente qne la inteligencia que las mismas par- 
tes contratantes entendieron dar á dicha cláusula no es otra 
que la establecida en los considerandos anteriores. 

Undécimo : Que en el mismo caso en que se hallaban Alvear 
y Casey respecto de la provincia de Buenos Aires, se hallan 
Salas y Bandel respecto de la provincia de Santa {"ó, pues 
estos adquirieron los terrenos que defienden mucho antes de la 
fecha del compromiso arbitral, y los adquirieron legítima- 
mente, puesto que se llenaron todas las formalidades que la ley 
prescribe para que su adquisición se considere legítima. 

Duodécimo : Que las disposiciones legales que se invocan sobre 
el efecto de los contratos, ninguna aplicación tienen en el presen- 
te caso : Primero: porque si bien es cierto, por principio general, 
que los contra tos no pueden oponerse á terceros ni inversarse por 
ellos, también lo es que cuando se ha contratado en el interés 
de estos terceros, como lo revela en el presente caso la cláusula 
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sexta, 7 estos lo ratifican, esta ratíñoacion tiene el mismo efecto 
que la autorización pré?ia, y les dádererecho para exijirel cum- 
plimiento del contrato, según lo dispuesto por el artículo mil cien- 
to sesenta y dos del Código Civil ; y Segundo : porque, según el 
artículo tres mil doscientos sesenta y siete del mismo Código, 
el sucesor particular puede prevalerse de los contratos hechos 
oon su autor, y siendo su oesores particulares de Córdoba los 
señores Salas y Bandel, como lo es el señor Fernandez de la pro- 
vincia de Santa Fé, no hay razón alguna para negarles aquel 
derecho, sobre todo, cuando Fernandez ha sucedido á Santa Fé 
después de haberse esta obligado á respetar los derechos de pro- 
piedad de los sucesores de Córdoba en los mismos terrenos que 
hoy le transfiere aquella. 

Décimo tercero : Que siendo esto así, y resultando de lo que 
queda expuesto, que el derecho de dominio que la citada Pro- 
vincia de Santa Fé pretendía tener en los terrenos enajenados 
por Córdoba, estaba extinguido por la renuncia en la fecha 
en que vendió una parte de ellos á Fernandez, este señor no ha 
podido adquirir la propiedad de ella : porque con arreglo á lo 
dispuesto por el artículo tres mil doscientos setenta del Código 
Civil, nadie puede adquirir sobre un objeto un derecho mejor 
y mas extenso que el que tenía aquel de quien lo adquiere. 

Por estos fundamentos, se declara que : en la mensura man- 
dada practicar á solicitud de Don José F. Fernandez no 
debe incluirse parte alguna de los terrenos de propiedad de Don 
Miguel T. Salas^ ni de los de Don Cuno M. Randel, sin espe- 
cial condenación en costas. Notifíquese con el original, y re- 
puestos los sellos, archívense. 



J. DOMINGUEZ. — CLADISLAO FRUS.— 
FEDERICO IBARGÚREN. — C . 8. DE LA 
TORRE. 
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I 



CAUSA I4XY 



Dm Eugenio Terrasson, y par él la Provincia de Córdoba 
contra los señores Casey y Rünciman, sobre oposición á 
una mensura. 



Sumario. — i® Despaes del lando arbitral dictado por la 
Suprema Corte en virtod del compromiso celebrado en 5 de 
Marzo de 1881, entre las provincias de Buenos Aires, Córdoba 
7 Santa Fé, estas no han podido vender válidamente los ter- 
renos enajenados legítimamente antes del compromiso por las 
provincias que no resultaron adjudicatarias de ellas, en virtud 
del artículo sexto del citado compromiso arbitral. 

2^ La mensura mandada hacer á consecuencia de la venta 
qne de tales terrenos hubiese hecho después del laudo la pro- 
vincia adjudicataria, no puede comprenderlos. 



Caso. — Se esplica en el 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 4 de 1887 

Yistos : estos autos iniciados por Don Eugenio Terrasson ante 
el Jaez de Primera Instancia de la provincia de Santa Fé, y 
elevados á esta Corte por haberse hecho parte en el juicio la 
provincia de Córdoba sobre oposición al deslinde y mensura 
mandados practicar por los señores Casey y Bunciman, de cien 
leguas de campo que el Gobierno de Santa Fé vendió el primero 
de Julio de mil ochocientos ochenta j dos á Don Javier Arrufó 
y este álos espresados señores. 

Y considerando : Primero : Que según las escrituras de fo- 
jas una á doce, la provincia de Córdoba donó con fecha 
once de Octubre de mil ochocientos sesenta y siete, al 
convento de Santo Domingo, las suertes de tierra á que dichas 
escrituras se refieren, las cuales por enajenaciones sucesivas 
pasaron á ser de propiedad de Don Eugenio Terrasson. 

Segundo : Que los señores Casey y Runciman no han hecho 
observación, alguna á los títulos de este, ni niegan el hecho de 
quedar incluida en la mensura mandada practicar por ellos una 
parte de los terrenos de aquel, sosteniendo solamente que las 
cien leguas de campo vendidas á Don Javier Arrufó, en cuyos 
derechos sucedieron, están en el territorio de la provincia de 
Santa Fé, y no en el de la de Córdoba como se pretende. 

Tercero : Que aún admitida la verdad de este hecho, siempre 
resultarla que la Provincia de Santa Fé no ha podido enajenar 
válidamente parte alguna de los terrenos enajenados por la 
provincia de Córdoba antes de la fecha del compromiso arbitral 
de cinco de Mayo de mil ochocientos ochenta y uno, porque por 
la cláusula sexta de dicho compromiso, sometiendo á la deci- 
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sion de arbitros sus cuestiones de limites» se estableció expre- 
samente : qne el fallo del tribunal arbitral sobre límites 
jurisdiccionales, no alteraría en ningún caso los derechos de 
los particulares subsistentes á la fecha de dicho convenio, 
siempre que hubiesen sido legítimamente adquiridos. 

Cuarto: Que esta cláusula sería de todo punto ineficaz, si 
cada una de las provincias contratantes, haciendo valer los 
derechos de dominio que indudablemente tendría sobre los 
terrenos que resultaren dentro de sus límites, vendiese á otro 
los mismos terrenos enajenados por las otras provincias antes 
de la fecha de dicho compromiso, y despojase así de sus dere- 
chos á los particulares que los hubiesen adquirido de estas 
legítimamente. 

Quinto : Que este resultado, que en manera alguna puede ad- 
mitirse ante los términos de la cláusula sexta, demuestra 
concluyentemente que las provincias contratantes renunciaron 
en su interés recíproco, y en el de sus causa-habientes, los de- 
rechos de propiedad que pretendían tener en dichos terrenos, 
reservándose solamente sobre ellos la jurisdicción y el dominio 
eminente. 

Sexto : Que el efecto inmediato de la renuncia^ una vez 
aceptada es, según lo dispuesto por el artículo ochocientos 
ochenta y ocho del Código Civil, la extinción de los derechos 
y de las obligaciones correlativas ; resultando en su consecuen- 
cia, que el primero de Julio de mil ochocientos ochenta y dos, 
fecha en que el Gobierno de Santa Fé vendió á Don Javier 
Arrufó el campo transferido por este á los señores Casey y 
Bnnciman, dicha provincia ya no tenía ningún derecho de pro- 
piedad sobre la parte del mismo campo enajenada el año mil 
ochocientos sesenta y siete por la provincia de Córdoba, y 
por consiguiente no ha podido transferirla al señor Arrufó, ni 
este á los señores Casey y Eunciman ; porque según el artículo 
tres mil doscientos setenta del Código Civil, nadie puede trans- 
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ferir á otro sobre un objeto, nn derecho mejor 6 m&s estenso 
qae el que gozaba. 

Por estos fandamentos, se declara : qoe no debe indairse en 
la mensura y deslinde del campo de los señores Casey y Bnñ- 
ciman, parte alguna de las suertes de tierra que por las escri- 
turas de fojas una á doce, pertenecen á Don Eugenio Terrasson, 
sin especial condenación en costas. Notifíquese con el original, 
y repuestos los sellos, archívense. 



J. B. 60R0STUGA. — ULADISLAO FRU8. 
— FEDERICO IBAR6ÚREN. — C. S. DE 
LA TORRE. 



CAITBA UKYI 



D.José T. Barbosa contra D.Alfredo Laffont; sobre rendición 

de cuentas. 



Sumario. — i^ El que administra bienes ágenos tiene obliga- 
ción de rendir cuenta instruida y documentada de los intereses 
que tuvo á su cargo. 
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2® Dicha obligación no se prescribe por el término de dos años 
una vez qne ha sido probada por prueba de confesión é instru- 
mental. 



Caso. — Se explica en el 



WmUo úmí #nea Wmúmrmí 

Corrientes, Marzo 3 de 1886 

Tristes : D. Laureano Benitez apoderado de D. José T. Bar- 
bosa demandó á D. Alfredo Lafiont, para que le rinda cuentas 
de los vapores de su propiedad, cOsorio», c Primer Correnti- 
no », € Teresa » y c Alto Paraná >, como agente que fué de ellos^ 
manifestando que había rendido cuenta de los dos primeros 
hasta el diez y siete de Junio del año mil ochocientos setenta y 
ocho, y hasta el nueve de Setiembre del mismo año mil ocho- 
cientos setenta y ocho del «Teresa»» no habiendo rendido cuen- 
tas del (( Alto Paraná », escepto de los viajes números diez y 
ocho y diez y nueve. D. Francisco T. Yelazco, apoderado de La- 
fiont, contestando la demanda espone : que debe ordenarse al de- 
mandante presente los títulos que acreditan su propiedad en los 
vapores de cuya administración se le pide rendición de cuen- 
tas, porque ellos no son ó no han sido de Barbosa ; confiesa que 
ha sido Agente de los vapores que expresa la demanda y ha 
rendido cuenta hasta las fechas que indica aquella, y las ha ren- 
dido ante la sociedad de BessoagliH°^% áquien pertenecía la mi- 
tad de los tres primeros vapores ; que por lo que hace al vapor 
« Alto Paraná », su obligación de rendir cuenta será muy poca^ 
porque el exponente vendió ese vapor al demandante el once 
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de Octabre del año mil ochocientos ochenta y uno. Con lo de- 
más expuesto j probado por las partes. 

Y considerando: I^Que resulta probado por los títulos de pro- 
piedad y certificados del escribano de Marina presentados 
por el demandante y que corren desde fojas 22 hasta 31 , 
y fojas sesenta y cuatro, que algunos de los vapores á que 
se refiere el demandante han sido de su exclusiva propiedad du- 
rante el tiempo de que se pide rendición de cuentas^ y son el 
(( Osorio )^, por haber comprado la parte que D. Pedro Ressoagli 
tenía en él ell^ de Agosto del año mil ochocientos setenta y cin- 
co, según la escritura privada, visada por el vice-consul del Brasil, 
corriente á fojas veinte y cinco ; y el « Alto Paraná » que lo 
compró al mismo agente Lafiont en diez y nueve de Octubre 
del año mil ochocientos ochenta y uno, siendo igualmente due- 
ño esclusivo del « Primer Correntino » desde el treinta y uno de 
Diciembre del año mil ochocientos setenta y ocho, por haberle 
comprado su parte á su copartícipe D. Pedro Kessoagli, como 
consta del certificado del escribano de Marina á fojas treinta y 
una vuelta, y respecto del vapor (( Teresa )> fué condómino con 
el mismo D. Pedro Ressoagli, desde el veinte y cuatro de Mayo 
del año mil ochocientos setenta y ocho hasta Octubre veinte y 
nueve del mismo año, en que lo vendieron áD. Aurelio Yillalon- 
ga, según aparece del certificado del escribano de Marina á foja 
sesenta y cuatro. 

2° Que él demandado ha confesado al contestar la demanda 
y al absolver posiciones á foja cuarenta y ocho que fué agente 
de los vapores expresados y ha rendido cuentas bástalas fe- 
chas que expresa la demanda, y por lo tanto no se puede poner 
en duda que está obligado á rendir cuentas durante todo el 
tiempo que fué agente de dichos vapores, pues es principio 
constante de derecho, que todo el que administra bienes aje- 
nos, tiene obligación de rendir cuenta instruida y documentada 
de los intereses que tuvo á su cargo, y así lo establecen los ar- 
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ticolos ochenta y dos y ochenta y tres del Código de Comercio 
respecto de los comerciantes que celebran transacciones por 
cuenta agena. 

3^ Que Laffont, sin desconocer esta obligación, ha pretendi- 
do probar varios hechos qne sirviesen de base á la cuenta que 
tenía que rendir, como el de que los vapores eran de la socie- 
dad Cayetano Ressoagli H'^'", y fueron adminitrados por ella^ 
que ante esta sociedad ha rendido las cuentas anteriores, que 
por orden de ella ha hecho gastos que deben imputarse en la 
cuenta, y que en tal caso resultará acreedor y no deudor del 
demandante ; siendo tales escepciones estemporáneas y de carác- 
ter general nada puede resolverse sobre ellas, pues cuando se 
rinda la cuenta llegará la oportunidad en que el demandado ma- 
nifieste su derecho para pretender que se le admitan en pago las 
cantidades que gastó por orden del que tenía derecho para orde- 
narle ú oponer cualquiera otra escepcion determinada que des- 
truya la pretensión de aquel á quien rinde la cuenta. Intertan-: 
to, resulta probado que las escrituras presentadas por Barbosa, 
que fué socio ó copartícipe de algunos de los vapores con don 
Pedro Ressoagli y no con la sociedad Cayetano Ressoagli H'^'^', 
porque, aunque aquel fuese también socio de esta sociedad, esto 
nada signiñca, desde que un individuo puede ser miembro de 
varias sociedades^ sin que los socios de ambas sociedades lo 
sean entre sí. Tampoco prueba que los vapores n Osorio » y 
« Primer Correntino » sean de propiedad de la sociedad Cayeta- 
no Ressoagli H''^', porque hayan figurado en el activo de la mo- 
ratoria y quiebra de esa sociedad, como aparece del certificado 
del escribano á foja ciento treinta y uno ; porque consta de 
las escrituras presentadas por Barbosa, que antes de la morato- 
ria y quiebra de dicha sociedad, aquel había comprado su parte 
á su socio D. Pedro Ressoagli, y sobre todo no aparece del men- 
cionado certificado en qué forma, ni con qué motivo tomó parte 
Barbosa en el concurso de Ressoagli H°^'. Por fin, nada justifica 

T. I 33 
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qae sean simuladas las escrituras de que consta qae D. Pedro 
Resoagli vendió á Barbosa su parte. 

Por estos fundamentos, se declara que D. Alfredo Lafiont está 
obligado á rendir cuentas á D. José T. Barbosa de los vapores 
que expresa la demanda y de que fué Agente, señalándose el tér- 
mino de diez dias para rendirlas, bajo apercibimiento, sin per- 
juicio de que pueda oponer las escepciones que le favorezcan en 
el acto de la rendición de cuentas. Hágase saber con el original, 
j repóngase. 

Carlos Luna. 

En la instancia de apelaccion Lafiont opuso la escepcion de 
prescripción, fundado en el artículo mil cuatro del Código de 
Comercio. 



Fallo úe la Suprema Oorie 

Buenos Aires, Junio 11 de 1887. 

Vistos : Por sus fundamentos y atenta la prueba de confesión 
éinstumental que existe enantes, loque hace inaplicable la 
prescripción fundada en el artículo mil cuatro del Código de 
Comercio invocada por el demandado en esta segunda instancia« 
se confirma con costas la sentencia apelada de foja ciento cua- 
renta y cuatro : debiendo rendirse la cuenta en ella ordenada, 
por lo que respecta á los vapores « Osorio )> , « Primer Correnti- 
no» y «Teresa», desde la fecha en que fueron rendidas las que 
se refieren en el escrito de demanda. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

ULADISLAO FRUS. — FEDERICO IBARGÚ- 
REN. — G. S. DE LA TORRE. 
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CAI7BA liXYII 



Don Juan T. Segura contra. Don Pedro San Germes, por cobro 
de impuestos municipales ; sobre competencia. 



Sumario. — La demanda en que no es parte la Manícipali- 
dad» ni ningana otra antoiidad provincial, aunqne sea por 
cobro de impuestos, corresponde al conocimiento de la justicia 
federal, si se entabla por el cesionario de esos impuestos, argén- 
tino, contra un extranjero. 



Caso. — Don Juan T. Segura, argentino, cesionario de la 
Municipalidad de Santiago del Estero, para el cobro de los 
impuestos municipales, demandó por el pago de los derechos 
de piso 7 aguardiente, correspondientes al establecimiento 
azucarero de Contreras á Don Pedro San Germes, extranjero, 
calificado por el demandante como vice-cónsal de Francia, 
quien opuso la inconstitucionalidad de dichos impuestos. 



Fallo del #uea Federal 

Santiago, NoYÍembre 13 de 1884. 
Autos 7 vistos : resultando del último escrito de la parte de 
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San Oermes, de foja 40 á 43, qae este señor no inviste el ca- 
rácter público de vice-cónsul francés qae le ha atribuido la 
parte de Segura, circunstancia determinante de la competencia 
del fuero Federal, en este caso, según lo dispone el inciso 3^ 
del artículo 2® de la ley de jurisdicción j competencia de los 
tribunales Federales de 14 de Setiembre de 1863; y conside- 
rando : que según la jurisprudencia sentada por la Suprema 
Corte de Justicia Nacional, los jueces de Sección son incompe- 
tentes para conocer de las cuestiones que se susciten sobre cobro 
de impuestos provinciales (S. 2", t. 8% pág. 207 ; S. S"", 
t. 8°, pág. 133) ; que se ha alegado por San Oermes á foja 
20 vuelta, la inconstitucionalidad del impuesto, y que acerca 
de la inconstitucionalidad de las leyesde impuestos provinciales, 
solo puede conocer la justicia nacional en los casos del artí- 
culo 14 de la ley de jurisdicción y competencia ya citada ; que 
los tribunales Federales deben declarar de oficio su incompe- 
tencia en cualquier estado de la causa en que aparezca (S. 2*, 
t. 1^, pág. 177) ; que es por tanto evidente que el conoci- 
miento de la presente causa no compete á la justicia Federal, 
ratione imtericB. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten ; se declara 
este Juzgado incompetente para conocer de esta causa. Por 
tanto, remítanse los autos originales al señor Juez de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial de la provincia con el respec- 
tivo oficio, y hágase saber. 

P. Olaechea y Alcorta. 

VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 5 de 1885. 

Suprema Corte : 
Encuentro la sentencia del señor juez de Sección perfecta- 
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mente ajustada á la jarisprudencia establecida por esta Corte, 
7 á los principios fundamentales en que reposa nuestro meca- 
nismo constitucional. 

La independencia, y aún la vida misma de las pro?incias sería 
en efecto imposible, si hubieran ellas de depender de los pode- 
res nacionales para hacer efectivo el cobro de los impuestos 
con que proveen á las premiosas exigencias de su servicio 
interno. Por esto ha declarado Y. E. con toda razón, que el 
recurso á los tribunales nacionales no puede estorbar el cobro 
de un impuesto, toda vez que su inconstitucionalidad no haya 
sido declarada debidamente. 

Y para llegar á esta declaración, forzoso es principiar por sa- 
tisfacer el impuesto, bajo reserva de ocurrir por su devolución 
á la autoridad competente. 

La justicia federal no es pues competente en el presente caso, 
por razón de la materia ; ni una demanda de este género 
puede llevarse á ella por razón de las personan, según lo ha 
declarado Y. E. en la causa serie primera, tomo noveno, pa- 
gina 219, salvo en los casos bien limitados y conocidos del artí- 
culo 14 de la ley de Setiembre. 

Sírvase Y. E. desestimar el recurso deducido. 

Eduardo Costa. 



FaUo de ln SnpreiiiA Corte 



Buenos Aires, Junio 14 de 1887. 



Yistos y considerando : Que el demandante, argentino, cesio- 
nario de los derechos municipales del departamento de la Capi- 
tal de la provincia de Santiago, según las escrituras que cor- 
ren en autos, pide ante el juez nacional de aquella provincia, 
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mande pagar al demandado, extranjero, una cantidad de pesos 
que afirma le adeada, según la ley provincial de la materia» 
por los impuestos que se niega á satisfacer sobre el azúcar y el 
{^ardiente que en tropas de carros trasporta de su ingenio, 
situado en el mismo departamento, á la capital de la Proyincia. 

Que por lo tanto, esta es una causa civil sobre cobro de can- 
tidad de pesos^ entre un ciudadano y un extranjero, sujeta á 
la jurisdicción nacional, según la Constitución y la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales. 

Que ni la municipalidad, ni ninguna otra autoridad de la 
provincia es parte en este juicio. Que' por esta razón, sin duda, 
el actor ba puesto su demanda ante el Juzgado Federal, y el 
demandado la ha contestado derechamente, sin declinar su 
jurisdicción. 

Que además, demandado el extranjero por un argentino ante 
la justicia nacional, no puede declinar de ella, conforme á la 
jurisprudencia que sobre el particular ha establecido la Corte 
por varios de sus fallos. 

Por estos fundamentos, oido el señor Procurador General, se 
revoca el auto apelado de foja cuarenta y ocho vuelta, y se 
declara que el conocimiento de esta causa corresponde al Juez 
de Sección de la provincia de Santiago. Devuélvanse previa 
reposición de los sellos. 



J. DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO FRUS. — 

FEDERICO IBARGÜREN (cu disi- 
dencia). 
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DISIDENCIA 



De conformidad con la jurisprudencia establecida por la Su- 
prema Corte en materia de impuestos proyinciales, y más espe- 
cialmente con las declaraciones hechas en los casos últimamente 
resueltos de Boden y compañía contra Tiseirtt y Piróla, y de 
Don Bómulo Herrera contra los mismos, pienso que la resolu- 
ción que corresponde es la siguiente : 

Vistos y considerando : Primero : Que la recaudación de la 
renta provincial es un acto administrativo sujeto en cada pro- 
vincia á leyes y procedimientos especiales. 

Segundo : Que á ellos deben sujetarse tanto los ciudadanos 
como los extranjeros, pues no sería posible la vida propia que 
nuestras instituciones reconocen en cada Estado, si estos no 
tuviesen la facultad privativa de hacer efectiva su renta, es 
decir sus medios de existencia, por medio de sus jueces, y con 
arreglo á sus propias leyes. 

Tercero : Que de estos principios, y de la jurisprudencia 
establecida por la Suprema Corte en materia de impuestos 
provinciales, se desprende forzosamente que cuando se trata de 
la recaudación de estos, los extranjeros no gozan del fuero fede- 
ral, y solo pueden acojerse á él en los casos previstos por el 
artículo catorce de la ley de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y tres. 

Por estos fundamentos^ los del auto apelado de foja cuarenta 
y tres vuelta, y lo expuesto y pedido por el Procurador Gene- 
ral en su precedente vista, se confirma el auto referido. 



FEDERICO mARGÚREN. 
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CAC8A I^XYIII 



El Dr. D. José Francisco López, contra la provincia de 
Buenos Aires y por reivindicaccon de un terrenos- 
sobre competencia. 



Sumario. — El domicilio de una persona que tiene estableci- 
da BU familia en un punto y sus negocios en otro, es el del pri- 
mer punto. 



Caso. — El Dr. D. José Francisco López diciéndose vecino de 
esta Capitalj demandó al Gobierno de la proyincia de Rnenos 
Aires para que se declarara sin efecto la resolocion de dicho Go- 
bierno que mandó retroTertír al fisco de la FroTincia un terreno 
que el demandante había comprado en La Flata. 

Opuesta la escepcion de incompetencia por ser el Dr. López To- 
cino de Belgrano, que formaba parte de la Frovincia de Buenos 
Aires, se probó que el Dr. López residía con su familia en ese 
punto, 7 tenia su estudio de abogado en la Capital, donde ejer- 
cía su profesión. 
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VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Janio 10 de 1887. 

Suprema Corte: 

Si una persona tiene establecida su familia en un lugar, y 
sus negocios en otro^ elprimero es el lugar de su domicilio, dice 
el artícalo noTenta y cuatro del Código Civil. 

Este es precisamente el caso del Dr. López. El mismo ha re- 
conocido, foja cuarenta y cuatro, que tiene su domicilio en 
Belgrano, y que, si Tiene á esta capital, en la que tiene su estu- 
dio de abogado 6 sus negocios, es para regresar todas las noches. 

La cuestión resulta ser, entonces, entre un yecino de la pro- 
vincia de Buenos Aires, y la misma provincia y el Dr. López ha 
ocurrido indebidamente á Y.E. 

Sírvase Y. E. así declararlo. 

Eduardo Costa. 



WmUm de I» Svpremii €mwim 

Buenos Aires, Junio 18 de 1887. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General en su anterior dictamen^ se declara que esta 
Corte es incompetente para conocer en el presente juicio. Be-^ 
puestos los sellos, archívese. 

J. B. GOROSTUGA.— J. DOMÍNGUEZ.— 
ULADISLAO FRUS. — FEDERICO IBAR- 
GÚREII. — C. S. DE LA TORRE. 
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CACSA I.XIX 



D. Conradovon Emster, por la Compañía Lloyd Ñor ít' Alemán, 

contra D. Enrique Bonifacio, por cobro de 

pesos ; sobre personería y arraigo. 



Sumario. — No puede oponerse falta de personería y arraigo 
á un Agente de Compañía de Vapores que tiene poder de esta, y 
reside en el lugar del juicio. 



Caso. — D. Conrado yon Emster, Agente de la Compañía Lloyd 
Norte- Alemán, demandó á D. Enrique Bonifacio, por daños y per- 
juicios procedentes de la extracción de una partida de fardos de 
lana embarcados en el vapor « Ohio > de dicha Compañía. 

Bonifacio opuso falta de per sonería y arraigo en el demandan- 
te, quien presentó el poder conf éridole por la Compañía, y alegó 
que la Agencia á su cargo estaba establecida en la capital. 



Palto del JueE Federal 

Buenos Aires, Octabre 20 de 1886. 
Y vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente 
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escrito, no ha lugar á las escepciones opuestas en el de foja 
29, 7 contéstese derechamentela demanda en el término de ley. 
Repóngase el sello, sin más trámite. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de to Svprem» Corte 



Baenos Aires, Junio 18 de 1887. 



Vistos : Fox lo que resulta del poder de foja treinta y nueve, 
y teniendo en consideración que la Agencia demandante reside 
en esta ciudad, se confirma con costas el auto apelado de foja 
cuarenta y cinco Tuelta. Repuestos los sellos, devuélvase. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOKINGUEZ. — 
ULADISLAO FRUS.— FEDERICO IBAR- 
GÚREN.— G.S. DE LA TORRE. 
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CAC8A I.XX 



Moaré y Tudor, contra Santiago Mezzera Hermanos, por 
falsificación del Cognac Uartell ; sobre diligencias probatorias. 



Sumario. — 1® La compulsa de libros debe limitarse á par- 
tidas 7 asientos determinados, que tengan relación con el pan- 
to 6 cuestión de que se trata. 

2^ No pueden admitirse como pruebas en un juicio las decla- 
raciones de testigos y posiciones producidas en otro juicio. 

3® El testigo presentado en tiempo, cuya declaración no ha 
podido ser prestada el dia señalado por haber estado enfermo» 
puede y debe ser examinado con arreglo al artículo 139 del Códi- 
go de Procedimientos. 



Caso. — Moore y Tudor, se presentaron en 13 de Agosto de 
1885 demandando á los hermanos Mezzera, fabricantes de lico- 
res en la calle de Moreno 934, por falsificación del Cognac Mar- 
tell^ de cuya introducción estaban encargados, y pidieron se les 
aplicara el máximum de la pena de la ley de marcas de fábrica. 
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la iademnizaoion de perjuicios qne estimaban en 40.000 pesos 
nacionales, el secuestro de los efectos falsificados y su inutiliza- 
ción, y el pago de costas. 

Se ordenó bajo la responsabilidad de los demandantes el se- 
cuestro, resultando que el dia de la diligencia, 19 de Agosto, los 
señores Mezzera se hallaban ausentes en el Rosario, y se encon- 
traron 6 botellas de Cognac Martell, que fueron embargadas. 

Conferido traslado déla demanda, los señores Mezzera, después 
de haber pedido y obtenido que se les pusiera de manifiesto las 
botellas embargadas, contestaron pidiendo el rechazo de la de- 
manda en costas, y protestaron por los daños y perjuicios. 

Dijeron que era falso que ellos fuesen falsificadores del Cog- 
nac Martell á que se refiere la demanda, y respecto de las 6 bo- 
tellas embargadas, manifestaron que, según referencia de sus de- 
pendientes, una persona que dijo llamarse Feo. Aguerriberri, se 
presentó el 18 de Agosto á comprar una factura de varios ar- 
tículos para remitir al Azul, en donde decía estar establecido, 
agregando que iba á mandar dos cajones con artículos compra- 
dos á otra parte, para hacer de todo un envío á la Estación del 
F. C. del Sud, como en efecto mandó esos dos cajones cerrados, 
con un peón. 

Que al dia siguiente tuvo lugar el embargo, y las Bbotellas de 
Cognac Martell f aeron encontradas en esos cajones, que se abrie- 
ron al hacer la pesquiza. 

Que ante este hecho ellos debían suponer ó que los señores 
Moore y Tudor hayan querido tenderles un lazo, ó que las perso- 
nas que dichos señores han ocupado en descubrir quienes eran 
los falsificadores del Cognac Martell han hecho la operación 
mencionada, para demostrar que les hablan descubierto. 

Que el individuo en cuestión no ha vuelto á la casa á abonar 
el importe de los artículos comprados. 

Con fecha 30 de Julio de 1886, el Juez abrió la causa á prueba 
sobre : 1^ si el Cognac que elaboran los señores Mezzera lo embo- 
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tellan empleando como marca la del Cognac Martell ; ^ si el 
contenido de las botellas embargadas ha sido elaborado por los 
demandados ; 3^ si estos espenden á sabiendas cognac falsifica- 
do con la marca Martell y firma de los demandantes. 

El anto de prueba quedó notificado en 2 de Agosto, y el tér- 
mino se prorogó por todo el de la ley. 

Durante el término de prueba Mezzera hermanos, pidieron la 
declaración de varios testigos, entre ellos D. Antonio Manzoni. 

En auto de 1® de Setiembre, el Juez señaló para su examen los 
dias 4, 6 y 7 del mismo mes. 

Enell^ de Setiembre, los mismos señores Mezzera pidieron 
que el actuario se constituyera en su casa y certificara si en el 
libro Borrador y con fecha 18 de Agosto de 1885, consta una 
venta hecha á D. F. Aguerriberri, de varias mercaderías, cuya 
partida no ha sido pasada al Diario en esa fecha, ni en los dias 
subsiguientes. 

El Juez, con fecha 6 de Setiembre, accedió. 

En 7 de Setiembre, Moore y Tudor pidieron que la prueba de 
libros ordenada á petición de Mezzera se ampliara, mandando 
que además de los libros ofrecidos por Mezzera, se pusieran de 
manifiesto los anteriores de que deben ser continuación los ac- 
tuales en ejercicio, y se asientan en diligencia por el actuario 
todas las observaciones que se le hicieran por ellos referentes á 
los libros. 

Pidieron también que estando vinculada la prueba producida 
en el espediente que contra los mismos Mezzera hermanos se- 
guía la casa de Mallmam y C, se tuviera por reproducida en 
esta causa en cuanto fuese pertinente. 

El Juez accedió, por auto de 7 de Setiembre. 

En 7 de Setiembre Mezzera hermanos dijeron en otrosí, que el 
testigo Manzoni se hallaba enfermo en cama, y pidieron se se- 
ñalase para su examen otro dia. 

El Juez, en auto del 7 de Setiembre, proveyó : c Resultan- 
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do que el testigo tendría que declarar fuera del término de prue- 
ba, no ha lugar. > 

Mezzera hermanos reclamaron de la proTidencia de foja 
70, referente á los libros y á la prueba del espediente 
Mallmam, y de la providencia de foja 71, referente al testigo 
Manzoni. 

Dijeron que sus libros no eran propiedad de los señores Moore 
y Tudor^ y que la exhibición general de ellos^ que se exigió, 
no para constatar un hecho determinado, sino para anotar todas 
las obseryaciones que aquellos señores hicieran, era contraria á 
lo dispuesto por el Código de GomerciOy que solo la permitía en 
los casos limitados del juicio de quiebra, sucesión, liquidación 
de sociedad, ó negociación por cuenta ajena. 

Que la prueba producida por los señores Mallmann y G'' en 
juicio con ellos sobre otra cosa distinta, no tenía nada que 
ver con el juicio actual, y que no era el modo legal de producir 
pruebas en este el exigir que se tuvieran por tales pruebas las 
producidas en aquel, sin las formalidades que la ley exige para 
las pruebas que en todo juicio se han de rendir con citación y 
asistencia de las partes. 

Que respecto al testigo Manzoni, no era de ellos la culpa que 
se encontrase enfermo, y este caso fortuito no podía privarles de 
la declaración de dicho testigo que habían presentado en tiempo, 
según la doctrina establecida por la Suprema Corte en sus fallos 
(Serie 2, t. 3, pág. 76). 

Moore y Tudor, á quienes se confirió traslado, contestaron 
que la exhibición de libros que habían pedido era legal, porque 
no era con el objeto de imponerse de todos los negocios de Mez- 
zera, sino para examinar todos los detalles de los asientos que 
se refirieran al punto en litigio, en todos los libros, principales 6 
auxiliares, que se estén escriturando en el día 6 que estén 
Henos. 

Que limitar el examen al solo asiento que indica el adversa- 
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rio, es lo mismo que no hacer examen alguno, 7 no es esto lo 
que dispone la ley de comercio. 

Que respecto de la prueba de Mallmann, la ley permite presen- 
tar como parte de prueba cualquier espediente que contenga da- 
tos conducentes al descubrimiento de la verdad, hayan ó no in- 
tervenido en él las partes. 

Que en cuanto al testigo Manzoni, Mezzera hermanos presen- 
taron sus testigos al finalizar el término de prueba ; que no ha- 
biendo concurrido Manzoni el dia señalado, no es aplicable á su 
caso lo dispuesto por el artículo 35, Código de Procedimientos, 
que se refiere á los testigos que han concurrido ; que tampoco es 
aplicable la doctrina de la Suprema Corte, porque Mezzera no 
ha comprobado la imposibilidad en que se hallba el testigo para 
concurrir, no siendo cierto que se hallara enfermo. 



Fallo del JíneB Federal 

Buenos Aires, Setiembre 38 de 1886. 

T vistos : Considerando : 1^ En cnanto á la compulsa de 
los libros del demandado, que ella fue decretada á su solicitud y 
para que versara sobre una operación determinada, que la pre- 
tensión del demandante para que esa compulsa se haga ostensi- 
va á todos los libros de la casa comercial perteneciente á su coli- 
tigante, y á efecto de que también recaiga sobro los libros an- 
teriores de que los actuales son una continuación, sin determi- 
nar en la petición las partidas que, relacionadas con el punto en 
debate, deben ser objeto del examen, no está en manera algnna 
autorizada por la disposición del artículo 72 del Código de Co- 
mercio ; que una compulsa de los libros del demandado en la for- 
ma que se solicita importaría un examen general de ellos, dili- 
gencia que la ley no autoriza sino en los casos de escepcion es- 
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presamente determinados en el artfcolo 71 del Código de Co- 
mercio, en los que no solo es exijida por la naturaleza misma 
délos hechos producidos, sino que por otra parte no presenta 
los peligros é inconvenientes que han establecido su prohibición 
como regla general ; que la enunciación que por el artículo 71 
se hace de los casos en los cuales los libros de comercio pueden 
ser exhibidos, es esencialmente limitativa, por cuyo motivo, 
cuando los libros deben servir para el esclarecimiento de la ver- 
dad y para el recto discernimiento de lajusticia, laley ha regla- 
mentado esa exhibición, de modo que sus objetos puedan cum- 
plirse sin irrogar el menor daño á los intereses del comerciante, 
estraños á la controversia, lo que ciertamente no sucedería si la 
parte que solicita la compulsa no determinase los asientos 6 
partidas que teniendo relación con el punto ó cuestión de que 
se trata^ deben ser materia dal examen ; que la aceptación de 
un temperamento semejante, importaría obligar al demandado á 
suministrar pruebas en apoyo de las pretensiones de su adversa- 
rio, lo que es, á no dudarlo, inadmisible ; 

2^ En cnanto á la solicitud para que se tenga como 
parte de prueba, en este juicio, la producida en el seguido 
por Mallmann contra el mismo Mezzera, que no se trata de 
documentos que no hayan podido ser habidos al presentarse 
la demanda, que es el caso del artículo 10 de la Ley de Proce- 
dimientos, sino de posiciones y de prueba de testigos para la 
cual se exijen formalidades especiales que deben observarse en 
cada juicio en que se presenten ; y 

3® Que por lo que respecta á la declaración del testigo 
Hanzzoni, el Juzgado encuentra arregladas las consideracio- 
nes aducidas en el precedente escrito. 

Por estas razones, se resuelve : 1^ revocar por contrario 
imperio el auto de foja 70, declarándose que la inspección debe- 
rá limitarse á lo pedido por Mezzera en el escrito de foja 58, é 
igualmente el mismo auto que ordena se tenga como parte de 

T. I 34 
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prueba en este juicio la producida en el de Mallmann contra 
Mezzera ; y 2^ no hacer lugar ni á la revocatoria ni á la 
apelación en subsidio interpuesta, del auto de foja 71 Tuelta. 
Repóngase el sello ynotifíquese con el original. 

Andrés Ugarriza. 



Buenos Aires, Junio 18 de 1887. 

Vistos : por sus fundamentos^ se confirma el auto apelado de 
foja ciento ocho, en cuanto reTooa el de foja setenta ; y por lo 
que respecta al examen del testigo D. Antonio Manzoni, tenien- 
do en consideración que dicho testigo ha sido presentado dentro 
del término de prueba^ y que ha debido ser examinado con ar- 
reglo á lo dispuesto por el artículo ciento treinta y nueye del 
Código de Procedimientos^ en atención al impedimento alegado 
por la parte, se retoca dicho auto sobre este punto, declarán- 
dose que debe señalarse nuevo dia para el examen del mencio- 
nado testigo. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO frías. — FEDERIGO 
IBARGtREN. — G. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA I.XXI 



Mallman y C% contra Santiago Mezzera hermanos, por fabifi' 
cacion del bitler Fernet^Branca ; sobre diligencias prO' 
batorias. 



Sumario. — 1® La compulsa de libros debe limitarse á par- 
tidas 7 artícalos determinados que tengan relación con el panto 
6 caestion de qae se trata. 

2^ No pueden admitirse como pruebas en juicio las decla- 
raciones de testigos y posiciones producidas en otro juicio. 

3^ El testigo presentado en tiempo, cuya declaración no ha 
podido ser prestada el dia señalado, por haber estado enfermo 
el testigo, puede y debe ser examinado con arreglo al artículo 
139, Código de Procedimientos. 



Caso. — El caso es igual al de la causa anterior, con la dife- 
rencia que los señores Mallmann y C* pidieron se agregaran 
como pruebas las declaraciones y posiciones producidas en el 
pleito de los señores Moore y Tudor contra Mezzera hermanos. 
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Fallo del Jíves Federal 



Buenos Aires, Setiembre 28 de 1886. 

T Tistos: Considerando: 1° En cnanto á la compulsa de 
los libios del demandado, que ella fué decretada á su solicitad 
7 para que Tersara sobre una operación determinada; que lapre* 
tensión del demandante para que esa compulsa se haga estén- 
siva á todos los libros de la casa comercial perteneciente á su 
colitigante, y á efecto de que también recaiga sobre los libros 
anteriores, de que los actuales son una continuación, sin deter- 
minar en la petición las partidas que relacionadas con el punto 
en debate deben ser objeto del eiámen, no está en manera al- 
guna autorizada por la disposición del artículo 72 del Código 
de Comercio; que una compulsa délos libros del demandado 
en la forma que se solicita importaría un examen general de 
elloSy diligencia que la ley no autoriza sino en los casos de 
escepcion espresamente determinados en el artículo 71 del Có- 
digo de Comercio, en los que no solo es exigido por la natura- 
leza misma de los hechos producidos, sino que por otra parte no 
presenta los peligros é inconvenientes que han establecido su 
prohibición como regla general ; que la enunciación que por 
el artículo 71 se hace de los casos en los cuales los libros de 
comercio pueden ser exhibidos es esencialmente limitatira, por 
cuyo motiyo, cuando los libros deben servir para el esclareci- 
miento de la verdad y para el recto discernimiento de la jus- 
ticia, la ley ha reglamentado esa exhibición de modo que sus 
objetos puedan cumplirse sin irrogar el menor daño á los inte- 
reses del comerciante, estraños á la controversia, lo que cierta- 
mente no sucedería si la parte que solicita la compulsa, no 
determinase los asientos ó partidas que teniendo relación con el 
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punto ó cuestión de que se trata^ debdD ser materia del examen ; 
que la aceptación de un temperamento semejante importaría 
obligar al demandado á suministrar pruebas en apoyo de las 
pretensiones de su adversario, lo que es á no dudarlo inadmi- 
sible. 

2^ En cuanto á la solicitud para que se tenga como parte de 
prueba en este juicio la producida en el seguido por Moore y Tn- 
dor contra el mismo Mezzera, que no 3e tratado documentos que 
no hayan podido ser habidos al presentarse la demanda, que es 
el caso del artículo 10 de la Ley de Procedimientos, sino de po- 
siciones y de prueba de testigos, para la cual se exigen forma- 
lidades especiales que deben observarse en cada juicio en que 
se presenten ; y 

3^ Que por lo que respecta á la declaración del testigo 
Manzzoni^ el Juzgado encuentra arregladas las consideraciones 
aducidas en el presente escrito. 

Por estas razones, se resuelve : i^ revocar por contrario 
imperio el auto de foja 134, declarándose que la inspección 
deberá limitarse á lo pedido por Mazzera en el escrito de foja 
124; é igualmente el mismo auto que ordena se tenga como 
parte de prueba en este juicio la producida en el de Moore y 
Tudor contra Mezzera ; y 2^ no hacer lugar ni á la revocatoria 
ni ala apelación [en subsidio interpuesta del auto de foja 135 
vuelta. Repónganse los sellos y notifíquese con el original. 

Andrés Ugarriza. 



Fallo úe ím Saprem» Corte 



Buenos Aires, Junio 18 de 1887. 
Vistos : por sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
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foja ciento setenta j cuatro, en cuanto revoca el de foja ciento 
treinta j cuatro ; y por lo que respecta al examen del testigo 
Manzoni, teniendo en consideración que dicho testigo ha sido 
presentado dentro del término de prueha, j que ha debiJo ser 
examinado, con arreglo á lo dispuesto por el artículo ciento 
treinta j nueve del Código de Procedimientos, en atención al 
impedimento alegado por la parte, se revoca dicho auto sobre 
este punto, declarándose que debe señalarse nuevo dia para el 
examen del mencionado testigo. Repuestos los sellos, devuél- 
vase. 

J . DOMINGIIEZ. — ULADISLiO FRÍAS. — 
FEDERICO IBARGÚREN. — C. S. DE LA 
TORRE. 



CAUSA liXXII 



Contienda de competencia negativa entre el Juez Federal de 
Corrientes, y el Juez Letrado del territorio nacional de 
Misiones, eti la causa criminal por homicidio de Ireneo 
Rodríguez imputado á Gregorio Pomar. 



Sumario. — Corresponde al Juez Letrado del Territorio de 
Misiones el conocimiento y resolución de las causas por delitos 



DE JUSTICIA NACIORAL 375 

cometidos dentro de dicho Territorio, j deben remitírsele los 
obrados por otro Jaez, cualquiera que sea el estado de ellos. 



Caso. — El Gobernador del territorio nacional de Misiones 
remitió en Setiembre de 1885 al Juez Federal de Corrientes un 
sumario instruido por el Juez de Faz de la Colonia Santa Ana, con 
motivo del homicidio de Ireneo Bodriguez, imputado á Grego- 
rio Pomar. 

£1 Juez Federal aceptó el conocimiento de la causa, diotando 
el siguiente 



AUTO 



Corrientes, Setiembre S3 de 1885. 

Y vistos : Considerando : 1® Que al dictarse la ley de límites 
de la provincia de Corrientes, en Diciembre 22 del año 1881, 
que figura en la página 682 del Begistro Nacional, se establece 
en el artículo 2° de la misma que el Poder Ejecutivo propon- 
drá al Congreso la organización, administración j gobierno 
couTeniente para la parte del territorio de Misiones que queda 
fuera de aquellos límites^ j por el artículo 3^ que mientras el 
Congreso no dicte la ley orgánica de ese Territorio, el Poder 
Ejecutivo organizará una Gobernación General y reglamentará 
sus atribuciones. 

2^ Que el Poder Ejecutivo no ha dictado un decreto general, 
señalando las atribuciones de la Gobernación de Misiones, y se 
limitó á nombrar Gobernador, por decreto de 1® de Enero 
del año 1882, autorizándolo para proponer los demás emplea- 
dos creados por el presupuesto de ese año, sin que en lo suce- 
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sivo 86 haya dictado ley ó decreto alguno estableciendo el 
modo de administrar justicia en aquel territorio, nilaesten- 
sionque debía tener la jurisdicción de los Jueces de Faz á 
que el presupuesto se refería, hasta que se ha dictado la ley 
general para la administración y gobierno de los territorios 
nacionales, de Octubre de 1884, en la cual se establece que los 
Jueces de Paz de los mismos, tendrán una jurisdicción limi- 
tada, tanto en lo civil como en lo criminal, con apelación 
para el Juez Letrado de 1* Instancia^ creado por la misma Iey« 
el que no ha sido nombrado aún por el Gobierno^. 

3^ Que no habiendo ejercido en ningún tiempo los Jueces de 
Faz de Misiones, la jurisdicción Civil y Criminal en toda su 
estension con apelación á este Juzgado, por no haber ley algu- 
na que así lo estableciese, como la ejercían los Jueces de Paz del 
Chaco, con arreglo á las leyes provisorias dictadas para estos 
territorios en los años i872 y 1874, correspondía á este Juz- 
gado conocer de las causas que se suscitasen en aquel territo- 
rio, como lo resolvió la Suprema Corte con respecto á los terri- 
torios del Chaco antes que se organizasen las autoridades (Fa- 
llos de la Suprema Corte, S. 2", t. 6^ pág. 80), y por consi- 
guiente, no puede caber duda de que pertenece á este Juzgado 
conocer de la causa sub judice, pues aunque por la ley de 
1884 para la administración de los Territorios Nacionales se 
ha creado un Juez Letrado que deba conocer de él, no ha- 
biendo sido aún nombrado este por el Gobierno, la jurisdicción 
debe ejercerse en la misma forma que antes de sancionada 
aquella, hasta que sean nombrados los Jueces que ella crea, 
porque no puede suponerse que la ley haya querido abolir la 
jurisdicción que ejercía este Juzgado, sino desde que sea nom- 
brado el Juez que deba ejercerla en su lugar. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo dictaminado por 
el Fiscal, se declara que este Juzgado es competente para en- 
tender en esta causa en primera instancia. En su consecuencia, 



^ 
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comparezca el procesado á adelantar su declaración indagato- 
ria, debiendo el Fiscal espedirse en la solicitad de escarcela- 
cion, de que se le corrió traslado. Hágase saber con el ori- 
ginal. 

Carlos Luna. 



De acuerdo con este auto continuó el procedimiento basta 
llamar los autos para sentencia, en cuyo estado recibió comuni- 
cación delJuez Letrado del Territorio de Misiones de bailarse en 
posesión de su cargo. 



Auto del Jues Federal 

Corrientes, Octubre 5 de 1886. 

Y vistos: Considerando: 1° Que este Juzgado no ba tenido 
jamás jurisdicción sobre el territorio Nacional de Misiones, 
pues como Juzgado Federal su jurisdicción se ba limitado á los 
delitos de cierta especie cometidos en esta Provincia (art. 14 
de la ley de 12 de Octubre del año 1862), y si ba conocido de 
las causas criminales suscitadas en aquel territorio, fué por no 
haberse establecido la autoridad judicial que conociera de ellas, 
7 no se puede suponer que en una Nación baya un territorio 
poblado sin juez que entienda y decida las causas civiles y cri- 
minales que en él se susciten. 

2^ Que por el artículo 36 de la ley orgánica de los Territo- 
rios Nacionales, de 18 de Octubre del ano 1884, corresponde á los 
Jueces Letrados de los territorios el conocimiento de las causas 
de toda especie que se suscitan en ellos, y no pudiéndola juris- 
dicción criminal prorogarse ni radicarse en un Tribunal incom- 
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pétente 6 que ha dejado de ser competente, por cuyo motivo se 
paede promover la competencia, cualquiera que sea el estado 
del juicio, antes de pronunciada la sentencia, por ser la juris- 
dicción de orden público (Tejedor, Derecho Criminal^ 2* parte, 
N° 94), se declara por estos motivos j lo espuesto y pedido por 
el Procurador Fiscal, que este Juzgado es incompetente para 
seguir conociendo de esta causa, por haber tomado posesión de 
su cargo el Juez Letrado de 1^ Instancia del territorio de 
Misiones, donde tuvo lugar el hecho que motiva el proceso. En 
su consecuencia, remítase este espediente al Juzgado de Letras 
de Misiones^ previa notiñcacion á las partes. 

Luna. 



AUTO DEL JUEZ LETRADO DE MISIONES 

Posadas, Noviembre 25 de 1886. 

Autos y vistos : Considerando: 1° Que si bien es exacto en 
general que la competencia en materia criminal se puede pro- 
mover en cualquier estado de la causa mientras no haya sen- 
tencia, no lo es en el presente caso, desde que consta por el 
auto de foja 30 vuelta, del Juez de Sección de Corrientes, 
que era él el competente para conocer de esta causa cuando 
se inició, en cuya virtud ha prevenido, creándose así la obli- 
gación de mantenerse en la prevención ganada, según la ju- 
risprudencia de nuestros tribunales, y la opinión común de 
los prácticos. 

La competencia que se atribuyó para conocer se hallaba 
declarada por la Suprema Corte en el caso análogo que men- 
ciona el mismo auto y en la causa XCIV, tomo 15 de sus Fallos, 
y lo autoriza á decidir, desde que no hay disposición alguna 
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legal que diga que el conocimiento de los asuntos pendientes 
ante el Juzgado de Sección de Corrientes pase á este^ exis- 
tiendo el precedente establecido por la ley de Setiembre 14 
de 1863, que mandaba terminar y fenecer en los tribunales 
provinciales ante quienes pendían, las cansas que pertenecían 
i la jurisdicción nacional que se creaba ;^ disposición que obe- 
deció á razones de buena administración de justicia, no obs- 
tante que la división de la jurisdicción en ese caso afectaba la 
soberanía misma. El Juez de Sección de Corrientes^ hallán- 
dose penetrado del asunto por el conocimiento que desde el 
principio tomó, habiendo presenciado todos aquellos actos del 
procesado capaces de revelar algún indicio de culpabilidad 6 
inocencia, como la impresión que sus preguntas ú observacio- 
nes pueden haberle causado en la declaración y confesión, es 
quien se halla en situación de poder mejor apreciar y juz- 
gar, sin que pueda decirse en ningún momento que la acción de 
la justicia se desvirtúa, puesto que, teniendo que aplicar las 
mismas leyes, le aplicará también la misma pena. 

2° Que por otra parte, no es serio qae consentida la providen- 
cia en que el Juez se declara competente, pueda admitir des- 
pués la incompetencia deducida por las partes, 6 declararla de 
oficio. En los más modernos Códigos se encuentran disposicio- 
nes espresas que coartan esta libertad tan perjudicial é impro- 
pia de la marcha regular de los juicios. 

3^ Que tampoco es serio que hallándose un proceso listo 
para sentenoiat y apurados todos sus trámites por procedi- 
mientos que pueden ser distintos de los que corresponden á 
otro Juzgado, aquel se desprenda de él con grave perjuicio del 
enjuiciado, quien tendría que soportar las demoras á que indu- 
dablemente habría que sujetar el proceso, para dar al reo oca- 
sión de alegar nuevamente sobre la prueba, dada la forma en 
que debió hacerlo ante un juez distinto del que vendría á re- 
solver* 
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CAVHA liXXIII 



Don Ervigio Coca, y por él, la provincia de Córdoba, contra los 
señores Casey y Runctman ; sobre oposición á una men^ 
sura. 



Sumario. — I^Por el artícalo 6^ del compromiso arbitral 
celebrado en 5 de Marzo de 1881 entre las provincias de Bue- 
nos Aires, Córdoba y Santa Fé, estas renunciaron al dominio 
de los terrenos legítimamente vendidos, que pudiesen resultar 
dentro de su jurisdicción. 

2® La venta de los mismos hecha por la Provincia ad judica- 
taria después del laudo, no puede perjudicar los derechos de 
los compradores anteriores, y la mensura mandada hacer á 
consecuencia de esta venta no debe comprender la parte ven- 
dida á estos últimos. 



Caso. — Se esplica en el 



Falto de to Suprenuí Corte 

Baenos Aires, Janio 21 de 1887. 
Vistos estos autos iniciados ante el Juez de primera instan- 
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cia de la provincia de Santa Fé por don Ervigio Coca, oponién- 
dose á la mensura mandada practicar á solicitud de los señores 
Gasey y Bunoiman de cien leguas de campo, que el Gobier- 
no de dicha ProTincia vendió á los espresados señores, re- 
sulta: 

Que elevados los autos al conocimiento originario de la Su- 
prema Corte, por haberse hecho parte en el juicio la provincia 
de Córdoba, de la cual proceden los derechos de Coca, el repre- 
sentante de dicha Provincia, formalizando la oposición iniciada 
por este, dice : Que don Miguel F. Salas compró al Gobierno 
de Córdoba^ con fecha diez y siete de Julio de mil ochocientos 
setenta y nueve^ ciento y tantas leguas de campo, de las cuales 
vendió á don Ervigio Coca una área de veinte leguas cuadradas ; 
que los señores Casey y Bunciman incluyen en la mensura que 
han mandado practicar estas veinte leguas como parte de las 
cien que el Gobierno de Santa-Fé vendió el primero de Julio 
de mil ochocientos ochenta y dos á don Javier Arrufó, en cuyos 
derechos sucedieron ; que dicho Gobierno no ha podido vender 
válidamente parte alguna de los terrenos vendidos á Salas por 
la provincia de Córdoba el año setenta y nueve, aunque por el 
laudo de la Suprema Corte de diez y ocho de Marzo de mil 
ochocientos ochenta y dos, hayan resultado comprendidos en el 
territorio de Santa Fé ; porque por la cláusula sexta del compro- 
miso arbitral de cinco de Marzo de mil ochocientos ochenta y 
uno, las provincias contratantes se obligaron & respetar las 
enajenaciones que las unas hubiesen hecho antes de esa fecha, 
de terrenos que por el laudo resultasen en la jurisdicción de 
las otras; que por consiguiente^ Santa Fé no había podido 
transferir á los señores Casey y Bunciman ningún derecho sobre 
dichos terrenos. 

Los señores Casey y Bunciman alegan á su vez: que el opo- 
nente no ha comprobado el hecho principal de su oposición, 
cual es^ la ubicación en territorio de Santa Fé de los terrenos 
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Tendidos á Salas 6 Coca por la provincia de Córdoba; que esta 
venta real y efectiva no pnede comprobarse con solo exhibir 
una escritora que se refiere á un plano administrativo y á pun- 
tos y posiciones puramente ideales del terreno, sino con la ubi- 
cación real de la propiedad vendida, en que conste el trazado 
de líneas y fijación de mojones legalmente practicada, que aún 
en el supuesto de haberse probado estos hechos, siempre resul- 
taría que ni Salas ni Coca hain podido adquirir derecho alguno 
sobre los terrenos vendidos por la provincia de Cdrdoba, desde 
que, según «1 laudo de la Suprema Corte, dichos terrenos per- 
tenecían á la provincia de Santa Fé; que el compromiso arbitral 
es un simple contrato que no puede oponerse & terceros, ni 
invocarse por ellos ; pues solo obliga á las partes que lo celebra- 
ron yásns sucesores universales; que como simple contrato 
no ha podido transferir ningún derecho real; pues estos no se 
adquieren sino por la tradición de la cosa, hecha por el propie- 
tario que tenga capacidad para enajenar, y esta tradición no 
se ha hecho por la provincia de Santa Fé, único propietario de 
los terrenos ubicados en su territorio. 

Y considerando: Primero: Que las ventas hecha por la Provin- 
cia de Córdoba á don Miguel T. Salas de ciento y tantas leguas de 
campo, de que forman parte las veinte leguas vendidas por éste á 
Co<A, tuvo lugar el diez y siete de Julio de mil ochocientos setenta 
y nueve, es decir, dos años próximamente antes del compromiso 
arbitral de cinco de Marzo de mil ochocientos ochenta y uno, y 
la hecha por la provincia de Santa Fé á don Javier Arrufó, en 
cuyos derechos sucedieron los señores Casey y Bunciman, se 
efectuó el primero de Julio de mil ochocientos ochenta y dos, 
es decir, más de un año después de la fecha de dicho com- 
promiso. 

Segundo: Que la posesión real y efectiva de Salas en los 
terrenos que le vendió la provincia de Córdoba, así como la 
ubicación de una parte de ellos en la jurisdicción de Santa Fé, 
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está demostrada con el interdicto de amparo en la posesión que 
aquel dedujo el año ochenta y tres contra esta Provincia, y en 
el cual obtuvo sentencia favorable ; y lo está también con la 
acción de reivindicación deducida por don Carlos Casado, suce- 
sor de Santa Fé, por una fracción de los mismos terrenos, que 
se encontraba dentro de los límites de dicha Provincia. 

Tercero : Que la eficacia de esta prueba en el presente juicio 
no puede ser dudosa, porque si el hecho de la posesión de Salas 
es una verdad respecto del Gobierno de la Provincia de Santa 
Yé y del señor Casado, no puede racionalmente decirse que no 
lo sea respecto de los señores Casey y Bunciman, sucesores 
particulares de dicha Provincia, por el hecho de no haberse 
presentado esa prueba en este juicio mismo, y no obstante 
haberse hecho mérito de ella, refiriéndose al juicio pose- 
sorio. 

Cuarto : Que las espresadas tierras se hallan dentro del perí- 
metro que por el compromiso arbitral se fijó como objeto de 
la cuestión entre las Provincias compromitentes, y al cual se 
refiere lo estipulado en las cláusulas sexta y sétima de dicho 
compromiso. 

Quinto : Que por la cláusula sexta se establece : < que el 
fallo del Tribunal Arbitral sobre límites jurisdiccionales de las 
Provincias contratantes, no alterará en ningún caso los dere- 
chos de los particulares subsistentes en la fecha de este conve- 
niOy siempre que hayan sido legítimamente adquiridos > . 

Sexto : Que lo estipulado en estas cláusulas sería de todo 
punto ineficaz, si cada una de dichas Provincias, ht^ciendo valer 
los derechos que indudablemente tendrían sobre los terrenos 
que resultasen en su territorio, vendiese á otro estos mismos 
terrenos enajenados ya por las otras Provincias, y despojase 
así de sus derechos á los particulares que los hubiesen adquirido 
de estas legítimamente. 

Sétimo: Que este resultado^ que en manera alguna puede 

T. I S5 
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admitirse ante los términos de la cláusula sexta, demuestra evi- 
dentemente que las Provincias contratantes renunciaron en su 
interés recíproco y en el de sus causa-habientes, los derechos 
de dominio que pretendían tener en dichos terrenos, reser- 
vándose solamente sobre ello's la jurisdicción y el dominio 
eminente. 

Octavo : Que la renuncia no está sujeta á ninguna forma 
esterior (artículo ochocientos setenta y tres del Código Civil) ; 
puede hacerse aún de los derechos eventuales 6 condicionales 
(artículo ochocientos setenta y dos del mismo Código), y su 
efecto inmediato es quedar extinguidos los derechos y las obli- 
gaciones correlativos (artículo ochocientos sesenta y ocho del 
Código citado). 

Noveno : Que la tradición de la cosa sobre la que recalan 
esos derechos, es de todo punto innecesaria para adquirirla pro- 
piedad ; porque el que renuncia á sus pretensiones sobre el 
objeto litigioso, no cede este objeto mismo, sino que lo deja 
simplemente á la otra parte con los derechos que esta preten- 
día tener en él ; y en el presente caso esa tradición era tanto 
más innecesaria, cuanto que la parte á quien la renuncia favo- 
recía, ya tenía la cosa en su poder, y la poseía á nombre propio 
y en calidad de propietario. 

Décimo: Que, por consiguiente, una vez suscrita la cláusula 
sexta y consumada así la renuncia, los derechos de dominio, 
que cada una de las Provincias signatarias pretendía tener en 
los terrenos enajenados perlas otras á la fecha del compromiso» 
quedaron extinguidos, y como únicos propietarios los particula- 
res que los adquirieron de estas legítimamente. 

Undécimo: Que así lo ha comprendido la provincia de 
Buenos Aires mandando protocolizar en sus registros públicos 
sin observación alguna las ventas de estensos territorios com- 
prendidos en su jurisdicción, hechas por la provincia de Santa 
Pé á los señores Alvear y Casey, y la hecha por la provincia de 
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Córdoba al mismo señor Salas por la parte de campo qae resoltó 
hallarse dentro de sas límites ; lo caal demuestra de una ma- 
nera concluyente, que la inteligencia que las mismas partes 
contratantes entendieron dar á dicha cláusula no es otra que 
la establecida en los considerandos anteriores. 

Duodécimo : Que los señores Alvear y Casey se hallaban 
respecto de la provincia de Buenos Aires en el mismo caso que 
Salas respecto de la de Santa Fé; pues este adquirió de la 
provincia de Córdoba los terrenos que se cuestionan, dos años 
próximamente antes de la fecha del compromiso arbitral, y los 
adquirió legítimamente, puesto que se llenaron todas las forma- 
lidades que la ley prescribe para que una adquisición se consi- 
dere legítima. 

Dédmo-tercero : Que las disposiciones legales de que ha- 
cen mérito los señores Casey y Buncimau, sobre el efecto 
de los contratos, ninguna aplicación tienen en el presente 
caso: 

1® Porque si bien es cierto, por principio general, que 
los contratos no pueden oponerse á terceros, ni invocarse por 
ellos, también lo es que cuando se ha contratado en el interés 
de estos terceros» como lo revela en el presente caso la cláu- 
snla sexta, y ellos lo ratifican, esta ratificación tiene el mismo 
efecto que la autorización previa, y les dá derecho para exigir 
el cumplimiento del contrato, según lo dispuesto por el artículo 
mil ciento sesenta y dos del Código Civil ; y 

2® Porque, según el artículo tres mil doscientos se- 
senta y siete del mismo Código, el sucesor particular puede pre- 
valerse de los contratos hechos con su autor, y siendo Salas y 
Coca sucesores particulares de la provincia de Córdoba, como 
lo son de los de Santa Fé Casey y Bunciman, no hay r azon 
alguna para negarles aquel derecho, sobre todo, cuando estos 
adquirieron de Santa Fé los terrenos que se cuestionan des- 
pués de haberse obligado dicha Provincia á respetar los dere- 
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chos adquiridos 7a sobre ellos por los que los obtuvieron de la 
provincia de Córdoba. 

DédmO'Cuarto : Que, siendo esto así, 7 resultando de lo que 
queda espnesto, que el derecho de dominio que la Provincia de 
Santa Fé pretendía tener en dichos terrenos, estaba extinguido 
por la renuncia en la fecha en que los enajenó á Casej 7 Bun- 
ciman, estos señores no han podido adquirir la propiedad de 
ellos ; porque, con arreglo á lo dispuesto por el artículo tres mil 
doscientos setenta del Código Civil, nadie puede adquirir sobre 
un objeto un derecho mejor 7 más estenso que el que tenía 
aquel de quien lo adquiere. 

Por estos fundamentos, se declara: que en la mensura man- 
dada practicar á solicitud de los señores Case7 7 Runciman no 
debe incluirse parte alguna de los terrenos vendidos por don 
Miguel T. Salas á don Ervigio Coca, 7 á los cuales se r enere 
la escritura de foja una á foja cinco, sin especial condenación 
en costas. Notifíquese con el original, 7 repuestos los sellos, 
archívense. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO FRIAS. — J. IBARGÚREN. 
— G. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA liXXIT 



/)■ Ricarda Silva de Peralta contra D, Juan Bolling por en-- 
írega de una finca ; sobre embargo preventivo y suspensión de 
juicio de desalojo. 



Sumario. — Sin escritura pública ú otra prueba fehaciente, 
no procede el embargo preventivo de un inmueble, ni la sus- 
pensión del juicio de desalojo. 



Caso. — D* Bicarda Silva de Peralta, ocupante de una finca 
que dice haber comprado y hecho constrair con el producto de 
unas ovejas de su propiedad, un amigo de ella D. Juan Bolling, 
j demandada por este ante un juez de paz por desalojo de la 
misma, entabló demanda ante el juez de primera instancia para 
que Bolling fuera condenado A entregarle la finca ; j pidió em- 
bargo preventivo de esta y oficio al juez de paz para que sus- 
pendiera el juicio de desalojo. 

£1 juez de primera instancia confiriendo traslado de la deman- 
da^ ordenó el embargo y la suspensión solicitada. 

Bolling declinó de jurisdicción por ser extranjero y argentina 
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la demandante ; y aceptada la declinatoria por el jaez de pri- 
mera instancia, pidió ante el juez federal la revocación de las 
dos medidas mencionadas. 



Fallo del Jues Federal 

Baenos Aires, Octabre 25 de 1886. 

Vistos: habiendo esta parte reproducido en el presente es- 
crito sa demanda de foja... y traslado de ella á D. Juan 
BoUing ; y en cnanto al desembargo de la propiedad reclamada, 
y suspensión del juicio de desalojo, por los fundamentos aduci- 
dos en el escrito de foja 42 y teniendo además presente que la 
acción deducida no se apoya en escritura pública ú otra prueba 
fehaciente que justifique la acción deducida, déjanse sin 
efecto dichas medidas. 

Virgilio M. Tedin, 



Fallo de la Suprema Corte 

Baenos Aires, Junio 23 de 1887. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja cuarenta y ocho ; y previa reposición de sellos, 
devuélvanse. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO frías.— FEDERICO IBAR- 
GÚREN.— C. 6. DE LA TORRE. 
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CAVSA liXXY 



D. Carlos Juan Rodríguez por Ignacio Pereay Compañía, con- 
ira Don Sandalio Ferreyra, por cobro ejecutivo de pesos ; 
sobre competencia. 



Sumario. — La muerte de un socio no impide que la razón 
social continúe las gestiones iniciadas en vida de él, ante el juez 
competente .que conoce en ellas. 



Caso. — D. Garlos J. Rodríguez inició por la razón social 
I. Ferea y G*, una acción ejecutiva por la suma de i 754 pesos 
87 centavos, contra D. Sandalio Ferreyra. 

Durante la ejecución murió el socio Perea, j el ejecutado 
opuso la cesación de la personería de Bodriguez, j la incompe- 
tencia del juzgado federal, por pertenecer ya i una testamenta- 
ría el crédito que se cobraba. . 



Fall« del Jíuea Federal 

San Luis, 20 de Julio de 1886. 

Y vistos : la solicitud del ejecutado D. Sandalio Ferreyra, con 
lo alegado i su respecto por el ejecutante. 
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Y considerando: !<> Que el mandato que ejerce D. Garlos 
Juan Rodriguez, ha sido conferido por D. Ignacio Perea, á nom- 
bra de la razón comercial c Ignacio Ferea y C* > y en su cali- 
dad de socio administrador de la misma, según lo espresa la 
escritura pública de foja... 

S"" Que debe tenerse por exacta, á los efectos de la ley, la 
asoTeracion del deudor sobre el fallecimiento del mandante, des- 
le que ha sido tácitamente reconocida y aceptada de contrario. 

3° Que la sociedad acreedora inviste el carácter de mercantil, 
conforme á las bases y objetos estipulados en el contrato cons- 
titutivo, corriente á foja ... y se encuentra por lo tanto, some- 
tida á las disposiciones del Código de Comercio. 

Este, al enumerar en su artículo 484 las causas porque se 
disuelve totalmente la sociedad, cita la de la muerte de uno de 
dos socios ; la escritura respectiva no contiene pacto espreso pa- 
ra que continúen en ella sus herederos, 6 que subsista entre los 
socios sobrevivientes. El contrato mencionado prev^ en su ar- 
tículo 10 el caso sub judice, y estatuye que falleciendo el socio 
administrador durante el período de la sociedad, el comanditario 
se hará cargo del activo y pasivo de la casa y abonará á los suce- 
sores de aquella parte que le corresponda, etc., etc. : lo que sig- 
nifica que la voluntad de los contrayentes fué dar por disuelta la 
sociedad, ocurrida que fuese la muerte del administrador ó 
gerente de ella, insinuando asimismo la manera de hacerse la 
liquidación. La Suprema Corte en la serie 2^, tomo 4°, página 
146 de los fallos ha sentado que el fallecimiento de uno de los 
socios, es causa de la disolución del contrato de sociedad. 

4° Que la prescripción final del precitado artículo 484, en 
que se apoya el ejecutante, al consignar qu^ debe continuar la 
sociedad, solamente para finalizarlos negocios pendientes, pro- 
cediéndose á la liquidación de los finalizados, se refiere á ope- 
raciones comerciales comenzadas, que por lo regular no admi- 
ten demora, y no á negocios ó asuntos judiciales en tramitación 
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como el de que se trata, 7 cuya terminación puede dilatarse por 
largo tiempo, con verdadero perjuicio de la liquidación de la 
sociedad. El crédito, además, cuya ejecución se prosigue, est& 
liquidado, representa una propiedad, una acción efectiva y 
definida ya, una porción de los bienes sociales que podrá ser 
aplicada desde luego al haber de alguno de los co-partícipes 
de la compañía. 

5"^ Que en virtud de lo expuesto, y tratándose de la testa- 
mentaría del mandatario de la sociedad D. Ignacio Ferea y no 
teniendo esta hoy representante legítimo que pueda continuar 
la ejecacion, el juicio concerniente á la liquidación de aquella 
es ageno á la justicia federal. (Art. 12, inc. I"" de la Ley sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales Nacionales). 

Por tales consideraciones: el juzgado se declara incompeten- 
te para seguir conociendo de esta causa, debiendo tenerse tam- 
bién por fenecido el mandato que ha estado ejercitando el Sr. 
Bodriguez; sin especial condenación en costas. Hágase saber 
con el original y repónganse los sellos. 

P. E. Miguez. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo 7 de 1887. 

Suprema Corte: 

El fallecimiento del socio D. Ignacio Ferea no ha cambiado 
la naturaleza de esta causa, ni basta á sacarla del fuero en que 
estaba radicada. 

La sociedad ha quedado disuelta, nadie lo niega; continúa, 
empero, á los objetos de su liquidación, nadie puede negarlo 
tampoco. 
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Para este caso, la disposición del artículo 491 del Código de 
Comercio no puede ser más clara, ni más explícita : € El juez 
á quien compete proveer á la seguridad de los bienes del socio 
fallecido j dice, no podrá intervenir en los bienes hereditarios 
que eanstieran en la masa social ni ingerirse en manera algu- 
na en la admmistracion, liquidación y participación de la 
sociedad sino que se limitará á recaudar la cuota liquida que 
resultase pertenecer á dicha sucesión » • 

Esta será la misión del juez que conozca en la testamentaría 
del finado D. I. Perea dejando que la liquidación de la razón 
social Perea y C^ déla que la ejecución contra Ferreyra es un 
simple incidente, continúe el camino trazado por la ley. 

Sírvase Y. E. revocar la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 



WmMim de te SuprentA Corie 

Buenos Aires, Junio 23 de 1887. 

Vistos: Atento á lo dispuesto por la ley veinte y tres, título 
quinto, partida tercera y artículo cuatrocientos ochenta y cua- 
tro del Código de Comercio, y de conformidad con lo expuesto 
y pedido por el señor Procurador General ^ se revoca al auto ape- 
lado de foja 34, declarándose que el juez nacional de la sección 
de San Luis, debe continuar en el conocimiento del presente 
juicio. Previa reposición de sellos^ devuélvanse. 

J. B. GOROSTUGA. — J. DOMÍNGUEZ.— 
ÜLADISLAO FRUS.— FEDERICO IBARGÚ- 
REN. — G. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA liXXYI 



D* Francisca Lemoing de Salinas contra D. José Rossi y D. 
Enrique Mascetti, sobre cobro de daños y perjuicios y pago de 
costas judiciales. 



Sumario. —1^ No habiéndose probado la existencia de los 
daños no procede la acción por indemnización dé los mismos. 

2^ El demandado que se ha negado indebidamente á abonar 
cantidad alguna por razón de obras que estaba obligado á hacer 
7 que resalta condenado á pagar, es responsable de las costas 
procesales. 



Caso. — Se explica en el 



WmUm del Jues Vederal 



Buenos Aires, Agosto 90 de 1886. 

Vistos : estos autos seguidos por D. Manuel Salinas i nom- 
bre de sa esposa D* Francisca Lemoing (yiuda de Granea) contr 
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D. José Bossiy D. Enrique Mascetti sobre cum plimiento de un 
contrato é indemnización de daños y perjuicios^ de los cuales re- 
sulta lo siguiente : 

Que la Sra de Salinas con los Sres Bossi y Mascetti, celebra- 
ron contrato de locación por la casa calle de Solis N"" 109 en 
fecha i "^ de Agosto de 1879 teniendo la primera carácter de loca- 
dora y los últimos carácter de locatarios. 

Que por la cláusula 3* los locatarios están obligados á entre- 
gar el edificio en el estado en que lo reciben, á hacer todas las 
refacciones que fueran necesarias para conservarlo en perfecto 
estado y siendo además de su cuenta el cumplimiento de todas 
las ordenanzas municipales. 

Que es por la falta de cumplimiento á esta parte del contrato* 
que la Sra de Salinas seepresentó al señor j uez de primera instancia 
D' Basualdo demandando á Bossi y Mascetti para que se les obli- 
gara á efectuar las reparaciones como también al pago de la in- 
demnización de daños y perjuicios que se le irroguen y que aya- 
lúa en cincuenta nacionales por cada dia que pase á contar 
desde el primero de Agosto del año próximo pasado, fecha en que 
venció el contrato. 

Que los demandados, sin contestar la demanda, opusiéronla 
escepcionde incompetencia del juzgado^ en razón de la distinta 
nacionalidad de las partes, y sustanciada que fué esta articula- 
lacion, el señor juez Dr Basualdo se declaró incompetente, y la 
señora Salinas ocurrió á este juzgado reproduciendo su deman- 
da con las siguientes modificaciones, á saber : que la casa había 
sido desalojada el dia seis de Agosto por los inquilinos» en vir- 
tud de orden judicial, por lo que deben á título de daños la suma 
de doscientos cincuenta nacionales; y que habiéndose visto obli- 
gada á hacer las reparaciones tanto por órdenes de la muni- 
cipalidad como para evitar nuevos perjuicios, debe igualmente 
obligarles al pago de los trabajos practicados y á practicarse. 

Que corrido traslado de la demanda los Sres Bossi y Mas- 
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cetti la evacuaron negando los hechos en que ella se funda, pues 
que la casa, dicen, se desalojó dentro los limites del contrato, 7 
siempre han cumplido con las estipulaciones establecidas por 
este, no esplicándose las refacciones á que alude la demanda, sino 
como un beneficio para la propiedad ; y que por lo que respecta al 
pago de los doscientos cincuenta nacionales como indemnización, 
tal pretensión es improcedente no habiéndose fijado esta canti- 
dad por ninguna resolución judicial, 7 habiendo por el contrario 
pagado puntualmente los arrendamientos. 

Que en este estado se recibió la causa á prueba por el auto de 
foja cuarenta 7 dos habiéndose producido por las partes la que 
expresa el certificado del actuario de foja... 

Y considerando : Que dados los términos del contrato, los lo- 
catarios están obligados á hacer todas las reparaciones de la 
Gasa siendo también á su cargo el cumplimiento de las ordenan- 
zas municipales. 

Que consta en autos por los documentos de foja cuarenta 7 
ocho 7 cuarenta 7 nueve que la municipalidad los requirió para 
la construcción de las obras que ellos espresan habiendo recibi- 
do la orden D. Enrique Mascetti según lo confiesa en la abso- 
lución de posiciones de foja setenta 7 tres. 

Que consta igualmente por el testimonio de los testigos Ángel 
Audolfata, foja 61 vuelta, Constante Millar, foju 64, Domingo 
Guivass¡no,fojal03, AntonioFrotta,foja i 04, 7 Francisco Frotta, 
foja 106, que la casa, cuando la dejaron los demandados^ estaba 
en mal estado, á tal punto, que se hacían necesarias todas las 
obras practicadas por el actor. 

Que el precio de estas obras, según el informe de los peritos 
nombrados por las partes, D. Manuel I. Correa 7 D. Juan Ba- 
lostretti foja ciento diez 7 ocho, asciende á la suma de mil dos* 
cientos diez 7 siete pesos con noventa 7 seis centavos moneda 
nacional. 

Que si bien no se ha justificado en autos el estado en que los 
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locatarios recibieron la propiedad, según la disposición del artí- 
culo 1616 del Código Civil, se presume que la han recibido en buen 
estado, salvo la prueba en contra. 

Considerando respecto á la cantidad de doscientos cincuenta 
pesos nacionales que la demanda establece como indemnización: 
que si bien es cierto que los demandados desocuparon la casa 
seis dias después del vencimiento del contrato, no se ha estable- 
cido que por tal razón haya habido daños. 

Por estos fundamentos, fallo declarando que el actor ha justifi- 
cado su demanda por lo que respecta al cobro de la suma de mil 
doscientos diez y siete pesos con noventa y seis centavos mone- 
da nacional que importan los trabajos que ha practicado en la 
casa; y en consecuencia se condena á D. José Bossi y D. Enrique 
Masoetti al pago de dicha suma, sin especial condenación en cos- 
tas, no haciéndose lugar, por la razón expresada, al cobro por in- 
demnización. Hágaso saber, notifiquense original y repónganse 
08 sellos. 

Andrés ügarriza. 



Falto de to Svprenuí Cmrím 

Buenos Aires, Junio 28 de 1887. 

Vistos : por los fundamentos aducidos en el último conside- 
rando de la sentencia apelada de foja ciento cincuenta j cuatro 
se confirma esta en cuanto no hace lugar á la indemnización de 
daños y perjuicios reclamados por la parte de la señora Lemoing 
de Salinas, con declaración de que debe serle abonado por Iob 
demandados con arreglo al precio estipulado en el contrato, el 
arriendo correspondiente á los dias del mes de Agosto de mil 
ochocientos ochenta y cinco en que continuaron aquellos oou- 
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pando la casa, como también las costas de una y otra instancia* 
por haberse negado los demandados indebidamente á abonar 
cantidad alguna por razón de las refacciones á que estaban obli- 
gados por su contrato, quedando en esta parte revocada dicha 
sentencia. Repónganse los sellos y deyuélvanse los autos. 

J. DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO FRÍAS. — 
FEDERICO IBARGtiREN. — G. S. DE LA 
TORRE. 



CAUSA liXXTII 



Bcn Emilio Bieckert contra Don Antonio Lagomarsino, 
sobre falsificación de marca de fábrica 



Sumario. — £1 uso de una marca muy semejante á la de 
otro, y con la que pueda fácilmente confundirse* constituye 
una infracción de la ley sobre marcas de fábrica^ y somete á 
su autor á las penas señaladas por dicha ley. 



Caso. — El caso se esplica por el 
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Falto del Jluea Fedeml 

Buenos Aires, Mayo 21 de 1883. 

Y vistos : Don Jaaii Gaasdenovíche en representacioii de 
Don Emilio Bieckert, se presenta demandando á Don Antonio 
Lagomarsino por falsificación y adulteración de marca de fá- 
brica empleada en las botellas do ceryeza de su fabricación, y. 
pidiendo se condene al último : 

4 *^ Al pago de una multa de quinientos pesos fuertes 6 & un 
año de prisión. 

2^ A la destrucción de todas las mercaderías falsificadas, y 
de todas las etiquetas análogas á la que presenta, y 

S"" A la satisfacción de las costas de este juicio, y sin per- 
juicio de las acciones que salva el artículo 35 de la ley de 
marcas, y que se reserva ejercitar oportunamente. 

Corrido traslado á Lagomarsino, se presentó por él, á fo- 
ja 17, Don Andrés Bolón, evacuando el traslado de la demanda, 
y contesta que la marca de fábrica del demandante es esta : (aqoí 
la marca) y la de Lagomarsino tanibien registrada desde muchos 
años es (aquí la marca) ; que cómo resulta de las etiquetas pre- 
sentadas por Bieckert, les puso su marca bajo la figura del 
Bey Gambrinus, mientras que Lagomarsino coloca la suya en 
el tonel en que se apoya la figura mitológica de aquel Bey : 
que el demandante dice que en la etiqueta de Lagomarsino 
están las palabras Lager Bier^ y muchas de las alegorías que 
se ven en la etiqueta usada por Bieckert, pero que eso no es 
la marca. 

Las palabras Lager Bier no pueden servir como marca^ 
pues quiere decir cerveza depositada^ y los incisos 4° y 5^ del 
artículo 2^, dicen que las locuciones ó designaciones pasadas 



DE JUSTICU NACIONAL 401 

al USO general y las usualmente empleadas para indicar la 
naturaleza del producto, no pueden servir de marca de /Ü- 
brtca ; que ana de esas locaciones, es LargerBier, cerveza depo- 
sitada, de qne por cierto no es inventor el señor Bieckert ; que 
las alegorías son pasadas al uso general, mucho antes de ser 
ambos litigantes fabricantes de cerveza ; que Bieckert tenia 
antes una etiqueta completamente diferente y distinta de la 
que usa Lagomarsino ; tenia únicamente su nombre, su marca 
y la figura de Gambrinus. Pero que tampoco la qae ba produ- 
cido se parece á la del demandado sino en el corte, cuya forma 
lo impone el envase, pues son distintos y bien visibles los 
nombres en las dos, y en los dos se indican distintos puntos de 
procedencia, y hasta las alegorías, por forma y distribución 
están diferentes. Termina pidiendo el rechazo de la demanda con 
costas. 

Llamados autos, el Juzgado para mejor proveer, sometió al 
examen pericial del litógrafo Don Guillermo Eraft, las diferen- 
cias ó semejanzas de una etiqueta con la otra, es decir, entre 
la usada por Bieckert y la usada por Lagomarsino. El informe 
pericial corre agregado á foja 26. 

T considerando : 1° Que según las conclusiones periciales del 
litógrafo Eraft, este considera la etiqueta usada por Lago- 
marsino como una imitación de la etiqueta de Bieckert, opi- 
nión fundada en el examen diferencial prolijamente hecho 
por él. 

2^ Que aunque se notan diferencias entre una y otra, en 
cuanto al nombre de los fabricantes y lugar de la fabricación, 
no puede negarse que las penas impuestas á los que violan la 
ley demarcas abarca tanto al que falsifica la marca ó etiqueta, 
como al que la adultera según lo prescrito en el inciso i^ 
artículo 28, título 3^ de la ley de marcas de fábrica y de 
comercio. 

3^ Que como una adulteración en este sentido ha sido esti- 

T. I 26 
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mada en la ley francesa, de la cnal ha sido tomada la 
Argentina, artículo 8°, incisos 1° y 2**, toda imitación qne 
sin ser gráfica importa sin embargo, una imitación de la 
etiqueta que induzca 6 pueda inducir al comprador á enga- 
ño, y en este caso se halla la marca de Lagomarsino, tanto 
según informe pericial como inspección ocular verificada por el 
Juzgado. 

4^ Que bajo este punto de vista no es necesario que concur- 
ran la exacta identidad de nombre de fabricantes^ lugar de la 
fabricación, ni dimensiones y exactitud matemáticas emplea- 
das en los signos y figuras de la etiqueta ; y si solo la impresión 
que impone el conjunto de todas estas circunstancias ; y no 
puede desconocerse que las zonas ó franjas en que se encuen- 
tran divididas esas etiquetas, las somliras 6 colores que las 
hacen resaltar, y las formas ó colores de la impresión de los 
nombres, y los envases, contribuyen en conjunto á establecer 
que Lagomarsino ha pretendido aprovecharse del prestigio 6 
ventajas adquiridas por Bieckert para obtener beneficios ile- 
gales. 

Por estas consideraciones, fallo condenando como condeno á 
Don Antonio Lagomarsino al pago de una multa de doscientos 
cincuenta pesos nacionales, y á la destrucción de las que se 
encuentren en poder de Lagomarsino ó de sus agentes, de con- 
formidad á los artículos 28 y 32 de la ley de marcas de fábrica, 
3on costas al demandado. Fnblíquese y comuniqúese en la for- 
ma de ley^ notificándose original, y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 
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FaIIo de ím SupremA Corte 

Buenos Aires, Junio 30 de 1887. 

Vistos 7 considerando : que del espediente de fojas sesenta 
7 siete á setenta y ana, que para mejor proveer ordenó la Corte 
presentase el demandado Don Antonio Lagomarsino^ consta que 
cada una de las marcas concedidas á este según la patente de 
foja sesenta y ocho, para los objetos que espresa la descripción 
de foja sesenta y nueve, es muy distinta de las que pocos meses 
después se acordaron al demandante Don Emilio Bieckert, y 
corren á foja nueve vuelta ; 

Que de consiguiente, en virtud de dicha patente, el deman- 
dado no pudo legalmente hacer uso de la segunda marca de 
las adheridas á foja dos, que es muy semejante á la primera 
concedida al demandante, y con la que se confunde con la 
mayor facilidad, siendo manifiesto que se ha tratado de imi- 
tarla, como lo demuestra el informe de foja veintiséis. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada, y 
en conformidad al artículo cuarto de la ley de diecinueve de 
Agosto de mil ochocientos setenta y seis, se confirma dicha 
sentencia con costas ; y repuestos los sellos^ devuélvanse, 
entregándose al demandado el espediente de que se ha hecho 
referencia, hajo de recibo en estos autos. 

J. B. GOKOSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO FKIAS. 
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CAUSA liXXYIII 



D, Carlos Sánchez y D. Vicente Vico en recurso directo contra 
un auto de la Cámara de Apelaciones en lo criminal de la 
Capital. 



Sumario. — El auto de la Cámara de Apelaciones én lo Cri- 
miDalde la capital, confirmatorio del del juez del crimen, por el 
cual se declara incompetente para conocer en grado de apelación 
de las resoluciones del Consejo de Higiene, en virtud de la ley 
provincial de Buenos Aires de 17 de Junio de 1877, no autori- 
za el recurso del artículo 14 de la ley sobre jurisdicción de los 
tribunales federales de 14 de Setiembre de 1863, para ante la 
Suprema Corte. 



Caso. — Se explica en la 



VISTA DEL SEfiOn PROCURADOR GENERAL 

Baenos Aires, Janio 21 de 1887. 

Suprema Corte: 

El presente caso es sin duda, original. De la deficiente expo- 
sición de los recurrentes, parecía deducirse : 
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I» Que el Consejo de Higiene les ha impuesto penas , en Tirtud 
de una ley de la provincia de Buenos Aires que considera vi- 
gente. 

2^ Que habiendo interpuesto para ante el juez del crimen la 
apelación que la misma ley autoriza, el señor juez se ha declara- 
do incompetente. 

3^ Finalmente, que habiendo recurrido á la Cámara corres- 
pondiente, esta confirmó la resolución del juzgado del crimen. 
Tendríamos entonces que^el Consejo de Higiene aplica penas 
en virtud de una ley, que el juzgado y la Cámara en lo criminal 
consideran no estar en vigencia, es decir, que no existe, y no es 
tal ley para los tribunales nacionales. 

Los farmacéuticos multados ocurren á Y. E. y preguntan 
¿vale 6 no vale la ley? Si el articulo en que se funda el Consejo 
para castigarnos , agregan, está vigente, debe también estarlo 
aquel que permite apelar para ante el juzgado del Crimen. 

Y no dejan de tener razón, á la verdad, pues no paede consi- 
derarse en vigor una parte de la ley, y otranó. 

La cuestión, empero, ha sido decidida por los qne estaban lla- 
mados á decidirla, y no veo qué intervención quepa en ella i 
V. E. 

No se ha puesto en cuestión la validez de una ley del congreso 
ni de una ley de provincia, bajóla pretensión de ser repugnante 
á la Constitución: los mismos recurrentes lo reconocen. 

El único punto á resolverse es acerca de si la ley de 1877 de 
la provincia de Buenos Aires, debe ó no debe considerarse vi- 
gente en el municipio, en virtud de sü federalizacion. El juzgado 
del crimen y la Cámara han juzgado, sin duda, que la ley que 
organizó los tribunales de la capital, no les daba jurisdicción pa- 
ra rever las resoluciones del Consejo de Higiene; de la misma 
manera que hubieran decidido que un articulo del Código Civil 
dejaba sin efecto alguna disposición del CfVligo de Comercio. 

Su decisión será buena ó será mala; pero no es esta la cuestión 
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que interesa áV. E.pues no afecta principio alguno constitu- 
cional, ni ley alguna del Congreso. 

Objétase que, abolida la apelación, queda sin control el Conse- 
jo. Es fácil observar que es del resorte del Congreso aplicar el 
remedio; y aún más, que si el Consejo impusiere penas en vir- 
tud de una ley que no estuviese en vigor, pueden los damnifica- 
dos buscar la reparación, no acogiéndose á la misma ley, sino 
precisamente porque no está ella en vigencia, deduciendo su ac- 
ción contra el Consejo ante el juez federal, ó de la capital, según 
el caso. 

Ha de servirse Y. E. declarar no haber lugar al recurso dedu- 
cido. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Janio 30 de 1887. 

Con arreglo á lo dispuesto por los artículos catorce y quince 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, y de acuerdo con lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador General en la vista que precede, se declara impro- 
cedente este recurso. Archívese, en consecuencia, previa repo- 
sición de sellos. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ.— 
ULADISLAO frías. —FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — G. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA liXXIX 



El comisionado nacional Dr. /). Pedro A. Garro, contra D, 
José Bernardo Contreras, sobre espropiacion para la via y 
estaciones del Ferro-carril Andino. 



Sumario, — 1* El valor del terreno á espropiarse debe regu- 
larse según el que tendría si la obra por la cual se hace la es- 
propiacion, no hubiera sido efectuada, ni autorizada. 

2^ Para establecer ese valor, debe estarse mas bien á lo que 
estimen peritos nombrados ad hoc, que á las avaluaciones hechas 
para el pago de la contribución directa, ó al precio de la com- 
pra. 

3"* Debe abonarse al espropiado á mas del valor del terreno 
que se le espropia, el de los edificios que se encuentran en él, y 
los perjuicios que se le causan por el fraccionamiento ; mas, no 
el importe de ganancias hipotéticas, que podría tener durante 
un número de años, sí no se le privase del usufructo del terre- 
no espropiado . 



Caso. — Se explica en el 
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Fallo del Jíuez Federal 



San Jaan, Agosto 33 de 1886. 

Vistos estos autos y resultando : que D. Pedro A. Garro, 
como agente del Exmo. Gobierno Nacional, para la espropiacion 
de terrenos para el Ferro-carril Andino en esta Provincia, se 
presentó al Juzgado exponiendo : que no habiendo podido arri- 
bar á un convenio privado con el Sr. José Bernardo €ontreras, 
vecino del Departamento de Desamparados á quien se le espro- 
pia terreno para la via y Estación de dicho ferro-carril, ni 
aceptar el precio de ocho centavos por metro cuadrado de terre- 
no en su propiedad, pedía al Juzgado se sirviese señalar un día, 
de conformidad al artículo 6^ de la Ley de 13 de Setiembre de 
1866, para que compareciesen á nombrar peritos. El Juzgado 
proveyó de conformidad y el dia designado nombraron de común 
acuerdo como peritos á los Sres Manuel G. Quiroga, Basilio Nie- 
vas y Domingo Marón, para que con sujeción á la Ley, avalua- 
sen la espropiacion, quienes, en posesión del cargo, practicaron 
la avaluación de foja 6. Citadas las partes y peritos á compa- 
rendo para conocer del dictamen y manifestándose en la audien- 
cia por el Procurador Fiscal y Agente del Gobierno no estar 
conformes con la avaluación practicada, el Juzgado recibió á 
prueba; cuyo auto y procedimiento seguido fué confirmado por la 
Suprema Corte en su fallo de foja 39. De conformidad á este fa- 
llo fueron nombrados nuevos peritos los Sres. Amando Causinet, 
Francisco D. Aguilar y César Quiroga, quienes en posesión de 
su cargo presentaron la avaluación de foja 57, y llamados á 
comparendo las partes y peritos, por auto foja 83 vuelta, y 
manifestando en él el Agente del Gobierno Nacional ser excesivas 
las partidas 1', 2% 8% 9* y 10*, dando los peritos las explicacio- 
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068 que á ellas se refieren, según todo consta en el^acta de foja 
76 vuelta. Con lo alegado y probado por las partes. 

Y considerando : I"* Que según el artículo 15 de la Ley de 13 
de Setiembre de 1866, los bienes deben regularse por el valor 
que hubieren tenido si la obra no hubiere sido ejecutada ni 
aún autorizada. 

2° Que según las esplicaciones dadas por los peritos refirién- 
dose á la primera partida de la tasación de foja 57, el precio fi- 
jado al terreno que se le espropia al Sr. Contreras es de confor- 
midad á lo dispuesto por la Ley de Espropiacion. 

3^ Que las tasaciones presentadas tanto por el Procurador 
Fiscal como por el Comisionado Nacional, esto es, las avalua- 
ciones hechas en el terreno del Sr. Contreras para el pago de 
Contribución Directa ó Territorial (informe de foja 52 vuelta) ; 
el valor que Contreras pagó por esos terrenos al Sr. Adán Zaba- 
Ua (posiciones de foja 63), y las tasaciones hechas en los terre- 
nos que se llamaban de la Quinta Normal (informe de foja 66), 
no es una prueba que el precio fijado por los peritos á los ter- 
renos que se espropian no sea el verdadero : 1° Porque las 
avaluaciones para el pago de impuestos no (^s siempre el 
justo precio, siendo estas hechas por comisiones de vecinos* 
muchas veces no peritos, por lo que adolecería de los mismos de- 
fectos que se impugnan, y en la disyuntiva debe estarse á la 
avaluación pericial, pues ejerciendo un acto de su profesión, 
su dictamen tiene más autoridad que los que no lo son; 2° Por- 
que tampoco es el precio, porque la propiedad fué comprada 
por Contreras en venta privada, porque siendo hechas estas 
por necesidad del comprador ó vendedor influye para que el pre- 
cio dado sea mayor ó menor, sin quesea el verdadero, el cual lo 
constituye el que corrientemente se puede comprar y vender, y 
este no está probado en autos ; S*' Porque los terrenos fiscales 
de la Quinta Normal fueron avaluados por el Ingeniero prin- 
cipal de Gobierno, según el informe de foja 76, y estando en 
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el Banco Nacional de San Jaan en sas descuentos. Repuestos 
los sellos, devuélvase. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN.— C. S. DE LA TORRE. 



CAUSA liXXX 



Santiago Bolleri Hermanos, coníra el Capitán del vapor inglés 
« Chadovichi», sobre cobro de averías en la carga. 



Sumario. — 1^ El Capitán es responsable délos daños sufridos 
por la carga por culpa grave ó actos de la tripulación, no obstan- 
te cualquier cláusula en coutrario. 

2^ La nota impresa en los conocimientos de ignorar peso j 
contenido, no tiene valor alguno cuando en los mismos conoci- 
mientos se halli consignado el contenido, y cantidad de la 
carga . 
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Coso. — El caso se esplica por el 



Falto del Jíuem Federal 

Buenos Aires, Agosto 13 de 1886 

Vistos estos autos y los agregados para dictar sentencia defini- 
tiva en la demanda promovida por D. Santiago Rolleri y Her- 
mano, contra el Capitán del japor ingles « Gbadoyich », D. An- 
drés Cunnighan, por cobro de averías. 

Resulta: 1^ Que el Capitán demandado trajo & bordo del es- 
presado vapor en el viaje efectuado desde el puerto de Barcelo- 
na á este en el mes de Mayo del año próiimo pasado, un carga- 
mento compuesto de 400 cuarterolas vino blanco seco y 400 
cuarterolas vino de mesa, consignado á los S^^' Rolleri y Her- 
mano. 

^ Que antes de efectuarse la entrega de la carga estando aún 
en las lanchas, se presentaron los consignatarios al Juzgado, 
manifestando que tenían motivos para suponer que la mercade- 
ría Labia llegado coa avería y disminución en el contenido y en 
\ el ntjunero de cascos, por lo que pedían en uso del derecho que 

les confiere el artículo 1246 del Código de Comercio, el rocono- 
cimiento por medio de peritos, y estimación del daño. 

3^ Que decretada y efectuada la pericia con citación del Capi- 
tán Cunninghan,(los peritos nombrados, constataron que efecti- 
vamente había avería en 15 cuarterolas de vino Priorato y en 
12 de vino Seco, procedentes de golpes^ espiches y remoción de 
tapones, estimando el importe del líquido faltante en la canti- 
dad de 462 pesos con ochenta centavos moneda nacional, en la 
forma que espresa el informe de foja 36. 

4^ Que fundado en estos antecedentes á fin de hacer efectivas 
las responsabilidades legales que incumben por ese hecho al Ca- 
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pitan se presentaron los S'<"RolleTi 7 Hermano, entablando con- 
tra él demanda ordinaria, para que en oportanidad se le conde- 
ne al pago de la suma espresada, sus intereses moratorios y las 
costas del juicio (foja 1*", autos corrientes). 

5** Que los S" Stuart Williams y C' representantes del de- 
mandado, contestaron á foja 7 alegando en su defensa, que las 
cláusulas puestas al dorso del conocimiento aceptado por el car- 
gador y que por lo tanto constituye el contrato entre las partes 
se encuentra la de peso y contenido ignorado, en cuyo caso se- 
gun la letra de la última parte del artículo 1206 del Código 
de Comercio, ninguna acción compete al cargador por faltas, 
mermas, roturas, etc., pues cumple el Capitán entregando lo que 
se encuentra dentro del buque, de pertenencia del cargador; 
que, además, otra de las cláusulas del conocimiento establece, 
que el buque no responderá de roturas ni mermas, ni nada, aun- 
que proceda de defectoenlaestiva, de modo que también carece de 
acción BoUeri Hermano por las faltas constatadas en la pericia, 
mientras no se alegue y pruebe que hubo robo ó baratería á bor- 
do; y por último que lo que faltaría de los cascos, que se dice 
son espiches y tapones removidos, no llegaría á 160 pesos, 
mientras que se demanda por valor de 866 pesos 98 centavos, 
provenientes de causas, por las que es absolutamente irrespon- 
sable el Capitán, pidiendo, en consecuencia, la absolución de la 
demanda con costas al actor. 

& Que la causa fué recibida á prueba habiéndose producido 
en el término de ley la que indica el certificado de foja... 

Y considerando : 1^ Que no habiéndose presentado póliza de 
fletamento que determine la ostensión de los derechos y obli- 
gaciones recíprocas de las partes» los conocimientos exhibidos 
de fojas 7y 8(espediente agregado), constituyen la regla ala 
cual deben someterse, como á la ley misma, en virtud de lo dis- 
puesto en los artículos 1192 y 1193 del Código de Comercio. 

2^ Que si bien es cierto que dichos conocimientos llevan la 
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nota impresa que dice, ignorado peso j contenido, consta en los 
mismos qne la carga se componía de 400 caarterolas llenas hasta 
el tapon^ de yino blanco seco, con peso de 48.000 kilos, j 400 
cuarterolas, en igual condición, de mesa, lo que constituye una 
declaración esplícita del Capitán contra la nota impresa, debien- 
do prevalecer aquella, no solamente por contener la enunciación 
de un hecho positivo qae ha requerido la verificación necesaria 
para constatarlo, sino por haber sido puesta indudablemente con 
posterioridad á la cláusula impresa, lo que importa derogar 
esta, de modo que es de ninguna aplicación en el 02lso sub judice 
la disposición contenida en la última parte del artículo 1206 
del Código de Comercio, que el Capitán invoca en su defensa. 

3^ Qne el Capitán es considerado verdadero depositario de la 
carga, conforme á lo dispuesto en el artículo 1076 del Código 
citado, 7 como tal está obligado á su guarda, buen arrumage y 
conservación, respondiendo el buque y flete por los daños que 
sufra, á consecuencia de delito ó culpa del Capitán ó individuos 
de la tripulación, con arreglo alo dispuesto en el artículo 1183 
del mismo Código, de cuya responsabilidad no puede eximirse, 
bí aún por la convención, porque no es lícito pactar sobre el 
dolo y la culpa (artículo 507 del Código Civil). 

4"" Que como uua consecuencia del carácter que inviste el Ca- 
pitán de un buque, desde el momento que recibe la carga á su 
bordo, y de las atribuciones con que le invisten las leyes co- 
merciales, es responsable de los daños que sufra la carga, inclu- 
yéndose los hurtos y cualquiera daño cometido á bordo por indi- 
TÍdüos de la tripulación, conforme lo preceptúa el artículo 1067 
de nuestro Código de Comercio, sin otra escepcion que aquella 
proveniente de vicio propio, fuerza mayor ó culpa del cargador. 

5° Que esta disposición es de orden público, no pudiendo, de 
consiguiente, ser modificada por la convención, porque de lo 
contrarío el más completo arbitrario reinaría en el comercio ma- 
rítimo, dominando la voluntad ó el interés esclusivo de los Capi- 
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tañes, de modo que la clánsala 1* inserta al dorso de los conoci- 
mientos debe interpretarse en armonía con los preceptos legales 
citados 7 por lo tanto, que las partes no han entendido acordar 
al Capitán absoluta esencion de toda responsabilidad, inclaso 
por los actos de dolo, culpa suya 6 baratería de la tripulación, 
sino únicamente los que puedan ser consecuencia material de 
sucesos ágenos á la voluntad humana j al interés que, como 
depositario, debe suponérsele en la guarda de la cosa que se le 
ha confiado, en conformidad á la ley. 

&* Que el examen pericial, corriente á foja 36 (autos agrega- 
dos), practicado con citación del demandado, establece que la 
avería de los cascos que lo motivaron, procede por roturas, por 
golpes, por espiches practicados en los mismos y por remoción de 
los tapones, hechos que por su misma naturaleza acusan y evi- 
dencian la culpa grave y actos de la gente de á bordo, califica- 
dos por la ley de baratería, sin necesidad de la prueba directa, 
que por otra parte es imposible, como lo reconoce el mismo de- 
mandado, porque no se producen espontánea ni naturalmente ; 
quien á su vez no ha presentado testimonio de los asientos de sus 
libros ni de protesta alguna que justifique accidentes de mar á 
los cuales, en parte al menos, pudiera imputarse la avería, ni 
insinuado siquiera que los efectos se hubiesen recibido en malas 
condiciones, debiendo presumirse lo contrario, conforme á las 
prácticas comerciales, acreditadas por el testimonio de tres per- 
sonas idóneas por su profesión para conocerlas, que han decla- 
rado en este juicio. 

7^ Que la misma diligencia establece que el valor déla avería 
es de 462 pesos 80 centavos, que es la suma demandada y no la 
de 866 pesos 98 centavos según cree el demandado, no habién- 
dose demostrado error en esta apreciación, la cual por otra parte 
ha sido aceptada sin observación alguna en su debido tiempo 
constituyendo, por consiguiente, prueba legal, según lo tiene es- 
tablecido la Corte Suprema en la causa registrada en la página 
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154, tomo 7, ^ serie de sus fallos, sin que baste á desvirtuar su* 
Talor, el hecho alegado y no probado, de ignorar el Capitán el 
idioma nacional^ cuando se le notificó su concurrencia al juicio 
pericial, desde que los conocimientos firmados por él están en el 
mismo idioma, lo que hace suponer que lo conoce suficiente- 
mente. 

Por estos fundamentos, fallo, condenando al Capitán Cun- 
ninghan del vapor Chadovich, al pago de la suma de 462 pesos 
80 centavos moneda nacional, con sus intereses moratorios y los 
costos judiciales incluyéndose los de la pericia. Notifíquese ori- 
ginal. 

Virgilio M. Tedin. 



FaU« de la Supreaia Corto 

Buenos Airet. Jalio 2 de 1887. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja sesenta y ocho. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 



J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO FRÍAS. — FEDERICO 
IBARGÜREN. — C. 8. DE LA TORRE. 



T. I 87 
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CAUSA liXXXI 



D. Francisco Barbosa contra D. Salvador Tallata^ por daños 

y perjuicios; sobre litis-pendencia. 



Sumario. — No hay litis-pendencia, cuando no existe identi- 
dad en las acciones deducidas en juicio. 



Caso. — D. Francisco Barbosa demandó á D. Salvador Tallata, 
por danos y perjuicios procedentes de falta de cumplimiento de 
las obligaciones impuestas por un contrato de arrendamiento de 
un campo de propiedad del actor. 



Auto del Jíuez Federal 

San Lnis, Setiembre 2 de 1886. 

Estando inhibido el proveyente para conocer del asunto prin- 
cipal y siendo el que hoy se inicia una consecuencia de aquel, 
pase al señor juez especial á sus efectos. 

Migu£Z. 
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Barbosa pidió revocatoria alegando que el juicio anterior era 
por perjuicios causados por abusos de un sub-arrendatario que 
había extraído leña del campo, mientras que la demanda actual 
era por no haber el arrendatario una vez concluido el arriendo, 
dejado el campo en las condiciones estipuladas, siendo por lo 
tanto distintas las acciones deducidas en uno y en otro juicio. 



Auto d«l Jíuem Federal 

San Luis, Setiembre 16 de 1886. 

Y Tistes : Considerando : 1® Que aún cuando las partes liti- 
gantes en el presente juicio son las mismas del anterior, cuyo 
conocimiento, por inhibición del titular, pasó al suplente de 
turno, con igual rol en ambos é idéntica la materia ú objeto de 
que derivan sus derechos, no es menos cierto que por razón de 
la índole peculiar de uno j otro j de las acciones que en ellas 
se ventilan, son distintas é independientes entre sí las dos de- 
mandas. 

2^ Que esto sentado, la escusacion habida en la una no puede 
tener influencia alguna en la otra, máxime si se atiende á la cau- 
sal que le sirvió de base y á la oportunidad en que fué pro- 
nnnciada; y 

3^ Que de consiguiente, no estando subordinado el segundo 
al primer juicio 6 vice-versa, deben sustanciarse los dos sepa- 
radamente y con absoluta prescindencia de su respectiva tra- 
mitación. Por esto y de conformidad con lo espuesto por los 
interesados, el Juzgado haciendo uso de la facultad que le 
acuerda la ley 2", título 22, partida 3", deja sin efecto por con- 
trario imperio el auto de fecha 2 del corriente; cuya reforma 
se ha solicitado. 

Por lo tanto, y resultando de los antecedentes acompañados 
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7 á que se refiere el primer otrosí del escrito de foja... que esta 
cuestión corresponde, en lo concerniente á las personas, á la 
Jurisdicción Nacional , de la demanda entablada córrase tras- 
lado, por el término de Ley, el que deberá entenderse con el 
apoderado de D. Salvador Tallata, cuya personería se halla 
acreditada con el testimonio de la escritura pública de man- 
dato corriente á foja... Al segundo otrosí del escrito de de- 
manda, á su tiempo . Repóngase la foja. 

P. E. Miguez. 



Tallata opuso la escepcion de litis-pendencia, fundado en el 
juicio pendiente ante el Juez ad hoCy de que se ha hecho re- 
ferencia. 



Falto del Jíuex Federal 



San Lui8| Octabre 1 de 1886. 

Y vistos : Considerando : I*' Que para que proceda la escep- 
cion de litis-pendencia, seria necesario que se dedujera ante este 
Juzgado la misma acción ya radicada y pendiente en otro com- 
petente (art. 73, inciso 3** de la Ley Nacional de Procedimien- 
tos). 

^^ Que esto no ocurre en el presente caso, puesto que la de- 
manda entablada hoy por el S^ Barbosa, contra el S' Tallata, 
sobre indemnización de daños y perjuicios por inejecución de tin 
contrato de término vencido, no lo ha sido antes ni ahora ante 
ningún otro Tribunal, y 

3^ Que el juicio iniciado y aún no fenecido entre los prenom- 
brados señores ante este mismo Juzgado, so versa sobre reclamo 
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de cantidad de pesos, por extraocion indebida de lefias y made- 
ras del campo arrendado, antes de la expiración del respectivo 
contrato, qae el primero sostiene haber efectuado el segando á 
ana snb-looatarios, y él es distinto é independiente del que se 
menciona en el considerando segundo, según lo resolvió el auto 
ejecutoriado de foja 15 vuelta. Por tales fundamentos y los 
aducidos por el actor en descrito de foja 23, no ha lugar, con 

i costas, á la escepcion deducida de litis-pendencia, debiendo por 

lo tanto evacuarse derechamente el traslado pendiente. 

j Al otrosi del mismo escrito, como se pide, pudiendo autorizar 

el acto el escribano Fanelo ú otro funcionario de igual clase. 
Hágase saber y repónganse los sellos. 

¡ 

P. E. Miguez. 



Palto de la Supreaia Corle 

Buenos Aires, Julio 12 de 1887. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja veinte y seis. Repuestos les sellos, devúel 
vase. 



J. DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO FRÍAS. 
— FEDERICO IBARGÚREN. — C. S. 
DE LA TORRE. 
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CAVSA liXXXII 



La Municipalidad de la Capital con la Casa de Ejercicios y 
Hospital de Mujeres, por espropiacion ; sobre otorgamiento de 
escritura. 



Sumario. — La facultad atribuida á los Secretarios de los 
Juzgados de Sección para el otorgamieato de escrituras de ven- 
tas^ que emanen de actas judiciales^ no es esclusiva, y el espro- 
piante puede exigir se haga esta por otro escribano. 



Caso. — Decretada la espropiacion de la finca calle Lorea nú- 
mero 16, en Tirtudde la Ley de 31 de Octubre de 1884, y obla- 
do el precio, el Juez de Sección mandó otorgar la escriturado 
Tenta por el Secretario del Juzgado en su registro de escrituras 
judiciales. 

El Procurador de la Municipalidad reclamó, pidiendo que la 
escritura fuera autorizada por el escribano D. Carlos de la 
Torxe. 
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Fallo del Jíues Federal 



Baenos Aires, Noviembre 26 de 1886Í 

Considerando : 1^ Que la escritura mandada otorgar por el 
actoario, siendo judicial, como es, desde qae nace del presente 
juicio, debe ser otorgada en el Registro que lleva el Secretario 
del Juzgado, como lo prescribe el Reglamento de los Juzgados 
Nacionales. 

^ Que la incompatibilidad que le atribuye la Municipalidad al 
Registro y la actuación no tiene razón de ser en el presente caso, 
si se tiene en cuenta que las escrituras que deben ser autoriza- 
das en este Registro son solamente las que se originan en los 
pleitos pendientes ante el Juzgado. 

3® Que la Ley Orgánica de los Tribunales rige para los Juz- 
gados de la Capital, sin alterar en nada lo estatuido para los 
Juzgados Federales que son Tribunales de escepcion. 

4^ Que en consecuencia de las disposiciones citadas se han 
estendido siempre en el Registro que lleva el Secretario las escri- 
turas de fincas, buques, fianzas, poderes^ créditos y demás ori- 
ginadas en los j uicios . 

Por estas razones y el fundamento aducido en el auto recurri- 
do, no ha lugar á la revocatoria solicitada, y se concede en rela- 
ción el recurso de apelación interpuesto, elevándose los autos en 
la forma de estilo. 

Andrés Vgarriza. 
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WtMm die la Suprema Ciarte 

Baenos Aires, Julio 14 de 1887. 

Vistos : No siendo esclusiva la facultad que la Ley de veinte y 
seis de Agosto de mil ochocientos sesenta y tres, atribuye á los 
Secretarios de los Juzgados de Sección, para el otorgamiento de 
escrituras de ventas que emanen de actos judiciales, y pidiéndo- 
se por el comprador que la escritura de espropiacion sea esten- 
dida por otro Escribano en su Begistro de contratos públicos, se 
revoca el auto apelado de foja sesenta y cuatro vuelta, y previa 
reposición de sellos, devuélvanse. 



J. DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO FRUS. 
— FEDERICO IBARGtREN. — G. S. 
DE LA TORRE. 
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CAUSA liXXXIII 



D. José F. Guerra contra Goyenechea, Bilbao y C*, por det^o- 
lucion de mercaderías y daños y perjuicios; sobre agregación 
de prueban. 



Sumario. — Las pruebas decretadas dentro del término, y 
evacuadas fuera de él sin culpa de la parte, deben ser agrega- 
das á los autos. 



Caso. — En la causa seguida por D. José F. Guerra contra 
Goyenechea, Bilbao y C*" sobre devolución de mercaderías y 
daños y perjuicios, dentro del término probatorio se pidió y 
ordenó la declaración de unos testigos en Dolores, librándose 
exhorto al Juez de I*" Instancia de ese punto. 

El Juez exhortado señaló para la recepción de las declaracio- 
nes dias fuera del término probatorio, y remitió las diligencias 
con dos oficios. 

A uno y otro oficio se dictó el siguiente : 
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i"" El haber obtenido la patente de invención, demuestra la 
falta de temeridad en la demanda interpuesta contra los esplo- 
tadores del invento^ y exime al demandante del cargo de costas 
procesales. 



C<iso. — Se esplica en el 



Fallo del JTuez Federal 

Buenos Aires, Setiembre 11 de 1883. 

T vistos : estos autos, iniciados por D. Baíael González en 
representación de D. Luis Delanoux, patentado para la fabrica- 
ción de una clase especial de ruedas para carruages, que ha 
denominado «ruedas sistema Delanoux )>, contra los señores 
Labourdette, Yignau y C^, á quienes demanda criminalmente, 
por estar construyendo ruedas de su sistema, en contravención 
al privilegio de esclusiva explotación, que le acuerda su patente ; 
de los que resulta : 1® que la demanda, fundada en los pre- 
cedentes enumerados, solicita la aplicación á los demandados 
del máximun de la pena impuesta por el artículo 53 de la Ley 
de Patentes de Invención é indemnización de daños y menosca- 
bos, por los que formaliza la más formal protesta, acompañán- 
dose á ella en forma l«gal, la descripción y patente espedida en 
21 de Agosto de 1878 y certificado de adición, espedido en 7 de 
Setiembre del mismo año. 

^ Que contestada la demanda á foja cuarenta, reproducen 
los demandados lo alegado en sus anteriores escritos de fojas 
diez y seis, treinta y treinta y tres, en todos lo que se opone á 
la demanda la nulidad de la patente obtenida por Delanoux en 



i 
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coatravencion á lo dispuesto por el artículo 46 de la Ley de Pa- 
tentes, por falta de novedad en el invento que lo motiva, afir- 
mando que hace más de 15 años se fabrica dentro y fuera de la 
Bcpública por el sistema de ruedas patentado, como lo. demues- 
tra el catálogo que se acompaña en el folio treinta y seis, y que 
en el Parque se trabaja por el mismo sistema, siendo de allí 
que ha tomado el demandante las instrucciones y modelos, de- 
biéndose al teniente Coronel Bosch el perfeccionamiento que 
han ejecutado de la bocina adherida y rayos separados : protes- 
tan á su vez por los daños y perjuicios, que estiman en la canti- 
dad de tres mil pesos fuertes, atendiendo que por la demanda 
han perdido el encargo de cuatro carruages que tenían en trato 
para Córdoba. 

3® Que recibida la causa á prueba por el auto de foja cua- 
renta y tres, se fijó como punto sobre el que debía versar la 
testimonial c si el sistema de ruedas patentado á favor de DelcH 
noux era conocido y se ejecutaba en el país con anterioridad á 
su patente > . 

^l" Que el actor ha producido como prueba : las posiciones del 
pliego de foja noventa y siete, absueltas por Yignau á foja noven- 
ta y oc&o; por Labourdetteáfoja noventa y nueve ; el reconoci- 
miento de varias cartas y certificados hecho por los testigos Juan 
Moschioo, foja ciento treinta y siete ; Paulino Bichard, foja cien- 
to cincuenta y uno ; Bodolfo Ferrari, foja ciento cincuenta y dos; 
Amadeo Arzac, foja ciento cincuenta y seis; José Aguirre, foja 
ciento cincuenta y ocho; Miguel Yictorica, foja ciento cincuenta • 
y nueve; Pedro Brunet, foja ciento setenta y ocho, y Francisco 
Hue, foja ciento ochenta y cuatro; y los informes : de la oficina 
de Patentes, foja ciento setenta ; del Decano de la Facultad de 
Ciencias Exactas de la Universidad, foja ciento ochenta, y del 
Departamento de Ingenieros, foja ciento noventa y cinco. 

5^ Que los demandados á más de las declaraciones de los va- 
rios fabricantes, que declaran que el sistema patentado, á favor 
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de Delanonx, era conocido en el país con el nombre de sistema 
Americano ó de Ernp, existiendo varios carroages de antigua 
introducción, cuyas ruedas tenían los jugos sujetos por placas 
de hierro j aun de bronce, han presentado dos placas de bronce 
fundidas j turneadas en el país, y con destino á ruedas, y un 
modelo en madera que ha servido para la construcción del car- 
ruage del teniente coronel Bosch, que dio motivo á esta de- 
manda, sobre cuyos objetos han recaído principalmente las 
declaraciones de los diversos industriales que intervinieron 
en su fabricación, presentándose á más el pliego de posiciones 
de foja ciento cuatro, absueltas por Delanoux á foja ciento 
cinco, el informe de los peritos Pedro A. Frend y Jorge 
Bronster, foja setenta y ocho, la declaración del teniente 
coronel D. Francisco Bosch, foja ciento cuarenta y ocho 
vuelta, los informes del Departamento de Ingenieros de fojas 
ciento sesenta y cuatro y ciento sesenta y siete, certificado 
por el actuario de foja ciento sesenta y cinco, duplicado 
presentado por el teniente coronel Bosch, foja ciento setenta 
y dos y espediente agregado de los autos de este último con 
Delanoux. 

T considerando : 1^ Que la patente obtenida por el deman- 
dante no puede comprender sino el invento á que se refiere la 
descripción que acompaña á su solicitud, en cumplimiento 
del artículo 15 de la ley de patentes de Invención, y que en 
esta se espresa <r la invención de estas ruedas sistema Delanoux 
, consiste en dos placas de metal que, á más de abrazar la masa 
unida de una manera sólida, los rayos compactos colocados en 
esta T etc* 

2^ Que de las declaraciones, contestes sobre este punto, de 
los testigos Carlos Marthis, foja cincuenta y dos ; Guillermo 
Fehling, foja cincuenta y seis; Luis María Saavedra, foja se- 
senta y una vuelta^ y Juan Stabler^ foja sesenta y cuatro, re- 
sulta comprobado que han existido en el país, con mucha ante- 
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rioridad á la concesión de la patente, carraages importados de 
los Estados Unidos que responden á estos pantos esenciales de 
la descripción, siendo inútil detenerse á considerar las diferen- 
cias de detalle, que se hace notar con referencia á los materiales 
de la masa j placas y aún la forma del corte j encaje de los ra- 
yos, desde qne ninguna de estas circunstancias entra para nada 
en el invento patentado. 

3^ Que la existencia de las placas encontradas en poder de 
los demandados y que ha justificado plenamente, por las decla- 
raciones de los industriales que intervinieron en su fabricación, 
haber sido modeladas en el país con anterioridad á la solicitud 
de la patente, si bien no establece un hecho concluyente en 
favor de las pretensiones de estos últimos, por cuanto consta 
igualmente que no se llevó adelante la fabricación de las rue- 
das, á que estaban destinadas, no importando en consecuencia, 
una realización del invento patentado sino meros ensayos, esta- 
blece al meaos una presunción de que eran conocidos en el país 
los principios del invento de Delanoux. 

4^ Que prescindiendo de tomarse en cuenta los precedentes 
y conclusiones de los peritos nombrados en el número de dos, 
á solicitud de parte, por auto de foja cincuenta y una 
vuelta, Pedro A. Frend y Jorge Bronster, por cuanto al emitir 
su dictamen, foja setenta y ocho, no han llenado los requsitos* 
que previene el artículo 147 y siguientes de la Ley de Procedi- 
mientos ; omisión que resulta de no haberse presentado al 
Juzgado á examinar las ruedas, que se les presentase, como es- 
taba pedido en el escrito de foja cuarenta y nueve, á lo que se 
defirió por el auto de su nombramiento ; existen en los autos 
otros precedentes que establecen que el invento de Delanoux, 
tal cual resulta de su propia descripción, ha sido suficiente- 
mente publicado en el exterior y ejecutado en el país con ante- 
rioridad á la solicitud de su patente. 

5"* Que de la comparación de los informes expedidos por el 
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Departamento de Ingenieros Civiles, corriente á fojas ciento se- 
tenta j dos 7 ciento sesenta y siete, resolta la convicción de que si 
bien los sistemas de ruedas de C. D. Cook y C% como aparecen 
en sus catálogos en los folios diez y ocho y treinta y seis* 
y el sistema Krupp tienen diferencias importantes con el 
de Delanoux, por cuanto en ninguno de ellos se emplea las 
placas de metal á los objetos que espresa la descripción, es 
decir, para abrazar la masa uniendo de una manera sólida los 
rajos compactos colocados en esta, para impedir penetre en las 
espigas de la masa el aire y la más mínima humedad, no sucede 
lo mismo con el sistema de Jifier y Brach, cuyos dibujos en sus 
catálogos, á los folios doscientos diez y ocho y doscientos diez y 
nueve, « presentan ruedas cuyo sistema consiste en un cubo ó 
masa de madera, en el que se colocan los rayos con una espiga 
especial, como se vé en el dibujo, y para mantenerlos fijos, se 
colocan dos discos de metal que se introducen en una ranura del 
cubo >, por cuanto la forma, espigas y la introducción de los 
discos en el cubo, si bien pueden constituir diferencias con las 
ruedas que construye Delanoux, no las hay con la descripción 
de este para obtener la patente, en la que no se hace mención 
de forma especial de espigas como parte del invento, cuya base 
principal consiste en sujetar los rayos por medio de placas de 
metal para obtener la consistencia y conservación de los rayos. 
6® Que teniendo preséntelos antecedentes de estos autos en que 
se establece que la presentación de Delanoux á la oficina de Pa- 
tentes tuvo lugar en 12 de Agosto de 1878 y el encargo del Co- 
mandante Bosch á Labourdette y Yignau en catorce del mismo, 
es decir, solo dos dias después, la declaración de aquel á foja 
ciento ochenta y cuatro, revela un hecho que, habiendo sido 
confirmado por la parte de Delanoux en su alegato de bien 
probado, es por sí solo decisivo en este asunto ; á saber, que los 
demandados Labourdette y Yignau trabajaron por indicaciones 
é instrucciones del Comandante Bosch, las ruedas que fueron 
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después embargadas, j sobre las que ha versado la presente 
cuestión, habiéndose tomado de un landolet trabajado porDela- 
noux afates de solicitar patente. 

7^ Que comprobado este hecho resulta indudable qué antes 

de ser patentado, j aún antes de solicitar su patente, el mismo 

• 

Delanoux publicaba, ejecutando su invento en el país; siendo 
de aplicación los artículos 1"^, 4^ y 46 de la Ley de Patentes 
en todos los que se exíje la calidad de novedad en el invento 
para ser objeto de una patente válida; y la interpretación como 
la jurisprudencia de los Tribunales en Francia, lo ha estable- 
cido como lo espresa Dalloz, Brevet (Tlnventim, párrafo setenta, 
que importa poco que la divulgación del invento emane de su au- 
tor ó de cualquier olro, pues en uno como en otro caso, la publi- 
cación no dá lugar á la patente, citando á este propósito dos 
resoluciones de la Corte de Douai, y 

9* Que la contrademanda que dedujeron los demandados es- 
temporáneamente en su escrito de foja treinta, no tuvo curso 
ulterior por cuanto habiéndose declarado sin procedencia por el 
auto de foja treinta y ocho vuelta, á solicitud de la contraparte, 
aquellos contestaron derechamente á la demanda á foja cua- 
renta sin insistir en la estación correspondiente, circunstancia 
que ha obstado para que la prueba versase también sobre el 
monto de los perjuicios alegados por los señores Yignau y La- 
bourdette. Por estas consideraciones : fallo estableciendo que el 
demandante D. Luis Delanoux no ha probado su acción contra 
los señores Labourdette y Yignau ; habiéndolo hecho estos cum- 
plidamente respecto á la excepción de falta de novedad en el in- 
vento patentado á favor de aquel. En su consecuencia, de acuerdo 
á los artículos 1®, 4**, 46 y 51 de la Ley de Patentes de Invención, 
deoláranse nulos la Patente de Invención y certificado de adición 
expedidos á favor de D. Luis Delanoux bajo los números doscien- 
tos doce y doscientos quince, parala construcción de ruedas de- 
nominadas «sistema Delanoux», y á los demandados libres de 

T, I 2H 
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todo cargo por la demanda y en libertad para continuar la explo- 
tación de ruedas con placas para sujetar los rayos, quedando ade- 
más á salvo sus derechos para dirijir su acción de daños y per- 
juicios originados por la demanda, y cuyo monto no suministran 
antecedentes los autos para establecer, y á cargo del deman- 
dante las costas del juicio; repónganse los sellos^ notifíquese con 
el original y llágase saber, comunicándose esta resolución al Co- 
misario de Patentes á los objetos que previene el artículo 52 
de la Ley respectiva. 

Andrés Ugarriza. 



Fallo de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Julio 19 de 1887. 

Vistos : en lo principal, se confirma por sus fundamentos, la 
sentencia apeladada de foja doscientos ochenta y cuatro ; y se 
revoca en cuanto condena al pago de costas é indemnización de 
daños y perjuicioss, en atención á que el demandante no ha 
procedido con temeridad, y ha usado del derecho que le confería 
la patente que le fué acordada por la correspondiente oficina. 
Previa reposición de sellos, devuélvanse. 



J. B. GOROSTUGA. — J. DOMÍNGUEZ. 
ULADISLAO FRIAS. 
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Sumario, — i^Las tachas á los testigos^ deben oponerse y 
probarse dentro del término probatorio. 
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D. Antonio E. Suarez, yD. Esteban F. Achinelli, en recurso 
contra la Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Capital ; por 
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Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Capital, un titulo de Escri* 
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no se llenen las condiciones de examen y demás formalidades 
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2o La cuestión sobre cuál de los Poderes Públicos de la Pro- 
vincia debe imponerlo, está regida por la Constitución local, y no 
pertenece á la Suprema Corte resolverla. 

3» La ordenanza municipal, mandando se continúe percibiendo 
dicho impuesto hasta tanto la Legislatura se espida sobre el par- 
ticular, y la ley posterior aprobando dicha ordenanza, no son con- 
trarias á la Constitución Nacional 83 



CAUSA XV 

D. Guillermo Seeckamp, contraía Municipalidad de la Concep- 
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priva á los jueces locales de la jurisdicción que les corresponde 
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den sustraerse de esa jurisdicción^ y solamente pagando ^;on la 
correspondiente protesta, pueden ocurrir á los jueces de su fuero 
para pedir la devolución de lo indebidamente pagado, ó bien á la 
Suprema Corte, por el recurso establecido en el articulo 14 de la 
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prescrito por el artículo 116 de la ley Nacional de Procedimientos. 
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Sumario. — La obligación de pagar el flete en francos, á tasa 
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Sumario. — La rectificación de un error que no es de los de- 
terminados en el artículo 1058 de las Ordenanzas de Aduana, 
hecha después de ordenada la verificación, no exime de la pena 
eitablecida por el artículo 930 de las mismas 120 
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Sumario, — 1» La demanda entablada por un Procurador Fis- 
cal de Provincia, con poder especial del gobernador de la misma, 
debe considerarse como entablada por la Provincia. 

2** No constando que dicho Procurador, demandando á un 
vecino de la Capital ante los tribunales ordinarios» tuviera poder 
para prorogar la jurisdicción de estos, el conocimiento de la de- 
manda corresponde á la Suprema Corte 148 
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i"* El hecho de haber uno de los arbitros dictado su laudo, sin 
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sa de su cargo, que autoriza á las partes á pedir el nombramien- 
to de otro que lo reemplace, y las costas contra el renunciante, 
pero no como causa de imposibilidad para proseguir el juicio ar- 
bitral 153 
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petencia. 
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OUman y C* contra la empresa del Ferro-Carril Oeste Santafe- 
cino, sobre entrega de mercaderías. 
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para recibirlas, se reputa hecha una vez que consta su entrada en 
los libros de aquel, y el sello que en las prácticas del mandatario 
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Sumario. — 1*" Los delitos de robo y falsificación de moneda, 
están comprendidos en el tratado de estradicion de la República 
con el imperio del Brasil. 

2o Procede la estradicion siempre que se acompañe copia au- 
téntica de las disposiciones penales relativas, del auto de pri- 
sión y sentencias condenatorias, en su caso, y la filiación de los 
procesados 172 



446 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA XXXII 

PágÍDftt 

D. Amonio Santa María, contra D. Carlos Casado ; sobre fianza 
de arraigo. 

Sumario. — No procede la fianza de arraigo, contra el que se 
ausenta dejando representante legal y bienes raices suficientes 
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D. Francisco A. Bellizia, contra D. Miguel Forcella, por resci- 
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Sumario. — La demanda na contestada sobre cumplimiento de 
contrato de subarriendo, no puede fundar la escepcion de litis 
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delaCapiUl 184 
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La Municipalidad de la Capital, contra D. Vicente Ortega, por 
expropiación ; sobre otorgamiento de escritura. 

Sumario. — El adquirente de la cosa espropiada, puede elejir 
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D. Florencio E. Barón, contra D. Manuel Honteavaro, por co- 
bro de pesos ; sobre pruebas. 

Sumario. — l^No habiendo omisión ó culpa imputable á la parte 
pueden legalmente recibirse fuera del término probatorio, las 
pruebas pedidas en tiempo, dentro de dicho término. 

2^ No es necesario para ese objeto pedir próroga del término 
j la solicitud de próroga, hecha con este fin, después de vencido 
es improcedente 188 

CAUSA XXXVII 

D. Florentino Vocos^ contra Rodolfo Parodi y C', por cobro de 
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que el actor pretende que se le debe « 190 

CAUSA xxxvin 
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principio constitucional, ni ley de la Nación 193 
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Sumario. — Las cuestiones relativas á una sociedad mercantil 
entre los litigantes, deben resolverse por arbitros 196 

CAUSA XL 

D. Francisco Bollo contra D. Ernesto Amadey ; sobre cobro de 
pesos fuertes. 

Sumario, — Las obligaciones contraídas á pesos fuertes, antes 
de los decretos y ley sobre inconversion, deben ser satisfechas 
en oro, ó en billetes de curso legal, por su valor corriente en 
plaza 199 

CAUSA XLI 

* El capitán D. Carlos G. Sodedund de la barca rusa Hiphigeníaj 
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ción de cuentas; sobre aumento de término probatorio. 

Sumario. — El aumento del término probatorio por las pruebas 
que han de producirse fuera del asiento del Juzgado, pero dentro 
del territorio de la República, está comprendido en el término 
ordinario y puede pedirse dentro de él 210 

CAUSA XLIII 

Contra los Conjueces del Departamento de Costa Alta^ por in- 
fracción de la ley nacional de elecciones. 
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Sumario. — i<» El no haber concurrido los conjaeces nombra- 
dos al local destinado para la instalación de la mesa receptora de 
Totos, en el dia fijado para las elecciones nacionales, constituye 
una infracción de la ley nacional de elecciones. 

2* La pena que dicha ley impone por tal infracción, puede ser 
disminuida, en vista de circunstancias atenuantes 212 

CAUSA XLIV 

Contra D. Nicolás Sandes, Intendente General de Policía de 
San Juan ; sobre infracción de la ley nacional de elecciones. 

Sumario. — La detención injustificada de ciudadanos, durante 
el dia de las elecciones nacionales, impidiéndoles de este modo 
concurrir aellas, importa una infracción déla ley nacional de elec- 
ciones, prevista y penada por el articulo 69 de la misma 218 

CAUSA XLV 

D. Dermidio Carranza, contra D. Elias Godoy y D. Carlos M. 
Godoy, por cobro de pesos ; sobre nulidad de una notificación. 

SunMrio. — La notificación hecha en el domicilio consentido 
en que se han hecho otras no observadas, y practicada con cédula 
dejada á un vecino, por falta de otras personas con quienes pudiera 
entenderse, debe considerarse como válida 225 

CAUSA XL\I 

El Dr. D. Julio Sánchez Viamonte, en recurso contra la Supre- 
ma Corte de Justicia de Buenos Aires; sobre suspensión del 
ejercicio de su profesión de abogado. 

Sumario. — La suspensión del ejercicio de la profesión de abo- 
gado, ordenada por un tribunal de Provincia, no dá lugar al 
recurso del artículo 14 de la ley sobre jurisdicción y competencia 
de los tribunales nacionales 229 

T. I ^ 
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D. Ignacio Goyena, contra D. Gasinníro Gómez, por cumplimien- 
to de un contrato ; sobre incompetencia. 

Sumario, — El juez del lugar es competente para conocer de 
la causa sobre cumplimimiento de un contrato de locación de un 
inmueble sito en dicho lugar 233 



CAUSA XLVín 

Doña Mercedes L. de Paz, contra D. José Píceo, por interdicto 
de obra nueva ; sobre demolición é indemnización de pérdidas é 
intereses y costas. 

Sumario. — En el interdicto de nueva obra, el demandado que 
resulta haber invadido la posesión ajena, debe ser condenado á la 
demolición y á la indemnización de las costas, pérdidas é intere- 
ses causados por su culpa 235 



CAUSA 3ÍLIX 

Doña Mercedes S. de Levingston, contra D. Rosario Domínguez ; 
sobre reivindicación. 

Sumario. — 1* Antes de la vigencia del Código Civil, la escri- 
turación no era una condición esencial á la validez de la compra 
de bienes raices. 

2* Probada la existencia y ejecución de la compra, por medio 
de declaraciones de testigos, la presunción de buena íé, no des- 
virtuada por circunstancia alguna, á favor del comprador, y la 
posesión continua por más de diez años por dicho titulo de com- 
pra bastan para dar por comprobada la prescripción de adquirir. 237 
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D . Nicanor Flores^ contra la Sucursal del Banco Nacional de 
Salta ; sobre cange de acciones y pago de dividendos. 

Sumario. — Resultando que la cosa demandada ha sido ofre- 
cida antes y después de la demanda, corresponde absolver de esta 
al demandado 246 
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Hallman y C', contra Pérez y Corti, por falsificación del bitter 
Femet Branca; sobre falta de personería. 

5iifnarío. — La cuestión de la validez ó nulidad de la cesión , en 
cuya virtud el actor se presenta reclamando los derechos que le 
son propios, afecta al fondo de su derecho, y no á su personería. 249 

CAUSA UI 

D. Felipe Borches, contra la Provincia de Entre Rios, por nuli- 
dad de una resolución del Poder Ejecutivo ; sobre incompe- 
tencia. 

Sumario. — La Suprema Corte carece de jurisdicción para co- 
nocer de la nulidad ó validez de una resolución del Poder Ejecu- 
tivo de una Provincia, relativa á la distribución de sus tierras pú- 
blicas 255 
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D. Reginaldo Labarthe, contra la Provincia de Buenos Aires, por 
cumplimiento de venta de tierra pública ; sobre incompetencia. 

Sumario. -— Corresponde á la Suprema Corte conocer en las 
acciones civiles deducidas contra un gobierno de Provincia por un 
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vecino de la Capital, sobre entrega de un campo comprado á dicho 
gobierno 270 

CAUSA LIV 

Los saladeristas Podeslá, Bertram, Anderson, Ferrer y otros 
contra la provincia de Buenos Aires; sobre indemnización de da- 
ños y perjuicios. 

Sumario. — 1^ Nadie puede tener un derecho adquirido de 
comprometer la salud pública, con el uso que haga de su propie- 
dail, y especialmente con el ejercicio de una profesión ó industria. 

2^ La autorización de un establecimiento industrial, está siem- 
pre fundada en la presunción de su inocuidad^ y no obliga al go- 
bierno que la concedió, cuando esa presunción ha sido destruida 
por los hechos. 

3° El decreto de 1 4 de Febrero de 1 87 1 , del gobierno de Buenos 
Aires, y la ley de esa provincia de 6 de Setiembre del mismo año, 
retirando á los saladeros establecidos en Barracas la autorización 
para continuar en ese punto, por exigirlo así la salud pública, no 
son contrarios á la Constitución, ni atacan el derecho de propie- 
dad 273 

CAUSA LV 

D. Nicasio Oroño^ contra Doña Elena R. de los Santos, por de- 
salojo y pago de arrendamientos ; sobre deserción de recurso. 

Sumario. — La renuncia del apoderado del apelante no suspen- 
de el curso del término establecido por la ley para mejorar el 
recurso de apelación, y acusada la rebeldía por el apelado, debe 
aquel declararse desierto 285 

CAUSA LVI 

El Dr. D. Castor Figueras reclamando de un decreto del Poder 
Ejecutivo Nacional. 
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Sumario. — No corresponde á la Suprema Corle conocer en 
un decreto del Poder Ejecutivo Nacional destituyendo aun juez 
letrado de un territorio nacional nombrado en comisión 288 



CAUSA LVII 

Contienda de competencia entre el juez de Comercio de la Ca- 
pital, y el de 1^ instancia de La Plata, en la ejecución seguida con- 
tra D. Severíno Larrondo. 

Sumario. — El juez de Comercio de la Capital, es competente 
para conocer en la ejecución fundada sobre un pagaré á la orden, 
otorgado en Buenos Aires, pero no para ejecutar la propiedad 
embargada en dicha ejecución, perteneciente á la testamentaria 
de la esposa del ejecutado, radicada ante un juez de la provincia 
de Buenos Aires 290 



CAUSA LVIII 

D. Eliseo Acevedo, contra el coronel D. Francisco Bosch^ Gefe 
de Policía de la Capital, por daños y perjuicios ;■ sobre compe- 
tencia. 

Sumario. — Corresponde á los tribunales federales conocer en 
la acción de daños y perjuicios procedentes de actos ejecutados en 
comisión de una de las Cámaras del Congreso Nacional 296 

CAUSA LIX 

D. Julio Calderón^ contra D. Juan Casazza, sobre cobro de 
pesos. 

Sumario. — Presentada una cuenta de cargo por una cantidad 
de clase de ladrillo, y un recibo de la misma cantidad y clase, 
con igual fecha de la déla cuenta^ debe presumirse que ambos- 
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« 

P&gínat 

documentos se refieren á un solo é idéntico material, siendo el 
segundo un comprobante de las partidas de carga de la primera. . 300 



CAUSA LX 

Honoré y Bowen, contra la provincia de Buenos Aires ; sobre 
escrituración de un contrato. 

Sumario, — 1<* Puesta en duda la eficacia de un acto^ no puede 
ocurrirse á la jurisdicción arbitral convenida en él^ mientras no 
se decida la validez legal de aquel acto, por los tribunales com- 
pelentes. 

2o El demandado que ha reconocido la personería del deman- 
dante en una negociación, no puede desconocerla en el juicio á 
que dicha negociación da origen. 

3° Un contrato celebrado con el Poder Ejecutivo, con la cali- 
dad de ser reducido é escritura pública, después de aprobadas 
sus cláusulas por la Lejislatura, no produce efecto alguno, mien- 
tras no se promulgue la ley de su aprobación 307 



CAUSA LXI 

D. Eduardo Pereda, contra D. Antonio Raimondi ; sobre demo- 
lición y reconstrucción de pared divisoria. 

Sumario. — 1^ La pared medianera que no puede soportar la 
mayor altura que se le quiere dar, puede ser demolida y recons- 
truida» sin que el vecino tenga derecho á reclamo por las inco- 
modidades de la reconstrucción . 

%" La demolición y reconstrucción debe ser á costa del que 
quiera alzarla. 

3"* Sí la pared antigua había sido hecha á costa del vecino, este 
no puede reclamar el pago de la mitad de su costo, y solamente 
tiene derecho á retirar los materiales de la pared demolida 320 



DE JUSTICIA NACIONAL 455 



CAUSA Lxn 

Pfcginai 

D. Garlos Casado contra D. Miguel T. Salas, y la provincia de 
Córdoba ; sobre reivindicación de un campo. 

Sumario. — i* Por el articulo 6"* del compromiso arbitral cele- 
brado en 5 de Hayo de 1881, entre las provincias de Buenos Ai- 
res, Córdoba y Santa Fé, dichas provincias renunciaron en su in- 
terés reciproco, y en el de sus causa-habientes, los derechos de 
propiedad sobre los terrenos legítimamente enajenados antes del 
mencionado compromiso, que pudieran serles adjudicados por el 
laudo. 

2^ Las ventas hechas de tales terrenos por las provincias adju- 
dicatarias después del laudo, no son hábiles para transferir á los 
compradores el dominio que habían perdido por dicha renuncia.. 322 



CAUSA Lxin 

D. Eduardo Lascano, contra D. Cipriano Archimbaud, sobre 
cumplimiento de contrato. 

Sumarío. — 1® La falta del comprador en recibir la cosa com- 
prada, no produce por si sola la resolución del contrato de compra. 

2<* El pago de la pena establecida en el contrato, no exime de 
su cumplimiento, sino en el caso en que esto se hubiese espre- 
samente convenido 329 



CAUSA LXIV 

D. Cuno H. Kandel y D. Miguel T. Salas, y por ellos la provin- 
cia de Córdoba, contra D. José F. Fernandez, sobre oposición á 
una mensura. 

Sumario. — i^ Por el articulo 6® del compromiso arbitral cele- 
brado en 5 de Marzo de 1881, entre las provincias de Buenos Ai- 
res, Córdoba y Santa Fé, estas renunciaron al dominio de los ter- 
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PigiOftt 

renos legítimamente vendidos, que pudiesen resultar dentro de 
su jurisdicción . 

i^ La venta de los mismos, hecha por la provincia adjudicata- 
ria después del laudo^ no puede perjudicar los derechos de los 
compradores anteriores, y la mensura mandada hacer, á conse- 
cuencia de esa venta, no debe incluir la parte, vendida á estos úl- 
timos 340 



CAUSA LXV 

D. Eugenio Terrasson, y por él la provincia de Córdoba, contra 
los señores Casey yRunciroan, sobre oposición auna mensura. 

Sumario. — 1» Después del laudo arbitral dictado por la Su- 
prema Corte, en virtud del compromiso celebrado en 5 de Marzo 
de 1881, entre las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa 
Fé, estas no han podido vender válidamente los terrenos enajena- 
dos legítimamente antes del compromiso, por las provincias que 
no resultaron adjudicatarias de ellos ; en virtud del articulo &^ 
del citado compromiso arbitral. 

2* La mensura mandada hacer á consecuencia de la venta que 
de tales terrenos hubiese hecho después del laudo la provincia 
adjudicataria, no puede comprenderlos 347 

CAUSA LXVI 

D. José T. Barbosa contra D. Alfredo Lafíont; sobre rendición 
de cuentas. 

Sumario, — 1® El que administra bienes ágenos tiene obliga- 
ción de rendir cuenta instruida y documentada de los intereses 
que tuvo á su cargo. 

2® Dicha obligación no se prescribe por el término de dos años 
una vez que ha sido probada por prueba de confesión é instru- 
mental 350 
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CAUSA LXVII 

D. Juan T. Segura, contra D. Pedro San Germes, por cobro de 
impuestos municipales ; sobre competencia. 

Sumario. — La demanda en que no es parte la Municipalidad 
ni ninguna otra autoridad provincial, aunque sea por cobro de 
impuestos, corresponde al conocimiento de la justicia federal, si 
se entabla por el cesionario de esos impuestos, argentino contra 
un extranjero 355 



CAUSA LXVIll 

El Dr. D. José Francisco López, contra la provincia de Buenos 
Aires, por reivindicación de un terreno ; sobre competencia. 

Sumario, — El domicilio de una persona que tiene establecida 
su familia en un punto y sus negocios en otro, es el del primer 
punto 360 



CAUSA LXIX 

' D. Conrado vomBmster, por la Compañía Lloyd Norte-Aleman, 
contra D. Enrique Bonifacio, por cobro de pesos; sobre persone- 
ría y arraigo. 

Sumario. — No puede oponerse faltado personería y arraigo á 
un agente de Compañía de vapores, que tiene poder de esta, y 
reside eu el lugar del juicio , 362 

CAUSA LXX 

HooreyTudor,'contra Santiago Mezzera Hermanos, por falsifica- 
ción del cognac Martell ; sobre diligencias probatorias. 
Sumario. — 1^ La compulsa de libros debe limitarse á partidas 



458 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Pifinas 

y asientos determinados, que tengan relación con el punto 6 cues- 
tión de que se trata . 

i^ No pueden admitirse como pruebas en un juicio las declara- 
ciones de testigos y posiciones producidas en otro juicio. 

3® El testigo presentado en tiempo, cuya declaración no ha po- 
dido ser presentada el dia señalado, por haber estado enfermo, 
puede y debe ser examinado con arreglo al articulo 139 del Código 
de Procedimientos 364 



CAUSA LXXI 

Mallmann y C* contra Santiago Mezzera hermanos, por falsifica- 
ción del bitterFernet Branca; sobre diligencias probatorias. 

Sumario. — 1<» La compulsa de libros debe limitarse á partidas 
y artículos determinados que tengan relación con el punto ó 
cuestión de que se trata. 

S"" No pueden admitirse como pruebas en juicio las declaracio- 
nes de testigos y posiciones producidas en otro juicio. 

3"* El testigo presentado en tiempo, cuya declaración no ha 
podido ser prestada el dia señalado, por haber estado enfermo el 
testigo, puede y debe ser examinado, con arreglo al articulo 139 
del Código de Procedimientos 371 



CAUSA LXXII 

Contienda de competencia negativa entre el Juez Federal de 
Corrientes, y el Juez Letrado del territorio nacional de Misiones, 
en la causa criminal por homicidio de Ireneo Rodríguez, impu- 
tado á Gregorio Pomar. 

Sumario. — Corresponde al Juez Letrado del territorio de Mi- 
siones el conocimiento y resolución de las causas por delitos 
cometidos dentro de dicho territorio, y deben remitírsele los obra- 
dos por otro juez, cualquiera que sea el estado de ellos 374 
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CAUSA LXXIII 

Pftginaa 

D. Enrigio Coca, y por él la provincia de Córdoba, contra los 
señores Casey y Runcinam ; sobre oposición auna mensura. 

Sumario. — 1* Por el articulo 6* del compromiso arbitral cele- 
brado el 5 de Marzo de i 881 entre las provincias de Buenos Aires, 
Córdoba y Santa Fé, estas renunciaron al dominio de los terrenos 
legítimamente vendidos que pudiesen resultar dentro de su juris- 
dicción. 

iP La venta de los mismos, hecha por la provincia adjudica- 
tana después del laudo, no puede perjudicar los derechos de los 
compradores anteriores, y la mensura mandada hacer á conse- 
cuencia de esta venta, no debe comprender la parte vendida á 
estos últimos 382 



CAUSA LXXIV 

Doña Ricarda Silva de Peralta contca D. Juan Bolling, por en- 
trega de una fmca ; sobre embargo preventivo y suspensión de jui- * 
ció de desalojo. 

Sumario. — Sin escritura pública ú otra prueba fehaciente, no 
procede el embargo preventivo de un inmueble, ni la suspensión 
del juicio de desalojo 389 



CAUSA LXXV 

D. Carlos Juan Rodríguez, por Ignacio Pereay C*^, contra D. San- 
dalio Ferreyra^ por cobro ejecutivo de pesos ; sobre competencia. 

Sumario. — La muerte de un socio no impide que la razón so- 
cial continúe las gestiones iniciadas en vida de él, ante el juez 
competente que conoce en ellas 391 
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CAUSA LXXVI 

Piginac 

Doña Francisca Lemoing de Salinas contra D. José Rossi y D. 
Enrique Mascetti, sobre cobro de daños y perjuicios, y pago de 
costas judiciales. 

Sumario. — 1° No habiéndose probado ia existencia de los da- 
ños, no procede la acción por indemnización de los mismos. 

i^ El demandado que se ha negado indebidamente á abonar 
cantidad alguna por razón de obras que estaba obligado á hacer y 
que resulta condenado á pagar, es responsable de las costas pro- 
cesales 395 



CAUSA LXXVIl 

D. Emilio Bieckert contra D. Antonio Lagomarsino, sobre falsi- 
ficación de marca de fábrica. 

Sumario. — El uso de una marca muy semejante á la de otro, 
y con la que pueda fkilmente confundirse, constituye una infrac- 
ción de la ley sobre marcas de fábrica, y somete á su autor á las 
penas señaladas por dicha ley 399 

CAUSA Lxxvm 

D. Carlos Sánchez y D. Vicente Vico, en recurso directo contra 
un auto déla Cámara de Apelaciones en lo criminal de la Capital. 

Sumario, — El auto de la Cámara de Apelaciones en lo crimi- 
nal de la Capital, confirmatorio del del Juez del Crimen, por el 
cual se declara incompetente para conocer en grado de apelación 
de las resoluciones del Consejo de Higiene, en virtud de la ley 
provincial de Buenos Aires de 17 de Junio de 1877, no autoriza el 
recurso del articulo 14 de la ley sobjre jurisdicción délos tribuna- 
les federales de 14 de Setiembre de 1863, para ante la Suprema 
Corte 404 
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CAUSA LXXIX 

P&finu 

El comisionado nacional, Dr. D. Pedro A. Garro, contra D. 
José Bernardo Gontreras, sobre espropiacion para la vía y esta- 
ciones de) Ferro-carril Andino. 

Sumario, — i^ El valor del terreno á espropiarse debe regu- 
larse según el que tendría si la obra por la cual se hace la espro- 
piacion no hubiera sido efectuada ni autorizada. 

2<* Para establecer ese valor, debe estarse más bien á lo que 
estimen peritos nombrados ad hoc, que a las avaluaciones hechas 
para el pago de la contribución directa, ó al precio de la compra. 

3<* Debe abonarse al espropiado, á más del valor del terreno 
que se le espropia, el de los edificios que se encuentran en él, y 
los perjuicios que se le causan por el fraccionamiento, mas no el 
importe de ganancias hipotéticas que podría tener durante un nú- 
mero de años, si no se le privase del usufructo del terreno espro- 
piado '..... 407 



GAUSA LXXX 

Santiago Bolleri Hermanos contra el capitán del vapor inglés 
Chadovick, sobre cobro de averias en la carga. 

Sumario. — i^El capitán es responsable de los daños sufridos 
por la carga, por culpa graveó actos de la tripulación, no obstante 
cualquier cláusula en contrario. 

i^ La nota impresaen los conocimientos, de ignorar peso y con- 
tenido, no tiene valor alguno cuando en los mismos conocimien- 
tos se halla consignado el contenido y cantidad de la carga.... 412 

CAUSA LXXXI 

D. Francisco Barbosa contra D. Salvador Tallada, por daños y 
perjuicios ; sobre litis-pendencia. 
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Páginas 

Sumario, — No hay litis-pendencia cuando no existe identidad 
en las acciones deducidas en juicio 418 

CAUSA Lxxxn 

La Municipalidad de la Capital con la casa de Ejercicios y Hos- 
pital de Mujeres, por espropiacion ; sobre otorgamiento de escri- 
tura. 

Sumario. — La facultad atribuida á los Secretarios de los Juz- 
gados de Sección para el otorgamiento de escrituras de ventas, 
que emanen de actas judiciales, no es esclusiva, y el espropiante 
puede exigir se haga esta por otro escribano 422 

CAUSA Lxxxm 

D. José F. Guerra contra Goyenechea, Bilbao y C<^, por devolu- 
ción de mercaderías y daños y perjuicios ; sobre agregación de 
pruebas. 

Sumario. — Las pruebas decretadas dentro del término, y eva- 
cuadas fuera de él sin culpa de la parte, deben ser agregadas á los 
autos 425 

CAUSA LXXXIV 

D. Luis Delanoux contra Labourdette, Vignau y G*, sobre falsi- 
ficación de un invento. 

Sumario. — i^ La falta de novedad y la publicación anterior 
del invento, aún hecha por el mismo inventor, anula la patente 
que este haya obtenido con posterioridad. 

S** El haber obtenido la patente de invención, demuestra la 
falta de temeridad en la demanda interpuesta contra los esplota* 
dores del invento, y exime al demandante del cargo de costas pro- 
cesales 427 
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ÍNDICE ALFABÉTICO 



DE LAS MATERIAS CONTENIDAS EN ESTE TOMO I 



Abogado. — Su suspensión en el ejercicio de la profesión, ordenada 
por un tribunal de provincia, no da lugar al recurso del 
articulo 14 de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Federales. Página 229. 

Aeeüm. — Véase : Vendedor. 

Acción pertonál. — Lo es la por cobro de pesos, procedente del con- 
trato de venta de un inmueble. Página 57. 

AccUm sumaria. — Yéase: Yím de hecho. 

Acdonet y derechos. —Véase: Vendedor. 

Ado ilícito. — No lo hay punible para los electos civiles, sin la prueba 
de haberse causado un peijuicio susceptible de apreciación 
pecuniaria. Página 138. 

Adminiitracion de bienes ajenos. — Véase: ifendtcton de cuentas. 

Arbitros. — Para responsabilizarlos por los daños procedentes de ha- 
ber dejado transcurrir voluntariamente el plazo del compro- 
miso sin dictar sentencia, es preciso que medie gestión de 
los interesados para obligarlos á sentenciar. Página 153. 
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Arbitros. — El hecho de haber uno de los arbitros dictado sa laudo 
sin formar tribunal, puede considerarse como una renuncia 
sin causa de su cargo, que auloriza á las partes á pedir el 
nombramiento de olro que lo reemplace, y las costas contra 
el renunciante, pero no como causa de imposibilidad para 
proseguir el juicio arbitral. Página 153. 

Arbitros. — Deben resolverse por ellos las cuestiones relativas á una 
sociedad mercantil, entre los litigantes. Página 196. 

Arbitros. — Puesta en duda la eficacia de un acto, no puede ocurrirse 
á la jurisdicción arbitral convenida en él, mientras no se 
decida la validez legal de aquel acto, por los tribunales com- 
P0tente8. Página 307. 

Arraigo. — Véase : Fianza de arraigo. 

Arraigo. — No puede oponerse, como tampoco falta de personería á 
un agente de compañía de vapores que tiene poder de este y 
remide en el lugar del juicio. Página 362. 

Auto apelable. — Lo es el que no hace lugar á la citación de eviccion 
en un juicio de interdicto, reservando proveer sobre ella 
después de verificado el comparendo de las partes. Página 34. 

Auto apelable. — Lo es el que hace lugar á la entrega al espropiado 
del dinero cuyo depósito se alega por el espropiante haber 
quedado sin objeto. Página 125. 



B 



Bienes raices. — Véase : Compra de bienes raices. 



Cámara de Apelaciones. — Véase : Suprema Corte. 
Cámaras del Congreso. — Véase : Justicia Federal. 
Capitán. — Es responsable de los daños sufridos por la carga^ por 
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culpa grave 6 actos de la tripulación, no obstante cualquier 
cláusula en contrario. Página 412. 

Citación, — Es nula la hecha contra lo dispuesto por el articulo 63 de 
la ley de Procedimientos. Página 112. 

Cilacicnde evicdon. — Véase: Evicdon. 

Competencia. — Véase: Jaez de Comercio. 

Compra de bienes raices. — Antes de la vigencia del Código Civil, la 
escrituración no era una condición esencial para su validez. 
Página 237. 

Compra de bienes raices. — Probada la existencia y ejecución de la 
efectuada antes del Código Civil, por medio de declaraciones 
de testigos, la presunción de buena fé, no desvirtuada por 
circunstancia alguna á favor del comprador, y la posesión 
continua por más de diez años á titulo de compra bastan 
para dar por comprobada la prescripción de adquirir. Pá- 
gina 237. 

Comprador. — Su falta en recibir la cosa comprada, no produce por 
si sola la resolución del contrato de compra. Página 329. 

Comprador. — Véase: Vendedor. 

Compulsa. — Véase: Correspondencia. 

Compulsa de libros. — Debe limitarse á partidas y asientos determi- 
nados, que tengan relación con el punto ó cuestión de que 
se trata. Páginas 364 y 371. 

Conjueces de la Suprema Corle. — Acuerdo nombrándolos para el 
año 1888. Página 9. 

Conocimientos. ^ La nota impresa en ellos de ignorar peso y conte- 
nido, no tiene valor alguno, cuando en los mismos conoci- 
mientos se halla consignado el contenido y cantidad de la 
carga. Página 412. 

Conslilucion. — No es contraria á ella, ni á ninguna ley nacional, la 
denegación á inscribir en los Registros de la Cámara de Ape- 
laciones en lo Civil de la Capital, un titulo de Escribano pú- 
blico otorgado en la provincia de Buenos Aires, mientras no 

T. I 80 
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se llenan las condiciones de examen y demás formalidades 
prescritas por la ley orgánica de los tribunales de la Capital. 
Página 62. 

Constitución. -— Véase: Impuestos; Saladeros, 

Contestación, — La de la demanda hecha por el estranjero ante los 
tribunales ordinarios, importa la prorogacion de su jurisdic- 
cion, aunque se haya declarado nulo todo lo obrado. Pá- 
gina 49. 

Contiendas de competencia. — Véase: Suprema Corte. 

« 

Contrato. — Uno celebrado con el Poder Ejecutivo, con la calidad de 
ser reducido á escritura pública después de aprobadas sus 
cláusulas por la Lejislatura, no produce efecto alguno mien- 
tras no se promulgue la ley de su aprobación. Página 307. 

Contrato de locación. — Véase: Juez competente. 

Corre^ondenda. — La dirijida á un tercero, no puede ser objeto de 
compulsa para prueba. Página 44. 

Costas. — Es responsable de ellas el demandado que se ha negado 
indebidamente á abonar cantidad alguna^ por razón de obras 
que estaba obligado á hacer, y que resulta condenado á pa- 
gar. Página 395. 

Costas. — Véase: Interdicto. 



D 



Daños, — No habiéndose probado su existencia, no procedo la acción 
por indemnización de ellos. Página 395. 

Declaraciones. — Véase: Prueba. 

Declaraciones de testigos. — Véase: Pruebas. 

Delitos. — Corresponde alJuez Letrado del territorio de Misiones el 
conocimiento y resolución de las causas por delitos cometi- 
dos dentro de dicho territorio, y debe remitírsele los obra- 
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dos por otro juez, cualquiera que sea el estado de ellos. 
Página 374. 
Demanda. — No ofreciendo oscuridad la petición contenida en ella, 
debe ordenarse que se conteste derechamente. Página 37. 

Demanda . — La entablada por un Procurador Fiscal de Provincia 
con poder especial del Gobernador de la misma, debe consi- 
derarse como entablada por la provincia. Página 148. 

Demanda. — La no presentación de documentos, no autorízala excep- 
ción dilatoria por defecto legal en el modo de proponerla. 
Página 208. 

Demandado. — Corresponde absolverlo resultando que la cosa de« 
mandada ha sido ofrecida antes y después de la demanda. 
Página 246. 

Demandado. — Véase: Costas. 

Derecho adquirido. — Véase: Salud publica. 

Derecho de propiedad. — Véase: Saladeros. 

Derecho propio. — Véase: Beivindicadon. 

Desalojo. — No habiéndose justificado que el condenado á desalojar 
haya dejado de poseer, la sentencia de desalojo debe cum- 
plirse contra él. Página 13. 

Desa{o;o.— Véase: Embargo preventivo. 

Domicilio. — El de una persona que tiene establecida su familia en un 
punto y sus negocios en otro, es el del primer punto. Pá- 
gina 360. 



E 



Embargo. — Su omisión no es un defecto que anula el procedimiento 
en el juicio ejecutivo. Página 57. 

Embargo preventivo. — No procede sin escritura pública ú otra prue- 
ba fehaciente, como tampoco la suspensión del juicio de 
desalojo. Página 389. 
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Error. — La reclificacion de uno que no es de los determinados por e. 
artículo 1058 de las Ordenanzas de Aduana, hecha después 
de ordenada la verificación, no exime de la pena establecida 
p or el articulo 930 de las mismas. Página 120. 

Escepdon dilatoria, — Véase: Demanda y personería. 

Escepcion perentoria. — Lo es la que se opone con el fin de demos- 
trar que la acción entablada no procede contra el deman- 
dado. Página 98. 

Escepciones. — Véase: Sentencia. 

Escribano Público. — Véase: Constitución. 

Escrituras de venta judicial. — Véase : Secretarios de los Juzgados 

de Secxion. 
Espropiacion. — El adquirente de la cosa espropiada, puede elejir ei 

escribano que deba autorizar la escrituración de la venta. 

Página 186. 

Espropiacion. — El valor del terreno á espropiarse debe regularse 
según el que tendría, si la obra por la cual se hace la espro- 
piacion, no hubiera sido efectuada ni autorizada. Página 407. 

Espropiacion. — Para establecer su valor, debe estarse más bien á lo 
que estimen peritos nombrados ad Aoc, que á las avaluacio- 
nes hechas para el pago de la Contribución Directa, 6 al pre« 
cío de la compra. Página 407. 

Espropiacion. — Debe abonarse al espropiado á más del terreno que 
se le espropia, el de los edificios que se encuentran en él, 
y los perjuicios que se le causan por el fraccionamiento ; mas 
no el importe de ganancias hipotéticas que podría tener du- 
rante un número de años, si no se le privase del usufructo 
del terreno espropiado. Página 407. 

Espropiacion. — Véase: Auto apelable. 

Establecimiento industrial. — Su autorización esta siempre fundada 
en la presunción de su inocuidad, y no obliga al gobierno 
que la concedió cuando esa presunción ha sido destruida por 
los hechos. Página 273. 

fs/rodictor». —Los delitos de robo y falsificación de moneda, están 
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comprendidos en el tratado de estradicion de la República 
con el imperio del Brasil. Página 172. 

Estradicion. — Procede siempre que se acompañe copia auténtica de 
las disposiciones penales relativas del auto de prisión y sen- 
tencias condenatorias en su caso, y la filiación de los proce- 
sados. Página 173. 

£t7tcdon. -* Véase: Auto apelable; Inlerdielo . 

F 

Fallido. — Puede ser Procurador de un tercero, en pleito que no tenga 
relación con su quiebra. Página 98. 

Falsificación de un invento. — Véase : Patente de invención; Temeri- 
dad. 

Falta depersoneria. — No puede oponerse, como tampoco el arraigo á 
un agente de compañía de vapores que tiene poder de esta^ y 
reside en el lugar del juicio. Página 362. 

Fianzade arraigo. — No procede contra el que se ausenta dejando 
representante legal y bienes raices suficientes, para hacer 
frente á las responsabilidades del juicio. Página 178. 

Piscales adhoc. — Acuerdo nombrándolos para el año 1888. Página 6. 

Flete. — La obligación de pagar el flete en francos á tasa del cambio 
sobre Francia, en el dia de la llegada del buque, debe satis- 
facerse en oro al cambio sobre Francia el dia mencionado. 
Página 115. 

G 

Ganancias hipotéticas. — Véase: Espropiacion. 

H 

Honorarios. — La demanda por cobro de los devengados en pleito 
seguido ante los tribunales ordinarios, debe ventilarse ante 
estos. Página 49. 
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Impuesto. — Ei establecido sobre los animales que se consumen en 
el municipio de una provincia, es de los que eslán en las fa- 
cultades de los Poderes Provinciales. Página 82. 

Impuesto. — La cuestión sobre cuál de los Poderes públicos de una 
provincia debe establecerlo, está regida por la Constitución 
local, y no corresponde á la Suprema Corte resolverla. Pá- 
gina 82. 

Impuesto. — La Ordenanza municipal ordenando que continúe la per- 
cepción de un impuesto sobre los animales que se consumen 
en el Municipio de una Provincia, hasta tanto la Lejislatura 
se espida sobre el particular, y la ley posterior aprobando 
dicha ordenanza, no son contrarias á la Constitución. Pá- 
gina 83. 

Impuesto local. — La inconstitucionalidad que se le atribuye, no priva 
á los jueces locales de la jurisdicción que les corresponde 
para hacerlo efectivo. Página i 03. 

Impuesto local. — Los contribuyentes, sean ciudadanos ó estranjeros, 
no pueden sustraerse de la jurisdicción de los jueces locales, 
y solamente pagando con la correspondiente protesta, pue- 
den ocurrir á los jueces de su fuero para pedir la devolución 
de lo indebidamente pagado, ó bien á la Suprema Corte, por 
el recurso establecido en el articulo 14 de la ley de 14 de 
Setiembre de 1863, sobre jurisdicción y competencia de los 
tribunales federales. Página 103. 

Impuesto local. — Véase: Justicia Federal . 

Inmueble. — Véase: Juez competente. 

Interdicto. — El Juez debe proveer á la pt-ticion que el demandado 
haga en el comparendo sobre la citación de su causante, con 
suspensión de todo otro procedimiento. Página 34. 

Interdicto. — En el de obra nueva, el demandado que resulta haber 
invadido la posesión ajena, debe ser condenado á la demoli- 
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cioQ yá la indemaizacion de las costas, pérdidas é intereses 
causados por su culpa. Página 235. 

Interdicto. --y éBse: Auto apelable. 



Jueces de la Capital. — Véase: Justicia Federal. 

Jueces locales. — Véase: Impuesto local. 

Jueces Suplentes. — kmeráo nombrándolos para el año 1888. Pá- 
gina 6. 

Juez competente. — Lo es para conocer en la causa sobre cumplimien- 
to de un contrato de locación de un inmueble, el del lugar 
en que este está situado. Página 233. 

Juez de Comercio. — Es competente para conocer en la ejecución fun- 
dada sobre un pagaré á la orden, otorgado en Buenos Aires, 
pero no para ejecutar la propiedad embargada en dicha eje- 
cución, perteneciente á la testamentaría de la esposa del 
ejecutado, radicada ante un juez de la provincia de Buenos 
Aires. Página 290. 

Juez de Feria. — Acuerdo nombrándolo para la de 1 887. Página 9. 

Juicio Ejecutivo. — Véase: Embargo. 

Jurisdicción. — Véase: Jueces locales\ Justicia Federal. 

Jurisdicción arbitral. — Véase: Arbitros. 

Justicia Federal. — Es incompetente para conocer en las demandas 
sobre exoneración del pago de un impuesto local. Página 103- 

Justicia Federal. — No es competente para conocer de los actos y 
obligaciones de los asociados en su calidad de tales. Pági- 
na 143. 

Justicia Federal. — No constando que un Procurador Fiscal de Pro- 
vincia, que ha demandado á un vecino de la Capital, ante los 
tribunales ordinarios, tuviera poder para prorogar la juris- 
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dicción de estos, el conocimiento de la demanda corresponde 
á la Suprema Corte. Página 148. 

Justicia Federal. — No eslán sujetos á ella, los jueces de la Capital^ 
por las faltas ó delitos que cometan en el ejercicio de sus 
funciones. Página 168. 

JüsHda Federal, — La Suprema Corte carece de jurisdicción para co- 
nocer de la nulidad ó validez de una resolución del Poder 
Ejecutivo de una Provincia, relativa á la distribución de sus 
tierras públicas. Página 255. 

Justicia Federal, — Corresponde á la Suprema Corte conocer en las 
acciones civiles deducidas contra un gobierno de Provincia, 
por un vecino de la Capital, sobreentregade un campocom- 
prado á dicho gobierno. Página 270. 

Jtt5ltcta Federal, — Corresponde á los tribunales federales conocer ea 
la acción de daños y perjuicios procedentes de actos ejecuta- 
dos en comisión de una de las Cámaras del Congreso Na- 
cional. Página 296. 

Justicia Federal. — Corresponde al conocimiento de ella la demanda 
en que no es pártela Municipalidad, ni ninguna otra autori- 
dad provincial, aunque sea por cobro de impuestos, si se 
entabla por el cesionario de esos impuestos, argentino con- 
tra un estranjero. Página 355. 



Ley electoral, — El no haber concurrido los conjueces nombrados 
al local destinado para la instalación de la mesa receptora de 
votos, en el dia fijado para las elecciones nacionales, consti- 
tuye una infracción de la ley nacional de elecciones, cuya 
pena puede ser disminuida en vista de circunstancias ate- 
nuantes. Páginas 212 y 213. 

Ley electoral, — La detención injustificada de ciudadanos durante el 
dia de las elecciones nacionales^ impidiéndoles de este modo 
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concurrir á ellas, importa una inffaccion prevista y penada 
por el articulo 69de la ley nacional de elecciones: Página 218. 

Ley Nacional — Véase: Constitución. 

Libros de comercio. — Véase: Compulsa de libros. 

Limites inlerprovinciales. — Por el articulo 6^ del compromiso arbi- 
tral, celebrado en 5 de Marzo de 1881^ entré las provincias 
de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fé, dichas provincias re- 
nunciaron en su interés reciproco y en el de sus causa-ha- 
bientes, los derechos de propiedad sobre los terrenos legíti- 
mamente enajenados antes del mencionado compromiso, que 
pudieran serles adjudicados por el laudo. Páginas 322, 340, 
347 y 382. 

Limites interprovinciales. — Las ventas de los terrenos á que alude 
la cláusula 6" del compromiso interprovíncial, hechas por las 
provincias adjudicatarias después del laudo, no son hábiles 
para transferir á los compradores el dominio que hablan 
perdido en virtud de la renuncia que contiene dicha cláusula. 
Página 322. 

Limites interprovinciales. — La venta de los terrenos á que se refiere 
la cláusula 6' del compromiso interprovinciál, hecha por la 
provincia adjudicataria después del laudo, no puede perjudi- 
car los derechos de los compradores anteriores, y la men- 
sura mandada hacer, á consecuencia de esa venta, no debe 
incluir la parle vendida á estos últimos. Páginas 340, 347 
y 382. 

Linea divisoria. — En la incertidumbre que dejan los títulos y el 
convenio de las partes sobre la linea divisoria de sus pro- 
piedades^ debe estarse á los hechos que se pruebe haberse 
verificado por los mismos con posterioridad al convenio. Pá- 
gina 128. 

Lilis pendenlia. — La demanda no contestada sobre cumplimiento de 
un contrato de subarriendo, no puede lundar la excepción 
de litis pendentia CüuiTd Idí de rescisión de dicho contrato. 
Página 181. 
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Litis penieniia. — Losantecedeates obrados ante un juez para obte- 
ner una rendición de cuentas, no pueden constituir la escep- 
cion de litis pendentia contra la acción que, por no haberse 
rendido debidamente las cuentas pedidas, se entable para 
cobrar el saldo que el actor pretende que se le debe. Pá- 
gina 190. 

Litis-penientia. — No hay, cuando no existe identidad en las accio- 
nes deducidas en juicio. Página 418. 



M 



Marca de fábrica. —El uso de una muy semejante á la de otro, y 
con la que puede fácilmente conlundirse, constituye una in- 
fracción de la ley déla materia, y somete á su autor á las 
penas señaladas por dicha ley. Página 399. 

Mejora de la apelación. — La renuncia del apoderado del apelante, no 
suspende el curso del término establecido por la ley para 
mejorar el recurso de apelación, y acusada la rebeldia por 
el apelado, debe aquel declararse desierto. Página 285. 

Mensura. — Véase: Limites interprovinciales. 

Mercaderías. — La entrega al encargado de recibirlas, se reputa hecha 
una vez que conste su entrada en los libros de aquel, y que 
se ha puesto en el conocimiento de las mismas, el sello con 
que el mandatario acostumbraba otorgar recibo. Página 164. 



N 



Notificación. — Debe considerarse como válida la hecha en el domi- 
cilio consentido en que se han hecho otras no observadas, 
y practicada con cédula dejada á un vecino por falla de otras 
personas con quientís pudiera entenderse. Página 225. 

Nulidad de una patente de invención, — Véase : PíUenle de invención. 
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Obligación. — La contraída en 4 de Noviembre de 1884, en moneda 
de oro sellado del valor actual con esclusion de billetes de 
curso forzoso ú otra clase de moneda, no puede ser pagada 
con billetes decurso legal por su valor nominal. Página i33. 

Obligación. — Véase; Flete. 

Obligación á oro sellado. — Véase: Obligación^ Oro sellado. 

Obligaciones. — Las contraidas en pesos nacionales oro, ó su equiva- 
lente en moneda de curso legal, deben pagarse en moneda 
de oro ó en billetes al cambio corriente en el dia de verifi- 
carse. Páginas 67 y 75. 

Obligaciones á pesos fuertes. — Las contraidas antes de los decretos y 
ley sobre iaconversion, deben ser satisfechas en oro, ó en 
pesos de curso legal por su valor corriente en plaza. Pági- 
na 199. 

Oro sellado. — La obligación de pagar en oro mellado debe satisfacerse 
en oro ó en billetes de curso legal por su equivalente. Pági- 
na 57. 



Pared medianera. — La que no puede soportar la mayor altura que se 
le quiere dar, puede ser demolida y reconstruida, sin que 
el vecino tenga derecho á reclamo por las incomodidades de 
la reconstrucción. Página 320. 

Pared medianera. — La demolición y reconstrucción debe ser á costa 
del que quiere alzarla. Página 320. 

Pared medianera. — Si lo que ha de demolerse había sido hecho á 
costa del vecino, este no puede reclamar el pago de la mitad 
de su costo, y solamente tiene derecho á retirar los mate- 
riales de la pared demolida. Página 320. 
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Patente de invención, — La falta de novedad y la publicación ante- 
rior del invento, aún hecha por el mismo inventor, anula 
la patente que este haya obtenido con posterioridad. Página 
427. 

Pena, — El pago de la establecida en el contrato de venta, no exime de 
su cumplimiento, sino en el caso en que esto se hubiese es- 
presamente convenido. Página 330. 

Pérdidas é intereses. — Véase: Interdicto. 

Personería. — La cuestión de la validez ó nulidad de la cesión, en cuya 
yirlud el actor se presenta reclamando los derechos que le 
son propios, afecta al fondo de su derecho y no á su perso- 
nería. Página 249. 

Personería. — El demandado que ha reconocido la personería del de- 
mandante en una negociación, no puede desconocerla en el 
juicio á que dicha negociación dá origen. Página 307. 

Pesos fuertes. — Véase: Obligaciones á pesos fuertes. 

Poder. — No lo invalida la faltado declaración de la mayor edad del 
apoderado qu9 no se alega ser menor. Página 136. 

Poderes apud opta. — Acuerdo de la Suprema Corte, declarándolos 
inadmisibles en juicio. Página 5. 

Posiciones. — No pueden declararse absueltas en rebeldía, cuando no 
se ha citado válidamente al absolvente, y no set ha incluido 
en el decreto de citación el apercibimiento previsto por el 
artículo 116 de la ley de Procedimientos. Página 112. 

Posiciones. — Véase: Prueba. 

Prescripción. — Véase: Rendición de cuentas. 

Presentación de documentos. — Véase : Demanda. 

Procurador. — Véase: Fallido. 

'Prorogacion de jurisdicción. — Véase: Contestación. 

Prueba. — No la constituyen dos declaraciones singulares, siendo 
diversificativa la singularidad. Página 138. 

Prueba. — No habiendo omisión ó culpa imputable á la parte^ puede 
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legalmente recibirse fuera del término probatorio, la prueba 
pedida en tiempo dentro de dicho término. Página i 88. 

Prueba. — No puede admitirse como tal en un juicio, las declaracio- 
nes de testigos y posiciones producidas en otro juicio. Pá- 
ginas 364 y 371. 

Pruebas. — Las decretadas dentro' del término, y evacuadas fuera de 
él sin culpa de la parte, deben ser agregadas á los autos. 
Página 425. 



R 



Razón Social. — Véase: Socio. 

Rebeldía. — Véase: Posiciones. 

Reconocimiento, — No es admisible después de vencido el término 
probatorio, el de una carta firmada por terceros, relativa á 
hechos alegados enjuicio. Página 18. 

Recurso.— 1^0 procede el del articulo 14 de la ley sobre jurisdicción 
y competencia de los tribunales Federales, en el caso en 
que no se ha puesto en cuestión ningún principio constitu- 
cional ni ley de la Nación. Página 193. 

Recurso, — £1 auto de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la 
Capital, confirmatorio del del juez del Crimen, por el cual 
se declara incompetente para conocer en grado de apelación 
de las resoluciones del Consejo de Higiene, en virtud déla 
ley provincial de Buenos Aires de 17 de Junio de 1877, no 
autoriza el recurso del articulo 14 de la ley sobre jurisdicción 
y competencia de los tribunales Federales de 14 de Setiem- 
bre de 1863, para ante la Suprema Corte. Página 404. 

Recurso. — Véase: Abogado. 

Recusación. -— Interpuesta la demanda juntamente con la recusación 
del Juez, no puede desecharse aquella sin resolver previa- 
mente sobre la recusación. Página 47. 
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Reimrtdicadon, — El que reivindica fundado en titulo de conopra se- 
guido de posesión ejercita un derecho propio y originario, no 
por cesión ó mandato. Página 160. 

Rendición de cuentas. — El que administra bienes ajenos tiene obli- 
gación de rendir cuenta instruida y documentada de los in- 
tereses que tuvo á su cargo. Página 350. 

Bendición de cuentas. — La obligación de rendirlas no se préiscríbe por 
el término de dos años, una vez que ha sido probada por 
prueba de confesión é instrumental. Página 351. 

Renuncia, — Véase: Arbitros. 

Renuncia del apoderado. —Véase: Mejora de la apelación. 



Sala de acuerdos. — Acuerdo disponiendo que se coloquen en ella los 
retratos de los doctores Gorostiaga y Dominguez, Presidente 
y Ministro jubilado. Página 10. . 

Saladeros. — El decreto de 14 de Febrero de 1871, del gobierno de 
Buenos Aires, y ta ley de esa provincia de 6 de Setiembre 
del mismo año, retirando á los saladeros establecidos en 
Barracas la autorización para continuar en ese punto, por 
exijirlo asi la salud pública, no son contrarios ala Constitu- 
ción, ni atacan (^I derecho de propiedad. Página 273. 

SaludPública. — Nadie puede tener un derecho adquirido de compro- 
meterla con el uso que haga de su propiedad, y especial- 
mente con el ejercicio de una profesión ó industria. Pági- 
na 273. 

Salud Pública. — Véase: Saladeros. 

Secretario de feria .— kcueráo nombvknáoh paralado 1887. Pági- 
na9. I 

Secretarios de los Juzgados de Sección. — La facultad atribuida á 
estos^ para el otorgamiento de escrituras de ventas, que ema- 
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nen de actas judici^eg, no es esclusiva, y,el espfopiauto pue- 
* de exigir se haga esta pof otro escribano. Página 422. * 

Senfeficta. — Cuando la de primera instancia prescinde délas varias* 
escepciones opuestas á la acción de la demanda y reslielve una 
sola de, ellas, la Suprema Corte debe ocuparse sohrmente de 
esta excepción, una vez que, no ha sido lachado por las partes 
«1 procedimiento del juez a gtio. Págna 21 . 

Sentencia de desalojo . — Yéas^: Desalojo, • ^ • 

Sociedad mercantil, — Véase: Arbitros, 

Sodo. —La muerte de una no impide que tarazón socMl continúe 
las gestipnes iniciadas en vida de él, ante el juez competente 
que conoce en ellas. Página 391. 

Siiprema Corte. — No tiene jurisdicción para decidir las contiendas de 
. competencia .entre las Cámaras de Apelación de la Capital. ^ 
Pagina 184. . * 

Suprema Corte, — No le c;prresponde conocer en un decirte del P%- 
der Ejecutivo Nacional, destituyendo á un Juez Letrado de un 
territorio Nacional, noAibradoen Comisión^ Página 288. 

Suprema Corte. — Véase: Justicia Fíderal} Sentencia. 



■ 

Tachas. — Las de lostestigos deben oponerse y probarse deltro del 
término probatorio. Página^ 8. 

Temeridad. -^ En un juicio sobre falsificación de invento, la circuns- 
tancia de haber obtenido el demandante la patente de inven- 
ción, demuestra la falta de temeridad en la demapda inter- 
puesta contra los esplotadores del invento,. y exime al 
demandante del cargo de costas procesales. Página 427. 

Término probatorio. — Su aumento por las prueba que han de pro* 
ducirse fuera del asient*'4el Juzgado, pero dentro del terri- 
torio de la República, está comprendido en el térjnino ordi- 
nario, y puede pedirse deotse de él. Página 210. 
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. TesUgé* — : El presentado en tiempo, | cyya declaración no ha podido 
^ ser prestada el dia seuijlado* por haber estado enfermo, 
puede y debe ser examinado con arreglo al articulo 139 del 
Código de Procedimientos. Páginas 364 y 37i. 

Testigos. «*- Véase: Pruebas; Tachas. 

Tierms-públicas pramnciales . —Véase: Jusiica Ffderal . 

Wbunales Ordinarios: -- Véase: Contestación-^ Honorarios. 



V 



Y&lidez de cesión* — Véase: Personería. 

Vendedor. — El de una cosa de laque todavía no ha adquirido el do- 
minio por la tradición^ se entiende que vende las acciones y 
derechos que le corresponden para obtener del causante la 
entregado la cosa vendida ; y por consiguiente la' acción que 

, ** el comprador intente eon esle fín,<oi|lra el primitivo vende- 

dor, no es procedente. Página 21 . 

Vendedor. — El de buena fé que se halla imposibilitado para entregar 
la cosa al compradjir que no quiere esperar que cese la im- 
posibilidad, está obligado solamente á devolver el precio re- 
cibido y sus intereses en la misma especie de moneda que se 
recibió. Página 75. 

Venta áe inmuebles. — Véase: Acción persontí. 

Ventas de terreno. — Véase: Ly[$ites inlerprovinciales. 

Vias de hechq. — Las empleadas contra el uso y goce de la cosa in- 
mueble, dan lugar á una acción sumaría para que el tenedor 
«de ella sea amparado en la ocupación y goce de la misma ; 
sin que á ello se oponga la clasificación de interdicto poseso- 
río que el demandante haya dado á su acción. Página 40. 
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